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1) TEXTO DE LA CITACION 
“Montevideo, 9 de abril de 2007. 


La CAMARA DE SENADORES se reunirá en sesión 
ordinaria mañana martes 10 de abril, ala hora 16, afin de infor- 
marse de los asuntos entrados y considerar el siguiente 


ORDEN DEL DIA 


1%) Elección de Vicepresidentes. 


2”) Elección de Miembros de la Comisión Permanente del 


Poder Legislativo (Artículo 127 de la Constitución de 
la República). 


3%) Elección de Miembros de la Comisión Administrativa 
del Poder Legislativo. 


Discusión general y particular de los siguientes proyec- 
tos de ley: 


4%) por el que se designa "Joaquín Torres García" el 
edificio central de la Torre de las Comunicaciones, 
dependiente de la Administración Nacional de Tele- 
comunicaciones. 


Carp. N*747/07- Rep. N*419/07 


218-C.S. 


5”) Por el que se sustituye el artículo 217 del Código 
Penal, referido al atentado contra la regularidad de 
las telecomunicaciones. 

Carp. N” 693/06 - Rep. N* 424/07 


6”) Por el que se modifica el artículo 354 del Código 
Penal, referido al delito de usurpación. 
Carp. N* 694/06 - Rep. N* 425/07 


7%) Por el que se aprueba el Convenio Marco entre el 
Gobierno de la República Oriental del Uruguay y la 
República Popular China, sobre el Crédito Preferen- 
cial otorgado por China a Uruguay, suscrito en la 
ciudad de Montevideo, el 4 de setiembre de 2006. 

Carp. N” 725/06 - Rep. N* 426/07 


8”) Por el que se aprueba el Protocolo V sobre los Restos 
Explosivos de Guerra a la Convención sobre prohibi- 
ciones o restricciones del empleo de ciertas armas 
convencionales que pueden considerarse excesiva- 
mente nocivas o de efectos indiscriminados, de 10 de 
octubre de 1980, y la Enmienda al artículo 1” de la 
referida Convención, realizada por la Segunda Con- 
ferencia de Examen, adoptada en diciembre de 2001. 

Carp. N” 689/06 - Rep. N* 429/07 


9%) Por el que se aprueba el Convenio de Cooperación 
Cultural y Científica entre el Gobierno de la República 
Oriental del Uruguay y el Gobierno de Rumania, 
suscrito en Bucarest, el 17 de setiembre de 2004. 

Carp. N” 714/06 - Rep. N* 430/07 


10) Por el que se aprueba el Primer Protocolo Adicional 
al Acuerdo de Complementación Económica suscrito 
entre los Gobiernos de los Estados Partes del 
MERCOSUR y el Gobierno de la República del Perú, 
suscrito en Montevideo, el 30 de noviembre de 2005. 

Carp. N* 519/06 - Rep. N*431/07 


11)Por el que se aprueba el Acuerdo de Cooperación en 

Materia de Tecnologías de la Información, Industria 

de Software, Equipamiento Informático y Comunica- 

ciones, entre la República Oriental del Uruguay y la 

República Bolivariana de Venezuela, suscrito en Mon- 
tevideo, el 9 de diciembre de 2005. 

Carp. N* 590/06 - Rep. N* 432/07 


12) Por el que se aprueba el Convenio Marco de Coope- 
ración Técnica y Científica entre el Gobierno de la 
República Oriental del Uruguay y el Gobierno de la 
República de Nicaragua, suscrito en Montevideo, el 
14 de agosto de 1998. 

Carp. N” 741/06 - Rep. N* 433/07 


13) Por el que se aprueba el Acuerdo para la creación de 
la "Visa MERCOSUR”, suscrito en Montevideo, el 16 

de diciembre de 2003. 
Carp. N* 426/05 - Rep. N* 435/07 
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14) Por el que se aprueba el Acuerdo Relativo a la Apli- 
cación de la Parte XI de la Convención de las Nacio- 
nes Unidas sobre el Derecho del Mar, suscrito en la 
sede de la Organización de las Naciones Unidas, en 
Nueva York, el 29 de julio de 1994, 

Carp. N*514/06 - Rep. N* 436/07 


15) Informe de la Comisión de Asuntos Administrativos 
relacionado con la solicitud de venia del Poder Eje- 
cutivo a efectos de destituir de su cargo a un funcio- 
nario del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Te- 
rritorial y Medio Ambiente. (Plazo constitucional 
vence el 24 de abril de 2007). 

Carp. N*750/06 - Rep. N* 421/07 


16) Mensaje del Poder Ejecutivo por el cual solicita venia 
a efectos de destituir de su cargo a una funcionaria 
del Ministerio de Salud Pública (Plazo Constitucio- 
nal vence el 30 de abril de 2007. Se incluye en el Orden 
del Día de conformidad con lo dispuesto en el artículo 
62 del Reglamento del Cuerpo). 

Carp. N* 748/07 - Rep. N* 434/07 


Santiago González Barboni Hugo Rodriguez Filippini 
Secretario Secretario.” 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores Senadores Abreu, Alfie, Amaro, 
Antía, Baráibar, Bentancor, Breccia, Cid, Couriel, Da 
Rosa, Dalmás, Fernández Huidobro, Gallinal, Heber, 
Korzeniak, Lapaz, Lara Gilene, Larrañaga, Long, Michelini, 
Moreira, Oliver, Percovich, Rodríguez, Sanguinetti, 
Saravia, Topolansky, Vaillant y Xavier. 


FALTAN: con licencia, los señores Senadores Penadés 
y Ríos y con aviso el señor Senador Lorier. 


3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE. - Habiendo número, está abierta la 
sesión. 


(Es la hora 16 y 11 minutos) 
- Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 


“La Presidencia de la Asamblea General destina un men- 
saje del Poder Ejecutivo al que acompaña un proyecto de le y 
por el que se exonera del Impuesto al Valor Agregado, del 
Impuesto a las Rentas de las Actividades Económicas y del 
Impuesto a las Rentas de los No Residentes, a los artistas 
extranjeros que cumplan con determinadas condiciones. 

- ALA COMISION DE HACIENDA. 
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El Poder Ejecutivo remite mensajes solicitando venias 
para destituir de sus cargos a: 


- un funcionario del Ministerio de Economía y Finan- 
zas. 


- un funcionario del Ministerio de Salud Pública. 


- unfuncionario del Ministerio de Ganadería, Agricul- 
tura y Pesca. 
- ALA COMISION DE ASUNTOS ADMINISTRATIVOS. 


- y comunica que ha promulgado los siguientes pro- 
yectos de ley: 


- por el que se declara el 5 de octubre de cada año 
“Día Uruguayo del Tango”. 


- porel que se concede una pensión graciable a la 
señora Blanca Victoria Arocha Camejo. 


- por el que se establecen modificaciones en la 
tributación que grava las enajenaciones de ga- 
soil. 

- AGREGUENSE A SUS ANTECEDENTES Y 
ARCHIVENSE. 


La Suprema Corte de Justicia remite: 


- Mensaje N* 5/07, por el que solicita venia para desig- 
nar como Ministro del Tribunal de Apelaciones al 
doctor Alberto Domingo Reyes Oehninger. 

- ALA COMISION DE ASUNTOS ADMINISTRATIVOS. 


- Mensaje N* 22/07, al que adjunta Oficio N* 118 del 
Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Penal de 
17” Turno, en autos caratulados “OSEDENUNCIA” 
Ficha N* 92-412/05, por el que solicita el desa- 
fuero del Senador de la República señor Juan Justo 
Amaro. 

- ALA COMISION DE CONSTITUCION Y LEGISLA- 

CION. 


La Cámara de Representantes comunica que ha apro- 
bado el proyecto de ley por el que se establecen modifica- 
ciones en la tributación que grava las enajenaciones de 
gasoil. 

- AGREGUESE A SUS ANTECEDENTES Y ARCHIVESE. 


La Junta Departamental de Maldonado remite copia de 
las palabras expresadas por el señor Edil Pablo Lotito, 
referentes a la venta indiscriminada de medicamentos en 
comercios no habilitados. 

- ALA COMISIÓN DE SALUD PUBLICA. 


La Comisión de Asuntos Administrativos eleva informa- 
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da la solicitud de venia enviada por el Poder Ejecutivo para 
destituir de su cargo a un funcionario del Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. 


La Comisión de Asuntos Administrativos eleva, por 
vencimiento del plazo reglamentario, la solicitud de venia 
del Poder Ejecutivo para destituir de su cargo a una funcio- 
naria del Ministerio de Salud Pública. 


La Comisión de Asuntos Internacionales eleva informa- 
dos los siguientes proyectos de ley: 


- porelque se aprueba el Acuerdo para la creación de 
la Visa MERCOSUR, suscrito en la ciudad de Monte- 
video, el 16 de diciembre de 2003. 


- porel que se aprueba el Acuerdo relativo a la Parte 
XI de la Convención de las Naciones Unidas sobre el 
Derecho del Mar de 10 de diciembre de 1982, suscrito 
el 29 de julio de 1994, en la sede de la Organización 
de las Naciones Unidas, en Nueva York. 

- HAN SIDO REPARTIDOS. ESTAN INCLUIDOS EN EL 

ORDEN DEL DIA DE LA SESION DE HOY. 


La Comisión de Defensa Nacional eleva informadas las 
siguientes solicitudes de venia para conferir ascensos: 


- al Grado de Coronel de la Fuerza Aérea Uruguaya, a 
varios señores Tenientes Coroneles. 


- al Grado de Capitán de Navío de la Armada Nacional, 
a varios señores Capitanes de Fragata. 


- al Grado de Coronel del Ejército Nacional, a varios 
señores Tenientes Coroneles. 
- REPARTANSE E INCLUYANSE EN EL ORDEN DEL 
DIA DE LA PROXIMA SESION. 


La Junta Departamental de Rivera remite: 


- Expediente N”218-E/06, referido auna concesión de 
chapas de remises en la que se constató que uno de 
los adjudicados es un Edil de dicho legislativo co- 
munal, por lo que solicita se aplique lo establecido en 
los artículos 292 y 293 de la Constitución de la 
República y el artículo 38 de la Ley Orgánica Muni- 
cipal. 

- ALA COMISIÓN DE CONSTITUCION Y LEGISLA- 

CION. 


- y copia de las palabras expresadas por el señor 
suplente del Edil Sergio Bértiz referente ala visita del 
señor Presidente de los Estados Unidos de América, 
George Bush. 

- TENGASE PRESENTE.” 


220-C.S. 


4) PEDIDO DE INFORMES 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de un pedido de 
informes. 


(Se da del siguiente:) 


“El señor Senador Julio C. Lara, conforme alo dispuesto 
por el artículo 118 de la Constitución de la República, 
solicita se curse un pedido de informes con destino al 
Ministerio de Salud Pública, relacionado con una publica- 
ción en el Diario “La República” sobre la tramitación de 
carnés de pobre en el Hospital de Pando. 

- OPORTUNAMENTE FUE TRAMITADO.” 


(Texto del pedido de informes:) 
“Montevideo, 28 de marzo de 2007. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Senadores. 
Don Rodolfo Nin Novoa. 
Presente. 


De mi mayor consideración: 


Tengo el honor de dirigirme a Usted, para que de confor- 
midad con lo dispuesto por el artículo 118 de la Constitución 
de la República, se curse al Ministerio de Salud Pública el 
siguiente pedido de informes: 


El pasado 26 de marzo del corriente año, en el Diario La 
República, se publicó una nota respecto a la tramitación en 
el Hospital de Pando de carnés de asistenta. 


1%) ¿Es cierto que fueron otorgados los carnés de asis- 
tencia a favor de Ataliva Gilene, Marina González Núñez y 
Alejandra Gilene con fecha 12 de setiembre de 2003, en el 
Hospital de Pando? 


2%) ¿A qué categoría pertenece cada uno de los carnés 
otorgados? 


3%) ¿Se siguió el debido procedimiento para otorgar de 
dichos carnés? ¿Los tres involucrados presentaron decla- 
ración jurada de bienes e ingresos tal como lo exige el 
Instructivo de ASSE? 


4%) ¿Existe reglamentación que ampara alos ciudadanos 
mayores de 65 años de edad con independencia de sus 
ingresos para la obtención de un determinado tipo de carné 
bonificado? 


5”) ¿Fueron utilizados estos carnés en algún centro de 
Salud Pública? 
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Sin otro particular, saluda a Ud. muy atentamente. 


Julio C. Lara Gilene. Senador.” 


5) INASISTENCIAS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dando cumplimiento a lo que 
establece el artículo 53 del Reglamento de la Cámara de 
Senadores, dese cuenta de las inasistencias a las anteriores 
convocatorias, en el caso de que existieran. 


(Se da de las siguientes:) 
SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 


En la sesión ordinaria del 14 de marzo faltó con aviso el 
señor Senador Lorier; en la sesión extraordinaria del 20 de 
marzo no se registraron inasistencias y en la sesión extraor- 
dinaria del 28 de marzo faltó con aviso el señor Senador 
Gallinal. 


En lo que respecta a las inasistencias de los señores 
Senadores a sus respectivas Comisiones, cabe informar 
que: 


- Ala sesión de la Comisión Especial para el Estudio 
del Funcionamiento de los Partidos Políticos del 14 de 
marzo, faltaron con aviso la señora Senadora Dalmás y los 
señores Senadores Korzeniak y Sanguinetti; a la del 21 de 
marzo, faltaron con aviso los señores Senadores Korzeniak 
y Sanguinetti; y ala del 28 de marzo, faltaron con aviso los 
señores Senadores Gallinal, Korzeniak y Rubio. 


- A la sesión de la Comisión de Vivienda y Ordena- 
miento Territorial del 14 de marzo, faltó con aviso el señor 
Senador Lapaz. 


- Alasesión de la Comisión de Presupuesto del 14 de 
marzo, faltó con aviso el señor Senador Da Rosa. 


- Alasesión de la Comisión de Medio Ambiente del 14 
de marzo, faltó con aviso el señor Senador Cid. 


- A la sesión de la Comisión de Hacienda del 15 de 
marzo, faltó con aviso el señor Senador Michelini; a la del 
21 de marzo, faltó con aviso el señor Senador Larrañaga; a 
la del 22 de marzo, faltó con aviso el señor Senador Baráibar 
y a la del 27 de marzo, faltó con aviso el señor Senador 
Rubio. 


-  Alasesión de la Comisión de Ganadería, Agricultura 
y Pesca del 15 de marzo, faltó con aviso el señor Senador 
Lorier; y a la del 22 de marzo, faltaron con aviso los señores 
Senadores Da Rosa y Lapaz. 
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- Ala sesión de la Comisión de Asuntos Laborales y 
Seguridad Social del 15 de marzo, faltaron con aviso los 
señores Senadores Lara y Lorier. 


-  Alasesión de la Comisión de Asuntos Internaciona- 
les del 15 de marzo, faltaron con aviso los señores Senado- 
res Larrañaga y Michelini; a la del 22 de marzo, faltó con 
aviso el señor Senador Sanguinetti; a la del 27 de marzo, 
faltaron con aviso los señores Senadores Couriel, Heber, 
Korzeniak y Rubio y a la del 29 de marzo, faltaron con aviso 
los señores Senadores Couriel y Larrañaga. 


- Ala sesión de la Comisión de Ciencia y Tecnología 
del 19 de marzo, faltó con aviso el señor Senador Lara; a la 
del 26 de marzo, faltaron con aviso los señores Senadores 
Cid, Rubio y Lara y a la del 9 de abril, faltó con aviso el señor 
Senador Bentancor. 


- Ala sesión de la Comisión de Transporte y Obras 
Públicas del 19 de marzo, faltó con aviso el señor Senador 
Antía; a la del 26 de marzo, faltó con aviso el señor Senador 
Amaro; a la del 28 de marzo, faltaron con aviso los señores 
Senadores Amaro y Fernández Huidobro y a la del 9 de abril, 
faltaron con aviso los señores Senadores Amaro, Michelini 
y Ríos. 


- Alasesión de la Comisión de Población, Desarrollo 
e Inclusión del 19 de marzo, faltaron con aviso la señora 
Senadora Xavier y los señores Senadores Antía, Saravia, 
Amaro y Heber; a la del 26 de marzo, faltaron con aviso los 
señores Senadores Amaro y Heber y a la del 9 de abril, 
faltaron con aviso los señores Senadores Amaro y Lorier. 


- Alasesión de la Comisión de Defensa Nacional del 
19 de marzo, faltó con aviso el señor Senador Penadés y a 
la del 9 de abril, faltó con aviso el señor Senador Moreira. 


- A lasesión de la Comisión de Constitución y Legis- 
lación del 27 de marzo, faltó con aviso el señor Senador 
Ríos. 


- Ala sesión de la Comisión de Asuntos Administra- 
tivos del 28 de marzo, faltó con aviso el señor Senador Lara. 


- Alasesión de la Comisión de Salud Pública integrada 
con Hacienda del 29 de marzo, faltaron con aviso los seño- 
res Senadores Abreu, Bentancor y Larrañaga. 


6) SOLICITUDES DE LICENCIA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de una solicitud de 
licencia. 


(Se da de la siguiente:) 


“El señor Presidente del Cuerpo solicita licencia en- 
tre los días 14 y18 de abril”. 
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- Léase. 

(Se lee:) 

SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 
“Montevideo, 9 de abril de 2007. 


Sr. Presidente del Senado 
Presente 


De mi consideración: 


Por la presente le informo al Cuerpo que entre los días 14 
y 18 de abril viajaré a Venezuela para participar en la Cumbre 
Energética de Jefes de Estado y de Gobierno, en represen- 
tación del Gobierno de nuestro país. 


Por este motivo solicito se me conceda licencia por estos 
días de acuerdo al literal c) de la Ley N* 17.827. 


Sin otro particular, lo saluda, 


Rodolfo Nin Novoa. Presidente.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 


(Se vota:) 

- 14en 15. Afirmativa. 

Dese cuenta de otra solicitud de licencia. 
(Se da de la siguiente:) 


“El señor Senador Ríos solicita licencia desde el 9 
hasta el 13 de abril”. 


- Léase. 

(Se lee:) 

SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 
“Montevideo, 9 de abril de 2007. 


Presidente del Senado 
Sr. Rodolfo Nin Novoa 
Presente 


Me dirijo a usted a efectos de solicitar licencia médica a 
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partir de la fecha del 9 de abril y hasta el día 13 del corriente 
mes inclusive. 


Adjunto el correspondiente certificado médico. 
Solicito se dé ingreso al suplente correspondiente. 
Sin otro particular, 


Dr. Eduardo Ríos. Senador.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 


(Se vota:) 


- 15en 15. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


7) INTEGRACION DEL CUERPO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se comunica al Cuerpo que los 
señores León Lev y Gonzalo Gaggero han presentado notas 
de desistimiento informando que por esta única vez no 
aceptan la convocatoria al Cuerpo, por lo que se solicitará 
ala Corte Electoral la proclamación de quien correspondie- 
ra. 


S) SOLICITUDES DE LICENCIA 


SEÑOR PRESIDENTE .- Dese cuenta de otra solicitud de 
licencia. 


(Se da de la siguiente:) 


“La señora Senadora Percovich solicita licencia des- 
de el día 18 al 20 del corriente mes”. 


- Léase. 
(Selee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 
“Montevideo, 10 de abril de 2007. 


Presidente de la Cámara de Senadores 
Sr. Rodolfo Nin Novoa 
Presente 


De mi mayor consideración: 


Le solicito tenga a bien concederme licencia desde el día 
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18 del corriente y hasta el 20 inclusive, con el fin de poder 
participar del Seminario Internacional “Género y Política: 
Experiencias en América Latina y en Europa”, organizado 
por el proyecto regional de la Fundación Friedrich Hebert en 
el Cono Sur junto con la Fundación Salvador Allende. 


Dicho Seminario se llevará a cabo los días 19 y 20 de abril 
en Santiago de Chile. 


Sin otro particular, le saluda con su más alta estima, 


Margarita Percovich. Senadora.” 


SEÑOR PRESIDENTE - Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 


(Se vota:) 


-15en 16. Afirmativa. 


9) INTEGRACION DEL CUERPO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se comunica al Cuerpo que los 
señores Enrique Rubio, José Bayardi, Juan José Bentancor, 
Martín Ponce de León y Felipe Goiriena han presentado 
notas de desistimiento informando que por esta única vez 
no aceptan la convocatoria al Cuerpo, por lo que se solici- 
tará ala Corte Electoral la proclamación de quien correspon- 
diera. 


10) SOLICITUDES DE LICENCIA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de otra solicitud de 
licencia llegada a la Mesa. 


(Se da de la siguiente:) 


“La señora Senadora Topolansky solicita licencia 
desde el día 19 al 26 del corriente mes.” 


- Léase. 


(Se lee:) 
SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 
“Montevideo, 10 de abril de 2007 


Sr. Presidente del Senado 
Don Rodolfo Nin Novoa 


De mi consideración: 


Por la presente solicito al Cuerpo que Ud. preside me 
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conceda licencia por motivos particulares desde el día 19 al 
día 26 del corriente mes. 


Sin otro particular, 


Lucía Topolansky. Senadora.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar si se concede la licencia solicitada. 


(Se vota:) 


- 16en 18. Afirmativa. 


11) DENGUE 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado ingresa a la hora 
previa. 


Tiene la palabra el señor Senador Lapaz. 
SEÑOR LAPAZ.- Muchas gracias, señor Presidente. 


En estos minutos voy a traer a la memoria de este Cuerpo 
dos temas que no han abandonado su vigencia; por el 
contrario. Y comienzo por el primero de ellos. 


La eventualidad de una epidemia de dengue no puede ser 
olvidada, a pesar de que la temperatura ha bajado y se debe 
mantener el alerta ante la comprobada existencia, después 
de cuarenta años de erradicación, de la larva del mosquito 
Aedes Aegypti transmisor del mal en varios departamentos 
y la posibilidad -manejada con tantas marchas y contramar- 
chas por las autoridades- de casos “autóctonos”. 


Es que el paso de la reciente Semana de Turismo, con el 
consiguiente traslado en transportes terrestres, barcos y 
aviones, de muchísima gente hacia interior y exterior, y las 
lluvias que han provocado inundaciones muy importantes, 
dejando depósitos de agua donde pueden encontrar su 
lugar de desarrollo esas larvas, justifican mantener la aten- 
ción para evitar la llegada epidémica de la enfermedad. 


Todos los informes presentados antes de Turismo no 
alcanzan para probar ante la población que el alerta se 
mantiene, debe continuar su natural desarrollo una campa- 
ña que sea a la vez de prevención, información, difusión y 
de puesta al día de la situación. 


Como ex Intendente de Soriano, y dado que el dengue 
viene asolando América hace unos años, tuvimos experien- 
ciaen la campaña contra ese mal, encabezando lo realizado 
por la Comuna, parte fundamental en el apoyo de las acti- 
vidades médicas y de control sanitario. 
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Como es obvio, la limpieza de las ciudades, pueblos y 
poblados debe ser extrema, no permitiendo lugares donde 
se estanque agua, ni aun el más mínimo, como neumáticos, 
macetas, platos, floreros, botellas, piletas, baterías viejas o 
juguetes abandonados, sustituyendo el líquido por arena 
en los cementerios. 


Por supuesto, los Municipios son piezas clave en toda 
campaña de fumigación, decacharrización, dedetización, 
etcétera. Pero no debemos olvidar las campañas educativas 
-concursos de dibujos e historietas acompañados de char- 
las didácticas-, que son el mejor control sobre la llegada y 
eventual desarrollo de la epidemia. 


Como dato conexo, aprendí que se deben vigilar y cuidar 
las casas cerradas sin moradores; en muchos casos sus 
llaves están en inmobiliarias, y pueden contener depósitos 
de agua que se conviertan en lugares de ingreso del 
mosquito y sus larvas. Todos los techos y las azoteas 
deben ser revisados constantemente, para evitar esas con- 
centraciones en objetos abandonados o desagúes. 


Finalmente, creo muy importante la regionalización de la 
lucha contra la incursión del dengue. Lo hicimos asociando 
al Gobierno de Soriano con el de Río Negro, y además con 
Gualeguaychú de Argentina. Sería buen momento para aban- 
donar rispideces insólitas, que no son del caso comentar 
ahora. Y también con Brasil. 


En definitiva, sin duda, todos debemos colaborar en esta 
lucha y poco o nada hay para esconder o guardar. Sólo hay 
para hacer. 


Solicito que la versión taquigráfica de mis palabras 
sobre este primer tema sea enviada al Comité Nacional y a 
los Comités Departamentales de Emergencia, al Ministerio 
y Direcciones Departamentales de Salud Pública, a las 
Juntas Departamentales y Autónomas del país, y a las 
Embajadas de Argentina, Brasil y Paraguay en Uruguay. 


12) DESCENSO DE LA MATRICULA DE SECUNDARIA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Para referirse a otro tema en la 
hora previa, puede continuar el señor Senador Lapaz. 


SEÑOR LAPAZ.- Señor Presidente: el segundo tema al 
que deseo referirme, porque me ha sorprendido -y, por 
cierto, no gratamente-, tiene que ver con que la matrícula de 
Secundaria ha sufrido una fuerte caída al comienzo de las 
clases. Más aún, en los últimos tres años, la caída en la 
matrícula de Secundaria -en la enseñanza pública- se ubica 
entre los 10.000 y los 15.000 estudiantes, y son varios los 
factores que explican el fenómeno. 


A pesar de que se esperaba otra cosa por parte de los 
actores del sistema, y en especial de los sindicatos, no han 
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mejorado, y en muchos casos han empeorado las condicio- 
nes en que se aprende y se dictan clases. Incluso, por esas 
razones se ha decretado un paro general de actividades en 
el sector para el próximo viernes 13. 


No estamos ante un dato más, sino ante la constatación 
de una realidad socioeconómica que se ha acentuado en los 
últimos años, sobre todo a partir de que se ha interrumpido 
el crecimiento de la matrícula que se registró desde 1985 
hasta 2004, cuando empezó a declinar, y se ha mantenido en 
descenso durante tres años consecutivos en todos los 
niveles de Secundaria. 


La fuga de adolescentes de 15 a 17 años hacia el mercado 
laboral, el pase a la educación privada, la emigración y un 
descenso en el número de egresados de Educación Primaria 
explicarían esa tendencia. 


La reducción es mayor en Montevideo que en el interior 
y también se da en UTU, aunque en menor grado, en tanto 
ha crecido la matrícula en los liceos privados, pero en una 
proporción mucho menor que la caída en los liceos estata- 
les, por lo que ésta dista de ser la única causa de esta 
tendencia. 


El conjunto de estos factores hace que, en total, se 
hayan perdido esos 13.000 ó 14.000 muchachos en el Ciclo 
Básico y en el segundo ciclo de Educación Secundaria. 


Un integrante del CODICEN dijo que si bien el porcen- 
taje de cobertura se mantiene sin cambios, es decir, la 
cantidad efectiva de estudiantes con respecto al potencial 
de jóvenes en edad para hacerlo, la matrícula sí viene 
disminuyendo notoriamente. 


Pero tal vez lo más preocupante con respecto a los 
estudiantes liceales es que una cuarta parte queda por el 
camino antes de llegar al segundo ciclo, porcentaje en el que 
Uruguay ha quedado “anclado”, no se ha podido bajar y 
afecta básicamente a las clases más pobres. La deserción es 
terrible y supone una sociedad que, desde las edades 
iniciales, discrimina y margina a sus miembros. 


Esos jóvenes que no terminan el segundo ciclo de la 
educación formal van a ser los trabajadores hasta el año 
2050. Al no formarlos adecuadamente, estamos comprome- 
tiendo los próximos cuarenta años de desarrollo producti- 
vo, económico y social. Lo cierto es que 25 de cada 100 
estudiantes no logran ingresar al cuarto año de liceo. 


Pero es evidente que los sectores de menores ingresos 
y de menor expectativa sociocultural no ven en el egreso de 
la educación secundaria una posibilidad real de hacer una 
carrera profesional, en el ámbito universitario, y eso 
desestimula la continuidad en el segundo ciclo. El aspecto 
de mayor incidencia sería la tentación del mercado laboral 
para muchachos que provienen de hogares con dificultades 
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económicas y que a la vez no cuentan con perspectivas de 
estudiar y trabajar al mismo tiempo. 


Esta deserción debe ser un llamado de atención, desde 
que implica que hay sectores que sacrifican capacitación 
por obtener empleos en forma inmediata, aunque de menor 
calidad que los que podrían obtener culminando sus estu- 
dios, y ello conspira contra su futuro laboral. 


También implica el mensaje de la pérdida de calidad de 
la enseñanza del Estado, por cuanto tan pronto la familia 
logra capacidad económica para solventar los estudios de 
los hijos en la educación privada, no vacila en hacerlo, aun 
ante la fuerte erogación que significa. 


Solicito que la versión taquigráfica de las palabras que 
refieren a este segundo tema sea enviada al Ministerio de 
Educación y Cultura, al CODICEN, alos Consejos de Secun- 
daria, Primaria y UTU, alas Asambleas Técnico Docentes, 
ala FENAPES, a ADES, a ADEMU, a la FUM y a AFUTU, a 
la Universidad de la República, a las Intendencias Munici- 
pales y a las Juntas Departamentales y Autónomas de todo 
el país. 


Nada más. Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se van a votar los trámites soli- 
citados por el señor Senador Lapaz. 


(Se votan:) 


- 19en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


13) SEÑOR WALTER SARAVIA. SU DECESO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con la hora previa, 
tiene la palabra el señor Senador Gallinal. 


SEÑOR GALLINAL.- Señor Presidente: en nombre del 
Partido Nacional, en esta oportunidad queremos rendir 
homenaje a la figura de don Walter Saravia, quien a la edad 
de 78 años dejó de existir, en la ciudad de Rivera, el sábado 
en que daba comienzo la Semana Santa. 


Don Walter Saravia, bisnieto de Aparicio Saravia, nació 
en el departamento de Cerro Largo y que prácticamente 
vivió toda su vida en Rivera, que lo consideró su hijo 
adoptivo. Allí vio crecer y desarrollarse a su familia, cons- 
tituida por su señora esposa Nelda Santesteban y sus hijos, 
que hoy son buena parte del orgullo de su pasaje por la vida. 


Don Walter Saravia tuvo una profunda identificación a 
lo largo de toda su vida con nuestro Partido Nacional, 
llegando a ocupar el cargo de Concejal en el departamento, 
e integrando, en el transcurso de los últimos años, la Comi- 
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sión Departamental del Partido Nacional, que es la autori- 
dad ejecutiva en cada uno de los departamentos. Además, 
fue electo varias veces convencional departamental y na- 
cional por el Partido Nacional, exhibiendo siempre con 
mucho orgullo su identificación partidaria. 


Tuvimos el gusto, el honor y la oportunidad de conocer 
a don Walter Saravia sobre fines de la década de los 70 y 
principios de los 80. En el día de ayer, cuando el Directorio 
del Partido Nacional le rindió homenaje y decidió que en el 
día de hoy, junto al señor Senador Luis Alberto Heber, 
hiciéramos uso de la palabra en su memoria, recordábamos 
que en aquella época mis padres, circunstancialmente, se 
fueron a vivir a Rivera; en esos momentos yo me encontraba 
estudiando en Montevideo, pero cada tanto viajaba a ese 
departamento para estar con ellos y fue entonces que tuve 
oportunidad de acompañar la militancia de Walter Saravia 
en nuestro Partido, en la lucha contra la dictadura militar. 
Fue uno de los abanderados del Partido en el departamento 
de Rivera, profundamente identificado con la figura de 
Wilson Ferreira Aldunate, con quien se reunía en Buenos 
Aires, junto con un grupo importante de uruguayos, en los 
tiempos de la dictadura. 


Recuerdo que en 1980, en la instancia del famoso plebis- 
cito, aquella magnífica demostración de civismo y de voca- 
ción democrática que hizo el pueblo uruguayo, Walter 
Saravia desarrolló una intensa actividad en favor del “No” 
y fue protagonista principal desde el Partido Nacional de 
todas las acciones que se llevaron a cabo en el departamen- 
to de Rivera. Precisamente, estuve allí en momentos en que 
se iba a emitir un mensaje televisivo en nombre del Partido 
Nacional, manifestando la posición de nuestro movimiento 
y de nuestra colectividad política a favor del “No” y en 
contra de la reforma. Obviamente, Walter Saravia fue el 
principal protagonista de esa jornada. 


Quien también habló en ese mensaje televisivo fue un 
joven dirigente político lleno de nervios, que tartamudeó 
bastante -por lo que nos costó entenderlo-, pero que des- 
pués resultó ser un gran compañero y amigo y es hoy uno 
de los más importantes dirigentes con que cuenta el Partido 
Nacional. Me refiero al señor Senador Luis Alberto Heber, 
quien en esa instancia empezaba a ocupar el enorme espacio 
que había dejado la repentina desaparición de su padre, 
Mario, que fue uno de los grandes dirigentes del Partido 
Nacional y, además, un hombre de gran presencia y liderazgo 
en el departamento de Rivera. Haciendo honor a Mario, 
entonces, Luis Alberto empezaba una campaña política que 
no vamos a reiterar hoy lo exitosa que fue, dado que es el 
único Legislador que viene ocupando una representación 
parlamentaria desde que se recuperó la democracia en el 
país. 


En esas instancias, entonces, estaban Walter Saravia y 
Aparicio Saravia, su hijo, que es también un excelente 
compañero, y no sé si su padre miraba a través de sus ojos 
o si él miraba a través de los ojos de su padre. 
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Nos hubiera gustado estar presentes en esa jornada del 
sábado para acompañar la despedida final del amigo, del 
compañero, del referente político, del padre de familia y del 
hombre de bien que nos deja muchas flores con sus hijos, 
que son un orgullo para su familia, para el Partido Nacional 
y para el propio departamento de Rivera. 


En consecuencia, junto con el señor Senador Luis Alber- 
to Heber, en nombre de nuestra colectividad política, que- 
remos rendir el merecido homenaje a don Walter Saravia, 
por lo que significó su vida, por su aporte y el ejemplo de 
su trayectoria, para seguir acompañando la labor que, des- 
de el departamento de Rivera, desarrollan sus hijos y nietos 
en favor de los intereses de todos los vecinos y, por 
supuesto, levantando las banderas de nuestro querido 
Partido Nacional. 


Por estos motivos, solicitamos que la versión taquigrá- 
fica de nuestras palabras, así como la de las que pronunciará 
el señor Senador Heber, sean enviadas a su familia, a la 
Comisión Departamental del Partido Nacional de Rivera, al 
Directorio del Partido Nacional y a la Presidencia de la 
Convención Nacional del Partido Nacional. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el trámite solicita- 
do. 


(Se vota:) 
-21en21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Continuando con la hora previa, tiene la palabra el señor 
Senador Heber. 


SEÑOR HEBER.- Queremos unirnos con nuestro recuer- 
do a las palabras que pronunciara el señor Senador Gallinal 
sobre la figura de un gran blanco como fue Walter Saravia, 
quien hizo honor a su apellido, no por haber militado en el 
Partido Nacional en momentos de bonanza -es decir, cuando 
se podía militar, no había riesgo físico y se tenía libertad, tal 
como recordaba el señor Senador Gallinal-, sino cuando 
nuestra dirigencia estuvo a prueba. Walter Saravia fue uno 
de aquellos que se jugaron cuando no se tenían posiciones 
electorales y había que pelear por la libertad, defendiendo 
a Wilson y a los blancos que eran perseguidos por su 
resistencia a la dictadura. Walter Saravia fue un ícono en 
esa lucha y los que empezábamos a hacer política, como 
recordaba el señor Senador Gallinal - y agradezco sus pala- 
bras-, íbamos a dormir a su casa, que estaba abierta para 
todos, a pesar de que arriesgaba a su familia y a sus hijos, 
que entonces eran chicos. Walter Saravia ponía su casa a 
disposición del Partido en una actitud de resistencia polí- 
tica. 


Recuerdo episodios suyos de enorme coraje cívico; nos 
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parábamos con él -que tenía unos cuantos años más que 
nosotros, por supuesto- en invierno, con un poncho y con 
carteles, pidiendo por la libertad de Wilson, de Juan Raúl y 
de los demás presos políticos. En todos esos eventos 
siempre terminaba preso Walter, porque era el que la dicta- 
dura había identificado como el principal enemigo y resis- 
tente de Rivera, junto a otros compañeros como Luis Alber- 
to Núñez Coño, Martín Padern y tantos otros que se juga- 
ban por el Partido Nacional y, sobre todo, por la libertad, 
cuando pocos lo hacían en aquel momento. 


Después vinieron tiempos de apertura, aparecieron diri- 
gentes por todos lados y, lamentablemente, nuestros cami- 
nos ya no se cruzaron, porque yo como herrerista nunca 
voté con Walter Saravia, porque él era de extracción 
“wilsonista” e integraba el Movimiento Por la Patria. Sin 
embargo, si hubiera tenido que perder en alguna instancia 
electoral, me hubiera gustado que ello ocurriera con Walter, 
pues se lo merecía como gran blanco. El triunfo electoral no 
le sonrió, pero estoy seguro de que si ello hubiera ocurrido, 
no le habría importado que quienes integrábamos otro 
sector político -como ocurría en mi caso- estuviéramos 
jugados en la lucha por la libertad. 


Walter Saravia es un hombre para recordar en el depar- 
tamento de Rivera. Sus hijos están comprometidos, sobre 
todo uno de ellos, Aparicio, que le ha dado a nuestro Partido 
el honor de representarnos en el Correo y en el Directorio 
de PLUNA. Su gestión como Director en ambos lugares 
habla muy bien de su persona, de su honradez, de su 
capacidad y del futuro que tenemos en un descendiente y 
en otro Saravia comprometido con el Partido Nacional, así 
como con el país y su libertad. 


Por tales razones, es natural que hoy recordemos con 
dolor la ausencia de este gran blanco, pero también lo 
hacemos con el orgullo por haber tenido esa clase de gente 
en nuestro Partido, porque no se quebró ni se dobló frente 
al despotismo, la dictadura y la persecución, lo que hace 
que siga tan vigoroso como siempre, porque tenemos varios 
“Walter Saravia” en sus filas. 


Nada más. Muchas gracias. 


14) NUMERALES PRIMERO, SEGUNDO, TERCERO Y 
DECIMOSEXTO DEL ORDEN DEL DIA. POSTER- 
GACION 


SEÑOR PRESIDENTE.- Correspondería considerar aho- 
ra el primer punto del Orden del Día. 


SEÑORA XAVIER .- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra la señora Sena- 
dora. 


SEÑORA XAVIER.- Señor Presidente: formulo moción 
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para que los puntos primero, segundo y tercero del Orden 
del Día sean postergados para el día de mañana, por no tener 
aún los nombres correspondientes de los sectores parla- 
mentarios para ocupar esos cargos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la postergación de 
los numerales primero, segundo y tercero del Orden del Día. 


(Se vota:) 
-20en21.Afirmativa. 


La Presidencia hace un modesto llamado a los Partidos 
Políticos representados en el Senado a los efectos de que 
presenten los nombres correspondientes para ocupar los 
cargos que todavía están acéfalos. 


SEÑOR LARA GILENE.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE..- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR LARA GILENE.- Señor Presidente: solicito que 
el numeral decimosexto del Orden del Día también se pase 
para la próxima sesión, pues la Comisión correspondiente 
se reunirá en el día de mañana. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se vaa votar la postergación del 
numeral decimosexto del Orden del Día. 


(Se vota:) 


-21en21.Afirmativa. UNANIMIDAD. 


15) JOAQUIN TORRES GARCIA 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado pasa a considerar el 
asunto que figura en cuarto término del Orden del Día: 
“Proyecto de ley por el que se designa “Joaquín Torres 
García” el edificio central de la Torre de las Comunicaciones, 
dependiente de la Administración Nacional de Telecomuni- 
caciones. (Carp. N* 747/07 - Rep. N* 419/07)”. 


(Antecedentes:) 


“Carp. N*747/07 
Rep. N*419/07 


CAMARA DE REPRESENTANTES 


La Cámara de Representantes de la República Oriental del 
Uruguay, en sesión de hoy, ha sancionado el siguiente 


PROYECTODELEY 


Artículo Unico.- Desígnase “Joaquín Torres García” el 
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edificio central de la Torre de las Comunicaciones, sito en 
la ciudad de Montevideo, dependiente de la Administración 
Nacional de Telecomunicaciones. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en 
Montevideo, a 27 de diciembre de 2006. 


Julio Cardozo Ferreira 
Presidente 


José Pedro Montero 
Secretario. 


Carp. N* 1047/06 
Anexo lal 
Rep. N”* 674/06 


Comisión de Constitución, Códigos, 
Legislación General y Administración 


INFORME 


Señores Representantes: 


Vuestra asesora procedió a la consideración del proyec- 
to de ley por el cual se designa con el nombre de Torres 
García al edificio de la Torre de las Comunicaciones, depen- 
diente de la Administración Nacional de Telecomunicacio- 
nes. 


El 28 de julio de 1874, nace en Montevideo Joaquín 
Torres García, en el seno de un matrimonio entre un comer- 
ciante catalán Joaquín Torres y una uruguaya María García, 
hija de un inmigrante canario de profesión carpintero. 


Los avatares de la vida de sus padres, angustiados por 
razones económicas, desembocan en que en 1891, deciden 
emigrar a tierras españolas, radicándose en Mataró, en las 
cercanías de Barcelona. 


Allí, excitado por su curiosidad, aprende rápidamente el 
catalán, ese idioma con el que se comunican sus tíos y 
sobrinos, y frecuenta la Escuela Nocturna de Artes y Ofi- 
cios, para tomar lecciones de dibujo con Joseph Vinardell, 
iniciándose en la pintura. 


Alpocotiempo, y apesar de la oposición paterna, decide 
convertirse en artista, e ingresa a la célebre “Llotja”, la 
Escuela de Bellas Artes de Barcelona. 


En 1897, un número extraordinario del diario barcelonés 
“La Vanguardia” reproduce un dibujo suyo de una escena 
callejera costumbrista llamada “La compra de turrones”, y 
a los pocos días, el artista presenta una variada colección 
de dibujos en el Salón de Exposiciones del mismo diario. 
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En 1904, después de trabajar con Gaudí, realiza con su 
compañero de trabajo en la Catedral Mallorquina Luc 
Pascual, una exposición en el Círculo Artístico de Sant Luc, 
con un formidable apoyo por parte de la crítica especializa- 
da. En el mismo año, publica un artículo en la revista 
“Universitat Catalana”, donde sostiene que: nunca la forma 
artística debe consistir en una copia de la realidad, revelan- 
do el idealismo de su concepto de arte. 


Iniciación al muralismo 1906-1915 Arte Mediterráneo. 


En 1906 se le presenta la primera oportunidad de realizar 
un trabajo personal, pintando óleos sobre escenas idílicas 
de la vida campesina para la residencia del Barón de Rialp. 


Otro encargo requiere su concurso para seis grandes 
lienzos para la decoración de la Capilla del Santísimo de la 
Iglesia de San Agustín de Barcelona. 


En 1909 pinta una estancia del Ayuntamiento de Barce- 
lona, aunque en esta oportunidad su obra generó voces de 
descontento, pues su modernidad desagradó a los rutina- 
rios. 


En 1910 viaja a Bruselas con el objetivo de montar el 
pabellón del Uruguay de la Exposición Universal, pintando 
escenas que recrean las principales fuentes de riqueza de su 
país: la ganadería y la agricultura. 


Su producción en esa década, realizada en Barcelona, 
encarna esa concepción en una pintura que muestra explí- 
citamente reminiscencias del arte clásico pero con una 
simplicidad que no busca exhibir la destreza del dibujo 
académico, ni el embellecimiento idealizado de los cuerpos, 
y emplea un color mitigado que lo aleja de la tradición 
pictórica dominante desde el Renacimiento. Por otra parte 
ese lenguaje artístico condice con su intención de hacer un 
arte propio de los pueblos del Mediterráneo que continúe 
su tradición, en consonancia con el novecentismo, movi- 
miento que promovió el desarrollo de una cultura propia de 
la región. 


1916-1926. El ingreso a la modernidad. 


Luego de un trabajo de adorno y restauración en el 
Palacio de la Generalitat, también realizó los murales del 
“Salón San Jorge”, lo que le generó muchas críticas, incom- 
prensión y disgustos, creándose una gran polémica en 
torno a su arte que sacude toda Barcelona. 


En 1914 intenta aislarse de las intrigas señaladas, en una 
casa que llamó “Mon Repos”, o sea “Mi Descanso”, en una 
construcción singular que se asemejaba a una casa de 
campo, auna villa romana, y a un templo griego con dinteles 
y columnas, pero pudo más su pasión por continuar su obra, 
y su sueño campesino quedó por el camino. 
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Su creación entre 1915 y 1917, puede calificarse de 
franciscana pues surge de una profunda admiración por lo 
que le rodea, concluyendo en un arte sencillo y voluntaria- 
mente limitado. 


En 1917 junto a Rafael Sala, expone por segunda vez en 
las galerías Dalmau, que albergaban las más célebres mani- 
festaciones artísticas de Barcelona. Ese mismo año toma 
contacto con el pintor uruguayo Rafael Barradas, con quien 
establecerá un vínculo muy fuerte, y que denominara a su 
pintura “vibracionismo”. 


Acuciado por dificultades económicas y por un duro 
cuestionamiento, limita su círculo de amistades a un grupo 
de personas de ideología inconformista, pero ni el desalien- 
to provocado por la muerte de su amigo Henrios Proa de la 
Riba, ni la falta de apoyo de las autoridades locales, ni la 
austeridad a la que la realidad lo somete, pueden impedir 
que realice una de sus obras más felices y enjundiosas: un 
panel decorativo con personajes elegantemente vestidos 
en un jardín, que exhibió en la Exposición General de Arte 
de Barcelona en 1918. 


Simultáneamente, encara una modalidad de su produc- 
ción artística: los juguetes de madera, enteramente diseña- 
dos y ensamblados por él. Esta actividad que en su momen- 
to adquirió niveles de producción industrial, se vio frustra- 
da por diversas circunstancias y accidentes en Nueva York, 
Italia o París, pero ocupó un período de unos quince años 
de su creación, y solo recientemente se ha reparado en la 
calidad artística de los juguetes, que se ha llegado a estimar 
en un pie de igualdad con el resto de su obra. 


1927-1949. Arte Constructivo. 


Este largo período de casi 23 años que corresponden a 
seis años en París, un año largo en Madrid y poco más de 
quince años en Montevideo, está unificado por lo que es el 
aporte más original e influyente que hizo Torres García al 
arte del siglo XX, lo que él denominó Arte Constructivo. 


En 1926 se instala en París, conociendo allí dos años 
después a Theo Van Doesburg, quien lo incentiva a ponerse 
en contacto con el neoplasticismo, relacionándolo con 
Mondrain, circunstancia esta que sin lugar a dudas será 
decisiva en su vida, pues es a partir de ese momento que 
comienza a desarrollar su teoría constructiva. 


A finales de 1928, Torres García se ha desprendido de 
todo resabio “fauvista” y primitivista, tendiendo a la abs- 
tracción. 


“La Historia del Arte -dijo Torres García- muestra que 
todos los pueblos pasan de lo puramente imitativo a lo 
abstracto. Esa evolución no es fortuita, obedece a la ten- 
dencia de la Humanidad a seguir el sentido del Universo, 
que en todo momento se encamina hacia la Unidad”. 
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La crisis mundial de 1929 lo hace pensar en trasladarse 
a España, donde acababa de instaurarse la República, pen- 
sando en amigos influyentes en el nuevo régimen. 


Sinembargo, el año largo que pasará en Madrid, adonde 
llega en 1932, se convierte en el período de mayor sufrimien- 
to ya que la prédica de su estética y su pintura son recibidas 
con indiferencia. De todos modos es entonces que se 
reencuentra con viejos amigos y conoce a otros ilustres de 
la época como Federico García Lorca. 


A pesar de no obtener el público reconocimiento de su 
valía, y basado en el gran ascendiente entre sus alumnos, 
logró formar un Grupo de Arte Constructivo. 


Precisamente cuando su situación económica comenza- 
ba a mejorar, decide viajar a América. 


1934 - Uruguay. Fecunda docencia. 


En Montevideo dictó más de seiscientas conferencias, 
pintó con asombrosa vitalidad y llegó a publicar una decena 
de libros. 


A partir de mayo de 1936 edita una revista, “Círculo y 
Cuadrado”, casi íntegramente confeccionada por él, cons- 
tituyéndose en la segunda época de “Cercle et Carré” 
fundada en París, para el movimiento constructivista. 


Más tarde en 1944 publica “Removedor” que se define 
como “Revista del Taller de Torres García” (Asociación de 
Arte Constructivo). 


En el grupo de sus discípulos figuran sus dos hijos 
Augusto y Horacio, José Gurvich, Francisco Matto, José 
Cullel y Gonzalo Fonseca. 


En la síntesis que fue el Arte Constructivo, hay cierta 
representación gráfica, esquemática, de la realidad, en la 
que signos y retícula ortogonal se unifican formando un 
sistema único. Una estructura que tiene no solamente un 
sentido estético, ya que como en las artes primitivas y 
arcaicas la obra expresa el orden del cosmos regido por lo 
que Torres García llamó la Razón Universal. 


Dicha propuesta pretendió desde el inicio ser la única 
auténtica salida a la crisis del arte moderno, y a partir de su 
radicación definitiva en su suelo natal, le sumó además una 
nueva misión, la de un arte propio de América del Sur, a 
través del cual el continente dejaría de ser tributario de la 
cultura europea y estaría en condiciones de redimirla del 
callejón sin salida al que -para Torres- había llegado la 
vanguardia. 


Tomando en cuenta la trascendencia e importancia de 
este prestigioso artista nacional, la Comisión de Constitu- 
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ción, Códigos, Legislación General y Administración acon- 
seja a la Cámara de Representantes la aprobación del presen- 
te proyecto de ley por el cual se designa Joaquín Torres García 
al edificio de la Torre de las Comunicaciones dependiente 
de la Administración Nacional de Telecomunicaciones. 


Sala de la Comisión, 9 de agosto de 2006. 


Alvaro Alonso, Miembro Informante, 
Diego Cánepa, Luis Alberto Lacalle 
Pou, Edgardo Ortuño, Nelson Rodríguez 
Servetto, Javier Salsamendi, Jorge Zas 
Fernández. 


Carp. N* 1047/06 
Rep. N* 674/06 


PROYECTO DELEY 


Artículo Unico.- Desígnase “Joaquín Torres García” al 
edificio central de la Torre de las Comunicaciones, depen- 
diente de la Administración Nacional de Telecomunicacio- 
nes (ANTEL). 


Montevideo, 13 de junio de 2006. 


José Carlos Cardoso, Representante 
por Rocha; Jorge Orrico, Represen- 
tante por Montevideo; Daniel Peña 
Fernández, Representante por Canelo- 
nes; Iván Posada, Representante por 
Montevideo; Daisy Tourné, Represen- 
tante por Montevideo; Edgardo Ortuño, 
Representante por Montevideo; Javier 
Salsamendi, Representante por Mon- 
tevideo; Andrés Abt, Representante por 
Montevideo; Daniela Payssé, Repre- 
sentante por Montevideo, Jorge 
Gandini, Representante por Montevi- 
deo; Mauricio Cusano, Representante 
por Canelones; Sergio Botana, Repre- 
sentante por Cerro Largo, Alberto Ca- 
sas, Representante por San José; Car- 
los Enciso Christiansen, Representan- 
te por Florida; Pablo Abdala, Represen- 
tante por Montevideo; Carlos González 
Alvarez, Representante por Colonia; 
Luis Alberto Lacalle Pou, Represen- 
tante por Canelones; Juan José Bruno, 
Representante por Durazno; Gustavo 
Borsari Brenna, Representante por 
Montevideo. 


EXPOSICION DEMOTIVOS 


Yaintegrada al paisaje montevideano se yergue la Torre 
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de las Comunicaciones, o de ANTEL como se la denomina 
en la jerga cotidiana, disputándole al Palacio Salvo su 
condición de emblema de la ciudad. Sin embargo no son 
antagónicas estas pretensiones, porque ambas construc- 
ciones son expresión de vanguardia para su época. 


Esta estructura que se alza por encima de nuestro hori- 
zonte, proyecta al mundo la imagen de una ciudad que 
lentamente va incorporando a su vida, no sin resistencias, 
elementos de modernidad y de innovación. 


En el marco de estas consideraciones, imaginar un nom- 
bre con el cual definir e identificar esta expresión arquitec- 
tónica obliga a buscar en nuestra fecunda tradición de 
ilustres figuras, alguien en cuya obra se conjuguen desafío 
alo convencional y evolución. 


Históricamente las ideas innovadoras han sido objeto 
de incomprensión por parte de las fuerzas contemporáneas, 
solo la perspectiva del tiempo va poniendo las cosas en su 
lugar, y lentamente va acomodando la articulación de lo 
tradicional con lo nuevo. La construcción de la Torre de 
ANTEL no fue una excepción. Sin embargo hoy la rambla 
portuaria ofrece una imagen que comunica la importancia 
que las comunicaciones tienen en este mundo del siglo XXI, 
y su presencia integra al quehacer cotidiano ese concepto 
a través de la presencia simbólica del edificio en cuestión. 


De alguna manera, los murales ubicados en la Torre de 
las Comunicaciones, sugieren naturalmente el nombre apro- 
piado de Joaquín Torres García. Ellos, herencia del artista 
legada a sus discípulos, expresan esa búsqueda interior del 
hombre por superar paradigmas predominantes y 
aventurarse a reinterpretar creativamente el presente en 
clave de futuro, aun a costa de la incomprensión. 


Nadie puede desconocer el carácter innovador de la obra 
de Joaquín Torres García. Tampoco su contribución a la 
cultura nacional, que en el tiempo que le tocó vivir negó 
todo reconocimiento a su espíritu inquieto, a su modo 
particular de entender el arte, a su pertinaz búsqueda de lo 
simbólico. Una figura que “nunca experimentó reconoci- 
miento como el de Picasso, Dalí o Miró, empeñado en una 
evolución constante que llegó a desconcertar a público y 
crítica”. 


Al igual que Barradas, Torres García fue un realizador 
original, que junto a unos pocos artistas representó en 
Uruguay la vanguardia de corrientes renovadoras surgidas 
en Europa. Tempranamente descubre en la plástica la forma 
de comunicar su visión y su interpretación de la realidad. 
Llegado a Cataluña, junto a su familia, entra en contacto con 
una cultura que lo deslumbra y lo hace consciente del largo 
camino de aprendizaje que deberá recorrer. 


Las academias en las cuales se fue contactando con las 
más diversas corrientes plásticas, los encuentros y debates 
con otros pintores contemporáneos, que en un clima de 
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principios de siglo, también estaban forjando nuevas for- 
mas de expresión, la lectura de los clásicos, el contacto con 
la música, fueron sin duda las fuentes de las cuales se nutrió 
su espíritu creador. 


Joaquín Torres García es la unicidad de múltiples dimen- 
siones, es el escritor, el viajero, el hombre que lucha, el 
pintor, el Maestro, es síntesis y abstracción. Sus propias 
palabras “hallar las formas de la naturaleza en la geometría”, 
dan cuenta del clima en que se forjó su genio creativo, 
“caracterizado por la tendencia casi unánime de marchar a 
la desintegración de todos los aspectos realistas, para ir a 
la representación de formas abstractas y simbólicas”. 


Del decorativismo modernista a la abstracción 
geométrica, del reflejo subjetivo de la naturaleza a la adora- 
ción de las formas mecánicas, su obra resulta amplísima e 
inclasificable, y quizás por ello extrañamente ignorada por 
los críticos y las nuevas generaciones de aficionados. 


De regreso a Uruguay, funda la Asociación de Arte 
Constructivo, que más tarde se convertirá en el Taller 
Torres García. Por él desfilarán la mayor parte de los artistas 
plásticos. 


Entre las numerosas expresiones de su labor docente, 
los murales que una generación de sus discípulos estampó 
en las paredes del Hospital Saint Bois, revelan la influencia 
del Maestro. 


Cuando en 1996 las autoridades de ANTEL deciden la 
recuperación de aquellos murales, comienza un proceso de 
rescate, que merced al trabajo de técnicos y personal del 
Ente, hace posible la recuperación de un importante patri- 
monio cultural. Pero adicionalmente tiene el valor de comu- 
nicar esta fecunda herencia a las nuevas generaciones de 
estudiantes que visitan la Torre. 


Sobre la base de estas consideraciones, que la Torre de 
las Comunicaciones lleve el nombre de “Joaquín Torres 
García”, expresa simbólicamente la síntesis de corrientes 
renovadoras que se han destacado en el quehacer nacional. 
Lo es tanto en el ámbito de las doctrinas plásticas, que a 
partir de este Maestro transforman profundamente las di- 
rectivas del arte nacional, como en el plano de la arquitec- 
tura, del cual la Torre es también producto del talento 
nacional. 


Montevideo, 13 de junio de 2006. 


José Carlos Cardoso, Representante 
por Rocha; Jorge Orrico, Represen- 
tante por Montevideo; Daniel Peña 
Fernández, Representante por Canelo- 
nes; Iván Posada, Representante por 
Montevideo; Daisy Tourné, Represen- 
tante por Montevideo; Edgardo Ortuño, 
Representante por Montevideo; Javier 
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Salsamendi, Representante por Mon- 
tevideo; Andrés Abt, Representante por 
Montevideo; Daniela Payssé, Repre- 
sentante por Montevideo, Jorge 
Gandini, Representante por Montevi- 
deo; Mauricio Cusano, Representante 
por Canelones; Sergio Botana, Repre- 
sentante por Cerro Largo, Alberto Ca- 
sas, Representante por San José; Car- 
los Enciso Christiansen, Representan- 
te por Florida; Pablo Abdala, Represen- 
tante por Montevideo; Carlos González 
Alvarez, Representante por Colonia; 
Luis Alberto Lacalle Pou, Represen- 
tante por Canelones; Juan José Bruno, 
Representante por Durazno; Gustavo 
Borsari Brenna, Representante por 
Montevideo. 
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Constitución y Legislación 


ACTA N?* 82 


En Montevideo, el trece de marzo de dos mil siete, ala hora 
catorce y treinta minutos, se reúne la Comisión de Consti- 
tución y Legislación de la Cámara de Senadores. _______ 
Asisten los señores Senadores miembros Sergio Abreu, 
Alberto Breccia, Francisco Gallinal, José Korzeniak, Jorge 
Larrañaga, Rafael Michelini, Margarita Percovich y Julio M. 
Sañguinettl: rra a a le 
Falta con aviso el señor Senador Eduardo Ríos, quien remite 
Nota justificando su inasistencia. 
Concurre el señor Senador Gustavo Penadés._________ 
Asisten invitados: representantes de la Asociación Uru- 
guaya de Empresas Aseguradoras, señores Alvaro Méndez, 
Ricardo Monín, Fernando Vidal, doctor Fernando Chaina y 
contador Mauricio Castellanos; y por el Directorio del 
Banco de Seguros del Estado, Gustavo Vilaró, Presidente; 
Mario Castro, Vicepresidente; Hugo Lens, Director Legal y 
Graciela Vidal, Directora de Reclamaciones. 
Preside su titular, el señor Senador Francisco Gallinal. ___ 
Actúa en Secretaría la señora Josefina Reissig, Secretaria 
de la Comisión con la colaboración de la funcionaria Gloria 
Mederos. 


- Carpeta N*” 747/2007. JOAQUIN TORRES GARCIA. Se 
designa al Edicio de la Torre de las Comunicaciones, depen- 
diente de la Administración Nacional de Telecomunicacio- 
nes. Proyecto de ley aprobado por la Cámara de Represen- 
tantes. Informe de la Comisión de Constitución, Códigos, 
Legislación General y Administración de la C.RR. Distribui- 
do N IIA 
- CarpetaN*757/2007. “NUNCA MAS DICTADURA”. Se 
declara su conmemoración el 30 de noviembre de cada año. 
Proyecto de ley con exposición de motivos del señor Sena- 
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dor Francisco Gallinal. Distribuido N* 1498/2007._______ 
ASUNTOS TRATADOS: 
ELECCION DE VICEPRESIDNETE. El señor Senador José 
Korzeniak propone a la señora Senadora Margarita 
Percovich. Se vota: 4en 5. Afirmativa. La señora Senadora 
Margarita Percovich es electa como Vicepresidenta de la 
COMISIÓN: lr rt A A tt do 
REGIMEN DE TRABAJO DELA COMISION. Luego de un 
intercambio de opiniones se resuelve que el señor Presiden- 
te se reúna con la señora Senadora Margarita Percovich y 
con el señor Senador Julio M. Sanguinetti, a efectos de 
seleccionar los asuntos que conformarán el Orden del Día 
de la Comisión. rr 
Carpeta N*747/2007. JOAQUIN TORRES GARCIA. Se de- 
signa al Edificio de la Torre de las Comunicaciones, depen- 
diente de la Administración Nacional de Telecomunicaciones. 
Proyecto de ley aprobado por la Cámara de Representantes. 
Informe de la Comisión de Constitución, Códigos, Legislación 
General y Administración de la C.RR. Distribudo N* 1497/2007. 
La señora Senadora Margarita Percovich solicita que este 
asunto se trate como grave y urgente. En consideración. Se 
vota: 6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. Se designa Miem- 
bro Informante al señor Senador Julio M. Sanguinetti. ___ 
Carpeta N* 733/2006. SEGURO DERESPONSABILIDAD 
CIVIL. Se dispone la obligatoriedad de cubrir los daños a 
terceras personas como consecuencia de accidentes causa- 
dos por vehículos automotores. Proyecto de ley aprobado 
por la Cámara de Representantes. Distribuido N* 1478/2007. 
La Comisión recibe: en primer lugar a representantes de la 
Asociación Uruguaya de Empresas Aseguradoras; y en 
segundo término alos miembros del Directorio del Banco de 
Seguros del Estado. En la oportunidad, ambas delegaciones 
exponen sobre el proyecto de ley aestudio. Intervención de 
los señores Senadores Sergio Abreu, Alberto Breccia, Ra- 
fael Michelini, Margarita Percovich, José Korzeniak y Julio 
M. Sanguinetti, quien lo hará en forma verbal. 
RESOLUCIONES: 
Se resuelve que en la próxima sesión se considere: 1) Car- 
peta N*694/2006. DELITO DEUSURPACION. Se modifica el 
artículo 354 del Código Penal. Proyecto de ley aprobado por 
la Cámara de Representantes. Distribuido N* 1381/2006; 2) 
Carpeta N* 693/2006. ATENTADO CONTRA LA REGULA- 
RIDAD DELAS TELECOMUNICACIONES. Se sustituye el 
artículo 217 del Código Penal. Mensaje y proyecto de ley del 
Poder Ejecutivo. Distribuido N* 1380/2006; y, 3) Carpeta 
N*731/2006. INSTITUCION NACIONAL DE DERECHOS 
HUMANOS. Se crea como Institución del Poder Legislativo 
y se determinan su composición y cometidos. Proyecto de 
ley con exposición de motivos de las señoras Senadoras 
Susana Dalmás, Margarita Percovich, Lucía Topolansky y 
Mónica Xavier y de los señores Senadores Alberto Breccia, 
Alberto Cid, Alberto Couriel, Eleuterio Fernández Huidobro, 
José Korzeniak, Eduardo Lorier, Rafael Michelini, Enrique 
Rubio, Jorge Saravia, Víctor Vaillant y del señor Presidente 
del Senado, Rodolfo Nin Novoa. Distribuido N* 1467/2006. 
De lo actuado se procede a la toma de la versión taquigrá- 
fica, cuya copia dactilografiada luce en el Distribuido 
N* 1504/2007, que forma parte de la presente Acta. 
A la hora dieciséis queda levantada la sesión. _______ 
Para constancia se labra la presente Acta que, una vez 
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taria. 


Francisco Gallinal 
Presidente 


Josefina Reissig 
Secretaria.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto de ley. 
(Se lee) 
- En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor Senador 
Sanguinetti. 


SEÑOR SANGUINETTI.- Señor Presidente: la Comisión 
de Constitución y Legislación ha acogido, unánimemente y 
sin debate, este proyecto de ley ya aprobado por la Cámara 
de Representantes, en virtud del cual se designa con el 
nombre “Joaquín Torres García” a la Torre de las Comuni- 
caciones, sede y edificio central de ANTEL. 


Sin duda, esa Torre ya ha pasado a ser un elemento 
emblemático del paisaje de la ciudad. Se trata de una obra 
polémica, que en su tiempo fue objeto de apasionadas 
discusiones, como todas las otras también importantes que 
se han hecho en la historia de este país. La primera vez que 
fue abierta a la expectativa pública a propósito de la reali- 
zación del Día del Patrimonio, recibió la legitimada bendi- 
ción de la gente, que no sólo expresó su curiosidad sino 
también su admiración por esa obra que es el testimonio 
mayor de las tendencias modernas en una ciudad que desde 
hacía varias décadas no veía crecer en su capital un edificio 
público trascendente. 


Se ha creído del caso que se le asigne el nombre “Joaquín 
Torres García” porque, por una circunstancia casual, se 
vincula el gran creador al edificio. Digo esto, pues en aquel 
momento, por una iniciativa común que tuvimos con el 
entonces Director de ANTEL, señor Arocena, procuramos 
la restauración de todos los murales de Joaquín Torres 
García que estaban en el Pabellón “Martirené” del Hospital 
Saint Bois. Se trata de una obra colectiva extraordinaria 
-diría yo culminante- de nuestro patrimonio artístico, que 
no era de fácil retiro de paredes deterioradas, porque supo- 
ne un trabajo técnico complejo. El hecho es que, en la 
coincidencia de intereses, ANTEL se hizo cargo de esa 
recuperación, pagó los trabajos e incorporó ese conjunto 
extraordinario de obras al patrimonio público, en el que ya 
estaba, aunque en este caso al propio edificio del Ente, y 
ello honra al país. 


Es ocioso añadir algo a lo que ha sido la enorme 


232-C.S. 


trayectoria de la figura de Joaquín Torres García, que curio- 
samente ha quedado identificada como pocas a la idiosin- 
crasia del país. Digo “curiosamente” porque no incursionó 
en la historia nacional como lo hiciera Blanes, ni en el 
paisaje autóctono como ocurrió con Cúneo, así como tam- 
poco en la tipología social de la historia rioplatense como 
lo realizó Figari. En su etapa europea transitó por corrientes 
neoclásicas y luego desarrolló un arte abstracto, patroci- 
nando, polemizando y difundiendo una concepción no figu- 
rativa del arte. Sin embargo, por su raíz americanista y por 
lo que fue su enorme prédica, se fue identificando con 
nuestro país a tal punto que en nuestra iconografía publi- 
citaria, en nuestra tipología decorativa -hasta en la última 
Cumbre de Presidentes, sin ir más lejos-, Torres García ha 
sido un emblema de la identidad del país. Esto es lógico, 
además, por otra causa: porque América Latina no ha dado 
muchas escuelas de arte. Diría que sólo podemos hablar de 
dos escuelas: el muralismo mexicano -muy característico- y 
la llamada Escuela Constructiva del Sur de Torres García. Es 
decir que su obra no sólo se configura por la labor de un 
gran pintor, sino también por la de un gran maestro, quien, 
a través de su magisterio, formó y desarrolló una legión de 
alumnos que, con su trayectoria, siguen enriqueciendo el 
patrimonio nacional. Sus hijos Augusto y Horacio, así como 
Alpuy, Mattos, Pailós, Gonzalo Fonseca y Gurvich son 
figuras culminantes y hoy con valores personales a través 
de su propia obra. A su vez, ellos son maestros de otra 
generación de discípulos de la misma Escuela, que sigue 
produciendo y enriqueciendo el patrimonio cultural del 
país. 


Torres García no necesita de más discurso para que 
merezca el reconocimiento y homenaje del país, pues ya lo 
ha tenido. El Estado ayudó en su momento -y sigue hacién- 
dolo- para que haya un Museo Torres García en Montevi- 
deo; hasta un billete lleva su efigie en una serie armónica 
donde están los grandes valores de la cultura nacional 
proyectada en su tiempo. Sin embargo este homenaje, por 
su significación, es el más representativo, porque estamos 
hablando de designar con su nombre al edificio más carac- 
terístico de esta etapa moderna del país, que es un símbolo 
de la modernidad a través de las telecomunicaciones y 
constituye una expresión de vanguardia, como lo fue Torres 
García. 


Portodo lo dicho, con mucho agrado la Comisión propi- 
cia la votación de esta designación que identificará con este 
nombre tan ilustre a la Torre de las Comunicaciones que, si 
un día fue polémica, hoy es orgullo de todo el país. 


Es cuanto quería manifestar. 
SEÑOR ABREU.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR ABREU.- Señor Presidente: en nombre del Par- 
tido Nacional y de los miembros de la Comisión de Consti- 
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tución y Legislación quiero decir que acompañamos con 
entusiasmo la designación de la Torre de las Comunicacio- 
nes con el nombre de Joaquín Torres García. Al recordar, no 
sólo al maestro, sino al pintor, con esta designación Uru- 
guay rinde homenaje a uno de los más distinguidos e 
ilustres compatriotas. Quizás la obra de Joaquín Torres 
García no tenga en el ámbito nacional la dimensión que 
quisiéramos y que sí tiene en el ámbito internacional. 


El recuerdo de su obra artística permanece vivo en cada 
escrito, dibujo, cuadro y objeto que contiene parte del alma 
creadora del artista y del hombre, como él decía en la obra 
“Historia de mi vida”: “fuera fragmentos de objetos, peda- 
zos de tierra, un cielo, el ángulo de una puerta, la fachada 
de una casa, locomotoras, barcos, puertos, calles, tiendas 
y fábricas”. 


Los exégetas de Torres García se preguntan, al estudiar 
el fenómeno del constructivismo universal que constituyó 
suinspiración creadora, si puede el arte llevar el nombre de 
una cosa tan concreta como un instante vivido. En el año 
2003, en ocasión de la exposición de las obras de Joaquín 
Torres García en el Museo Picasso de Barcelona -ciudad 
donde tanto tiempo vivió y donde incluso todavía se en- 
cuentra su casa como parte del recuerdo de su presencia 
artística-, Emmanuel Guigon relata: “Un relato sobre sus 
orígenes preside la invención sobre esta particular pregun- 
ta”. Esta, obviamente, refiere al fenómeno del 
constructivismo universal que desarrolló Torres García. 


Cuando el propio artista -que como todos saben nació en 
Montevideo en 1874- escribe “Nuestra brújula de navegan- 
tes de la vida”, poco antes de abandonar Francia -donde 
vivió desde 1926-, su itinerario ya es largo y tiene un estilo 
muy definido. En Torres García hay un mundo que le es 
propio y más o menos evidente en cada obra y, según las 
épocas, ligado a técnicas pictóricas, a un imaginario, a una 
concepción muy personal de lo múltiple y de los detalles. 
Todos esos objetos pululan, invaden el espacio, se podría 
decir que forman un mundo, juegan con sus semejanzas y 
sus diferencias, producen extrañas articulaciones. Sin em- 
bargo, no dan el sentido de la obra, no cuentan una historia 
determinada que tenga desarrollo y desenlace. Todo está 
ahí, todo es visible. Al pintor, esos objetos le resultan 
indispensables, porque su sola presencia materializa y jus- 
tifica el espacio en el que se mueve. Los necesita para 
conocerse, es decir, para pintar. De ahí la concepción 
universalista del aporte, de cuál es el fenómeno del 
constructivismo universal que desarrolló Torres García. 


Su amigo Theo Van Doesburg decía: “Si se observa a 
este pintor en su taller de Montmartre, se descubre a un 
creador. Toca cosas inanimadas, materiales sin valor y los 
hace nacer a la vida”. Luego, expresa: “Es evidente que 
existen muchos pintores pero pocos creadores. Entre estos 
Torres García es a la vez un creador y un hombre. Se atreve 
a pintar libre de toda idea preconcebida, libre de todo 
prejuicio. Toca objetos inanimados, materias ordinarias 
que bajo su mano cobran vida”. 


10 de abril de 2007 


En su obra, la vida tiene un subtexto de perpetua espera 
y nuevo comienzo y en el contexto de su vida artística 
-universal por creación- el maestro legó a la posteridad 
parte de su genialidad, plasmada en los murales que ilumi- 
naron el Pabellón “Martirené” del Hospital Saint Bois. Fue 
una época de generosa prosperidad intelectual. Allá por el 
año 1944, el doctor Pablo Purriel invita a Torres García y a 
varios discípulos de su fecundo taller, como aquí se ha 
expresado -Fonseca, Gurvich, Riveiro, Alpuy-, para que reali- 
zaran la obra muralística estética más grande de nuestra his- 
toria para legado de las generaciones futura y bálsamo espi- 
ritual de quienes purgaban su pena enferma entre aquellas 
paredes grises del Hospital. Fueron treinta y cinco murales que 
en un gesto solidario llevaron vida y esperanza generosa. Si 
no estoy mal informado, algunos de ellos se perdieron en 
Río de Janeiro. Parte de esa obra que el tiempo y la desidia 
humana socavaron con sus implacables arrugas, pudo recu- 
perarse de su olvidado exilio por la acción oportuna de 
autoridades de la época y a costo y esfuerzo de algunos 
descendientes del artista. Estas verdaderas piezas arqueo- 
lógicas, sepultadas tras las mamposterías del viejo Hospital 
-que añoraban aquellos tiempos de luminosa creatividad-, 
hoy están incorporadas a la Torre de las Comunicaciones. 


El país supo entonces recuperar su memoria histórica y 
devolver la vida ajada a las perennes líneas y colores de 
armonía creativa que trasmiten los murales, como disfrute 
espiritual para todos los ciudadanos y para todos aquellos 
que visiten la Torre. 


ANTEL fue el depositario inicial de esta parte del patri- 
monio artístico nacional con destino a reposar en las aulas 
del Museo a instalarse en la entonces proyectada Torre de 
las Comunicaciones. Allí están, testigos vivos de la obra 
artística de Joaquín Torres García abierta a todos los uru- 
guayos, proyectando desde sus formas originales su voca- 
ción de arte universal, su legado de fe en la capacidad 
humana y su creatividad ilimitada en la que, desde su propia 
universalidad, se llegó a establecer ese famoso logotipo 
“Nuestro norte es el sur”, que hoy se recoge en las Cumbres 
Presidenciales e incluso hace pocos días caracterizó el 
Congreso Mundial de Hematología de Punta del Este que 
presidió el señor Presidente de la República. Esta visión de 
“Nuestro norte es el sur” también se refleja en otras obras 
importantes como, por ejemplo, “Inti”, “Pachamama” y otras, 
donde Torres García dio su visión regional y de su América, 
que nunca abandonó a pesar de su universalismo. Con su 
creatividad hizo aportes como para poder hoy “perennizarlo” 
en la Torre de las Comunicaciones. 


Por estas razones, señor Presidente, apoyamos caluro- 
samente esta iniciativa y respaldamos la designación de la 
Torre de las Comunicaciones con el nombre de Joaquín 
Torres García. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar en general el proyecto de ley. 
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(Se vota:) 

- 24 en 24. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En discusión particular. 

Léase el artículo único. 

(Se lee:) 

SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 


“Artículo único.- Desígnase “Joaquín Torres García” el 
edificio central de la Torre de las Comunicaciones, sito en 
la ciudad de Montevideo, dependiente de la Administración 
Nacional de Telecomunicaciones”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-23 en 23. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda sancionado el proyecto de ley, que se comunicará 
al Poder Ejecutivo para su promulgación. 


(No se publica el texto del proyecto de ley sancionado, 
por ser igual al considerado) 
SEÑOR LONG.- Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR LONG.- Señor Presidente: creo que quienes me 
precedieron en el uso de la palabra, los señores Senadores 
Sanguinetti y Abreu, ya han señalado en forma muy clara lo 
acertado de una designación de este tipo, que destaca la 
trayectoria del maestro Joaquín Torres García, excepcional 
pintor uruguayo reconocido universalmente y que, como 
bien se ha dicho, se da en pocos casos. A ello simplemente 
quiero agregar la importancia de que los edificios significa- 
tivos que tiene nuestro país recojan en sus nombres, ade- 
más de las figuras históricas que se destacan en el campo 
de lo político o del quehacer social, a las que resaltan en el 
ámbito cultural. Creo que le hace bien al país mostrar toda 
su amplia variedad de figuras que han tenido un reconoci- 
miento tanto a nivel nacional como internacional. 


En el caso de Joaquín Torres García, creo que apesar de 
haber vivido en otros lugares del mundo -Barcelona, Nueva 
York, Fiesole, Livorno, Villefranche-sur-Mer y París- duran- 
te buena parte de su vida, nunca dejó de ser uruguayo y de 
reconocer esas raíces. 
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El tramo final de su vida, ya en nuestro país, fue sumamente 
rico por las razones que se explicitaron y, por cierto, dejó un 
legado absolutamente extraordinario. 


Creo que todo lo que podamos decir de Joaquín Torres 
García siempre va a serescaso porque es de esas figuras que 
nos hacen sentir muy orgullosos de nuestro país. Por lo 
tanto, nos parece que reconocer eso designando con sus 
nombres a nuestros edificios más significativos está mos- 
trando una visión abarcativa y no centrada exclusivamente 
en parte de lo que es nuestro patrimonio. 


Muchas gracias. 


16) ATENTADO CONTRA LA REGULARIDAD DE LAS 
TELECOMUNICACIONES 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el asunto 
que figura en quinto término del Orden del Día: “Proyecto 
de ley por el que se sustituye el artículo 217 del Código 
Penal, referido al atentado contra la regularidad de las 
telecomunicaciones. (Carp. N” 693/06 - Rep. N* 424/07)” 


(Antecedentes:) 


“Carp. N*693/06 
Rep. N* 424/07 


Ministerio de Educación y Cultura 
Ministerio de Industria, Energía y Minería 


Montevideo, 15 de noviembre de 2006. 


Señor Presidente de la 
Asamblea General 

Don Rodolfo Nin Novoa. 
Mensaje N* 39/06 


De nuestra mayor consideración: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese 
Cuerpo a fin de remitir para su diligenciamiento el presente 
proyecto de ley. Su texto sustituye el artículo 217 del 
Código Penal. 


Se acompaña a la Exposición de Motivos referida al 
proyecto de ley remitido. 


El Poder Ejecutivo saluda al señor Presidente con su 
mayor consideración. 


2006/03465 
Dr. TABARE VAZQUEZ; Presidente de 


la República, Jorge Brovetto, Jorge 
Lepra. 
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EXPOSICION DEMOTIVOS 


La Presidencia de la Administración Nacional de Teleco- 
municaciones (ANTEL) plantea a esta Secretaría de Estado 
la situación en que se encuentra esa Administración, en 
cuanto a que los insumos imprescindibles para brindar sus 
servicios, son objeto de reiterados actos de hurto y vanda- 
lismo, los cuales afectan los mismos en forma grave. Se 
propone modificar el artículo 217 del Código Penal. 


El actual artículo 217 del Código Penal, castiga conduc- 
tas que atenten contra la regularidad de las comunicaciones 
telefónicas, telegráficas o inalámbricas, pero, el requisito 
típico, relativo a la seguridad de los transportes públicos, 
ha neutralizado la aplicación de la norma, ya que de no 
cumplirse el mismo, la conducta atentatoria contra la regu- 
laridad de las comunicaciones, no es punible, salvo, que 
configure otro delito, como el hurto. 


Se da el caso de sustracción, o destrucción de elementos 
afectados al servicio de telecomunicaciones, provocando 
un daño a toda la colectividad derivado de interrupciones 
de los servicios. Estos hechos no tienen consecuencias 
penales, por no configurar la conducta típica prevista en el 
actual artículo 217 del Código Penal. 


Es por ello, que de conformidad con lo que plantea 
ANTEL, y habiendo sido consultada la Dirección de Asun- 
tos Constitucionales Legales y Registrales de este Minis- 
terio, disponiendo ya de una norma penal específica, se 
propone el presente texto, (con una variante al presentado 
originariamente por dicha Administración), a fin de eliminar 
de la norma dicho requisito y se adapta la redacción a la 
terminología actual en materia de telecomunicaciones, la 
cual ya se encuentra definida en nuestro ordenamiento 
jurídico por el artículo 12 de la Ley N* 16.211, del 1” de 
octubre de 1991, recogiendo textos aprobados por la Unión 
Internacional de Telecomunicaciones en sus Conferencias 
de Torremolinos (1973) y Niza (1989). 


La índole de las razones expuestas nos obliga a encare- 
cer el pronto trámite de la iniciativa que dejamos a la elevada 
consideración del Poder Legislativo. 


PROYECTODELEY 


Artículo 1”.- Sustitúyese el texto del artículo 217 del 
Código Penal por el siguiente: 


“Artículo 217. (Atentado contra la regularidad de las 
telecomunicaciones). El que, de cualquier manera, 
atentare contra la regularidad de las telecomunicaciones 
alámbricas o inalámbricas, será castigado con tres me- 
ses de prisión a tres años de penitenciaría. 


Se considera agravante especial de este delito, la 
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sustracción, el daño o la destrucción de instalaciones 
destinadas a las prestaciones del servicio de telecomu- 
nicaciones. 


2006/03465 


Jorge Brovetto, Jorge Lepra. 


DISPOSICION CITADA 


CODIGO PENAL 


CAPITULO IV 


217. (Atentado contra la regularidad de las comunicacio- 
nes telefónicas, telegráficas o inalámbricas) 


El que, de cualquier manera, atentare contra la regulari- 
dad de las comunicaciones telefónicas, telegráficas o 
inalámbricas, poniendo en peligro la seguridad de los trans- 
portes públicos, será castigado con tres meses de prisión a 
tres años de penitenciaría. 


Ant. CP 89 Art. 266, originario del Proyecto Zanardelli 
Art. 271; CPI Art. 433 inc. 2, con limitación al peligro para 
la seguridad de los transportes. 
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Comisión de 
Constitución y Legislación 


ACTA N?* 83 


En Montevideo, el veinte de marzo de dos mil siete, a la hora 
catorce y cuarenta minutos, se reúne la Comisión de Cons- 
titución y Legislación de la Cámara de Senadores. ______ 
Asisten los señores Senadores miembros Sergio Abreu, 
Alberto Breccia, Francisco Gallinal, José Korzeniak, Rafael 
Michelini, Luis Oliver, Margarita Percovich y Julio M. 
Sanguinetti. El señor Senador Carlos Moreira, quien susti- 
tuirá en la integración de la Comisión al señor Senador Jorge 
Larra 
Preside su titular, el señor Senador Francisco Gallinal.____ 
Actúa en Secretaría la señora Josefina Reissig, Secretaria 
de la Comisión con la colaboración de la funcionaria Gloria 
Mederos. 


Se da cuenta de una invitación cursada por la Dirección de 
Derechos Humanos del Ministerio de Educación y Cultura 
ala instalación de la Comisión Honoraria contra el Racismo, 
la Xenofobia y toda otra forma de discriminación, prevista 
para el día miércoles 21 a la hora 18 horas en el Salón de 
Actos de dicho Ministerio. 
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ASUNTOS TRATADOS: 
Carpeta N* 694/2006. DELITO DEUSURPACION. Se mo- 
difica el artículo 354 del Código Penal. Proyecto de ley 
aprobado por la Cámara de Representantes. Distribuido 
N* 1381/2006. En consideración. Se vota: 6 en 6. Afirmativa. 
UNANIMIDAD. Se designa Miembro Informante al señor 
Senador Francisco Gallinal, quien lo hará en forma verbal. 
Carpeta N* 693/2006. ATENTADO CONTRA LA REGULA- 
RIDAD DELAS TELECOMUNICACIONES. Se sustituye el 
artículo 217 del Código Penal. Mensaje y proyecto de ley del 
Poder Ejecutivo. Distribuido N* 1380/2006. En considera- 
ción. Se vota: 6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. Se desig- 
na Miembro Informante al señor Senador Alberto Breccia, 
quien lo hará en forma verbal. ___________________ 
Carpeta N*731/2006. INSTITUCION NACIONAL DE DERE- 
CHOS HUMANOS. Se crea como Institución del Poder 
Legislativo y se determinan su composición y cometidos. 
Proyecto de ley con exposición de motivos de las señoras 
Senadoras Susana Dalmás, Margarita Percovich, Lucía 
Topolansky y Mónica Xavier y de los señores Senadores 
Alberto Breccia, Alberto Cid, Alberto Couriel, Eleuterio 
Fernández Huidobro, José Korzeniak, Eduardo Lorier, Ra- 
fael Michelini, Enrique Rubio, Jorge Saravia, Víctor Vaillant 
y del señor Presidente del Senado, Rodolfo Nin Novoa. 
Distribuido N* 1467/2006. En consideración. La señora Se- 
nadora Margarita Percovich propone, considerando que se 
encuentra citada la Asamblea General, que este tema figure 
en el Orden del Día de la próxima sesión y que al ser 
considerado por Capítulos se tenga opinión sobre los mis- 
MOS oo lt o a rs ici 
El señor Senador Sergio Abreu comunica a los señores 
Senadores miembros que el señor Senador Carlos Moreira 
sustituirá en la Comisión al señor Senador Jorge Larrañaga. 
RESOLUCIONES: 
Se resuelve que el Orden del Día quede conformado de la 
siguiente forma: 1) Carpeta N* 731/2006. INSTITUCION 
NACIONAL DE DERECHOS HUMANOS. Se crea como 
Institución del Poder Legislativo y se determinan su com- 
posición y cometidos. Proyecto de ley con exposición de 
motivos de las señoras Senadoras Susana Dalmás, Marga- 
rita Percovich, Lucía Topolansky y Mónica Xavier y de los 
señores Senadores Alberto Breccia, Alberto Cid, Alberto 
Couriel, Eleuterio Fernández Huidobro, José Korzeniak, 
Eduardo Lorier, Rafael Michelini, Enrique Rubio, Jorge 
Saravia, Víctor Vaillant y del señor Presidente del Senado, 
Rodolfo Nin Novoa. Distribuido N* 1467/2006; 2) Carpeta 
N* 178/2005. EX MINISTROS DE ESTADO. Se tipifica su 
responsabilidad penal por delitos cometidos durante su 
gestión. Proyecto de ley aprobado por la Cámara de Repre- 
sentantes. Distribuido N* 128/2005; 3) Carpeta N* 494/2006. 
CIUDADANOS NATURALES O LEGALES CON 75 AÑOS 
QUENO VOTEN EN ACTOS ELECTORALES. Se exceptúan 
de todas las sanciones y multas previstas en la Ley 
N* 16.017, de 20 de enero de 1989. Proyecto de ley aprobado 
por la Cámara de Representantes. Distribuido N* 829/2006; 
y 4) Carpeta N* 664/2006. CIUDADANOS RESIDENTES EN 
EL EXTERIOR. Se dictan normas sobre el derecho al sufra- 
glo y asu protección y auxilio por los agentes consulares. 
Proyecto de ley con exposición de motivos de los señores 
Senadores integrantes de la Bancada del Frente Amplio. 
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Distribuido N* 1229/2006. 
De lo actuado se procede a la toma de la versión taqui- 
gráfica, cuya copia dactilografiada luce en el Distribuido 
N* 1530/2007, que forma parte de la presente Acta. 
A la hora quince queda levantada la sesión. _________ 
Para constancia se labra la presente Acta que, una vez 


aprobada, firman el señor Presidente y la señora Secretaria. 


Francisco Gallinal 
Presidente 


Josefina Reissig 
Secretaria.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 
(Se lee) 
- En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor Senador 
Breccia. 


SEÑOR BRECCIA.- Señor Presidente: el proyecto de ley 
aprobado por unanimidad en la Comisión de Constitución y 
Legislación del Senado tiene como marco fáctico algunos 
números que son importantes para comprender a cabalidad 
suimportancia. 


En enero de 2006, UTE informaba que en esos pocos días 
transcurridos y durante el año anterior se había perdido, 
debido al robo de cables, una suma aproximada a 
U$S 1:200.000. En el caso de ANTEL, las pérdidas ascen- 
dían al entorno de U$S 1:500.000. Quiere decir que estamos 
hablando de prácticamente U$S 3:000.000 anuales por sus- 
tracción de cables y transformadores. 


Otros números que de alguna manera alarman: en la 
semana que medió entre el 28 de noviembre y el 4 de 
diciembre del año pasado se produjeron 44 nuevos inciden- 
tes de fallas por robo de cables, lo que involucró a prácti- 
camente 1.000 servicios. El departamento más afectado fue 
Montevideo, con 2.020 metros de cable robados en una 
semana; multipliquemos esto por 52 semanas al año y vere- 
mos la gravedad del problema. Pero hay números que, 
además de alarmar, golpean particularmente la sensibilidad 
de la gente y, obviamente, la del Legislador: esta actividad 
clandestina de sustracción de cables ha causado, desde 
mediados del año 2005 y en el transcurso de 2006, la pérdida 
de seis vidas humanas, entre ellas, dos menores. Sabemos 
que este tipo de prácticas implica, para el propio infractor, 
además, una actividad de extraordinario riesgo. 


Frente a ello, este Gobierno y las Administraciones 
involucradas no han permanecido insensibles y, aun con 
independencia de este proyecto de ley que estamos infor- 
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mando, están en curso determinadas medidas de preven- 
ción de este tipo de fenómenos. Es así que la Presidenta de 
ANTEL, ingeniera María Simon, anunciaba hace pocos días 
que ese organismo y UTE han redactado un anteproyecto 
en el que se señala que se tenderá a ser mucho más celoso 
en cuanto a la exportación de cobre, así como a realizar un 
control mayor sobre su procesamiento local y su salida al 
exterior, anticipando que de pronto van a tener que seresos 
dos Entes los únicos que realicen efectivamente estas 
exportaciones, alos efectos de propender a un control más 
riguroso de la actividad final en la cual desemboca la con- 
ducta ilícita que hoy estamos analizando. 


Asimismo, en el año 2005, ambos Directorios habían 
resuelto dejar de vender en plaza los excedentes, ya que ello 
es lo que genera la posibilidad de evasión. También dispu- 
sieron que los llamados a las empresas para la compra de 
aluminio y cobre estuvieran centralizados y controlados en 
cuanto a su transporte y comercialización por los mencio- 
nados Entes. 


Ingresando directamente al proyecto de ley que nos 
ocupa, señor Presidente, debo decir que todos los que nos 
conocen saben que no somos partidarios de la inflación en 
materia penal. Ahora bien, esta iniciativa tiene como espe- 
cial virtud - y por eso creo que en la Comisión se la ha votado 
con satisfacción y convicción- que, sin cambiar al alza los 
guarismos punitivos que establece el artículo 217 del Códi- 
go Penal, modifica esta disposición quitándole el requisito 
típico de la conducta punible, esto es, que la conducta del 
infractor tenga como consecuencia -así lo establece la 
norma actualmente- poner en peligro la seguridad de los 
transportes públicos. 


En caso de estar ausente este acontecimiento, es decir, 
si no se afecta la seguridad del transporte público -situa- 
ción que, como comprenderán los señores Senadores, apa- 
rece como la más frecuente dado que esta es una norma de 
vieja data, hecha para otras circunstancias de tiempo y 
lugar-, la aplicación de esa norma penal se neutraliza y la 
conducta del infractor puede inclusive llegar a quedar sin 
sanción en la medida en que no ingrese en otros tipos 
penales como, por ejemplo, el hurto. Vale decir que si la 
conducta penal de afectación de las telecomunicaciones se 
realiza, repito, sin afectar el servicio de transporte público 
y sin ingresar en la figura del hurto -o sea, sin sustrac- 
ción-, por ejemplo, mediante un acto de vandalismo, queda 
sin sanción. 


En consecuencia, el elemento fundamental del proyecto 
de ley que estamos analizando y cuyos motivos estamos 
exponiendo implica que al quitarse ese requisito como 
necesario para la tipificación de la conducta penal, todo 
atentado que ponga en riesgo las telecomunicaciones será 
sancionado con los guarismos punitivos que se establecen, 
que no varían con respecto a la norma que se modifica. 


Asimismo, este proyecto de ley incorpora como agra- 
vante del delito ya establecido en el Código Penal -cuyos 
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guarismos punitivos, reiteramos, no se modifican- el hecho 
de que la conducta consista en la sustracción de esos 
elementos; como hemos visto con los números manejados 
en nuestra exposición, es una disposición que se justifica 
plenamente por cuanto la conducta infractora generalmente 
se lleva a cabo mediante el robo de cables, transformadores, 
etcétera. 


Por último, como elemento, si se quiere secundario, pero 
que entendemos hace a una buena técnica legislativa, este 
proyecto de ley ha adaptado la redacción del artículo a las 
definiciones que en materia de telecomunicaciones ha in- 
corporado nuestro país a su ordenamiento jurídico, 
específicamente a través del artículo 12 de la Ley N* 16.211, 
recogiendo definiciones que han sido adoptadas por los 
organismos internacionales competentes en la materia. 


Es por todo ello, señor Presidente, que entendemos 
procedente que el Senado apruebe en el día de hoy el 
proyecto de ley que acabamos de informar. 


Muchas gracias. 
SEÑORA DALMAS.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra la señora Sena- 
dora. 


SEÑORA DALMAS.- Señor Presidente: solicité la pala- 
bra porque me inquieta una duda. 


El artículo 217 del Código Penal vigente se refiere al 
delito de atentado contra la regularidad de las comunicacio- 
nes telefónicas, telegráficas e inalámbricas, que pongan en 
peligro la seguridad de los transportes públicos. 


SEÑOR BRECCIA.- Exactamente. 


SEÑORA DALMAS.- Por la época, supongo que se 
refería fundamentalmente alos ferrocarriles, pero pregunto 
qué sucedería ahora si, como medida gremial -y ha pasado 
muchas veces- realizaran una interrupción de tareas los 
trabajadores que pertenecen a la planta externa, o sea, a la 
solución de fallas de la red de ANTEL, que es lo poco que 
queda que no sea absolutamente digital y computarizado. 
Quisiera saber siesa interrupción de tareas -que, obviamen- 
te, actúa sobre la fluidez de las comunicaciones- tendría 
alguna consecuencia penal, sobre todo teniendo en cuenta 
que no hay referencia al transporte público, sino que se 
trata de cualquier interrupción. 


SEÑOR BRECCIA.- Pido la palabra para una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el Miembro In- 
formante. 


SEÑOR BRECCIA.- Señor Presidente: con su habitual 
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sagacidad, la señora Senadora Dalmás plantea una hipóte- 
sis -que obviamente la inquieta- a la que podría llegarse 
mediante una extensión de este artículo -que desde ya 
adelantamos que es absolutamente desmesurada-, que es la 
sanción de una conducta por la interrupción de un servicio 
en ejercicio de una medida gremial, lo que configuraría un 
atentado contra la regularidad de las telecomunicaciones. 
Desde nuestro punto de vista esa inquietud no debe pros- 
perar, por cuanto las medidas gremiales, como ejercicio 
legítimo de un derecho consagrado en la Constitución, 
siempre que se desarrollen dentro del respeto a los bienes 
jurídicos tutelados, obviamente no merecen sanción algu- 
na. 


La hipótesis que plantea la señora Senadora es similar a 
la que se da en otras situaciones en las que el ejercicio 
legítimo del derecho de huelga puede llegar a colidir con 
otros derechos constitucionalmente tutelados. Obviamen- 
te, cada caso merece una consideración especial por parte 
de la ley, y eventualmente de la Justicia si el caso llega ante 
los tribunales. En definitiva, contestaría a la señora Sena- 
dora que en la medida en que el derecho de huelga no 
constituya lo que los propios “juslaboralistas” tipifican 
como un sabotaje, ese ejercicio no estaría colidiendo ni 
ingresando en la tipificación que realiza esta norma. 


SEÑOR ALFIE.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR ALFIE.- Señor Presidente: entendemos las razo- 
nes que llevan a la sustitución del artículo 217 y nos parecen 
atendibles. Sin embargo, nos deja la impresión de que 
estamos ante la adopción de una nueva figura penal amplia 
e imprecisa, ya que dice “El que, de cualquier manera, 
atentare contra la regularidad de las telecomunicaciones”. 
Personalmente, cuando escuchaba los fundamentos del 
señor Senador Breccia estaba viendo algo mucho más aco- 
tado. En realidad, lo que está en juego aquí es la alteración 
de manera real o significativa de la regularidad de las 
telecomunicaciones; ese es el delito. Todos son hechos 
condenables pero hay cosas menores que pueden terminar 
en una falta y no en un delito penal como tal. Esa es la 
consideración que tengo para hacer sobre el inciso primero. 


Por otro lado, en el inciso segundo se hace referencia al 
agravante especial, que es “la sustracción, el daño o la 
destrucción de instalaciones destinadas a la prestación del 
servicio” como tal. Claramente, se está refiriendo al robo de 
cables de cobre. Ahora bien, el robo de un teléfono propie- 
dad de ANTEL -puede ser público o familiar- es la sustrac- 
ción de una instalación destinada a la prestación de un 
servicio, por lo que es un agravante y me parece que es 
demasiado. Creo que el concepto está bien, pero habría que 
precisar un poco más el texto, concretar el castigo que 
queremos sobre lo que queremos proteger y no hacerlo tan 
amplio e impreciso. De lo contrario, pueden darse los pro- 
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blemas que señalan bastante los Fiscales y los Jueces sobre 
normas que tienen este alcance. 


SEÑOR KORZENIAK.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK.- Señor Presidente: como sucede 
en muchas especialidades, en el Derecho hay palabras muy 
elaboradas, entre las que se encuentra “atentar”, el verbo 
y sus derivados. Por ejemplo, el delito de atentado contra 
la Constitución, establecido en el artículo 330, no describe 
que tiene que haber un golpe de Estado o que tenga que ser 
un grupo que vaya contra el Parlamento y las instituciones; 
solamente dice “El que atentare o prestare medios para 
atentar contra la presente Constitución”. La forma más 
grave es el golpe de Estado, pero tiene otra cantidad de 
cosas. Lo único que hace el Código Penal es agregar “por 
medios no admitidos por el Derecho Público interno”, que 
es algo que no dice nada. 


Reitero que la palabra “atentar” está muy trabajada en el 
Derecho. Si un señor o cien señores van a la Plaza Indepen- 
dencia o ala Plaza Libertad con la Constitución en la mano 
y la rompen, no es un atentado contra la misma porque la 
palabra “atentar” tiene una larguísima experiencia semánti- 
ca trabajada por el Derecho Penal. Entonces, no es atentar 
contra la regularidad de las telecomunicaciones, por ejem- 
plo, que cuando una persona está hablando venga otra y le 
grite al oído, no dejándolo hablar. Eso no es un atentado 
contra las telecomunicaciones. Para cualquier juez penal 
está muy claro que para ser un atentado tiene que haber un 
grado de relevancia importante, y ese grado de relevancia 
se mide porque es una palabra muy usada. Insistí en el 
ejemplo citado porque es muy conocido. El atentado contra 
la Constitución, ¿es insultar la Constitución o romperla en 
público? No; eso no es un atentado. También se puede decir 
-como lo afirma un procurador o un abogado- que el Uru- 
guay no tiene Constitución. 


Por lo tanto, me parece que esto está bien. Lo que se 
eliminó, simplemente, fue un requisito que no se va a dar 
casi nunca -y es importante señalar que esta tipificación ya 
estaba establecida en el Código Penal-, que es el peligro 
para el transporte público. Se puede atentar contra las 
telecomunicaciones pero si no hay peligro para el transpor- 
te público -pero de pronto hay peligro para todo transporte 
privado del país- no se configuraría el delito. De manera que 
está bien incorporada esta figura. 


En cuanto al agravante especial, desde luego que puede 
haber hurtos; de pronto hay una confluencia de delitos 
porque la sustracción de estos elementos es hurto y además 
se configuraría este otro delito como agravante. Suele ocu- 
rrir que una misma conducta dé lugar a dos, tres o diez 
delitos. 


El otro caso que se plantea es nada menos que el daño 
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O la destrucción de instalaciones destinadas a la prestación 
del servicio de telecomunicaciones. Hay una confusión 
muy grave y muy común entre los elementos concretos, de 
hecho, que dan lugar a una norma y los resultados jurídicos 
de esa norma. Es posible que este agravante especial se 
haya establecido tomando en cuenta la voluntad psicológi- 
ca del que redacta pensando en el cobre, pero en este caso 
no hay una referencia al cobre solamente, sino también a la 
goma que lo cubre, etcétera. La norma tiene una voluntad 
objetiva y va mucho más allá de la voluntad que dio lugar 
a ella. Entonces, no creo que haya en el agravante, simple- 
mente, una reducción a robar cobre y tampoco pienso que 
sea demasiado vago; en todo caso, sería vago el actual 
Código Penal. Pero me parece que hay una circunstancia 
real. 


Apoyo este artículo sin perjuicio de reconocer que es 
mejor introducir reformas en el Código Penal de una sola 
vez, de manera de no hacer esos Códigos anotados que 
después tienen medio metro de alto. Pero este es un tema 
muy actual y grave que se está dando todos los días y que 
puede dar lugar a no castigar a los infractores porque el Juez 
no les puede tipificar nada: no se llevaron ningún producto, 
pero rompieron un cable; no se afectó el transporte público, 
pero los cables que cortaron atentaron contra la regularidad 
de las comunicaciones en toda una zona. Sinceramente, me 
parece que es una tipificación adecuada y que además no 
ofrece dificultades. No sé si en este caso se ha consultado 
a los Jueces, pero seguramente ningún Juez Penal tiene 
dudas sobre lo que quiere decir “atentado contra la regula- 
ridad de las comunicaciones”. 


SEÑOR ABREU.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR ABREU.- Señor Presidente: estamos reflexio- 
nando en forma conjunta sobre el alcance de la norma. 
También es cierto que en la Comisión de Constitución y 
Legislación hicimos reflexiones sobre la tendencia a legislar 
y a modificar en forma aislada el Código Penal. Obviamente, 
podemos recoger determinadas realidades y situaciones 
como las que plantea la norma que modificamos, pero debe- 
mos buscar que todas las modificaciones que se introduz- 
can al Código Penal tengan cierta armonía de manera de no 
agregar en forma casuística, haciendo el tamaño del cuerpo 
de acuerdo al dibujo del dedo que hacemos. Sin perjuicio de 
ello, sabemos bien lo que esto significa no sólo en ANTEL 
sino también en UTE y lo que repercute desde el punto de 
vista del servicio y en materia económica, especialmente, 
porque el hurto de cables y de cobre genera importantes 
ganancias a quienes se dedican a esta actividad delictiva. 
En este sentido, la preocupación que planteaba la señora 
Senadora Dalmás está vinculada -como lo expresó también 
el señor Senador Korzeniak- al núcleo de la norma delictiva, 
que es atentar. Atentar no es lo mismo que interrumpir. El 
atentado es una actitud mucho más grave e importante y 
tiene una interpretación desde el punto de vista del Dere- 
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cho Penal y del Derecho Constitucional. No cualquier cosa 
es atentar; atentar es algo que pone en peligro el funciona- 
miento del sistema o que signifique resquebrajamientos 
importantes por la actitud atentatoria de los que en este 
caso serían los titulares del delito. 


También es atendible la preocupación del señor Senador 
Alfie, pero, obviamente, el agravante especial está vincula- 
do al atentado pero no al simple hecho de hurtar o sustraer 
un aparato telefónico. En otras palabras, es la consecuencia 
natural de un delito tipificado en su núcleo de verbo que es 
“atentar” y, por tanto, el agravante es el hurto -prefiero 
utilizar esta palabra porque la “sustracción” es un concepto 
algo más vago-, es decir, apropiarse de algo ajeno, según 
la tipificación legal. Esto significa que está vinculado a la 
actividad de atentar y no exclusivamente al hecho aislado 
de robar un teléfono, porque en esa circunstancia, estaría- 
mos haciendo perder el sentido de la importancia de las 
cosas. 


Es obvio también que la modificación de la norma es 
imperativa porque nos estamos refiriendo nada más ni nada 
menos que al viejo sistema de transporte público eléctrico, 
cuando el atentado significaba un hecho importante. Por 
eso hoy el proyecto de ley habla de alámbrico e inalámbrico; 
luego tendríamos que ver qué grado de gravedad significa 
el atentar contra las comunicaciones inalámbricas, que ya 
es un tema que puede ser analizado jurídicamente a nivel de 
la Cátedra de Derecho Penal, pero también a nivel de la 
Justicia, cuando se plantean los casos que se dan en la 
actualidad. En definitiva, la norma está orientada a recoger 
hechos de la realidad. 


Estos son los comentarios con los que deseábamos 
expresar nuestra voluntad de legislar en esta materia. 


SEÑOR MICHELINI.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR MICHELINL.- Señor Presidente: es cierto que en 
lo relativo a las modificaciones al Código Penal estamos 
tratando de que vengan todas juntas, para lo cual se planteó 
un mecanismo a través de las Comisiones que se crearon en 
la Ley de Humanización. También es verdad que de acuerdo 
con la disposición que hoy habla del delito relativo a las 
telecomunicaciones no se puede detener a las personas, 
aunque se las encuentre “in fraganti”, en la medida en que 
no se ponga en peligro el transporte público. Por lo tanto, 
es notorio que el primer inciso necesitaba una adecuación, 
que es lo que se está haciendo. 


Por su parte, el inciso segundo responde a que hoy las 
telecomunicaciones alámbricas e inalámbricas son absolu- 
tamente necesarias. En general, esto está ocurriendo en los 
barrios más marginales, en los lugares donde vive gente con 
menor condición económica. Por lo tanto, creo que corres- 
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ponde el agravante, tanto en relación a la electricidad 
-cuando se dejan algunas vías públicas sin iluminación, sin 
seguridad en el tránsito y también lo que refiere a la segu- 
ridad ciudadana- como en el tema de las comunicaciones. En 
ese sentido, en más de una oportunidad nos hemos encon- 
trado con personas que han querido comunicarse con una 
emergencia y no lo han podido hacer por haber sido robadas 
algunas instalaciones de telecomunicaciones. Poreso esta- 
mos apoyando esta iniciativa que esperamos se transforme 
en ley a la brevedad. 


SEÑOR BRECCIA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el Miembro In- 
formante. 


SEÑOR BRECCIA.- Señor Presidente: voy a intentar 
contribuir en la aclaración de algunos conceptos que se han 
vertido y que, desde mi punto de vista, son equivocados. 


Con referencia a lo que manifestaba el señor Senador 
Abreu en cuanto a la preferencia del término “hurto” res- 
pecto de “sustracción” utilizado en el segundo inciso de la 
norma que estamos considerando, cabe señalar que la téc- 
nica legislativa en materia penal implica describir hechos. 
De esta manera, el artículo 347, que alude al delito de estafa, 
expresa “El que con estratagemas o engaños artificiosos” 
y no “El que con estafa”, porque si así lo hiciera estaría 
tipificando, enel propio delito, otra infracción. Una figura 
delictiva como es el hurto, específicamente, no puede ser 
utilizada como agravante de otro delito, incluyéndola en la 
descripción del mismo, porque, en todo caso, allí habría 
concurso de delitos. El hecho de tipificar en el inciso como 
agravante la sustracción, es decir, el hecho de sustraer los 
elementos que configuran la red de instalaciones destina- 
das a las prestaciones de servicios de telecomunicaciones 
es, desde mi punto de vista, correcto. 


En lo que tiene que ver con la objeción básica que 
planteaba el señor Senador Alfie en su intervención, cabe 
señalar que las normas penales tienen un cierto parecido 
con los reglamentos del fútbol, en el sentido de que hay que 
tratar de tocarlas lo menos posible porque estamos hablan- 
do de un edificio construido con mucha paciencia y preci- 
sión. 


Como bien señalaba el señor Senador Korzeniak, la 
figura del atentado tiene una significación clara dentro de 
la legislación penal. En el caso de esta norma en particular 
-que data de hace prácticamente setenta años, si no más-, 
de su claro tenor literal resulta su significado. Cuando se 
habla de “atentar contra la regularidad de las telecomunica- 
ciones”, se está haciendo referencia exactamente a eso: 
atentar contra la regularidad de las telecomunicaciones. Y 
cuando se dice que el agravante de esa conducta viene dado 
por las sustracción, el daño o la destrucción de instalacio- 
nes destinadas a las prestaciones de servicios de telecomu- 
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nicaciones, ese agravante viene referido -como bien lo 
señalaba en su momento el señor Senador Abreu- al delito 
de atentar contra la regularidad de las telecomunicaciones. 
Quien hurta un aparato telefónico de una casa particular o 
quien daña las instalaciones de una cabina de teléfono 
público no atenta contra la regularidad de las telecomuni- 
caciones, porque éstas siguen realizándose con la misma 
regularidad que antes del arrebato. Reitero que la regulari- 
dad de las telecomunicaciones no se ve afectada por ese 
hecho que, obviamente, podrá ingresar en otra figura penal, 
pero nunca en ésta. 


En consecuencia, creo que el artículo, tal como está 
redactado, es de total claridad. Asimismo, viene a llenar un 
vacío legal que, además, tiene en los hechos consecuencias 
tremendas para el Erario, pero fundamentalmente para la 
vida humana. Entonces, esa conducta debe ser desalentada 
y esta iniciativa tiende a ello. 


Por todo esto, sigo recomendando calurosamente al 
Cuerpo la aprobación de este proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sino se hace uso de la palabra, 
se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota:) 

-23 en 23. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En discusión particular. 

Léase el artículo 1*. 

(Selee:) 

SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 


“Artículo 1*.- Sustitúyese el texto del artículo 217 del 
Código Penal por el siguiente: 


“Artículo 217. (Atentado contra la regularidad de las 
telecomunicaciones). El que, de cualquier manera, 
atentare contra la regularidad de las telecomunicaciones 
alámbricas o inalámbricas, será castigado con tres me- 
ses de prisión a tres años de penitenciaría. 


Se considera agravante especial de este delito, la 
sustracción, el daño o la destrucción de instalaciones 
destinadas a las prestaciones del servicio de telecomu- 
nicaciones”.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 
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-24 en 24. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Ha quedado aprobado el proyecto de ley, que se comu- 
nicará a la Cámara de Representantes. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado, por 
ser igual al considerado) 


17) DELITO DE USURPACION 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el asunto 
que figura en sexto término del Orden del Día: “Proyecto de 
ley por el que se modifica el artículo 354 del Código Penal, 
referido al delito de usurpación. (Carp. N* 694/06 - Rep. 
N* 425/07)”. 


(Antecedentes:) 


“Carp. N* 694/06 
Rep. N* 425/07 


CAMARA DE REPRESENTANTES 


La Cámara de Representantes de la República Oriental 
del Uruguay, en sesión de hoy, ha sancionado el siguiente 


PROYECTODELEY 


Artículo Unico.- Sustitúyese el artículo 354 del Código 
Penal para el siguiente texto: 


“ARTICULO 354. (Usurpación).- Será castigado con 
tres meses de prisión a tres años de penitenciaría: 


1. El que, con fines de apoderamiento o de ilícito 
aprovechamiento, ocupare en forma arbitraria, 
parcial o totalmente el inmueble ajeno. 


2. El que, con fines de apoderamiento o de ilícito 
aprovechamiento, remueve o altera los mojones 
que determinan los límites de un inmueble. 


3. El que, con fines de apoderamiento o de ilícito 
aprovechamiento, desvíe el curso de las aguas 
públicas o privadas. 


Constituye una circunstancia agravante, el hecho de 
que la usurpación se cometa en inmuebles ubicados en 
zonas balnearias, delimitadas por los respectivos Go- 
biernos Departamentales. 


Este delito será perseguible de oficio o ainstancia de 
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parte, en cuyo caso la denuncia podrá ser presentada 
por cualquier persona y en cualquier momento”. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en 
Montevideo, a 15 de noviembre de 2006. 


Julio Cardozo Ferreira 
Presidente 


Marti Dalgalarrondo Añón 
Secretario. 


Carp. N*735/05 
Anexo lal 
Rep. N*538/06 


Comisión de Constitución, Códigos, 
Legislación General y Administración 


INFORME 


Señoras y señores Representantes: 


Vuestra Comisión de Constitución, Códigos, Legisla- 
ción General y Administración ha considerado el proyecto 
de ley, presentado por el Diputado Nelson Rodríguez y el 
Diputado Federico Casaretto, por el que se modifica el 
artículo 354 del Código Penal (delito de usurpación). 


La modificación planteada pretende hacer frente a una 
grave problemática actual que genera conmoción y alarma 
social en las zonas turísticas y balnearias de nuestro país 
y conspira contra el desarrollo de la industria turística. 


Se plantea la modificación del inciso 1* del artículo 354 
del Código Penal en la redacción dada por el artículo 81 del 
Decreto-Ley N* 14.219, dejando de lado la actual redacción, 
que requiere para la configuración del tipo penal la ocupa- 
ción mediante “violencia, amenaza, engaño, abuso de con- 
fianza o clandestinidad...”. La diferencia sustancial radica 
en que con el texto propuesto se configura el tipo penal con 
la ocupación arbitraria acompañada de dolo específico, 
consistente en la conciencia y la voluntad de ocupar un bien 
inmueble con la finalidad de apoderamiento o de ilícito 
aprovechamiento. 


El concepto de ocupación arbitraria planteado en este 
proyecto se corresponde con la definición de Maggiore 
cuando, al definir el concepto de “invasión” en el Código 
Penal Italiano, expresa que la misma consiste en “ocupar de 
modo arbitrario un lugar, entrar en él sin tener derecho, 
aunque sea sin violencia ni engaño” (Diritto Penale, Parte 
Speciale). 


Se explica la calificación de la ocupación como arbitraria 
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(pues no surge por sí sola del verbo nuclear la noción de 
“arbitrariedad”), como una ocupación contra la prohibición 
del propietario, es decir con desconocimiento de éste y 
contra su voluntad de permitirla, esta noción se refuerza 
con la inclusión en el texto proyectado de la calificación 
propuesta. 


Se entiende que no es necesario ni que la ocupación sea 
clandestina ni que se consume a través de violencia o 
engaño, ya que sabido es que en las zonas balnearias 
fundamentalmente, los propietarios de los bienes inmuebles 
pueden pasar varios meses sin tener conocimiento de la 
situación de los mismos. 


Es decir que se pretende que con el solo hecho de que 
el bien sea ocupado en forma “arbitraria” por quien no tiene 
derechos sobre el mismo, ya se consuma el delito. Por otra 
parte y en atención a la referida problemática se amplía la 
posibilidad de que la “usurpación” sea denunciada por 
cualquier persona y en cualquier momento. 


De esta forma, se pretenden ampliar las posibilidades de 
acción de la Justicia Penal frente a la comisión de delitos de 
usurpación. Por tal razón es que se ha pretendido ampliar la 
“legitimación activa” alos efectos de que cualquier persona 
que tenga indicios de la comisión de este delito concreto 
tenga la posibilidad de denunciarlo y se ha entendido que 
esto debe quedar establecido a texto expreso para evitar 
posibles problemas interpretativos a la hora de aplicar la 
norma. 


Este tipo de delitos tiende a facilitarse en las zonas 
balnearias, por cuanto se trata de zonas donde abundan los 
inmuebles propiedad de no residentes, de propietarios que 
en forma esporádica concurren arealizar tareas de manteni- 
miento en sus viviendas, y donde se facilita en consecuen- 
cia la oportunidad para ocupar inmuebles o asentarse en 
terrenos baldíos, por no contar con la vigilancia permanente 
de sus propietarios. Es por esta causa que se entiende que 
este hecho debe constituir una agravante del delito, ya que 
la propiedad es un derecho garantizado en su goce por la 
Constitución Nacional y el Estado debe velar por su efec- 
tivo ejercicio. 


En definitiva, se promueve la modificación del delito de 
usurpación, a efectos de brindar una mayor protección ante 
la lesión al derecho a la propiedad privada, bien jurídico 
tutelado con la tipificación de este delito, desalentando las 
ocupaciones de bienes inmuebles, ocupaciones que van 
contra el desarrollo de la industria turística, y de la presen- 
tación de nuestro país como un lugar atractivo para la 
captación de inversiones, única forma de aumentar el em- 
pleo y de lograr mejores condiciones de vida para los 
uruguayos. 


Por lo expuesto, aconsejamos al Cuerpo la aprobación 
del siguiente proyecto de ley. 


242-C.S. 


Sala de la Comisión, 17 de octubre de 2006. 


Nelson Rodríguez Servetto, Miembro 
Informante; Gustavo Borsari Brenna, 
Luis Alberto Lacalle Pou, Jorge Orrico, 
Edgardo Ortuño, Javier Salsamendi. 


DISPOSICION CITADA 


CODIGO PENAL 


CAPITULO V 
Delitos contra la propiedad inmueble 


354. (Usurpación) 


Será castigado con tres meses de prisión a tres años de 
penitenciaría: 


1” El que mediante violencia, amenaza, engaño, abuso 
de confianza o clandestinidad y con fines de apoderamien- 
to o de ilícito aprovechamiento, ocupare parcial o total- 
mente el inmueble ajeno. 


2” El que, con fines de apoderamiento o de ilícito apro- 
vechamiento, remueve o altera los mojones que determinan 
los límites de un inmueble. 


3” El que, con fines de apoderamiento o de ilícito apro- 
vechamiento, desvíe el curso de las aguas públicas o priva- 
das. 


El numeral 1” del artículo fue modificado por Decreto- 
Ley N” 14.219 Art. 81. 


Texto anterior de dicho numeral en el CP 34: “El que, 
con fines de apoderamiento o de ilícito aprovecha- 
miento, invade parcial o totalmente el inmueble aje- 


»” 


no”. 


Ant. CP 89 Art. 392, originario del Proyecto Savelli Art. 
386, CPI Arts. 631,632 y 633, modificados en cuanto al 
elemento material, la finalidad de la conducta y 
agravantes. 


N.R. Decreto-Ley N* 14.219 Art. 82: “En los casos del 
delito previsto por el artículo 354 numeral 1* del Código 
Penal, los jueces tendrán libertad para apreciar la prueba 
con arreglo ala libre convicción que se formen al respec- 
to, fundamentando expresamente las razones que ten- 
gan para ello. 


En tales hipótesis, al resolverse el procesamiento, se 
proveerá de oficio la desocupación del inmueble en un 
plazo de veinticuatro horas, sin perjuicio de las recla- 
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maciones que en sede civil pudieren eventualmente 
corresponder.” 


CP Art. 41. Código de aguas. Decreto-Ley N* 14.859, C.R. 
Art. 1a7. V. Arrendamientos urbanos, Ley N* 17.296, 
Art. 173. 


Carp. N* 735/05 
Rep. N* 538/05 


PROYECTODELEY 


Artículo Unico.- Modifíquese el artículo 354 del Código 
Penal, el que quedará redactado de la siguiente forma: 


“ARTICULO 354. (Usurpación).- Será castigado con 
tres meses de prisión a tres años de penitenciaría: 


1. El que, con fines de apoderamiento, o de ilícito 
aprovechamiento, ocupare en forma arbitraria, 
parcial o totalmente el inmueble ajeno. 


2. El que, con fines de apoderamiento o de ilícito 
aprovechamiento, remueve o altera los mojones 
que determinan los límites de un inmueble. 


3. El que, con fines de apoderamiento o de ilícito 
aprovechamiento, desvíe el curso de las aguas 
públicas o privadas. 


Constituye una circunstancia agravante, el hecho de 
que la usurpación se cometa en inmuebles ubicados en 
zonas balnearias, delimitadas por los respectivos Go- 
biernos Departamentales. 


La denuncia del delito de usurpación podrá ser efec- 
tuada por cualquier persona, en cualquier momento”. 


Montevideo, 16 de diciembre de 2005. 


Nelson Rodríguez Servetto, Represen- 
tante por Maldonado; Federico 


Casaretto, Representante por 
Maldonado. 
EXPOSICION DE MOTIVOS 


El presente proyecto de ley pretende hacer frente a una 
grave problemática actual que genera conmoción y alar- 
ma social en las zonas turísticas y balnearias de nues- 
tro país y conspira contra el desarrollo de la industria 
turística. 


Se plantea la modificación del inciso 1* del artículo 354 
del Código Penal, en la redacción dada por el artículo 81 del 
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Decreto-Ley N* 14.219, dejando de lado la actual redacción, 
que requiere para la configuración del tipo penal la ocupa- 
ción mediante “violencia, amenaza, engaño, abuso de con- 
fianza o clandestinidad...”. La diferencia sustancial es que 
con el texto propuesto se configura el tipo penal con la 
ocupación arbitraria acompañada de dolo específico, con- 
sistente en la conciencia y la voluntad de ocupar un inmue- 
ble con la finalidad de apoderamiento o de ilícito aprovecha- 
miento. 


El concepto de ocupación arbitraria planteado en este 
proyecto de corresponde con la definición de MAGGIORE 
cuando, al definir el concepto de invasión en el Código 
Penal italiano, expresa que la misma consiste en “ocupar de 
modo arbitrario un lugar, entrar en él sin tener derecho, 
aunque sea sin violencia ni engaño” (Diritto Penale, Parte 
Speciale). 


Se explica la calificación de la ocupación como arbitraria, 
pues no surge por sí sola del verbo nuclear la noción de 
arbitrariedad, como ocupación contra la prohibición del 
propietario, noción que se refuerza con la inclusión de la 
calificación propuesta. 


De esta forma, se pretende ampliar las posibilidades de 
acción de la Justicia Penal frente ala comisión de delitos de 
usurpación. Por tal razón, aun cuando se entiende que 
cualquier persona que tenga indicios de la comisión de un 
delito puede denunciarlo, por su relación directa con el 
derecho de propiedad, entendemos necesario y convenien- 
te señalarlo a texto expreso. 


La comisión de este tipo de delito tiende a facilitarse en 
las zonas balnearias, por cuanto se trata de zonas donde 
abundan los inmuebles propiedad de no residentes, de 
propietarios que en forma esporádica concurren a realizar 
tareas de mantenimiento en sus viviendas, y donde se 
facilita en consecuencia la oportunidad para ocupar 
inmuebles, que fuera de la temporada estival se encuentran 
deshabitados y sin la vigilancia habitual y permanente de 
sus propietarios. 


En definitiva, se promueve el presente a efectos de 
brindar una mayor protección a la propiedad privada, bien 
jurídico tutelado por este delito, desalentando las ocupa- 
ciones de inmuebles, ocupaciones que van contra el desa- 
rrollo de la industria turística, y de la presentación de 
nuestro país como un lugar atractivo para la captación de 
inversiones, única forma de aumentar el empleo y de lograr 
mejores condiciones de vida para los uruguayos. 


Montevideo, 16 de diciembre de 2005. 


Nelson Rodríguez Servetto, Represen- 
tante por Maldonado; Federico 
Casaretto, Representante por 
Maldonado.” 

SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 
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(Se lee) 


- En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor Senador 
Gallinal. 


SEÑOR GALLINAL .- Señor Presidente: la Comisión de 
Constitución y Legislación hizo suyo, por unanimidad, un 
proyecto de ley que fue aprobado por la Cámara de Repre- 
sentantes y que tuvo origen en una iniciativa que fuera 
presentada por los representantes de Maldonado, Nelson 
Rodríguez y Federico Casaretto, lo que no fue una casuali- 
dad, pues es sabida la importancia que el departamento de 
Maldonado tiene, entre otras cosas, por ser una zona bal- 
nearia de primer nivel. 


Precisamente, a través de este proyecto de ley se intenta 
proteger o tutelar bienes cuya característica más saliente 
adquiere esa necesidad de defensa cuando están ubicados 
en las zonas balnearias, aunque no necesariamente deben 
estarlo en esas zonas. Es sabido que buena parte de los 
inmuebles que se encuentran en esas regiones son propie- 
dad de no residentes, de titulares que, en forma esporádica 
o zafral, concurren allí a vivir o a hacer tareas de manteni- 
miento de las viviendas. Debido aesa falta de residencia, se 
ve facilitada la posibilidad de que esos bienes puedan llegar 
a ser ocupados por usurpadores que causan daños de 
carácter económico que muchas veces son muy importan- 
tes. 


Lo que se propone en esta iniciativa es sustituir el 
artículo 354 del Código Penal con una nueva redacción. 
Concretamente, en el texto anterior se exigía, para la confi- 
guración de tipo penal que se describe, la ocupación me- 
diante violencia, amenaza, engaño, abuso de confianza o 
clandestinidad; en este se sustituye por: los “fines de 
apoderamiento, o de ilícito aprovechamiento”. Por eso se 
dice: “Será castigado con tres meses de prisión a tres años 
de penitenciaría: 


1. El que, con fines de apoderamiento, o de ilícito apro- 
vechamiento, ocupare en forma arbitraria, parcial o total- 
mente el inmueble ajeno”. 


Lo mismo sucede con aquel que con fines de apodera- 
miento o de ilícito aprovechamiento remueve o altera los 
mojones que determinan los límites de un inmueble y otro 
tanto con el que con fines de apoderamiento o de ilícito 
aprovechamiento desvíe el curso de las aguas públicas o 
privadas. 


Se señala como circunstancia agravante el hecho de que 
la usurpación se cometa en inmuebles ubicados en zonas 
balnearias delimitadas por los respectivos Gobiernos De- 
partamentales. Por eso señalábamos que la tipificación del 
delito no está limitada exclusivamente a los inmuebles ubi- 
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cados en zonas balnearias, aunque sí se considera esto un 
agravante -en particular, en lo que tiene que ver con lo que 
establece el inciso primero, o sea, la ocupación parcial o 
total del inmueble-, porque cuando la ocupación se hace 
con fines de apoderamiento o de ilícito aprovechamiento en 
el lapso que abarca la temporada correspondiente, es evi- 
dente que el perjuicio económico tiene una dimensión mu- 
cho mayor y, prácticamente, termina desposeyendo al titu- 
lar de sus legítimos derechos. 


La base del fundamento, señor Presidente, radica en lo 
que acabamos de expresar. La diferencia sustancial con el 
texto vigente está en que se configura el tipo penal con la 
ocupación arbitraria acompañada de dolo específico, que 
consiste en la conciencia y voluntad de ocupar un bien 
inmueble con la finalidad de apoderamiento o de ilícito 
aprovechamiento. 


Esos son los términos fundamentales. Se trata de una 
iniciativa que fue largamente reclamada por distintas aso- 
ciaciones de inmobiliarias o por titulares de inmuebles 
vinculados, precisamente, alas zonas balnearias. Los seño- 
res Senadores Antía y Ambrosio Rodríguez, aquí presentes 
en Sala, se pronunciaron públicamente en más de una 
oportunidad sobre la necesidad de legislar en esta materia 
porque eso fortalece las posibilidades del desarrollo turís- 
tico en su departamento -Maldonado-, pero también en 
todas las zonas del país. 


En consecuencia, parece sensato y prudente -y es un 
buen instrumento que se le otorga al Poder Judicial- dispo- 
ner de una tipificación delictiva de las características de la 
que se establece en el proyecto sustitutivo del artículo 354 
del Código Penal. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sinose hace uso de la palabra, 
se va a votar. 


(Se vota:) 

-22en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En discusión particular. 

Léase el artículo único. 

(Selee:) 

SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 


“Artículo Unico.- Sustitúyese el artículo 354 del Código 
Penal por el siguiente texto: 


“Artículo 354. (Usurpación).- Será castigado con tres 
meses de prisión a tres años de penitenciaría: 


1. El que, con fines de apoderamiento o de ilícito 
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aprovechamiento, ocupare en forma arbitraria, 
parcial o totalmente el inmueble ajeno. 


2. El que, con fines de apoderamiento o de ilícito 
aprovechamiento, remueve o altera los mojones 
que determinan los límites de un inmueble. 


3. El que, con fines de apoderamiento o de ilícito 
aprovechamiento, desvíe el curso de las aguas 
públicas o privadas. 


Constituye una circunstancia agravante, el hecho de 
que la usurpación se cometa en inmuebles ubicados en 
zonas balnearias, delimitadas por los respectivos Go- 
biernos Departamentales. 


Este delito será perseguible de oficio o ainstancia de 
parte, en cuyo caso la denuncia podrá ser presentada 


. > 


por cualquier persona y en cualquier momento”. 
SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 
único. 


(Se vota:) 
-21en21.Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda sancionado proyecto de ley, que se comunicará 
al Poder Ejecutivo para su promulgación. 


(No se publica el texto del proyecto de ley sancionado, 
por ser igual al considerado) 


18) CONVENIO MARCO ENTRE EL GOBIERNO DE LA 
REPUBLICA ORIENTAL DEL URUGUAY Y EL GO- 
BIERNO DE LA REPUBLICA POPULAR CHINA, 
SOBRE EL CREDITO PREFERENCIAL OTORGA- 
DO POR CHINA A URUGUAY, SUSCRITO EN LA 
CIUDAD DE MONTEVIDEO, EL DIA 4 DE SETIEM- 
BRE DE 2006 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado ingresa al asunto que 
figura en séptimo término del Orden del Día: “Proyecto de 
ley por el que se aprueba el Convenio Marco entre el 
Gobierno de la República Oriental del Uruguay y la Re- 
pública Popular China, sobre el Crédito Preferencial otor- 
gado por China a Uruguay, suscrito en la ciudad de Mon- 
tevideo, el 4 de setiembre de 2006. (Carp. N* 725/06 - Rep. 
N* 426/07)”. 


(Antecedentes:) 
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“Carp.N* 725/06 
Rep. N* 426/07 


Ministerio de Relaciones Exteriores 
Ministerio de Economía y Finanzas 


Montevideo, 11 de diciembre de 2006. 


Señor Presidente de la 
Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse ala Asam- 
blea General, de conformidad con lo dispuesto en los artí- 
culos 85, numeral 7 y 168, numeral 20 de la Constitución de 
la República, a fin de someter asu consideración, el Proyec- 
to de Ley adjunto, mediante el cual se aprueba el Convenio 
Marco entre el Gobierno de la República Oriental del Uru- 
guay y el Gobierno de la República Popular China sobre el 
Crédito Preferencial otorgado por China a Uruguay, suscri- 
to en la ciudad de Montevideo, el día 4 de setiembre de 2006. 


Con el fin de intensificar las relaciones de amistad y 
cooperación económica y técnica entre ambos Estados se 
suscribió el referido Instrumento Bilateral por el que el 
Gobierno de la República Popular China, a través del Banco 
de Exportación e Importación de China (denominado el 
“Acreedor”), accede a proporcionar a la institución de 
transferencia de crédito designada por la República Orien- 
tal del Uruguay (denominada el “Prestatario”), una línea de 
crédito preferencial por una suma total no mayor a doscien- 
tos millones (200.000.000) de Yuanes de Renminbi. 


El crédito estará destinado a financiar los proyectos 
acordados por ambas Partes, en las condiciones estableci- 
das en el artículo II del Convenio. El plazo -(incluyendo el 
plazo de utilización, de gracia y amortización)-, no excederá 
los veinte años, estableciéndose una tasa anual de interés 
del dos por ciento. 


Los proyectos que utilicen el crédito serán evaluados y 
aprobados por el Acreedor con la comprobación de ambos 
Gobiernos. En caso de ser necesaria su reprogramación, la 
evaluación y determinación se realizará en forma conjunta 
por el Acreedor y el Prestatario. 


Tras la entrada en vigor del presente Convenio, el Acree- 
dor y el Prestatario suscribirán los acuerdos específicos 
necesarios para la utilización del crédito mencionado, una 
vez que los proyectos que utilicen el mismo sean evaluados 
y aprobados. 


Ambos Gobiernos verificarán en cualquier momento la 
ejecución de los proyectos y consultarán sobre eventuales 
problemas surgidos en la aplicación del presente Acuerdo. 
El mismo tendrá una duración de tres años y en caso de que 
el Acreedor y el Prestatario no firmen el acuerdo concreto 
de utilización del crédito dentro de ese plazo, el presente 
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Documento Internacional perderá automáticamente su vi- 
gencia. 


Por lo antes expuesto y en el entendido de que su firma 
y posterior ratificación brindan mayores oportunidades 
económicas y comerciales para la República, el Poder Ejecu- 
tivo solicita al Poder Legislativo su correspondiente apro- 
bación parlamentaria. 


El Poder Ejecutivo reitera al señor Presidente de la 
Asamblea General las seguridades de su más alta conside- 
ración. 


Dr. TABARE VAZQUEZ, Presidente de 
la República; Reinaldo Gargano, Danilo 
Astori. 


Ministerio de Relaciones Exteriores 
Ministerio de Economía y Finanzas 


Montevideo, 11 de diciembre de 2006. 


PROYECTO DELEY 


Artículo Unico.- Apruébase el Convenio Marco entre el 
Gobierno de la República Oriental del Uruguay y el Gobier- 
no de la República Popular China sobre el Crédito Preferen- 
cial Otorgado por China a Uruguay, suscrito en la ciudad 
de Montevideo, el día 4 de setiembre de 2006. 


Reinaldo Gargano, Danilo Astori. 


CONVENIO MARCO ENTRE EL GOBIERNO DE LA 
REPUBLICA ORIENTAL DEL URUGUAY Y EL GOBIERNO 
DELA REPUBLICA POPULAR CHINA SOBRE EL CREDITO 
PREFERENCIAL OTORGADO POR CHINA A URUGUAY 


El Gobierno de la República Oriental del Uruguay y el 
Gobierno de la República Popular China, con el fin de 
desarrollar aún más las relaciones amistosas y la coopera- 
ción económica y técnica entre los dos países, han llegado 
al siguiente acuerdo: 


ARTICULOI 


El Gobierno de la República Popular China accede a que 
el Banco de Exportación e Importación de China (el “Acree- 
dor”) proporcione a la institución de transferencia de cré- 
dito (“el Prestatario”) designado por el Gobierno de la 
República Oiental del Uruguay una línea de crédito prefe- 
rencial (en adelante se denomina el Crédito) de una suma 
total no superior a doscientos millones (200.000.000) de 
Yuanes de Renminbi (moneda China). El Crédito será desti- 
nado a financiar los proyectos acordado por ambas Partes. 
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El interés así deducido del Crédito desembolsado por el 
Gobierno chino será pagado directamente al Banco de Ex- 
portación e Importación de China. 


ARTICULO! 


Las condiciones del crédito arriba mencionado son las 
siguientes: 


1. El plazo (incluye el plazo de utilización, de gracia y de 
amortización) del crédito no sobrepasará los veinte 
años. 


2. La tasa anual del interés del crédito es de dos por 
ciento (2%). 


ARTICULO HI 


Los proyectos que utilicen el crédito antes mencionado 
serán evaluados y aprobados por parte del Acreedor con la 
comprobación de ambos Gobiernos. En el caso de que el 
crédito necesite ser reprogramado será evaluado y de- 
terminado conjuntamente por el “Acreedor” y el “Prestata- 


” 


rio”. 


ARTICULOIV 


Los acuerdos específicos para la utilización del crédito 
arriba mencionado serán acordados y firmados por el “Acree- 
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dor” y el “Prestatario” tras la entrada en vigor del presente 
Convenio y después de que los proyectos que utilicen 
dicho crédito sean evaluados y aprobados. 


ARTICULO V 


Los Gobiernos de la República Oriental del Uruguay y la 
República Popular China verificarán en cualquier momento 
la ejecución de los proyectos que usarán el crédito arriba 
mencionado y consultarán sobre los problemas surgidos en 
la aplicación del presente Convenio. 


ARTICULO VI 


El presente Convenio entrará en vigor en la fecha de la 
última notificación relativa al cumplimiento de los procedi- 
mientos internos requeridos por cada una de las Partes. 


ARTICULO VII 


El presente Convenio tendrá una vigencia de tres años. 
En el caso de que el “Acreedor” y el “Prestatario” no firmen 
el acuerdo concreto de utilización del crédito dentro del 
plazo arriba establecido, el presente Convenio perderá 
automáticamente su vigencia. 


Hecho en la ciudad de Montevideo, el día 4 de setiembre 
de 2006, en dos ejemplares originales, en español y chino, 
siendo ambos textos igualmente válidos. 
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INFORME 


Al Senado: 


El Poder Ejecutivo ha enviado, de acuerdo a las dispo- 
siciones constitucionales, un proyecto de ley por el cual se 
aprueba el Convenio Marco entre el Gobierno de la Repúbli- 
ca Oriental del Uruguay y el Gobierno de la República 
Popular China, sobre crédito Preferencial, suscrito en Mon- 
tevideo el 4 de setiembre de 2006, con el fin de desarrollar 
aún más las relaciones y la cooperación económica entre 
nuestros dos países. 


Nuestras relaciones diplomáticas y comerciales con 
China se remontan al 3 de febrero de 1988, épocas -hay que 
recordar- en que el Uruguay se puso al día con una realidad 
internacional que había ya superado los resabios de la 
guerra fría e indicaba que un grupo de 134 países habían 
reconocido a China Popular, entre los que se encontraban 
todas las naciones importantes, contra solamente 23 que lo 
seguían haciendo con Taiwán, entre los cuales estábamos 
nosotros. De todas formas a nivel nacional fue un proceso 
que duró meses, porque aún había ciertas resistencias que 
hubo que superar y lograr el mayor consenso posible de las 
fuerzas políticas. 


En aquellos años, China tenía ya un comercio de 74.000 
millones de dólares anuales, pero superaba apenas a Taiwán, 
con 60.000 millones. Era evidentemente una apuesta no sólo 
a la realidad internacional, sino al futuro y el acierto del 
camino emprendido por el Uruguay, fue plenamente confir- 
mado y empezamos nuestros intercambios con el enorme 
mercado de un país que cada vez fue creciendo más. 


Así en el año 2004, China pasó a Italia en la clasificación 
de países por volumen de su PBI y, una vez contabilizado 
el crecimiento del año 2005 de un 10,1%, la economía china 
rebasó a las de Francia y el Reino Unido convirtiéndose en 
la cuarta potencia económica del mundo, después de Esta- 
dos Unidos, Japón y Alemania, con un PBI de 2.7 billones 
de dólares. 


En relación al intercambio con Uruguay, en el 2006 la 
venta de productos uruguayos aumentó en valor en un 40%, 
alcanzando 170 millones de dólares y se ubica en quinto 
lugar, detrás de Brasil, Estados Unidos, Argentina y Rusia, 
de nuestros compradores. Sin embargo la contraparte fue 
que también subieran las importaciones en el mismo porcen- 
taje, llegando a 350 millones de dólares y produciendo un 
déficit comercial de 180 millones. Pero el déficit no es lo 
peor, nosotros exportamos materias primas en su mayoría: 
lana, cueros y pieles, soja y pescado, y China productos con 
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alto valor agregado como motos, televisores, herbicidas y 
hasta calzado que compite en precio con nuestra produc- 
ción nacional. 


De ahí la necesidad de mejorar los términos del intercam- 
bio comercial con China. Y en ese sentido, puede ir el 
instrumento que nos ocupa, ya que por él, el Banco de 
Exportación e Importación de China abre una línea de cré- 
dito al Uruguay por una suma de hasta 200 millones de 
Yuanes de Renminbí, para financiar los proyectos que se 
acuerden por ambas partes, en un plazo máximo de 20 años 
y con una tasa de interés de 2% anual. 


Los acuerdos que se alcancen para la utilización del 
crédito serán firmados por ambos países, después que 
hayan sido evaluados y aprobados. Los gobiernos de am- 
bos países verificarán en cualquier momento la ejecución de 
los proyectos. 


Este Convenio Marco entrará en vigor luego de las 
comunicaciones de las ratificaciones correspondientes, te- 
niendo una vigencia de 3 años y si en ese plazo no se 
firmaran acuerdos concretos para la utilización de crédito, 
perderá automáticamente su vigencia. 


Asimismo, señalamos que este Convenio Marco fue 
suscripto con otros instrumentos más, en ocasión de la 
visita a Montevideo, del Presidente de la Asamblea Nacio- 
nal Popular de la República Popular China, Wu Bangguo y 
formaron parte de ese paquete: un aporte de China a Uru- 
guay de aproximadamente un millón de dólares no 
reintegrables para impulsar pequeños emprendimientos 
comerciales y productivos, así como un préstamo por dos 
millones de dólares a abonarse a partir de 2007 con produec- 
tos exportables nacionales; un memorando de entendimien- 
to sobre proyecto de alta tecnología; un memorando en 
materia de seguridad pública entre el Ministerio del Interior 
de Uruguay y la GTE corporation; y acuerdos referentes a 
la venta de lanas y textiles. 


El proyecto de ley que se somete a la Cámara de Senado- 
res tiene un artículo único que dice: 


“Apruébase el Convenio Marco entre el Gobierno de la 
República Oriental del Uruguay y el Gobierno de la Repúbli- 
ca Popular China sobre el Crédito Preferencial otorgado por 
China a Uruguay, suscrito en la ciudad de Montevideo, el 
4 de setiembre de 2006”. 


La Comisión de Asuntos Internacionales, recomienda la 
aprobación de este proyecto de ley. 


Sala de la Comisión, 15 de marzo de 2007. 


Julio María Sanguinetti, Miembro In- 
formante; Sergio Abreu, Carlos Baráibar, 
Alberto Couriel, Luis Alberto Heber, José 
Korzeniak, Enrique Rubio. Senadores. 
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ACTA N?* 48 


En Montevideo, el día quince de marzo del año dos mil siete, 
a la hora diecisiete y diez minutos se reúne la Comisión de 
Asuntos Internacionales de la Cámara de Senadores. ___ 
Asisten sus miembros los señores Senadores Carlos 
Baráibar, Alberto Couriel, Luis Alberto Heber, José 
Korzeniak, Enrique Rubio y Julio María Sanguinetti. ____ 
Faltan con aviso los señores Senadores Jorge Larrañaga y 
Rafael Michelini. rr 
Preside el señor Senador Sergio Abreu, Presidente de la 
Comas SS 
Actúan en Secretaría el señor Secretario de Comisión 
Rodolfo Caimi y el funcionario señor Fabio Rodríguez. ___ 
De lo actuado se tomó versión taquigráfica cuya copia 
dactilográfica luce en el Distribuido N* 1519/2006 que forma 
parte integrante de la presente Acta. _______________ 
Abierto el acto, se pasa a considerar el; 
ORDEN DEL DIA: 


Por Secretaría se da cuenta que de acuerdo al artículo 151 
del Reglamento del Cuerpo, corresponde se elija Presidente 
para el presente Período. 
El señor Senador Luis Alberto Heber propone para ocupar 
la Presidencia al señor Senador Sergio Abreu. 
Se vota: 5en 6. AFIRMATIVA. 
2.- ASUNTOS ENTRADOS: 
2.1.- Elseñor Senador Heber en nombre del Presidente del 
Directorio del Partido Nacional, señor Senador Larrañaga 
plantea con motivo de la reciente visita del señor Presidente 
de los Estados Unidos de América George W. Bush, la 
solicitud de concurrencia de los Ministros de Economía y 
Finanzas, Relaciones Exteriores y Ganadería, Agricultura y 
Pesca a las Comisiones de Hacienda y Asuntos Internacio- 
MALES A 
Sobre el punto el señor Presidente informa que la Comisión 
de Hacienda ha resuelto invitar a la Comisión de Asuntos 
Internacionales en oportunidad de la concurrencia de las 
referidas: Carteras. ooo rra a 
2.2.- El señor Senador Heber realiza una exposición en 
relación al Acuerdo de Comercio e Inversiones (TIFA) 
solicitando el envío de dicho Tratado al Parlamento. ____ 
2.3.- CARPETA N*752/2007. CONVENIO PARA LA PRO- 
TECCION, CONSERVACION, RECUPERACION Y DEVO- 
LUCION DE BIENES CULTURALES, ARQUEOLOGICOS, 
ARTISTICOS E HISTORICOS ROBADOS, EXPORTADOS 
OTRANSFERIDOS ILICITAMENTE, CON LA REPUBLICA 
DEL PERU SUSCRITO EN MONTEVIDEO, EL4DE NO- 
VIEMBRE DE 2002. Mensaje y proyecto de ley del Poder 
Ejecutivo aprobado por la Cámara de Representantes. Texto 
del. Convento... = o ona a ai 
Se adjudica para su estudio al señor Senador Enrique Rubio. 
2.4.- CARPETA N* 754/2007. ACUERDO DECOOPERA- 
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CION CULTURAL CON EL GOBIERNO DELA REPUBLICA 
ARMENIA, SUSCRITO EN MONTEVIDEO EL 23DEMAYO 
DE 2000. Mensaje y proyecto de ley aprobado por la Cámara 
de Representantes. Texto del Acuerdo. _____________ 
Pasa a estudio del señor Senador Carlos Baráibar.______ 
3.- ASUNTOS CONSIDERADOS: 
3.1.- Por Secretaría se da cuenta que el señor Senador 
Enrique Rubio entregó en la presente sesión informes escri- 
tos correspondientes a los siguientes asuntos: ________ 
CARPETA N* 590/2006. ACUERDO DE COOPERACION EN 
MATERIA DE TECNOLOGIAS DE LA INFORMACION, 
INDUSTRIA DEL SOFTWARE, EQUIPAMIENTO 
INFORMATICO Y COMUNICACIONES ENTRE LA REPU- 
BLICA ORIENTAL DEL URUGUAY Y LA REPUBLICA 
BOLIVARIANA DE VENEZUELA SUSCRITO ENLA CIU- 
DAD DE MONTEVIDEO, DE 9 DE DICIEMBRE DE 2005. 
Mensaje y proyecto de ley del Poder Ejecutivo. Distribuido 
INIA 
CARPETA N* 689/2006. CONVENCION SOBRE PROHIBI- 
CIONES O RESTRICCIONES DEL EMPLEO DE CIERTAS 
ARMAS CONVENCIONALES QUE PUEDEN CONSIDERAR- 
SE EXCESIVAMENTE NOCIVAS O EFECTOS INDIS- 
CRIMINADOS. Se aprueba el Protocolo V sobre los restos 
explosivos de guerra, de 28 de noviembre de 2003 y la 
enmienda al artículo I de la referida Convención. Mensaje y 
proyecto de ley aprobado por la Cámara de Representantes. 
Distribuido N* 1351/2006. 
CARPETA N* 714/2006. CONVENIO DE COOPERACION 
CULTURAL Y CIENTIFICA SOBRE EL GOBIERNO DELA 
REPUBLICA ORIENTAL DEL URUGUAY Y EL GOBIERNO 
DERUMANIA, SUSCRITO EN BUCAREST, RUMANIA, EL 
17 DE SETIEMBRE DE 2004. Proyecto de ley aprobado por 
la Cámara de Representantes. Mensaje y proyecto de ley del 
Poder Ejecutivo. Distribuido N*1429/2006.___________ 
CARPETA N* 744/2007. PROTOCOLO DEENMIENDA AL 
ACUERDO ENTRELA REPUBLICA ORIENTAL DEL URU- 
GUAY Y LA REPUBLICA BOLIVARIANA DE VENEZUELA 
PARA LA COOPERACION EN LA MEJORA DELA INFRA- 
ESTRUCTURA EDILICIA Y DEEQUIPAMIENTO DELHOS- 
PITAL UNIVERSITARIO (HOSPITAL DE CLÍNICAS DR. 
MANUEL QUINTELA), SUSCRITO EN LA CIUDAD DE 
MONTEVIDEO, EL 4 DENOVIEMBRE DE 2006. Mensaje y 
proyecto de ley del Poder Ejecutivo. Texto del Protocolo. 
Distribuido N* 1485/2007. 
El señor Senador Enrique Rubio informa sobre el referido 
Protocolo y solicita su aprobación. ________________ 
3.2.- CONVENIO MARCO ENTRE EL GOBIERNO DELA 
REPUBLICA ORIENTAL DEL URUGUAY Y EL GOBIERNO 
DELA REPUBLICA POPULAR CHINA, SOBRE EL CREDI- 
TO PREFERENCIAL OTORGADO POR CHINA A URU- 
GUAY, SUSCRITO EN LA CIUDAD DE MONTEVIDEO, EL 
4 DE SETIEMBRE DE 2006. Mensaje y proyecto de ley 
del Poder Ejecutivo. Texto del Convenio. Distribuido 
NE 
Informa sobre el referido Convenio el señor Senador Julio 
María Sanguinetti. 
RESOLUCIONES: 20 tt 
1.- Se elige como Presidente para el Tercer Período de la 
presente Legislatura al señor Senador Sergio Abreu. ____ 
2.- CARPETA N* 744/2007. PROTOCOLO DEENMIENDA 
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AL ACUERDO ENTRE LA REPUBLICA ORIENTAL DEL 
URUGUAY Y LA REPUBLICA BOLIVARIANA DE VE- 
NEZUELA PARA LA COOPERACION EN LA MEJORA 
DE LA INFRAESTRUCTURA EDILICIA Y DE EQUI- 
PAMIENTO DEL HOSPITAL UNIVESRITARIO (HOSPITAL 
DE CLINICAS DR. MANUEL QUINTELA), SUSCRITO EN 
LA CIUDAD DE MONTEVIDEO, EL4DENOVIEMBRE DE 
2006. Mensaje y proyecto de ley del Poder Ejecutivo. Texto 
del Protocolo. Distribuido N* 1485/2007. 


Se designa Miembro Informante en forma escrita al señor 
Senador Enrique Rubio. 
3.2.- CONVENIO MARCO ENTRE EL GOBIERNO DELA 
REPUBLICA ORIENTAL DEL URUGUAY Y ELGOBIERNO 
DELA REPUBLICA POPULAR CHINA, SOBRE EL CREDI- 
TO PREFERENCIAL OTORGADO POR CHINA A URU- 
GUAY, SUSCRITO EN LA CIUDAD DE MONTEVIDEO, EL 
4 DE SETIEMBRE DE 2006. Mensaje y proyecto de ley 
del Poder Ejecutivo. Texto del Convenio. Distribuido 
N* 1461/2006. 


Se designa Miembro Informante en forma escrita al señor 
Senador Julio María Sanguinetti. 
A la hora diecisiete y cuarenta y cinco minutos, se levanta 
La: ¡SESTOM:, e a A 


Para constancia se labra la presente Acta que, una vez 
aprobada firman el señor Presidente y el señor Secretario. 


Sergio Abreu 
Presidente 


Rodolfo Caimi 
Secretario.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 
(Se lee) 
- En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor Senador 
Sanguinetti. 


SEÑOR SANGUINETTI.- Señor Presidente: el Acuerdo 
internacional que está a consideración del Senado simple- 
mente autoriza la habilitación de un crédito que China hace 
a través de su institución financiera respectiva, el Banco de 
Importaciones y Exportaciones, al Banco Central del Uru- 
guay. En cada caso se referirá a un proyecto específico, de 
modo que el crédito se aplicará, como es habitual, en fun- 
ción de proyectos específicos y el administrador es el 
Banco Central. 


Como acuerdo no ofrece ninguna particularidad especial 
y seenmarca en una relación muy importante que el país ha 
tenido con China desde 1988, cuando se establecieron las 
relaciones diplomáticas. En aquel momento había una situa- 
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ción internacional particular, nuestro país todavía estaba 
reconociendo a Taiwán y el mundo ya estaba incorporando 
a China a toda su organización jurídica. En aquellos años el 
comercio era muy pequeño pero desde ese momento comen- 
zÓ a crecer y China pasó a ser la potencia económica y 
política que es hoy. Quiere decir que con aquella decisión, 
el país ha seguido una línea correcta y este es, simplemente, 
un capítulo no demasiado trascendente pero que puede 
tener algún valor para financiar proyectos comunes. 


Estas son las razones por las que la Comisión aconseja 
votar la iniciativa. 


SEÑOR MOREIRA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR MOREIRA.- Quisiera saber a cuánto equivalen 
doscientos millones de yuanes de Renminbi. 


SEÑOR ALFIE.- Aproximadamente a U$S 22:000.000, 
señor Senador. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sino se hace uso de la palabra, 
se va a votar. 


(Se vota:) 

-20en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En discusión particular. 

Léase el artículo único. 

(Se lee) 

SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 


“Artículo Unico.- Aprúebase el Convenio Marco entre 
el Gobierno de la República Oriental del Uruguay y el 
Gobierno de la República Popular China sobre el Crédito 
Preferencial otorgado por China a Uruguay, suscrito en la 
ciudad de Montevideo, el día 4 de setiembre de 2006.” 


SEÑOR PRESIDENTE.-En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 


-20en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
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Ha quedado aprobado el proyecto de ley, que se co- 
municará a la Cámara de Representantes para su tratamien- 
to. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado, por 
ser igual al considerado) 


SEÑOR MICHELINI.- Señor Presidente: solicito que los 
asuntos que figuran en 8? y 9” lugar del Orden del Día sean 
postergados para más adelante. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se vaa votarla moción formu- 
lada. 


(Se vota:) 


- 18en 19. Afirmativa. 


19) PRIMER PROTOCOLO ADICIONAL AL ACUER- 
DO DE COMPLEMENTACION ECONOMICA EN- 
TRE LOS GOBIERNOS DE LOS ESTADOS PAR- 
TES DEL MERCOSUR Y EL GOBIERNO DE LA RE- 
PUBLICA DEL PERU, SUSCRITO EN MONTEVI- 
DEO, EL 30 DE NOVIEMBRE DE 2005 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el asunto 
que figura en décimo término del Orden del Día: “Proyecto 
de ley por el que se aprueba el Primer Protocolo Adicio- 
nal al Acuerdo de Complementación Económica suscrito 
entre los Gobiernos de los Estados Partes del MERCOSUR 
y el Gobierno de la República del Perú, suscrito en Mon- 
tevideo, el 30 de noviembre de 2005. (Carp. N*519/06 - Rep 
N* 431/07)”. 


(Antecedentes:) 


“Carp. N* 519/06 
Rep. N*431/07 


Ministerio de Relaciones Exteriores 
Ministerio de Economía y Finanzas 


Montevideo, 


Señor Presidente de la 
Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese 
Cuerpo, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 168 
numeral 20 y el artículo 85 numeral 7 de la Constitución de 
la República, a fin de someter a su consideración el adjunto 
proyecto de ley, por el cual se aprueba el Primer Protocolo 
Adicional al Acuerdo de Complementación Económica sus- 
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crito entre los Gobiernos de la República Argentina, de la 
República Federativa del Brasil, de la República del Para- 
guay y de la República Oriental del Uruguay, Estados Partes 
del MERCOSUR y el Gobierno de la República del Perú, en 
la ciudad de Montevideo, firmado el día 30 de noviembre de 
2005. 


I. Antecedentes. 


El 30 de noviembre de 2005 se suscribió en Montevideo, 
el Acuerdo de Complementación Económica entre los Go- 
biernos de los Estados Partes del MERCOSUR y el Gobierno 
de la República del Perú (ACE N* 58) con el objeto de 
promover las inversiones recíprocas entre los agentes eco- 
nómicos de las Partes Signatarias, fomentar la 
complementación y cooperación en diversos ámbitos y 
formar un área de libre comercio entre las Partes (“estable- 
cer el marco jurídico e institucional de cooperación e inte- 
gración económica y física que contribuya a la creación de 
un espacio económico ampliado que tienda a facilitar la libre 
circulación de bienes y servicios y la plena utilización de los 
factores productivos”). 


IT. El Régimen de Solución de Controversias 


El “Régimen de Solución de Controversias”, que está 
contenido en el Primer Protocolo Adicional al ACE N* 58, fue 
suscrito en la misma fecha que este último y tiene como 
finalidad establecer los mecanismos para resolver las posi- 
bles diferencias que se susciten en torno a la interpretación, 
aplicación o incumplimiento de las disposiciones del men- 
cionado Acuerdo de Complementación Económica, sus Pro- 
tocolos y demás instrumentos suscritos o que se suscriban 
en el futuro en el marco del mismo. 


Son Partes Signatarias del Protocolo, los Estados Partes 
del Mercado Común del Sur (MERCOSUR) y la República 
del Perú y constituyen Partes Contratantes de este instru- 
mento el MERCOSUR y la República del Perú (artículo 1). 


11.1. Ambito de aplicación. 


El Artículo 2 establece, con carácter general, que este 
régimen de solución de controversias se aplica a las diferen- 
cias que se planteen sobre la interpretación, aplicación o 
incumplimiento de las normas del ACE N* 38, así como de los 
Protocolos y otros instrumentos ya suscritos o a suscribir 
en el futuro en el marco del mismo. 


No obstante, el artículo 3 contempla la posibilidad de 
que, en las materias reguladas por el Acuerdo de Marrakech 
porel que se establece la Organización Mundial del Comer- 
cio (“Acuerdo OMC”) y en los convenios negociados de 
acuerdo con el mismo, las controversias que surjan en 
relación con lo dispuesto en el ACEN? 58, podrán resolver- 
se según el procedimiento de solución de controversias 
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previsto en el presente Protocolo o según el Acuerdo OMC, 
a elección de la parte reclamante. Una vez iniciada la acción, 
la opción elegida tiene carácter definitivo y excluyente, por 
lo cual una vez seleccionado uno de los foros, no será 
posible acudir al otro para resolver la controversia. A los 
efectos de este artículo, se considerarán iniciados los pro- 
cedimientos conforme al Acuerdo OMC, una vez que la 
parte reclamante solicite la integración de un panel de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 6 del En- 
tendimiento Relativo a las Normas y Procedimientos por los 
que se rige la Solución de Diferencias que forma parte del 
Acuerdo OMC. A su vez, se considerarán iniciados los 
procedimientos de solución de controversias según el Pri- 
mer Protocolo Adicional, una vez convocada la Comisión 
Administradora según lo dispuesto en el artículo 8. 


Según el artículo 4 del “Régimen de Solución de Contro- 
versias”, pueden ser partes en la controversia, tanto las 
Partes Contratantes, vale decir el MERCOSUR y la Repúbli- 
ca del Perú, como esta última y uno o más Estados Partes del 
MERCOSUR. 


11.2. Los procedimientos para la solución de controver- 
sias. 


El régimen consagrado en el Primer Protocolo Adicional 
prevé tres instancias que funcionan necesariamente con 
carácter sucesivo: las negociaciones directas; la interven- 
ción de la Comisión Administradora y, por último, el proce- 
dimiento arbitral. 


11.2.1. Negociaciones directas. 


El Capítulo II contempla el procedimiento de las negocia- 
ciones directas. Esta instancia fue establecida originalmen- 
te en el Protocolo de Brasilia (artículo 20), luego en el 
Acuerdo de Complementación Económica N* 36 entre el 
MERCOSUR y Bolivia y también en el Anexo al 
Vigésimoprimer Protocolo Adicional al Acuerdo de 
Complementación Económica N* 35 entre el MERCOSUR y 
Chile. En todos los casos, este mecanismo tiene carácter 
obligatorio, previo al funcionamiento de las demás instan- 
cias, sin perjuicio de que pueda estar precedido de consul- 
tas recíprocas entre las Partes. 


Las negociaciones serán conducidas, en el caso del 
MERCOSUR, por intermedio de la Presidencia Pro Tempore 
(cuando el propio MERCOSUR sea Parte en la controversia) 
o de los Coordinadores Nacionales del Grupo Mercado 
Común (cuando una de las Partes de la controversia esté 
constituida por uno o más Estados Partes del mecanismo de 
integración). Con respecto a la República del Perú, las 
negociaciones se conducirán por el Viceministro de Comer- 
cio Exterior del Ministerio de Comercio Exterior y Turismo 
(artículo 5). 


La instancia de negociaciones directas se iniciará me- 
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diante la solicitud escrita que una de las Partes en la 
diferencia dirija a la otra. La mencionada solicitud deberá 
especificar los motivos de las mismas, así como las circuns- 
tancias de hecho y los fundamentos jurídicos relacionados 
con la controversia (artículo 6). 


Una vez recibida la solicitud, la otra Parte deberá respon- 
derla dentro de los diez días corridos a partir del día siguien- 
te al de su recepción. Durante el desarrollo de las negocia- 
ciones, las Partes intercambiarán informaciones, a las que 
darán un tratamiento reservado. Las negociaciones no po- 
drán prolongarse por más de treinta días contados desde la 
fecha de recepción de la solicitud, salvo que las Partes 
acuerden extenderlas por un plazo adicional máximo de 
quince días (artículo 7). 


11.2.2. Intervención de la Comisión Administradora. 


El Capítulo III establece las condiciones y el procedi- 
miento a seguir en el caso de que se solicite la intervención 
de la Comisión Administradora. 


11.2.2.a. Condiciones. 


Esta instancia, que ya fuera contemplada en otros Acuer- 
dos de Alcance Parcial, sólo tiene lugar si no se llega a una 
solución satisfactoria para ambas Partes por la vía de las 
negociaciones directas en el plazo previsto en el artículo 7, 
o si la controversia se resuelve en forma parcial. 


Al igual que en el caso de las negociaciones directas, 
esta instancia se convoca a solicitud de cualquiera de las 
Partes, la que deberá solicitar por escrito, que la Comisión 
trate el asunto que es objeto de la controversia (artículo 8). 
En dicho escrito deberán incluirse las circunstancias de 
hecho y los fundamentos de derecho en que se basa la 
controversia, con indicación de las normas jurídicas que se 
consideren vulneradas. 


11.2.2.b. Procedimiento. 


La Comisión deberá reunirse dentro de los treinta días 
siguientes a la fecha en que todas las Partes Signatarias 
hayan recibido la solicitud. Si no fuera posible celebrar la 
reunión de la Comisión dentro del plazo establecido, la parte 
reclamante podrá dar por superada esta etapa, debiendo 
notificar este hecho a las Partes Signatarias (artículo 9). 


La acumulación de procedimientos relativos alos casos 
que conozca la Comisión, sólo podrá tener lugar cuando 
medie consenso de sus integrantes y en caso de que la 
naturaleza de las cuestiones o su vinculación temática, 
haga conveniente su examen conjunto (artículo 10). 


La Comisión dispondrá de un plazo de treinta días a 
partir de la fecha de su primera reunión para: 
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a) formular las recomendaciones que estime per- 
tinentes, luego de haber evaluado la controversia y de 
haber dado oportunidad a las Partes para exponer sus 
posiciones y, de ser necesario, aportar información adicio- 
nal; o bien 


b) en caso de considerarlo necesario, ordenar la cons- 
titución de un Grupo de Expertos que brinde asesoramiento 
especializado para la formulación de sus recomenda- 
ciones. 


En caso de que la Comisión no lograse una solución 
mutuamente satisfactoria dentro del plazo mencionado, se 
dará por terminada esta etapa en forma inmediata (artículo 
11). 


11.2.3. Procedimiento arbitral. 


El Capítulo IV regula el procedimiento arbitral, última 
instancia del régimen de solución de controversias. 


11.2.3.a. Características generales. 


De conformidad con el artículo 12, el procedimiento 
arbitral tiene lugar: 


a) sila controversia no pudo resolverse por la vía de las 
negociaciones directas ni de la intervención de la Comisión 
Administradora; 


b) si hubieran vencido los plazos previstos en ambas 
instancias, sin cumplirse los trámites correspondientes; o 


c) si no se hubieran ejercido los derechos previstos a 
favor de las partes. 


El procedimiento arbitral regulado en el presente Proto- 
colo tiene carácter necesario -por oposición a voluntario-, 
en tanto bastará que cualquiera de las Partes Contratantes 
decida someter la controversia a arbitraje y asílo haga saber 
a la otra parte, para que dé comienzo el procedimiento. El 
Protocolo no contempla la posibilidad de que la parte recla- 
mada pueda oponerse a esta decisión de la Parte reclamante 
(artículo 12). 


Por otra parte, por el solo hecho de aprobar este Proto- 
colo, las Partes aceptan la obligatoriedad de la jurisdicción 
del Tribunal Arbitral que se constituya en cada caso, sin 
necesidad de un acuerdo especial (artículo 13). 


Teniendo en cuenta que el arbitraje puede ser de de- 
recho o de equidad, el artículo 20 establece que se admi- 
tirá una u otra modalidad, conforme a la previsión de las 
partes. No obstante, se prevé que en ausencia de acuerdo, 
se entenderá que el arbitraje es conforme a derecho, de- 
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biendo tener en cuenta el Tribunal Arbitral, no sólo el 
Acuerdo, los Protocolos Adicionales y demás instrumen- 
tos suscritos en el marco del mismo, sino también los 
principios y disposiciones del derecho internacional apli- 
cables en la materia. 


Desde otro punto de visa, puede considerarse que se 
trata de un arbitraje de carácter institucional (en el ámbito de 
la Asociación Latinoamericana de Integración -ALADLTI-). 
Ello se funda en diversas disposiciones del Protocolo. Así, 
la decisión de una de las partes en el sentido de acudir al 
procedimiento arbitral no sólo debe comunicarse a la otra 
parte, sino también a la Secretaría General de la ALADI 
(artículo 12). También debe comunicarse a la Secretaría 
General la lista de árbitros y sus modificaciones, correspon- 
diéndole a ésta nombrar a los integrantes del Tribunal 
Arbitral en defecto de designación por las Partes dentro del 
plazo previsto (artículo 15). Finalmente, el compromiso de 
actuar con imparcialidad e independencia asumido por los 
árbitros, también debe dirigirse a la Secretaría General de la 
ALADI (artículo 31). 


No obstante lo expresado en el párrafo anterior, el pro- 
cedimiento regulado por este Protocolo podría caracterizar- 
se como un arbitraje ad hoc, en el sentido de que es nece- 
sario designar árbitros, fijar la sede y establecer procedi- 
mientos específicos para cada litigio en particular (artículos 
15 y 17). 


11.2.3.b. El procedimiento 


1. Designación de los árbitros. 


Se establece que dentro de los treinta días a partir de la 
entrada en vigor del Acuerdo, cada una de las Partes Signa- 
tarias deberá designar diez juristas de reconocida compe- 
tencia en las materias que puedan ser objeto de controver- 
sia -de los cuales dos no podrán ser nacionales de ninguna 
de las Partes Contratantes-, a efectos de constituir la lista 
de árbitros. La misma será comunicada a la otra Parte Con- 
tratante y ala Secretaría General de la ALADI y no podrá ser 
modificada a partir del momento en que una parte de la 
controversia hubiera comunicado a la otra su intención de 
acudir al Tribunal Arbitral (artículo 14). 


1. Integración del Tribunal Arbitral. 


El Tribunal Arbitral que entenderá en la controversia, 
estará integrado por tres árbitros designados entre los 
juristas que integren la lista prevista en el artículo 14. 


Cada Parte en la controversia designará un árbitro y su 
suplente. Esta designación deberá efectuarse dentro de los 
quince días posteriores a la comunicación que una de las 
partes efectúe a la otra, acerca de la intención de someter la 
diferencia a arbitraje. Si las designaciones no se realizan 
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dentro del plazo previsto, se harán por la Secretaría General 
de la ALADI a solicitud de alguna de las partes, mediante 
sorteo efectuado entre los árbitros que integren la lista 
conformada según el artículo 14. Los suplentes sustituirán 
al árbitro titular en caso de incapacidad o excusa de éste, 
tanto en el momento de la integración como en el transcurso 
del procedimiento. 


El tercer árbitro, que no podrá ser nacional de ninguna 
de las partes, será designado de común acuerdo por ésta 
dentro de los quince días posteriores a la comunicación 
acerca de la intención de someter la diferencia a arbitraje. Al 
tercer árbitro le corresponderá la presidencia del Tribunal. 
En caso de que su designación no se realizara dentro del 
plazo previsto, se hará por la Secretaría General de ALADI 
a pedido de cualquiera de las partes, por sorteo efectuado 
entre los árbitros no nacionales de las Partes Signatarias 
que integren la lista del artículo 14. 


En todo caso, las designaciones deberán comunicarse a 
las Partes Contratantes y a la Secretaría General de ALADI 
(artículo 15). 


El Tribunal quedará constituido formalmente a los quin- 
ce días de haberse designado al Presidente (artículo 22 
inciso primero). 


Enel caso del arbitraje rigen los principios de imparcialidd 
e independencia, por cuanto se prevé que los integrantes 
del Tribunal actuarán a título personal y no como represen- 
tantes de las partes o de un Gobierno, debiendo abstenerse 
las partes de darles instrucciones y de ejercer influencias de 
cualquier tipo en torno a los asuntos sometidos al Tribunal. 
Se dispone que después de aceptar su designación y antes 
de comenzar a actuar, los árbitros deberán suscribir una 
declaración jurada que les será presentada por el Secretario 
General de la ALADI (artículo 16). A mayor abundamiento, 
el artículo 31 establece que, al aceptar su designación, los 
integrantes del Tribunal deberán asumir por escrito ante la 
Secretaría General de la ALADI, el compromiso de actuar 
con independencia de los intereses objeto de la controver- 
sia y su obligación de actuar con imparcialidad sin aceptar 
sugerencias de terceros ni de las partes (artículo 31). 


111. Fijación de la sede y procedimiento. 


En cada caso, el Tribunal Arbitral fijará su sede, la que 
deberá ubicarse en el territorio de alguna de las Partes 
Signatarias. También en cada caso, el Tribunal deberá adop- 
tar sus propias reglas de procedimiento, las que deberán 
seguir los siguientes principios establecidos en el artículo 
17: derecho a una audiencia ante el Tribunal Arbitral y 
oportunidad de presentar alegatos y réplicas o respuestas 
por escrito; confidencialidad de los escritos y comunicacio- 
nes dirigidos al Tribunal, así como de sus deliberaciones y 
conclusiones; flexibilidad suficiente en el procedimiento, 
que permita garantizar la calidad de sus trabajos sin retra- 
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sarlos indebidamente; oportunidad de que las partes sean 
escuchadas; y carácter expeditivo de los procesos. 


A los efectos de defender sus derechos, las Partes 
podrán designar sus representantes y asesores (artículo 18 
inciso segundo). 


iv. Información sobre las instancias cumplidas. 


Las Partes deberán informar al Tribunal Arbitral sobre 
las instancias previas al proceso arbitral (consultas recípro- 
cas, negociaciones directas, intervención de la Comisión 
Administradora) y fundar sus respectivas posiciones (artícu- 
lo 18 inciso primero). 


v. Medidas provisionales. 


El Tribunal Arbitral podrá adoptar medidas provisiona- 
les a fin de prevenir daños graves e irreparables a alguna de 
las partes. Dichas medidas serán adoptadas a solicitud de 
parte, siempre que existan presunciones fundadas acerca 
de dichos daños, según las circunstancias y en las condi- 
ciones establecidas por el propio Tribunal. Los efectos de 
estas medidas se extenderán hasta que se dicte el laudo que 
ponga fin al procedimiento (artículo 19). 


vi. Laudo arbitral. 


Una vez considerados los argumentos de las Partes, las 
pruebas y los informes producidos, así como todo otro 
elemento que se considere conveniente, el Tribunal Arbi- 
tral dictará su laudo dentro de los sesenta días contados a 
partir de su constitución. El plazo podrá prorrogarse por un 
máximo de treinta días, notificándose a las Partes de dicha 
circunstancia (artículos 21 y 22). 


El laudo deberá constar por escrito, será debidamente 
fundamentado, adoptado por mayoría y suscrito por los 
integrantes del Tribunal (artículo 22). Asimismo, deberá 
contener los elementos que identifiquen la controversia 
(partes que intervienen en la misma, nombres de sus repre- 
sentantes, objeto, así como datos relativos a los miembros 
del Tribunal y fecha de su conformación), un informe del 
desarrollo del procedimiento, los costos que deberá cubrir 
cada parte, la decisión alcanzada acompañada de los funda- 
mentos de hecho y de derecho, así como fecha y lugar de 
emisión (artículo 23). 


El laudo será definitivo y obligatorio a partir del momen- 
to de la recepción de la notificación. No será objeto de 
revisión alguna y tendrá fuerza de cosa juzgada para las 
Partes de la controversia, debiendo cumplirse en un plazo 
de sesenta días, salvo que el Tribunal establezca un plazo 
distinto (artículo 24). 
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vii.Recurso de aclaración o interpretación 


El único recurso que cabe interponer con respecto al 
laudo es el de aclaración o interpretación sobre la forma en 
que el mismo debe cumplirse. El referido recurso deberá 
interponerse dentro de los quince días contados a partir de 
la notificación alas Partes. El Tribunal Arbitral que dictó el 
laudo dispondrá de quince días para pronunciarse sobre la 
cuestión que motiva el recurso, pudiendo disponer la sus- 
pensión del cumplimiento del laudo hasta que se adopte 
dicha decisión (artículos 25 y 27). 


viii. Ejecución forzada. 


Si dentro de los sesenta días siguientes a la notificación 
del laudo a las Partes, no se hubiera dado cumplimiento al 
mismo o hubiera un cumplimiento parcial, el Protocolo 
prevé un medio indirecto a los efectos de obtener su ejecu- 
ción forzada. Este medio consiste en la suspensión tempo- 
ral por la parte reclamante de las concesiones u otras 
obligaciones equivalentes a la parte reclamada, lo que de- 
berá comunicarse por escrito. 


En caso de entender que esta medida es excesiva, la parte 
reclamada podrá solicitar al mismo Tribunal Arbitral que 
emitió el laudo, que se pronuncie en torno a la equivalencia de 
dicha medida con respecto al perjuicio sufrido. El Tribunal 
dispondrá de un plazo de treinta días a partir de su constitución 
para pronunciarse sobre esta cuestión (artículos 26 y 27). 


lx. Gastos. 


Se consideran gastos del Tribunal Arbitral los relativos 
alos honorarios del Presidente y de los demás árbitros, los 
gastos de pasajes, traslados, viáticos, cuyos valores de refe- 
rencia establezca la Comisión, notificaciones y otras eroga- 
ciones que demande el procedimiento. Dichos gastos serán 
asumidos en partes iguales por las Partes (artículo 28). 


11.3. Disposiciones generales. 


11.3.1. Comunicaciones. 


Las comunicaciones que se realicen entre el MERCOSUR 
o sus Estados Partes y la República del Perú, se cursarán a 
la Presidencia Pro-Tempore (en el caso del MERCOSUR) o 
alos Coordinadores Nacionales del Grupo Mercado Común 
(si la parte en la controversia está constituida por uno o más 
Estados Partes del MERCOSUR) y en el caso de la República 
del Perú, al Viceministro de Comercio Exterior del Ministerio 
de Comercio Exterior y Turismo (artículo 29). 


11.3.2. Plazos. 


Los plazos a que hace referencia este Protocolo se 
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consideran expresados en días corridos. Cuando los mis- 
mos se inicien o venzan en día sábado o domingo, co- 
menzarán a correr o vencerán el día lunes siguiente (artícu- 
lo 30). 


11.3.3. Principio de reserva. 


Tanto los documentos como las actuaciones relativas al 
procedimiento y las sesiones del Tribunal Arbitral tendrán 
carácter reservado. La única excepción aeste principio está 
constituida por los laudos emitidos por el Tribunal Arbitral 
(artículo 32). 


11.3.4. Otros modos de conclusión de la controversia. 


La controversia podrá concluir, en cualquier momento 
del procedimiento: 


a) por el desistimiento de la parte reclamante; o 
b) por haberse logrado una transacción entre las partes. 


En cualquiera de los dos casos, deberá comunicarse 
dicha circunstancia al Tribunal Arbitral, en el caso que 
corresponda, a fin de que se adopten las medidas corres- 
pondientes (artículo 33). 


Por lo expuesto, y con la finalidad de obtener una regu- 
lación en la materia objeto del Protocolo para los Esta- 
dos Partes del MERCOSUR y la República del Perú, el Po- 
der Ejecutivo estima de singular importancia la entrada en 
vigor del presente instrumento jurídico internacional, por lo 
que se solicita la correspondiente aprobación parlamenta- 
ria. 


El Poder Ejecutivo reitera al señor Presidente de la 
Asamblea General las seguridades de su más alta conside- 
ración. 


Dr. TABARE VAZQUEZ, Presidente de 
la República; Reinaldo Gargano, Mario 
Bergara. 


Ministerio de Relaciones Exteriores 
Ministerio de Economía y Finanzas 


PROYECTO DELEY 


Artículo Unico.- Apruébase el Primer Protocolo Adicio- 
nal al Acuerdo de Complementación Económica suscrito 
entre los Gobiernos de la República Argentina, de la Re- 
pública Federativa del Brasil, de la República del Paraguay 
y de la República Oriental del Uruguay, Estados Partes del 
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MERCOSUR y el Gobierno de la República del Perú, firma- 
do en la ciudad de Montevideo, el día 30 de noviembre de 
2005. 


Reinaldo Gargano, Mario Bergara. 


ACUERDO DE COMPLEMENTACION ECONOMICA 

SUSCRITO ENTRE LOS GOBIERNOS DELA REPUBLICA 

ARGENTINA, DE LA REPUBLICA FEDERATIVA DEL 

BRASIL, DELA REPUBLICA DELPARAGUAY Y DELA 

REPUBLICA ORIENTAL DEL URUGUAY, ESTADOS 

PARTES DEL MERCOSUR Y EL GOBIERNO DE LA 
REPUBLICA DEL PERU 


Primer Protocolo Adicional 


REGIMEN DESOLUCION DE CONTROVERSIAS 


CAPITULOI 


PARTES Y AMBITOS DE APLICACION 


Artículo 1”.- La República Argentina, la República 
Federativa del Brasil, la República del Paraguay y la Repú- 
blica Oriental del Uruguay, Estados Partes del Mercado 
Común del Sur (MERCOSUR), y la República del Perú, serán 
denominados Partes Signatarias. Las Partes Contratantes 
del presente Protocolo son el MERCOSUR y la República 
del Perú. 


Artículo 2”.- Las controversias que surjan con relación 
ala interpretación, aplicación o incumplimiento de las dis- 
posiciones contenidas en el Acuerdo de Alcance Parcial de 
Complementación Económica, celebrado entre el 
MERCOSUR y la República del Perú, en adelante denomina- 
do “Acuerdo”, y de los instrumentos y protocolos suscri- 
tos o que se suscriban en el mercado del mismo, serán 
sometidas al procedimiento de solución de controversias 
establecido en el presente Protocolo. 


Artículo 3”.- No obstante lo dispuesto en el artículo 
anterior, las controversias que surjan en relación con lo 
dispuesto en este Acuerdo, en las materias reguladas por el 
Acuerdo de Marrakech por el que se establece la Organiza- 
ción Mundial del Comercio (en adelante “Acuerdo OMC”) 
y en los convenios negociados de conformidad con el 
mismo, podrán resolverse en uno u otro foro, a elección de 
la parte reclamante. 


Una vez que se haya iniciado un procedimiento de 
solución de controversias conforme al presente Protocolo, 
o bien uno conforme al Acuerdo OMC, el foro seleccionado 
será excluyente del otro. 


Para efectos de este artículo, se considerarán iniciados 
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los procedimientos de solución de controversias conforme 
al Acuerdo OMC cuando la parte reclamante solicite la 
integración de un panel de acuerdo con el Artículo 6 del 
Entendimiento Relativo a las Normas y Procedimientos por 
los que se rige la Solución de Diferencias que forma parte 
del Acuerdo OMC. 


Asimismo, se considerarán iniciados los procedimien- 
tos de solución de controversias conforme al presente 
Protocolo, una vez convocada la Comisión Administradora 
de conformidad con lo dispuesto en el Artículo 8. 


Artículo 4”.- A los efectos del presente Protocolo, po- 
drán ser partes en la controversia, en adelante denominadas 
“Partes”, ambas Partes Contratantes, es decir, el 
MERCOSUR y la República del Perú, así como uno o más 
Estados Partes del MERCOSUR y la República del Perú, en 
su carácter de Partes Signatarias. 


CAPITULOIS 


NEGOCIACIONES DIRECTAS 


Artículo 5”.- Las Partes procurarán resolver las contro- 
versias a que hace referencia el Artículo 2 mediante la 
realización de negociaciones directas, que permitan llegar 
a una solución mutuamente satisfactoria. 


Las negociaciones directas serán conducidas, en el caso 
del MERCOSUR, a través de la Presidencia Pro Tempore o 
por los Coordinadores Nacionales del Grupo Mercado Co- 
mún, según corresponda, y en el caso del Perú por el 
Viceministro de Comercio Exterior del Ministerio de Comer- 
cio Exterior y Turismo. 


Las negociaciones directas podrán estar precedidas por 
consultas recíprocas entre las Partes. 


Artículo 6*.- Para iniciar el procedimiento cualquiera de 
las partes solicitará por escrito, ala otra Parte, la realización 
de negociaciones directas, especificando los motivos de 
las mismas, las circunstancias de hecho y los fundamentos 
jurídicos relacionados con la controversia. 


Artículo 7”.- La Parte que reciba la solicitud de celebra- 
ción de negociaciones directas deberá responder a la misma 
dentro de los 10 (diez) días posteriores a la fecha de su 
recepción. 


Las Partes intercambiarán las informaciones necesarias 
para facilitar las negociaciones directas y darán a esas 
informaciones tratamiento reservado. 


Estas negociaciones no podrán prolongarse por más de 
30 (treinta) días, contados a partir de la fecha de recepción 
de la solicitud formal de iniciarlas, salvo que las partes 
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acuerden extender ese plazo hasta por un máximo de otros 
15 (quince) días adicionales. 


CAPITULO! 


INTERVENCION DE LA COMISION 
ADMINISTRADORA 


Artículo $”.- Si en un plazo indicado en el tercer párrafo 
del Artículo 7 no se llegara a una solución mutuamente 
satisfactoria o si la controversia se resolviera sólo parcial- 
mente, cualquiera de las Partes podrá solicitar por escrito 
que se reúna la Comisión Administradora, en adelante la 
“Comisión”, para tratar el asunto. 


Esa solicitud escrita deberá incluir además de las cir- 
cunstancias de hecho y los fundamentos jurídicos relacio- 
nados con la controversia, las disposiciones involucradas 
del Acuerdo, Protocolos Adicionales e instrumentos sus- 
critos en el marco del mismo, que se consideren vulneradas. 


Artículo 9”.- La Comisión deberá reunirse dentro de los 
30 (treinta) días, contados a partir de la recepción por todas 
las Partes Signatarias de la solicitud a que se refiere el 
artículo anterior. 


A los efectos del cómputo del plazo señalado en el 
párrafo anterior, las Partes Signatarias acusarán recibo, de 
inmediato, de la referida solicitud. 


Si dentro del plazo establecido en este artículo no resul- 
tara posible celebrar la reunión de la Comisión, la parte 
reclamante podrá dar por superada esta etapa debiendo 
notificar este hecho a las Partes Signatarias. 


Artículo 10.- La Comisión podrá acumular, por consen- 
so, dos o más procedimientos relativos a los casos que 
conozca, sólo cuando por su naturaleza o eventual vincu- 
lación temática, considere conveniente examinarlos con- 
juntamente. 


Artículo 11.- La Comisión evaluará la controversia y 
dará oportunidad a las partes para que expongan sus posi- 
ciones y, si fuere necesario aporten información adicional, 
con miras a llegar a una solución mutuamente satisfactoria. 


La Comisión formulará las recomendaciones que estime 
pertinentes, a cuyos efectos dispondrá de un plazo de 30 
(treinta) días, contados a partir de la fecha de su primer 
reunión. 


Si en la Comisión no se llegase a una solución mutua- 
mente satisfactoria dentro del plazo antes mencionado, se 
dará de inmediato por terminada la etapa prevista en el 
presente Capítulo. 
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Cuando la Comisión estime necesario el asesoramiento 
de Expertos para formular sus recomendaciones ordenará, 
dentro del plazo de 30 (treinta) días, la conformación de un 
Grupo de Expertos. 


CAPITULO IV 
PROCEDIMIENTO ARBITRAL 


Artículo 12.- Cuando la controversia no hubiera podido 
solucionarse mediante la aplicación de los procedimientos 
previstos en los Capítulos Il y III; o las partes no hubiesen 
ejercido los derechos establecidos a su favor, o hubiesen 
vencido los plazos previstos en dichos capítulos sin cum- 
plirse los trámites correspondientes, cualquiera de las Par- 
tes Contratantes podrá decidir someterla al procedimiento 
arbitral contemplado en el presente Capítulo, a cuyos efec- 
tos comunicará dicha decisión a la otra parte, y a la Secre- 
taría General de la ALADI. 


Artículo 13.- Las partes declaran reconocer como obli- 
gatoria, ipso facto y sin necesidad de acuerdo especial, la 
jurisdicción del Tribunal Arbitral que en cada caso se 
constituya para conocer y resolver las controversias a que 
se refiere el presente Protocolo. 


Artículo 14.- En el plazo de 30 (treinta) días a partir de 
la entrada en vigor del Acuerdo, cada una de las Partes 
Signatarias designará 10 (diez) árbitros, 2 (dos) de los 
cuales no serán nacionales de ninguna de las Partes Con- 
tratantes, para integrar la lista de árbitros. La lista de 
árbitros y sus sucesivas modificaciones deberá ser comu- 
nicada a la otra Parte Contratante y a la Secretaría General 
de la ALADI, a efectos de su depósito. 


Los árbitros que integren la lista a que se refiere al 
párrafo anterior, deberán ser juristas de reconocida compe- 
tencia en las materias que puedan ser objeto de controver- 
sia. 


A partir del momento en que una parte hubiera comuni- 
cado a la otra parte su intención de recurrir al Tribunal 
Arbitral según lo dispuesto en el Artículo 12 del presente 
Protocolo, no podrá modificar para ese caso la lista a que se 
refiere el párrafo primero de este artículo. 


Artículo 15.- El Tribunal Arbitral ante el cual se sustan- 
ciará el procedimiento, estará compuesto por 3 (tres) árbi- 
tros y se conformará de la siguiente manera: 


a) Dentro delos 15 (quince) días posteriores a la comu- 
nicación a la otra parte aque se refiere el Artículo 12, 
cada parte designará un árbitro y su suplente es- 
cogidos de entre las personas que esa parte ha- 
ya propuesto para la lista mencionada en el Artículo 
14. 
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b) Dentro del mismo plazo las partes designarán de 
común acuerdo un tercer árbitro de la referida lista 
del Artículo 14, quien presidirá el Tribunal Arbitral. 
Esta designación deberá recaer en personas que no 
sean nacionales de las partes. 


c) Silas designaciones a que se refiere el literal a) no se 
realizaran dentro del plazo previsto, ellas serán efec- 
tuadas por sorteo por la Secretaría General de la 
ALADTI, a pedido de cualquiera de las partes, de entre 
los árbitros designados por las partes que integran 
la mencionada lista. 


d) Si la designación a que se refiere el literal b) no se 
realizare dentro del plazo previsto, ella será efectua- 
da por sorteo por la Secretaría General de la ALADI, 
a pedido de cualquiera de las partes, de entre los 
árbitros no nacionales de las Partes Signatarias que 
integran la lista del Artículo 14. 


Las designaciones previstas en los literales a), b), c) y 
d) del presente artículo deberán ser comunicadas a las 
Partes Contratantes y, en su caso, ala Secretaría General de 
la ALADI. 


Los miembros suplentes sustituirán al titular en caso de 
incapacidad o excusa de éste para formar el Tribunal Arbi- 
tral, sea en el momento de su integración o durante el curso 
del procedimiento. 


Artículo 16.- Los integrantes del Tribunal Arbitral ac- 
tuarán a título personal y no en calidad de representantes 
de las partes o de un Gobierno. Por consiguiente, las partes 
se abstendrán de darles instrucciones y de ejercer sobre 
ellos cualquier clase de influencia con respecto a los asun- 
tos sometidos al Tribunal Arbitral. 


Después de aceptar su designación y antes de comenzar 
su actuación, los árbitros firmarán una declaración jurada, 
a serles presentada por el Secretario General de la ALADI. 


Artículo 17.- El Tribunal Arbitral fijará su sede, en cada 
caso, en el territorio de alguna de las Partes Signatarias. 


El Tribunal Arbitral deberá adoptar sus propias reglas de 
procedimiento, teniendo en consideración los siguientes 
principios: 


a) El procedimiento garantizará como mínimo el derecho 
auna audiencia ante el Tribunal Arbitral, asícomo la 
oportunidad de presentar alegatos y réplicas o res- 
puestas por escrito; 


b) Las audiencias ante el Tribunal, las deliberaciones y 
conclusiones, así como todos los escritos y comuni- 
caciones con el mismo, tendrán carácter confidencial 


y, 
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c) El procedimiento del Tribunal Arbitral deberá prever 
la flexibilidad suficiente para garantizar la calidad de 
sus trabajos sin retrasar indebidamente los mismos. 


Asimismo, las reglas y lineamientos generales garanti- 
zarán que cada una de las partes tenga plena oportunidad 
de ser escuchada, asegurando además, que los procesos se 
realicen de forma expedita. 


Artículo 18.- Las partes informarán al Tribunal Arbitral 
sobre las instancias cumplidas con anterioridad al procedi- 
miento arbitral y presentarán los fundamentos de hecho y 
de derecho de sus respectivas posiciones. 


Las partes podrán designar sus representantes y aseso- 
res ante el Tribunal Arbitral para la defensa de sus dere- 
chos. 


Artículo 19.- A solicitud de una de las partes y en la 
medida en que existan presunciones fundadas de que el 
mantenimiento de la situación ocasionaría daños graves e 
irreparables a una de las partes, el Tribunal Arbitral podrá 
adoptar las medidas provisionales que considere apropia- 
das, según las circunstancias y en las condiciones que el 
propio Tribunal establezca, para prevenir tales daños. 


Las partes cumplirán inmediatamente, o en el plazo que 
el Tribunal Arbitral determine, cualquier medida provisio- 
nal la que se extenderá hasta tanto se dicte el Laudo a que 
se refiere el Artículo 22. 


Artículo 20.- El Tribunal Arbitral decidirá la controver- 
sia sobre la base de las disposiciones del Acuerdo, sus 
Protocolos Adicionales y los instrumentos firmados en el 
marco del mismo y los principios y disposiciones del dere- 
cho internacional aplicables en la materia. 


Lo establecido en el presente artículo no restringe la 
facultad del Tribunal Arbitral de decidir la controversia ex 
aequo et bono, si las partes así lo convinieren. 


Artículo 21.- El Tribunal Arbitral tomará en considera- 
ción los argumentos presentados por las partes, las prue- 
bas producidas y los informes recibidos, sin perjuicio de 
otros elementos que considere convenientes. 


Artículo 22.- El Tribunal Arbitral emitirá su Laudo por 
escrito en un plazo de 60 (sesenta) días, a contar de su 
constitución, la que se formalizará alos 15 (quince) días de 
haber designado a su Presidente. 


El plazo antes indicado podrá ser prorrogado por un 
máximo de 30 (treinta) días, lo cual será notificado a las 
partes. 


El Laudo Arbitral se adoptará por mayoría, será funda- 
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mentado y suscrito por los miembros del Tribunal. Este no 
podrá fundamentar votos en disidencia y deberá mantener 
la confidencialidad de la votación. 


Artículo 23.- El Laudo Arbitral deberá contener necesa- 
riamente los siguientes elementos, sin perjuicio de otros 
que el Tribunal Arbitral considere conveniente incluir: 


1. Indicación de las partes en la controversia; 


2. El nombre y la nacionalidad de cada uno de los 
miembros del Tribunal Arbitral, y la fecha de la con- 
formación del mismo; 


3. Los nombres de los representantes de las partes; 
4. El objeto de la controversia; 


5. Un informe del desarrollo del procedimiento arbitral, 
incluyendo un resumen de los actos practicados y de 
las alegaciones de cada una de las partes; 


6. La decisión alcanzada con relación ala controversia, 
consignando los fundamentos de hecho y de dere- 
cho; 


7. La proporción de costos del procedimiento arbitral 
que corresponderá cubrir a cada parte, según lo 
establecido en el Artículo 28; 


8. La fecha y el lugar en que fue emitido; y 


9. La firma de todos los miembros del Tribunal Arbitral. 


Artículo 24.- Los laudos arbitrales son inapelables, 
obligatorios para las partes a partir de la recepción de la 
respectiva notificación y tendrán respecto de ellas fuerza 
de cosa juzgada. 


Los laudos deberán ser cumplidos en un plazo de 60 
(sesenta) días, a menos que el Tribunal Arbitral establezca 
un plazo diferente. 


Artículo 25.- Cualquiera de las partes podrá solicitar, 
dentro de los 15 (quince) días siguientes a la fecha de 
notificación del Laudo, una aclaración del mismo o una 
interpretación sobre la forma en que deberá cumplirse. El 
Tribunal Arbitral se pronunciará sobre la aclaratoria dentro 
de los 15 (quince) días siguientes a su interposición. 


Si el Tribunal Arbitral considerara que las circunstan- 
cias lo exigen, podrá suspender el cumplimiento del Laudo 
hasta que decida sobre la solicitud presentada. 


Artículo 26.- Si dentro del plazo establecido en el Ar- 
tículo 24 no se hubiera dado cumplimiento al Laudo Arbitral 
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o éste se hubiera cumplido sólo parcialmente, la parte 
reclamante podrá comunicar por escrito su decisión de 
suspender temporalmente a la parte reclamada, concesio- 
nes u otras obligaciones equivalentes, tendientes a obtener 
el cumplimiento del laudo. 


En caso de que la parte reclamada considere excesiva la 
suspensión de concesiones u obligaciones adoptadas por 
la parte reclamante, comunicará sus objeciones a la otra 
parte y podrá solicitar que el Tribunal Arbitral que emitió el 
Laudo se pronuncie respecto a si la medida adoptada es 
equivalente al grado de perjuicio sufrido. El Tribunal dis- 
pondrá de un plazo de 30 (treinta) días para su pronuncia- 
miento, contados a partir de que se constituya para ese fin. 


Artículo 27.- Las situaciones a que se refieren los Ar- 
tículos 25 y 26 deberán ser resueltas por el mismo Tribunal 
Arbitral que dictó el Laudo, pero si éste no pudiera consti- 
tuirse con todos los miembros originales titulares, para 
completar la integración se aplicará el procedimiento pre- 
visto en el Artículo 15. 


Artículo 28.- Los gastos del Tribunal Arbitral compren- 
den los honorarios del Presidente y de los demás árbitros, 
así como los gastos de pasajes, costos de traslado, viáticos, 
cuyos valores de referencia establezca la Comisión, notifi- 
caciones y demás erogaciones que demande el arbitraje. 


Los gastos del Tribunal Arbitral conforme fueran defini- 
dos en el primer párrafo de este artículo serán asumidos en 
partes iguales por las partes. 


CAPITULO V 


DISPOSICIONES GENERALES 


Artículo 29.- Las comunicaciones que se realicen entre 
el MERCOSUR o sus Estados Partes y la República del Perú, 
deberán ser cursadas, enel caso del Perú, al Viceministro de 
Comercio Exterior, del Ministerio de Comercio Exterior y 
Turismo, y en el caso del MERCOSUR, ala Presidencia Pro 
Tempore o a los Coordinadores Nacionales del Grupo 
Mercado Común, según corresponda. 


Artículo 30.- Los plazos a que se hace referencia en este 
Protocolo, se entienden expresados en días calendario y se 
contarán a partir del día siguiente al acto o hecho al que se 
refiere. Cuando el plazo se inicie o venza en día sábado o 
domingo, comenzará a correr o vencerá el día lunes siguiente. 


Artículo 31.- Los integrantes del Tribunal Arbitral, al 
aceptar su designación, asumirán por escrito el compromiso 
de actuar de conformidad con las disposiciones de este 
Anexo. 


Dicho compromiso escrito se dirigirá al Secretario Gene- 
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ral de la ALADI y en él se manifestará independencia 
respecto de los intereses objeto de la controversia y obli- 
gación de actuar con imparcialidad no aceptando sugeren- 
cias de terceros ni de las partes. 


Artículo 32.- Toda la documentación y las actuaciones 
vinculadas al procedimiento establecido en este Protocolo, 
así como las sesiones del Tribunal Arbitral, tendrán carác- 
ter reservado, excepto los laudos del Tribunal Arbitral. 


Artículo 33.- En cualquier etapa del procedimiento, la 
parte que presentó el reclamo podrá desistir del mismo. 
Asimismo, las partes podrán llegar a una transacción, dán- 
dose por concluida la controversia en ambos casos. Los 
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desistimientos o las transacciones deberán ser comunica- 
das al Tribunal Arbitral en el caso que corresponda, a 
efectos de que se adopten las medidas destinadas a lograr 
su cumplimiento. 


La Secretaría General de la ALADI será depositaria del 
presente Protocolo, del cual enviará copias debidamente 
autenticadas a las Partes Signatarias. 


EN FE DE LO CUAL los respectivos Plenipotenciarios 
suscriben el presente Protocolo en la ciudad de Montevi- 
deo alos treinta días del mes de noviembre de dos mil cinco, 
en los idiomas español y portugués, siendo ambos textos 
igualmente válidos. 


Por el Goblerno de la República Argentina: 


a 
Cl. AN A | 


Juan Carlás Olima 


Por el Gobierno de la República Federativa del Brasil 


F 


RARA EE f ¿ets tar E 


E 


Pa Bemardo Pericás Helo 


Por el Goblerno de la República del Paraguay: 


Por el Gobierno de la República Oriental del Eruguay” 


Por el Goblerno de la República del Perú: 


ME. ¿005 
Í EL 
LL? AS AA, 
Y, ==, 
O Em EX 


+bonetarió Gonaral 


— 


Juan Carlos Ramirez Montalbettj 


Weiltara 
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CAMARA DESENADORES 


Comisión de 
Asuntos Internacionales 


ACTA N* 49 


En Montevideo, el veintidós de marzo del año dos mil siete, 
a la hora diecisiete y diez minutos se reúne la Comisión de 
Asuntos Internacionales de la Cámara de Senadores._____ 
Asisten sus miembros los señores Senadores Carlos 
Baráibar, Alberto Couriel, Luis Alberto Heber, Jorge 
Larrañaga, Rafael Michelini y EnriqueRubio._________ 
Falta con aviso el señor Senador Julio María Sanguinetti. _ 
Presiden los señores Senadores José Korzeniak y Sergio 
Abreu, Vicepresidente y Presidente de la Comisión respec- 
IVAMENte. e a di e A ta 
Actúan en Secretaría el señor Secretario de Comisión Julio 
Durán y el funcionario señor Fabio Rodríguez. ___________ 
De lo actuado se tomó versión taquigráfica cuya copia 
dactilográfica luce en el Distribuido N* 1539/2006 que forma 
parte integrante de la presente Acta. _______________ 
Abierto el acto, se pasa a considerar el; 
ORDEN DEL DIA: 


1.1.- CARPETA N* 741/2007. CONVENIO MARCO DE CO- 
OPERACION TECNICA Y CIENTIFICA ENTREELGOBIER- 
NO DELA REPUBLICA Y ELGOBIERNO DELA REPUBLI- 
CA DENICARAGUA, SUSCRITO EN MONTEVIDEO, EL 14 
DE AGOSTO DE 1998. Mensaje y proyecto de ley del Poder 
Ejecutivo. Texto del Convenio. Distribuido N* 1482/2007. _ 
Informa sobre el referido Convenio el señor Senador Alber- 
to Counela tunas o 
1.2.- CARPETA N* 590/2006. ACUERDO DE COOPERA- 
CION EN MATERIA DE TECNOLOGIAS DELA INFORMA- 
CION, INDUSTRIA DEL SOFTWARE, EQUIPAMIENTO 
INFORMATICO Y COMUNICACIONES ENTRE LA REPU- 
BLICA ORIENTAL DEL URUGUAY Y LA REPUBLICA 
BOLIVARIANA DE VENEZUELA SUSCRITO EN LA CIU- 
DAD DE MONTEVIDEO, DE 9 DE DICIEMBRE DE 2005. 
Mensaje y proyecto de ley del Poder Ejecutivo. Distribuido 
N* 1024/2006. 


Rubio. 

1.3.- CARPETA N* 689/2006. CONVENCION SOBRE PROHI- 
BICIONES O RESTRICCIONES DEL EMPLEO DECIERTAS 
ARMAS CONVENCIONALES QUE PUEDEN CONSIDERAR- 
SE EXCESIVAMENTE NOCIVAS O DE EFECTOS 
INDISCRIMINADOS. Se aprueba el Protocolo V sobre los 
restos explosivos de guerra, de 28 de noviembre de 2003 y 
la enmienda al artículo I de la referida Convención. Mensaje 
y proyecto de ley aprobado por la Cámara de Representan- 
tes. Distribuido N* 1351/2006._______________ 
Informa sobre la referida Convención el señor Senador 
Enrique Rubio. 
1.4.- CARPETA N* 714/2006. CONVENIO DE COOPERA- 
CION CULTURAL Y CIENTIFICA ENTRE EL GOBIERNO 
DELA REPUBLICA ORIENTAL DELURUGUAY Y ELGO- 
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BIERNO DERUMANIA, SUSCRITO EN BUCAREST, RU- 
MANIA, EL 17 DE SETIEMBRE DE 2004. Proyecto de ley 
aprobado por la Cámara de Representantes. Mensaje y Pro- 
yecto de Ley del Poder Ejecutivo. Distribuido N* 1429/2006. 
Informa sobre el referido Convenio el señor Senador Enri- 
que Rubio. 
1.5.- CARPETA N* 519/2006. PRIMER PROTOCOLO ADI- 
CIONAL AL ACUERDO ACE N?*58, INVERSIONES RECI- 
PROCAS ENTRE LOS AGENTES ECONOMICOS DELAS 
PARTES SIGNATARIAS, SUSCRITO EN MONTEVIDEO 
EL 30 DE NOVIEMBRE DE 2005. ACUERDO DE 
COMPLEMENTACION ECONOMICA ENTRELOS GOBIER- 
NOS DELOS ESTADOS PARTES DEL MERCOSUR Y EL 
GOBIERNO DE LA REPUBLICA DEL PERU. Mensaje y 
proyecto de ley del Poder Ejecutivo. Antecedentes. Texto 
del Acuerdo. Distribuido N*909/2006.__ 
Informa sobre el referido Protocolo el señor Senador José 
KOrzZENTAK: 22 to a a A ts 
1.6.- CARPETA N* 449/2006. TRATADO DE RECONOCI- 
MIENTO, PAZ Y AMISTAD DE URUGUAY Y ESPAÑA, FIR- 
MADOENEL AÑO 1870. Proposición relativa al reconocimien- 
to del estatus de los ciudadanos uruguayos en España. Cámara 
de Representantes, exposición escrita presentada por el señor 
Diputado Jaime Trobo. Distribuido N*714/2006._________ 
Luego del informe que realizara el señor Senador José 
Korzeniak, la Comisión aconseja su pase al archivo. ____ 
17.- CARPETA N*426/2005. ACUERDOPARA LA CREACION 
DELA VISA MERCOSUR SUSCRITO EN LA CIUDAD DE 
MONTEVIDEO, EL 16 DE DICIEMBRE DE 2003. Proyecto de 
ley aprobado por la Cámara de Representantes. Mensaje y 
proyecto de ley del Poder Ejecutivo. Distribuido N*653/2005. 
Por Secretaría se da cuenta del informe escrito sobre el 
referido Acuerdo presentado por el señor Senador Heber. _ 
1.8.- CARPETA N* 514/2006. ACUERDO RELATIVOA LA 
PARTE XIDELA CONVENCION DELAS NACIONES UNI- 
DAS SOBREEL DERECHO DELMAR DE 1I0DE DICIEMBRE 
DE 1982, SUSCRITO EL 29 DEJULIO DE 1994, ENLA SEDE 
DELA ORGANIZACION DELAS NACIONES UNIDAS, EN 
NUEVA YORK. Proyecto de ley aprobado por la Cámara de 
Representantes. Mensaje y Proyecto de Ley del Poder 
Ejecutivo. Texto del Acuerdo. Distribuido N*893/2006.__ 
Por Secretaría se da cuenta del informe escrito sobre el 
referido Acuerdo presentado por el señor Presidente. _____ 
1.9.- El señor Presidente informa que estará de visita en 
Uruguay el Embajador Peter DaShazo, nombrado Director 
de Programas para el Area de las Américas del Centro de 
Estudios Estratégicos e Internacionales - CISS, con ante- 
rioridad ocupó el cargo de Subsecretario de Estado Adjunto 
para Asuntos del Hemisferio Occidental. Representante 
Permanente Alterno de los Estados Unidos ante la OEA y 
solicita se resuelva invitarlo a Comisión el próximo martes 
27 de marzo ala hora 18:00. 
RESOLUCIONES: 
1.- CARPETA N* 741/2007. CONVENIO MARCO DE CO- 
OPERACION TECNICA Y CIENTIFICA ENTRE EL GOBIER- 
NODELA REPUBLICA Y EL GOBIERNO DELA REPUBLI- 
CA DENICARAGUA, SUSCRITO EN MONTEVIDEO, EL 14 
DE AGOSTO DE 1998. Mensaje y proyecto de ley del Poder 
Ejecutivo. Texto del Convenio. Distribuido N* 1482/2007. _ 
Se vota: 7en 7. AFIRMATIVA. Unanimidad. 
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Se designa Miembro Informante en forma escrita al señor 
Senador Alberto Couriel. 
2.- CARPETA N*590/2006. ACUERDO DE COOPERACION 
EN MATERIA DE TECNOLOGIAS DELA INFORMACION, 
INDUSTRIA DEL SOFTWARE, EQUIPAMIENTO 
INFORMATICO Y COMUNICACIONES ENTRE LA REPU- 
BLICA ORIENTAL DEL URUGUAY Y LA REPUBLICA 
BOLIVARIANA DE VENEZUELA SUSCRITO ENLA CIU- 
DAD DEMONTEVIDEO, EL 9 DE DICIEMBRE DE 2005. 
Mensaje y proyecto de ley del Poder Ejecutivo. Distribuido 
N* 1024/2006. 


Se designa Miembro Informante en forma escrita al señor 
Senador Rafael Michelini. 
3.- CARPETA N* 689/2006. CONVENCION SOBRE PROHI- 
BICIONES ORESTRICCIONES DEL EMPLEO DECIERTAS 
ARMAS CONVENCIONALES QUE PUEDEN CONSIDERAR- 
SE EXCESIVAMENTE NOCIVAS O DE EFECTOS 
INDISCRIMINADOS. Se aprueba el Protocolo V sobre los 
restos explosivos de guerra, de 28 de noviembre de 2003 y 
la enmienda al artículo I de la referida Convención. Mensaje 
y Proyecto de Ley aprobado por la Cámara de Representan- 
tes. Distribuido N* 1351/2006. 


Se designa Miembro Informante en forma escrita al señor 
Senador Rafael Michelini. 
4.- CARPETA N*714/2006. CONVENIO DECOOPERACION 
CULTURAL Y CIENTIFICA ENTRE EL GOBIERNO DELA 
REPUBLICA ORIENTAL DEL URUGUAY Y ELGOBIERNO 
DERUMANIA, SUSCRITO EN BUCAREST, RUMANIA, EL 
17 DE SETIEMBRE DE 2004. Proyecto de ley aprobado por 
la Cámara de Representantes. Mensaje y Proyecto de Ley 
del Poder Ejecutivo. Distribuido N* 1429/2006. 
Se vota: 6en6. AFIRMATIVA. Unanimidad._________ 
Se designa Miembro Informante en forma escrita al señor 
Senador Rafael Michelini. 
5.- CARPETA N* 519/2006. PRIMER PROTOCOLO ADI- 
CIONAL AL ACUERDO ACE N? 58, INVERSIONES RECI- 
PROCAS ENTRE LOS AGENTES ECONOMICOS DELAS 
PARTES SIGNATARIAS, SUSCRITO EN MONTEVIDEO 
EL 30 DE NOVIEMBRE DE 2005. ACUERDO DE 
COMPLEMENTACION ECONOMICA ENTRELOS GOBIER- 
NOS DELOS ESTADOS PARTES DEL MERCOSUR Y EL 
GOBIERNO DE LA REPUBLICA DEL PERU. Mensaje y 
proyecto de ley del Poder Ejecutivo. Antecedentes. Texto 


del Acuerdo. Distribuido N* 909/2006. 


Se designa Miembro Informante -verbal- al señor Senador 
José Korzeniak. rr 
6.- Sesionar el próximo martes 27 de marzo a la hora 18:00, 
para recibir al señor Embajador Peter DeShazo.________ 
A la hora diecisiete y treinta y cinco minutos, se levanta la 
sesión. 


Para constancia se labra la presente Acta que, una vez 
aprobada firman el señor Presidente y el señor Secretario. 


Sergio Abreu 
Presidente 
Julio Durán 
Secretario.” 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 
(Se lee) 
- En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor Senador 
Korzeniak. 


SEÑOR KORZENIAK.- Señor Presidente: este Protocolo 
Adicional posee, en realidad, un contenido referido básica- 
mente a un régimen de solución de controversias, que es lo 
que le agrega al Convenio inicial. 


Se trata de un Convenio entre el MERCOSUR y Perú. 
Esas son las partes del Convenio y también de este Proto- 
colo. Además, se plantea una diferencia con los signatarios 
que son los firmantes. Eso quiere decir que, por un lado, 
firman todos los países del MERCOSUR y, por otro, Perú. 


El régimen de solución de controversias que se estable- 
ce aquí -que es muy detallado porque es el agregado que el 
Protocolo hace al Convenio- comprende tres procedimien- 
tos. Por un lado, el procedimiento de negociaciones direc- 
tas, contenido en los artículos que van del 5 al 7, las 
habituales a través de los representantes del MERCOSUR 
y del Perú. Si pasara un plazo prudencial -que el Protocolo 
fija en 30 días- sin que ese procedimiento haya dado resul- 
tado para la solución de la controversia, se ingresa a un 
segundo procedimiento, que es la intervención de la Comi- 
sión Administradora, lo que se desprende de los artículos 
que van del 8 al 11 del Protocolo. 


Si aún así la controversia no hubiese podido solucionarse, 
se ingresa al procedimiento arbitral, lo cual debe ser comu- 
nicado a la ALADI, que también tiene una gran experiencia 
en este tema. 


En definitiva, el Protocolo no agrega otras cosas impor- 
tantes que valga la pena mencionar en el informe. En sus 
disposiciones generales -que son las de rigor- se establece 
dónde se depositan las firmas, cuándo entra a regir, etcéte- 
ra. 


Señor Presidente: en la Comisión de Asuntos Interna- 
cionales todos sus miembros estuvieron de acuerdo con 
este proyecto de ley, por lo que aconsejamos su aproba- 
ción. 


SEÑOR ABREU.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SENOR ABREU.- Señor Presidente: más allá de señalar 
nuestra posición favorable frente a esta iniciativa, quisié- 
ramos hacer referencia al tema de solución de controver- 
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sias, a fin de compartir con el Senado estas normas que son 
de tanta importancia y que a veces son muy poco usadas en 
los sistemas de integración. 


Las normas de solución de controversias no sólo están 
en los sistemas multilaterales, como la Organización Mun- 
dial del Comercio, sino también enla ALADI. En este caso, 
como bien destacaba el Miembro Informante, se trata de un 
Tratado entre los países del MERCOSUR y el Perú. Quiere 
decir que solamente se puede aplicar con el Perú ya que los 
países del MERCOSUR tienen su propio sistema y, por lo 
tanto, se rigen por el Protocolo de Olivos, anteriormente por 
el Protocolo de Ouro Preto y, en primera instancia, por el 
Protocolo de Solución de Controversias de Brasilia. Queda 
claro, entonces, que lo puede usar cualquiera de los miem- 
bros del MERCOSUR contra Perú, o en conjunto, pero no 
entre ellos. Es un sistema muy similar al del resto, en 
particular al que existe en el ámbito de la Asociación Lati- 
noamericana de Integración, incluyendo a México, que no 
es utilizado muy asiduamente porque, lamentablemente, los 
incumplimientos son más fuertes que la exigencia de la 
observancia de las normas. Un dato a destacar es que 
contiene la cláusula del foro excluyente, es decir que si se 
elige esta vía no se puede optar por otra. De esa manera, si 
se va por la vía de la solución de controversias del Perú, no 
puede elegirse la de la Organización Mundial del Comercio 
ola dela ALADI. A diferencia del Protocolo de Olivos, no 
tiene una segunda instancia; tiene una sola instancia que es 
inapelable. El mejoramiento en materia formal del 
MERCOSUR llevó a que se estableciera una cláusula de 
apelación. 


Por otro lado, quisiera hacer una reflexión respecto de 
las cláusulas compensatorias. En caso de incumplimiento, 
el país afectado puede aplicar medidas compensatorias de 
carácter comercial. Naturalmente, en materia de asimetría 
económica esto es muy perjudicial para los países peque- 
ños. El Uruguay, como se sabe muy bien, no está en condi- 
ciones de aplicar medidas compensatorias, por ejemplo, con 
la República Argentina. Esta incumple en forma sistemática 
los laudos arbitrales y nosotros no tenemos la capacidad 
suficiente para aplicar medidas compensatorias que le ha- 
gan sentir la fuerza de lo que significa una compensación al 
incumplimiento de sus obligaciones internacionales. Todo 
esto es parte de un marco en el que si bien es cierto que los 
países pequeños se resguardan en el sistema legal para 
poder compensar esa diferencia, también lo es que no 
pueden utilizarlo de la misma manera que lo hacen los países 
grandes. Cada vez que un país grande asume una actitud 
de compensación puede terminar con una estructura pro- 
ductiva o aplicar medidas de carácter comercial frente al 
incumplimiento de algunos laudos que no necesariamente 
tiene relación directa entre el tema del laudo y la compen- 
sación que aplican. 


En resumen, señor Presidente, simplemente deseába- 
mos complementar el informe del señor Senador Korzeniak, 
que ha representado la posición unánime de la Comi- 
sión. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Sino se hace uso de la palabra, 
se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota:) 

- 17en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En discusión particular. 

Léase el Artículo Unico. 

(Se lee:) 

SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 


“ARTICULO UNICO.- Apruébase el Primer Protocolo 
Adicional al Acuerdo de Complementación Económica sus- 
crito entre los Gobiernos de la República Argentina, de la 
República Federativa del Brasil, de la República del Para- 
guay y de la República Oriental del Uruguay, Estados Partes 
del MERCOSUR y el Gobierno de la República del Perú, 
firmado en la ciudad de Montevideo, el día 30 de noviembre 
de 2005”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

- 16en 16. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comunicará 
a la Cámara de Representantes. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado, por 
ser igual al considerado) 


20) CONVENIO MARCO DE COOPERACION TECNI- 
CA Y CIENTIFICA ENTRE EL GOBIERNO DE LA 
REPUBLICA Y EL GOBIERNO DE LA REPUBLICA 
DE NICARAGUA, SUSCRITO EN MONTEVIDEO, EL 
14 DE AGOSTO DE 1998 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el asunto 
que figura en duodécimo término del Orden del Día: “Pro- 
yecto de ley por el que se aprueba el Convenio Marco de 
Cooperación Técnica y Científica entre el Gobierno de la 
República Oriental del Uruguay y el Gobierno de la Repúbli- 
ca de Nicaragua, suscrito en Montevideo, el 14 de agosto 
de 1998. (Carp. N*”741/06 - Rep. N* 433/07)”. 


(Antecedentes:) 
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“Carp. N*741/06 
Rep. N* 433/07 


Ministerio de Relaciones Exteriores 

Ministerio de Economía y Finanzas 

Ministerio de Educación y Cultura 

Ministerio de Industria, Energía y Minería 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
Ministerio de Salud Pública 

Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca 
Ministerio de Turismo y Deporte 

Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial 
y Medio Ambiente 


Montevideo, 27 de diciembre de 2006. 


Señor Presidente de la 
Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese 
Cuerpo, de conformidad con el Artículo 168, numeral 20 de 
la Constitución de la República, a fin de reiterar el Mensaje 
de fecha 26 de enero de 1999 y reiterado el 16 de octubre de 
2001 que se adjunta, por el cual se solicita la aprobación 
parlamentaria del Convenio Marco de Cooperación Técnica 
y Científica entre el Gobierno de la República y el Gobierno 
de la República de Nicaragua, suscrito en Montevideo, el 14 
de agosto de 1998. 


Al mantenerse vigentes los fundamentos que en su 
oportunidad dieron mérito al envío de aquel Mensaje, el 
Poder Ejecutivo se permite solicitar a ese Cuerpo la pronta 
aprobación del mismo. 


El Poder Ejecutivo reitera al señor Presidente de la Asam- 
blea General las seguridades de su más alta consideración. 


Dr. TABARE VAZQUEZ, Presidente de 
la República; Reinaldo Gargano, José 
Mujica, Danilo Astori, Jorge Lepra, 
Mariano Arana. 


Ministerio de Relaciones Exteriores 

Ministerio de Economía y Finanzas 

Ministerio de Educación y Cultura 

Ministerio de Industria, Energía y Minería 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
Ministerio de Salud Pública 

Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca 
Ministerio de Turismo y Deporte 

Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial 
y Medio Ambiente 


Montevideo, 27 de diciembre de 2006. 


PROYECTODELEY 


Artículo Unico.- Apruébase el Convenio Marco de Co- 
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operación Técnica y Científica entre el Gobierno de la 
República y el Gobierno de la República de Nicaragua, 
suscrito en Montevideo, el 14 de agosto de 1998. 


Reinaldo Gargano, José Mujica, Danilo 
Astori, Jorge Lepra, Mariano Arana. 


Ministerio de Relaciones Exteriores 

Ministerio de Economía y Finanzas 

Ministerio de Educación y Cultura 

Ministerio de Industria, Energía y Minería 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
Ministerio de Salud Pública 

Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca 
Ministerio de Turismo 

Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial 
y Medio Ambiente 


Montevideo, 26 de enero de 1999, 


Señor Presidente de la 
Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese 
Cuerpo, a fin de someter a su consideración, de conformi- 
dad con lo dispuesto en el Artículo 168 numeral 20 y el 
Artículo 85 numeral 7 de la Constitución de la República, el 
adjunto proyecto de ley, por el cual se aprueba el Convenio 
Marco de Cooperación Técnica y Científica entre el Gobier- 
no de la República y el Gobierno de la República de Nicara- 
gua, firmado en Montevideo, el 14 de agosto de 1998. 


El adjunto Instrumento tiene por objeto la ejecución de 
programas y proyectos de cooperación científica y técnica, que 
promuevan el avance económico y social de ambos países. 


A tales efectos, su articulado recoge los criterios más 
actualizados en la materia, permitiendo la realización de 
Acuerdos Complementarios de Cooperación, al tiempo que 
contempla la participación en la ejecución de los programas 
y proyectos de los organismos de los sectores público y 
privado, asícomo de las universidades y organizaciones no 
gubernamentales (Artículo l). 


En cuanto a las áreas de cooperación, el Artículo V 
enumera algunas de las modalidades que podrá adoptar la 
misma, destacándose minería, medio ambiente, agricultura 
y agroindustria, vivienda y urbanismo, salud y forestación. 


A los efectos de instrumentar el Convenio el Artículo VI 
prevé la constitución de una Comisión Mixta integrada por 
representantes de ambas Partes, la cual cumplirá las funcio- 
nes de evaluar las áreas factibles para la realización de 
proyectos, supervisar el funcionamiento del Convenio, y 
aprobar los programas bienales de cooperación. 


Finalmente, el Artículo VII designa a los organismos 
encargados de la coordinación del Convenio; siendo para 
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la República el Ministerio de Relaciones Exteriores y la 
Oficina de Planeamiento y Presupuesto, y para Nicaragua el 
Ministerio de Relaciones Exteriores y la Secretaría de Co- 
operación Externa. 


La importancia del Convenio que se envía para el desa- 
rrollo de las relaciones de amistad entre la República y 
Nicaragua, así como la relevancia del mismo en su aspecto 
sustancial técnico y científico, justifican la pronta entrada 
en vigor del mismo, para lo cual se solicita la correspondien- 
te aprobación parlamentaria. 


El Poder Ejecutivo reitera al señor Presidente de la 
Asamblea General las seguridades de su más alta conside- 
ración. 


JULIO MARIA SANGUINETTI, Presi- 
dente de la República; Yamandú Fau, 
Didier Opertti, Luis A. Mosca, Julio 
Herrera, Ana Lía Piñeyrúa, Raúl Bus- 
tos, Sergio Chiesa, Benito Stern, Juan 
Chiruchi. 


Ministerio de Relaciones Exteriores 

Ministerio de Economía y Finanzas 

Ministerio de Educación y Cultura 

Ministerio de Industria, Energía y Minería 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
Ministerio de Salud Pública 

Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca 
Ministerio de Turismo 

Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial 
y Medio Ambiente 


Montevideo, 26 de enero de 1999, 


PROYECTO DELEY 


Artículo Unico.- Apruébase el Convenio Marco de Co- 
operación Técnica y Científica entre el Gobierno de la 
República Oriental del Uruguay y el Gobierno de la Repúbli- 
ca de Nicaragua, firmado en Montevideo, el 14 de agosto de 
1998. 


Y amandú Fau, Didier Opertti, Luis A. 
Mosca, Julio Herrera, Ana Lía 
Piñeyrúa, Raúl Bustos, Sergio Chiesa, 
Benito Stern, Juan Chiruchi. 


Ministerio de Relaciones Exteriores 
Ministerio de Economía y Finanzas 
Ministerio de Educación y Cultura 

Ministerio de Industria, Energía y Minería 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
Ministerio de Salud Pública 

Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca 
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Ministerio de Turismo 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial 
y Medio Ambiente 


Montevideo, 16 de octubre de 2001 


Señor Presidente de la 
Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese 
Cuerpo, de conformidad con el Artículo 168, numeral 20 de 
la Constitución de la República, a fin de reiterar el Mensaje 
de fecha 26 de enero de 1999, que se adjunta, por el cual se 
solicita la aprobación parlamentaria del Convenio Marco de 
Cooperación Técnica y Científica entre el Gobierno de la 
República y el Gobierno de la República de Nicaragua, 
suscrito en Montevideo, el 14 de agosto de 1998. 


Al continuar en vigencia paralos intereses y el prestigio 
internacional de la República los fundamentos que en su 
oportunidad ameritaron su envío, el Poder Ejecutivo se 
permite solicitar a ese Cuerpo la pronta aprobación del 
mismo. 


El Poder Ejecutivo reitera al señor Presidente de la 
Asamblea General las seguridades de su más alta conside- 
ración. 


JORGE BATLLE IBAÑEZ, Presidente 
de la República; Didier Opertti, Alber- 
to Bensión, Antonio Mercader, Sergio 
Abreu, Alvaro Alonso, Luis Fraschini, 
Gonzalo González, Alfonso Varela, 
Carlos Cat. 


CONVENIO MARCO DE COOPERACION TECNICA Y 

CIENTIFICA ENTRE EL GOBIERNO DE LA REPUBLICA 

ORIENTAL DEL URUGUAY Y EL GOBIERNO DE LA 
REPUBLICA DENICARAGUA 


El Gobierno de la República Oriental del Uruguay y el 
Gobierno de la República de Nicaragua en adelante denomi- 
nada las “Partes Contratantes”; 


Animados por el deseo de fortalecer los tradicionales 
lazos de amistad existentes entre ambas naciones; 


Conscientes de su interés común por promover y fomen- 
tar el progreso técnico y científico y de las ventajas recípro- 
cas que resultarían de una cooperación en campos de 
interés mutuo; 


Convencidos de la importancia de establecer mecanis- 
mos que contribuyan al desarrollo de este proceso y de la 
necesidad de ejecutar programas específicos de coopera- 
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ción técnica y científica, que tengan efectiva incidencia en 
el avance económico y social de sus respectivos países; 


Acuerdan lo siguiente: 


ARTICULO I 


1. Las Partes Contratantes se comprometen a elaborar 
y ejecutar, de común acuerdo, programas y proyectos de 
cooperación técnica y científica, en aplicación del presente 
Convenio, que les servirá de base. 


2. Estos programas y proyectos considerarán la parti- 
cipación de su ejecución de organismos y entidades de los 
sectores público y privado de ambos países y, cuando sea 
necesario, de las universidades, organismos de investiga- 
ción científica y técnica, y asimismo la importancia de la 
ejecución de proyectos nacionales de desarrollo y de pro- 
yectos de desarrollo regional. 


3. Además, las Partes Contratantes podrán, cuando lo 
consideren necesario, pactar Acuerdos Complementarios 
de Cooperación Técnica y Científica, en aplicación del 
presente Convenio, que será su marco de referencia. 


ARTICULO Il 


1. Para el cumplimiento de los fines del presente Con- 
venio, las Partes Contratantes elaborarán conjuntamente 
Programas Anuales, en concordancia con las prioridades 
de ambos países en el ámbito de sus respectivos planes, 
políticas y estrategias de desarrollo económico y social. 


2. Cada Programa deberá especificar objetivos, metas, 
recursos financieros y técnicos y cronogramas de trabajo, 
así como las áreas donde serán ejecutados los proyectos. 
Deberá igualmente, especificar las obligaciones, inclusive 
financieras, de cada una de las Partes Contratantes. 


3. Cada Programa será evaluado periódicamente. 


ARTICULO HI 


En la ejecución del Programa se incentivará o incluirá, 
cuando sea necesario, la participación de organismos inter- 
nacionales de cooperación técnica, asimismo de institucio- 
nes de terceros países. 


ARTICULO IV 


Para los fines del presente Convenio, la cooperación 
técnica y científica entre los países podrá alcanzar las 
siguientes formas: 
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a) Realización conjunta o coordinada de programas de 
investigación y/o desarrollo. 


b) Envío de expertos. 


c) Envío del equipo y material necesarios para la ejecu- 
ción de los proyectos específicos. 


d) Elaboración de programas de pasantías para entrena- 
miento profesional. 


e) Concesión de becas de estudio para especialización. 


f) Creación y operación de instituciones de investiga- 
ción, laboratorios o centros de perfeccionamiento. 


g) Organización de Seminarios y Conferencias. 
h) Prestación de servicios de consultoría. 
1) Intercambio de información científica y tecnológica. 


j) Desarrollo de actividades conjuntas de cooperación 
en terceros países. 


k) Cualquier otra modalidad pactada por las Partes Con- 
tratantes. 


ARTICULO V 


Sin perjuicio de la posibilidad de extender la coopera- 
ción a todos los ámbitos que las Partes Contratantes esti- 
men conveniente, se señalan como áreas de especial interés 
mutuo las siguientes: 


- Planificación y Desarrollo. 


- Medio Ambiente y Recursos Naturales. 


- Innovación Tecnológica y Productiva. 


- Electrónica. 


- Minería. 


- Modernización del Estado. 


- Industria. 


- Pesca. 


- Agricultura y Agro-Industria. 


- Forestación. 
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- Puertos. 


- Transporte y Comunicaciones. 


- Vivienda y Urbanismo. 


- Turismo. 


- Salud y Previsión Social. 


- Comercio e Inversiones. 


ARTICULO VI 


1. Conel fin de efectuar la coordinación de las acciones 
para el cumplimiento del presente Convenio y de lograr las 
mejores condiciones para su ejecución, las Partes Contra- 
tantes establecen una Comisión Mixta compuesta por repre- 
sentantes de ambas Partes, que se reunirá, alternativamen- 
te, cada dos años, en Uruguay y en Nicaragua. Esta Comi- 
sión Mixta tendrá las siguientes funciones: 


a) Evaluar y demarcar áreas prioritarias en que sería 
factible la realización de proyectos específicos de 
cooperación técnica y científica. 


b) Analizar, evaluar, aprobar y revisar los Programas 
Anuales de cooperación técnica y científica, a nivel 
de proyectos específicos por ambas Partes. 


c) Supervisar el buen funcionamiento del presente Con- 
venio y formular a las Partes las recomendaciones 
que considere pertinentes. 


2. Sin perjuicio de lo previsto en el punto 1 de este 
Artículo, cada una de las Partes podrá someter a la otra, en 
cualquier momento, proyectos específicos de cooperación 
técnica y científica, para su debido estudio y posterior 
aprobación. Asimismo, las Partes Contratantes podrán con- 
vocar, de común acuerdo y cuando lo consideren necesario, 
reuniones especiales de la Comisión Mixta. 


ARTICULO VII 


1. No obstante lo dispuesto en el Artículo anterior, las 
Partes establecerán los mecanismos de coordinación nece- 
sarios a efectos de: 


a) Elaborar diagnósticos globales y sectoriales repre- 
sentativos de la cooperación, de ambos países; 


b) Proponer a la Comisión Mixta el Programa Anual o 
modificaciones a éste, identificando los proyectos 
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específicos a ser desarrollados, así como los recur- 
sos necesarios para su cumplimiento; y 


c) Supervisar la ejecución de los proyectos acordados, 
implementando las medidas para su conclusión en 
los plazos previstos. 


2. A tales efectos, las Partes designan a las siguientes 
entidades: 


Por la República Oriental del Uruguay, al Ministerio de 
Relaciones Exteriores y a la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto de la Presidencia de la República; 


Por la República de Nicaragua, al Ministerio de Relacio- 
nes Exteriores y a la Secretaría de Cooperación Externa. 


3. Lo dispuesto en el párrafo anterior no excluye la 
participación, si fuere necesario, de entidades públicas o 
privadas vinculadas a la cooperación prevista en este Con- 
venio. 


ARTICULO VII 


Las Partes Contratantes podrán, siempre que lo estimaren 
necesario, solicitar el financiamiento y la participación de 
organismos internacionales, en la ejecución de programas 
y proyectos realizados de conformidad con el presente 
Convenio. 


ARTICULO IX 


Los costos de pasajes aéreos de ida y vuelta que impli- 
que el envío de personal a que se refiere el Artículo IV del 
presente Convenio, de una de las Partes al territorio de la 
otra, se sufragarán por la Parte que lo envíe. El costo de 
hospedaje, alimentación, transporte local y otros gastos 
necesarios para la ejecución del programa, se cubrirán por 
la parte receptora. Expresamente se podrá especificar de 
otra manera en los programas o en los Acuerdos Comple- 
mentarios. 


ARTICULO X 


Cada Parte otorgará todas las facilidades necesarias 
para la entrada, permanencia y salida del personal, que en 
forma oficial intervenga en los proyectos de cooperación. 
Este personal no podrá dedicarse a ninguna actividad ajena 
asus funciones, sin la previa autorización de ambas Partes. 


ARTICULO XI 


Se aplicarán a los funcionarios técnicos y expertos de 
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cada una de las Partes Contratantes, designados para tra- 
bajar en el territorio de la otra, las normas que conceden a 
los mismos todos los privilegios e inmunidades otorgados 
a los funcionarios técnicos y expertos de las Naciones 
Unidas, exclusivamente para el cumplimiento de sus labo- 
res. 


ARTICULO XII 


Se aplicarán a los equipos y materiales suministrados a 
cualquier título, por un Gobierno a otro, en el marco de 
proyectos de cooperación técnica y científica, las normas 
que rigen la internación en el país de equipos y materiales 
proporcionados por las Naciones Unidas en los proyectos 
y programas de cooperación técnica y científica. 


ARTICULO XIII 


1. El presente Convenio tendrá una vigencia de diez 
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años, prorrogables automáticamente. Cualquiera de las 
Partes podrá denunciarlo en cualquier momento mediante 
notificación escrita dirigida a la otra con seis meses de 
anticipación a la fecha en que se hará efectiva la denuncia. 


2. Cada una de las Partes Contratantes notificará a la 
otra, la conclusión de los requisitos internos necesarios 
para la puesta en vigor de este Convenio, el cual entrará en 
vigencia a partir de la fecha de la última de estas notifica- 
ciones. 


3. En cualquier caso de término de la vigencia de este 
Convenio, los programas y proyectos en ejecución no se 
verán afectados y continuarán hasta su conclusión, salvo 
que las Partes convinieran de algún modo diferente. 


Hecho en la ciudad de Montevideo, el catorce de agosto 
de mil novecientos noventa y ocho, en dos ejemplares 
originales en español, siendo ambos textos igualmente 
válidos. 


[timido 


POR il GOBIERNO DE 
DE LA REPUBLICA DE 
NICARAGUA 


De CARLOS MORA 
His TR 
PARECTOR DE TRATA) 44 


10 de abril de 2007 CAMARA DE SENADORES C.S.-269 


AREA DE RELACIONES Y PROYECTOS INTERNACIONALES 


Montevideo, 15 de febrero de 2006. 


Exp. N*2005/03371 
EG/ag 


Siendo de interés establecer este Convenio de Cooperación Cultural y Científica con Nicaragua, sugiero se siga adelante 
con el trámite y se presente a la firma del Sr. Ministro. 


"LAA AE | 


DR. ENRIQUE GRÓNHUT 


[Relaciones y Prspectos: imemecionale 
Mialsierla de iduvsción y Cultura 
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Ministerio de Relaciones Exteriores 


SG/05 
PS/Idm 


DIRECCION GENERAL DESECRETARIA 


Montevideo, 27 de junio de 2005. 


Se remite al Ministerio de Economía y Finanzas a fin de recabar la firma del Señor Ministro Cr. Danilo Astori. 
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ASESORIA DE POLITICA COMERCIAL 


Montevideo, 28 de setiembre de 2006. 


Viene a consideración de esta Asesoría, en carácter de 
refrenda, el Mensaje del Poder Ejecutivo dirigido ala Asam- 
blea General y el Proyecto de Ley por el que se reitera el 
Mensaje de fecha 26 de enero de 1999 y reiterado el 16 de 
octubre de 2001 que establece un Acuerdo Marco de Co- 
operación Técnica y Científica entre el Gobierno de la 
República Oriental del Uruguay y el Gobierno de la Repúbli- 
ca de Nicaragua, suscrito en Montevideo el 14 de agosto de 
1998. 


Se trata de un Acuerdo Marco por el que las partes se 
comprometen a elaborar y ejecutar, de común acuerdo, progra- 
mas y proyectos de cooperación técnica y científica, que en 
aplicación del mismo, servirá de base para la elaboración de 
programas conjuntos en el desarrollo prioritario en planes, 
políticas y estrategias de desarrollo económico y social. 
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Cada programa, deberá indicar los recursos financieros 
con los que serán ejecutados los proyectos. 


Tratándose de un Acuerdo Marco y a efectos de 
implementar el mismo, se crea una Comisión Mixta, con las 
funciones que expresamente se le atribuyen en el artículo 
sexto. 


En función de la naturaleza jurídica de Acuerdo y los 
alcances del mismo, no estableciendo obligaciones en par- 
ticular que puedan ser consideradas en función de los 
cometidos de esta Asesoría, no hay observaciones que 
formular a la refrenda solicitada. 


Se deja constancia que el presente expediente se recibió 
para dictaminar el 14/09/06. 


Con lo informado, se eleva a sus efectos. 


fo | 


| / A la Les 


Dr Mário Gandelman 
ál Asesor 
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CAMARA DESENADORES 


Comisión de 
Asuntos Internacionales 


INFORME 


Al Senado: 


El presente Convenio es un instrumento por el cual se 
llevarán adelante programas y proyectos de cooperación 
científica y técnica entre la República Oriental del Uruguay 
y la República de Nicaragua. 


Su articulado detalla la forma de elaborar y ejecutar 
programas y proyectos con la participación de diferentes 
entidades en los mismos, como es el caso del sector público, 
el privado, las universidades y los organismos de investi- 
gación científica y técnica. 


En el artículo I se señala la posibilidad de pactar Acuerdos 
Complementarios de Cooperación Técnica y Científica cuando 
se considere necesario en el marco del presente Convenio. 


El artículo V indica las áreas de especial interés (aunque 
señala la posibilidad de extender la cooperación a otros 
ámbitos): 


Planificación y desarrollo; Medio Ambiente y Recursos 
Naturales; Innovación Tecnológica y Productiva; Electró- 
nica; Minería; Modernización de Estado; Industria; Pesca; 
Agricultura y Agro-industria; Forestación; Puertos; Trans- 
porte y Comunicaciones; Vivienda y Urbanismo; Turismo; 
Salud y Previsión Social, Comercio e Inversiones. 


El resto de los artículos se refiere al funcionamiento, 
planificación, coordinación, financiación de proyectos y 
participación de organismos internacionales, requerimien- 
tos del personal técnico y expertos y de los equipos y 
materiales suministrados. 


El Convenio tendrá una vigencia de diez años prorroga- 
bles automáticamente. 


En el entendido que el presente Convenio es de gran 
importancia para las relaciones entre las partes contratan- 
tes y para el enriquecimiento en el desarrollo de proyectos 
técnicos y científicos, es que solicitamos al cuerpo su 
pronta aprobación. 


Sala de la Comisión, 22 de marzo de 2007. 


Alberto Couriel, Miembro Informante; 
Sergio Abreu, Carlos Baráibar, Luis 
Alberto Heber, José Korzeniak, Jorge 
Larrañaga, Rafael Michelini, Enrique 
Rubio. Senadores.” 


CAMARA DE SENADORES 


10 de abril de 2007 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 
(Se lee) 
- En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor Senador 
Couriel. 


SEÑOR COURIEL.- Señor Presidente: se trata de un 
Convenio Marco de Cooperación Técnica y Científica entre 
Uruguay y Nicaragua. En realidad, procura la elaboración y 
ejecución de programas y proyectos de cooperación técni- 
ca y científica, para lo cual se prevé la participación de 
distintas instituciones de ambos países, ya sea del ámbito 
público o privado. Concretamente, este Convenio señala: 
“Estos programas y proyectos considerarán la participa- 
ción en su ejecución de organismos y entidades de los 
sectores público y privado de ambos países y, cuando sea 
necesario, de las universidades, organismos de investiga- 
ción científica y técnica, y asimismo la importancia de la 
ejecución de proyectos nacionales de desarrollo y de pro- 
yectos de desarrollo regional”. También se plantea la 
posibilidad, de ser necesario, de incluir la participación de 
organismos internacionales de cooperación técnica como 
instituciones de terceros países. 


En lo que tiene que ver con los fines del Convenio, las 
distintas modalidades de cooperación técnica y científica 
pasan por la realización conjunta o coordinada de progra- 
mas de investigación, por el envío de expertos y de equipos 
y materiales necesarios, por la elaboración de programas de 
pasantía, por concesión de becas, por creación y operación 
de instituciones de investigación, laboratorios o centros de 
perfeccionamiento, por organización de seminarios y con- 
ferencias, por prestación de servicios de consultoría, por 
intercambio de información científica y tecnológica, etcéte- 
ra. 


Las áreas de especial interés para las partes contratan- 
tes tienen que ver con la planificación y desarrollo, el medio 
ambiente y los recursos naturales, la innovación tecnológi- 
ca y productiva, la electrónica, la minería, la modernización 
del Estado, la industria, la pesca, la agricultura y la 
agroindustria, entre otras. 


Por otro lado, se deja en claro que este Convenio tendrá 
una vigencia de diez años, prorrogable automáticamente. 


En definitiva, surge con nitidez que se trata de una 
iniciativa que permitirá facilitar el relacionamiento en la 
cooperación científica y técnica entre Uruguay y Nicara- 
gua. 


Por último, deseo destacar que este Convenio fue firma- 
do en agosto de 1998, pero no puedo precisar si la demora 
obedeció al trámite parlamentario o si, simplemente, el Po- 
der Ejecutivo tardó en enviarlo. 
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Muchas gracias. 
SEÑOR LONG. -- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR LONG.- Voy a votar favorablemente, porque 
entiendo que todo aquello que pueda brindar algún aporte 
desde el punto de vista técnico y científico debe ser apoya- 
do, porque es una condición imprescindible para el desarro- 
llo de nuestro país. Sin embargo, quisiera decir al propio 
señor Senador preinformante que luego de muchos años de 
experiencia tratando de impulsar la cooperación científico- 
técnica, he llegado a la constatación de que la utilidad de la 
ratificación de los Convenios Marco es muy pequeña. Se 
puede decir que el universo completo de los temas está 
incluido dentro del Acuerdo, e incluye todas las modalida- 
des de tipo genérico que podrían estar en cualquier conve- 
nio. Creo que lo que realmente sirve es cuando se baja de 
escalón y, en vez de hacer un acuerdo de tipo general entre 
dos países, abarcando todas las modalidades imaginables, 
se firma un Acuerdo concreto entre una institución urugua- 
ya y otra, por ejemplo, de Nicaragua, es decir, entre institu- 
ciones que puedan tener algún vínculo y algún tema de 
interés común real, como por ejemplo algo en materia de 
forestación que les interese aambos países. De esta manera, 
sería determinada institución con tal otra. Eso sí sirve como 
el comienzo de una relación, que a veces termina dando 
resultados concretos. Esta es mi modesta opinión. 


De cualquier manera, por qué no, vamos a votar afirma- 
tivamente este proyecto de ley. Creo que el país debe hacer 
un esfuerzo de búsqueda -cosa que es perfectamente posi- 
ble- de Acuerdos muchísimo más concretos y específicos. 
Probablemente no pasen luego por este Parlamento, pero 
seguramente serán más fructíferos que estos grandes Acuer- 
dos Marco, nación a nación, que en la práctica no dan casi 
ningún resultado. 


Quería dejar constancia de esto porque me parece que 
todos tenemos que darnos cuenta de que debemos ayudar 
a recorrer los caminos necesarios y no otros, como este, 
cuya utilidad es prácticamente nula. 


SEÑOR COURIEL .- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR COURIEL .- Señor Presidente: muchas veces estos 
convenios dependen de cuáles son los países que partici- 
pan, del grado de relacionamiento político, económico, 
cultural y de las instituciones que designa el Tratado que, 
en una Comisión mixta, provienen de los Ministerios de 
Relaciones Exteriores de Uruguay y Nicaragua. De manera 
que, en la medida en que haya un Acuerdo Marco que 
permita ir avanzando, probablemente se facilite el hecho de 
que pueda haber otras instituciones más específicas, sobre 
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temas más concretos, que puedan ayudar a este 
relacionamiento. Es decir que está implícita y explícita en el 
propio Tratado la posibilidad que plantea el señor Senador 
Long. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sino se hace uso de la palabra, 
se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota:) 

- 21en21.Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En discusión particular. 

Léase el Artículo Unico. 

(Se lee:) 

SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 


“Apruébase el Convenio Marco de Cooperación Técni- 
ca y Científica entre el Gobierno de la República y el Gobier- 
no de la República de Nicaragua, suscrito en Montevideo el 
14 de agosto de 1998”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-21en21.Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comunicará 
a la Cámara de Representantes. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado, por 
ser igual al considerado) 


21) CONVENCION SOBRE PROHIBICIONES O RES- 
TRICCIONES DEL EMPLEO DE CIERTAS ARMAS 
CONVENCIONALES QUE PUEDEN CONSIDERAR- 
SE EXCESIVAMENTE NOCIVAS O DE EFECTOS 
INDISCRIMINADOS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el punto 8 
del Orden del Día: “Proyecto de ley por el que se aprueba el 
Protocolo V sobre los Restos Explosivos de Guerra a la 
Convención sobre Prohibiciones o Restricciones del Em- 
pleo de Ciertas Armas Convencionales que Pueden Consi- 
derarse Excesivamente Nocivas o de Efectos Indiscrimi- 
nados, de 10 de octubre de 1980, y la Enmienda al artículo 
1 de la referida Convención, realizada por la Segunda 
Conferencia de Examen, adoptada en diciembre de 2001. 
(Carp. N* 689/06 - Rep. N* 429/07)”. 
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(Antecedentes:) 


“Carp. N*689/06 
Rep. N* 429/07 


CAMARA DE REPRESENTANTES 


La Cámara de Representantes de la República Oriental 
del Uruguay, en sesión de hoy, ha sancionado el siguiente 


PROYECTODELEY 


Artículo Unico.- Apruébase el Protocolo V sobre los 
Restos Explosivos de Guerra a la Convención sobre Prohi- 
biciones o Restricciones del Empleo de Ciertas Armas Con- 
vencionales que Pueden Considerarse Excesivamente No- 
civas o de Efectos Indiscriminados, de 10 de octubre de 
1980, y la Enmienda al artículo 1 de la referida Convención, 
realizada por la Segunda Conferencia de Examen, celebrada 
del 11 al21 de diciembre de 2001. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en 
Montevideo, a 7 de noviembre de 2006. 


Julio Cardozo Ferreira 
Presidente 


Marti Dalgalarrondo Añón 
Secretario. 
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Comisión de 
Asuntos Internacionales 


INFORME 


Al Senado: 


La Comisión de Asuntos Internacionales ha considera- 
do el proyecto de ley mediante el cual el Poder Ejecutivo 
propone la aprobación del Protocolo V sobre los restos 
explosivos de guerra, de 28 de noviembre de 2003, y la 
enmienda al artículo 1”, de la “Convención sobre Prohibi- 
ciones o Restricciones del Empleo de Ciertas Armas Con- 
vencionales que Pueden Considerarse Excesivamente No- 
civas o de Efectos Indiscriminados”. 


La mencionada enmienda amplía el alcance de la aplica- 
ción de la Convención y sus anexos a los conflictos arma- 
dos no internacionales. La mencionada Convención fue 
ratificada por nuestro país enel año 1980 y la ampliación de 
sus alcances resulta indiscutiblemente conveniente. 
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El Protocolo en estudio busca reducir los riesgos que los 
restos materiales explosivos de guerra que por cualquier 
causa no hayan hecho explosión suponen para la población 
civil. Establece la obligación de cada parte en su respectivo 
territorio de adoptar precauciones como la señalización, 
vallado y vigilancia de las zonas afectadas, así como la 
limpieza, remoción y destrucción de esos restos peligrosos. 


El proceso evolutivo del Derecho Internacional Humani- 
tario ha ido incorporando nuevos instrumentos normativos 
y esuna impostergable obligación moral la ratificación por 
parte de nuestro país de los mismos. Los textos en examen 
tienen por objeto minimizar las nefastas consecuencias de 
los conflictos armados, en particular sobre la población 
civil que, con lamentable frecuencia, resulta gravemente 
afectada por ellos. 


Consideramos -por todo lo expuesto- que es convenien- 
te y corresponde la aprobación del proyecto de ley analiza- 
do. 


Sala de la Comisión, 22 de marzo de 2007. 


Rafael Michelini, Miembro Informan- 
te; Sergio Abreu, Carlos Baráibar, 
Alberto Couriel, Luis Alberto Heber, 
José Korzeniak, Jorge Larrañaga, 
Enrique Rubio. Senadores. 


Ministerio de Relaciones Exteriores 
Ministerio del Interior 

Ministerio de Defensa Nacional 

Ministerio de Salud Pública 

Ministerio de Industria, Energía y Minería 


Montevideo, 3 de octubre de 2005. 


Señor Presidente de la 
Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a la Asam- 
blea General, de conformidad con lo dispuesto en los artícu- 
los 85, numeral 7 y 168, numeral 20 de la Constitución de la 
República, a fin de someter asu consideración, el proyecto 
de ley adjunto, por el cual se aprueba el Protocolo V sobre 
los Restos Explosivos de Guerra, de 28 de noviembre de 
2003, a la Convención sobre prohibiciones o restricciones 
del empleo de ciertas armas convencionales que pueden 
considerarse excesivamente nocivas o de efectos 
indiscriminados, de 10 de octubre de 1980, y se aprueba la 
enmienda al artículo I de la referida Convención, realizada 
por la Segunda Conferencia de Examen de los Estados 
Partes en la Convención, celebrada del 11 al 21 de diciembre 
de 2001. 


El avance y la consolidación del derecho interna- 
cional humanitario debe ser asumido como un proceso 
continuo que requiere de un compromiso sostenido por 
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parte de todos los Estados, al cual no debe se ajeno nuestro 
país. 


En este marco, el objetivo de lograr la universalidad de 
los instrumentos multilaterales de derecho internacional 
humanitario implica para la República Oriental del Uruguay, 
proceder a la ratificación o a la adhesión de aquéllos que 
aun se encuentran pendientes de aprobación parlamentaria. 


Es un imperativo jurídico y moral atemperar los efectos 
de la violencia que conlleva un conflicto armado y limitar el 
uso de la fuerza contra grupos vulnerables y bienes cultu- 
rales. La protección de las personas y de los bienes median- 
te la prohibición de determinados métodos de guerra, armas 
y tácticas militares, debe ser valorada como un elemento 
disuasivo más, en la desigual lucha por la vigencia del 
derecho contra el uso arbitrario de la fuerza. 


El derecho internacional humanitario es un derecho de 
excepción que aplica únicamente en situaciones de con- 
flicto armado y pudiera ser una tentación generalizada 
postergar su implementación, dada la dificultad de ima- 
ginar la probabilidad de que la República se involucre en 
un conflicto armado. Sin embargo, y no obstante lo acerta- 
do de dicho análisis, el escenario internacional evidencia, 
cada vez más, que los Estados, entre los que se encuentra 
Uruguay, envían contingentes o fuerzas militares a mi- 
siones internacionales y entonces las cuestiones relacio- 
nadas con el derecho internacional humanitario pasan a 
tener una gran importancia en materia preventiva. Esto 
expresado sin perjuicio de la prioridad que asigna Uruguay 
a la universalidad de los tratados de derecho internacional 
humanitario. 


Se tendrá presente que la República ha ratificado y 
aprobado la Convención sobre prohibiciones o restriccio- 
nes del empleo de ciertas armas convencionales que pueden 
considerarse excesivamente nocivas o de efectos 
indiscriminados, de 10 de octubre de 1980, la cual establece 
un marco normativo por el que se prohíbe el empleo de 
fragmentos no localizables mediante rayos X (Protocolo I), 
se prohíbe el empleo de minas, armas, trampas y otros 
artefactos contra la población civil restringiendo su uso a 
objetivos militares (Protocolo II) y el empleo de armas 
incendiarias contra personas y bienes civiles restringiendo 
su uso a objetivos militares (Protocolo III). En la Primera 
Conferencia de examen de la Convención, en 1995 y 1996 los 
Estados Partes ampliaron el ámbito de aplicación de la 
Convención, adoptando una prohibición del empleo de 
armas láser especialmente diseñadas para causar ceguera 
permanente (Protocolo IV) y aprobaron la enmienda al Pro- 
tocolo II que amplía las prohibiciones en relación con el 
empleo de minas antipersonales, las armas trampa y otros 
artefactos, extendiendo su ámbito de aplicación a los con- 
flictos armados no internacionales. 


Considerando que el proceso evolutivo del derecho 
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internacional humanitario ha incorporado nuevos instru- 
mentos normativos que se encuentran pendientes de ratifi- 
cación por la República, el Poder Ejecutivo considera 
impostergable la consideración y posterior aprobación tan- 
to de la enmienda al artículo 1 de la Convención de referen- 
cia, como del Protocolo V sobre los Restos Explosivos de 
Guerra. 


La enmienda al artículo I de la Convención, amplía el 
ámbito de aplicación de la Convención y sus Protocolos 
anexos, alos conflictos armados no internacionales, en los 
términos en que estos son definidos en el artículo 2 común 
a los convenios de Ginebra de 1949. 


Asimismo, el Protocolo V sobre los Restos Explosivos 
de Guerra, ala Convención mencionada, aprobado el 28 de 
noviembre de 2003, se enmarca en la preocupación constan- 
te por parte de la comunidad internacional para combatir las 
secuelas que ocasionan los restos explosivos de guerra, 
una vez finalizados los conflictos armados. 


Este Protocolo tiene por objeto implementar medidas 
correctivas de carácter genérico para reducir al mínimo los 
riesgos de los restos materiales explosivos de guerra (arte- 
factos explosivos que se han empleado o lanzado que no 
han estallado a causa de un funcionamiento anómalo y los 
artefactos explosivos abandonados), estableciendo la obli- 
gación de adoptar precauciones para proteger a la pobla- 
ción civil y a los bienes, mediante la señalización, vallado 
y vigilancia del territorio afectado, así como la limpieza, 
remoción y destrucción de esos restos, cuyas consecuen- 
cias humanas y socioeconómicas son previsibles y deben 
prevenirse, al constituir una amenaza diaria a las vidas y el 
bienestar de quienes habitan o transitan por zonas afecta- 
das por la guerra. 


La ampliación del ámbito de aplicación de los instrumen- 
tos de derecho internacional humanitario indica el propósi- 
to de la comunidad internacional de aplicar en todos los 
conflictos armados la protección prevista por la Conven- 
ción multicitada tanto a soldados como a civiles, contribu- 
yendo a garantizar un régimen convencional dinámico que 
aborde las realidades actuales en los países desbastados 
por la guerra y reduzca en grado considerable los sufrimien- 
tos resultantes de futuros conflictos armados. 


Inspirado en el propósito de contribuir a la generación 
de resultados tangibles en la materia, el Poder Ejecutivo 
manifiesta su interés en la aprobación legislativa del Acuer- 
do, haciendo propicia la oportunidad para reiterar al señor 
Presidente de la Asamblea General las seguridades de su 
más alta consideración. 


Dr. TABARE VAZQUEZ, Presidente de 
la República; Reinaldo Gargano, Azu- 
cena Berrutti, María Julia Muñoz, José 
Díaz, Martín Ponce de León. 
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Ministerio de Relaciones Exteriores 
Ministerio del Interior 

Ministerio de Defensa Nacional 

Ministerio de Salud Pública 

Ministerio de Industria, Energía y Minería 


Montevideo, 3 de octubre de 2005. 


PROYECTODELEY 


Artículo Unico.- Apruébase el Protocolo V sobre los 
Restos Explosivos de Guerra a la Convención sobre prohi- 
biciones o restricciones del empleo de ciertas armas con- 
vencionales que pueden considerarse excesivamente noci- 
vas o de efectos indiscriminados, de 10 de octubre de 1980, 
y la enmienda al artículo I de la referida Convención, reali- 
zada por la Segunda Conferencia de Examen celebrada del 
11 al21 de diciembre de 2001. 


Reinaldo Gargano, Azucena Berrutti, 
María Julia Muñoz, José Díaz, Martín 
Ponce de León. 


Protocolo sobre los Restos Explosivos de Guerra 


Las Altas Partes Contratantes, 


Reconociendo los graves problemas humanitarios que 
ocasionan los restos explosivos de guerra después de los 
conflictos, 


Conscientes de la necesidad de concluir un Protocolo 
sobre medidas correctivas de carácter genérico para des- 
pués de los conflictos con el fin de reducir al mínimo los 
riesgos y efectos de los restos explosivos de guerra, y 


Dispuestas a adoptar medidas preventivas de carácter 
genérico, aplicando a título voluntario las prácticas ópti- 
mas especificadas en un Anexo Técnico para mejorar la 
fiabilidad de las municiones y reducir al mínimo la existencia 
de restos explosivos de guerra, 


Han convenido en lo siguiente: 


Artículo 1 


Disposición general y ámbito de aplicación 


1. Las Altas Partes Contratantes, de conformidad con la 
Carta de las Naciones Unidas y las normas del derecho 
internacional de los conflictos armados aplicables a ellas, 
convienen en cumplir, individualmente y en cooperación 
con otras Altas Partes Contratantes, las obligaciones espe- 
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cificadas en el presente Protocolo a fin de reducir al mínimo 
los riesgos y los efectos de los restos explosivos de guerra 
después de los conflictos. 


2. El presente Protocolo se aplicará a los restos explo- 
sivos de guerra en el territorio de las Altas Partes Contra- 
tantes, incluidas las aguas interiores. 


3. El presente Protocolo se aplicará a las situaciones 
derivadas de conflictos a que se refieren los párrafos l a 6 
del artículo 1 de la Convención, en su forma enmendada el 
21 de diciembre de 2001. 


4. Los artículos 3, 4, 5 y 8 del presente Protocolo se 
aplican arestos explosivos de guerra distintos de los restos 
explosivos de guerra existentes definidos en el párrafo 5 del 
artículo 2 del presente Protocolo. 


Artículo 2 


Definiciones 


A los efectos del presente Protocolo, 


1. Por artefactos explosivos se entenderá todas las 
municiones convencionales que contengan explosivos, con 
excepción de las minas, las armas trampa y otros artefactos 
que se definen en el Protocolo II de la Convención enmen- 
dado el 3 de mayo de 1996. 


2. Por artefactos sin estallar se entenderá los artefac- 
tos explosivos que hayan sido cebados, provistos de espo- 
leta, armados o preparados de otro modo para su empleo y 
utilizados en un conflicto armado. Pueden haber sido dispa- 
rados, dejados caer, emplazados o proyectados, y habrían 
debido hacer explosión pero no lo hicieron. 


3. Por artefactos explosivos abandonados se entende- 
rá los artefactos explosivos que no se hayan utilizado 
durante un conflicto armado, que hayan sido dejados o 
vertidos por una parte en un conflicto armado y que ya no 
se hallen bajo el control de esa parte. Los artefactos explo- 
sivos abandonados pueden o no haber sido cebados, pro- 
vistos de espoleta, armados o preparados de otro modo para 
su empleo. 


4. Por restos explosivos de guerra se entenderá los 
artefactos sin estallar y los artefactos explosivos abando- 
nados. 


5. Por restos explosivos de guerra existentes se enten- 
derá los artefactos sin estallar y los artefactos explosivos 
abandonados que existían antes de la entrada en vigor del 
presente Protocolo para la Alta Parte Contratante en cuyo 
territorio se encuentren. 
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Artículo 3 


Limpieza, remoción o destrucción de los restos 
explosivos de guerra 


1. Incumbirán a cada Alta Parte Contratante y parte en 
un conflicto armado las responsabilidades enunciadas en el 
presente artículo respecto de todos los restos explosivos 
de guerra en el territorio bajo su control. Cuando el usuario 
de artefactos explosivos que se hayan convertido en restos 
explosivos de guerra no ejerza el control del territorio, tras 
el cese de las hostilidades activas, cuando sea posible, 
proporcionará, entre otras cosas, asistencia técnica, finan- 
ciera, material y de recursos humanos, ya sea bilateralmente 
O por vía de acuerdo con una tercera parte, en particular por 
conducto del sistema de las Naciones Unidas u otras orga- 
nizaciones competentes, para facilitar la señalización y la 
limpieza, remoción o destrucción de los restos explosivos 
de guerra. 


2. Tras el cese de las hostilidades activas y a la mayor 
brevedad posible, cada Alta Parte Contratante y parte en un 
conflicto armado procederá a la señalización y la limpieza, 
remoción o destrucción de los restos explosivos de guerra 
en los territorios afectados bajo su control. Para la limpieza, 
remoción o destrucción se concederá prioridad a las zonas 
afectadas por restos explosivos de guerra que conforme al 
párrafo 3 del presente artículo se considere representan un 
grave riesgo humanitario. 


3. Tras el cese de las hostilidades activas y a la mayor 
brevedad posible, cada Alta Parte Contratante y parte en un 
conflicto armado adoptará las medidas siguientes en los 
territorios afectados bajo su control para reducir los ries- 
gos que representan los restos explosivos de guerra: 


a) Estudiar y evaluar la amenaza que representan los 
restos explosivos de guerra; 


b) Evaluar las necesidades y la viabilidad de la señali- 
zación y limpieza, remoción o destrucción y fijar las 
prioridades al respecto; 


c) Señalizar y limpiar, remover o destruir los restos 
explosivos de guerra; 


d) Proveer a la movilización de recursos para llevar a 
cabo esas actividades; 


4. Alllevar a cabo las actividades indicadas, las Altas 
Partes Contratantes y las partes en un conflicto armado 
deberán tener en cuenta las normas internacionales, como 
las Normas Internacionales para actividades relativas a las 
minas. 


5. Cuando proceda, las Altas Partes Contratantes co- 
operarán, tanto entre sí como con otros Estados y organi- 
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zaciones regionales e internacionales y organizaciones no 
gubernamentales pertinentes, en el suministro de, entre 
otras cosas, asistencia técnica, financiera, material y de 
recursos humanos e incluso, en las circunstancias adecua- 
das, en la organización de las operaciones conjuntas que 
sean necesarias para cumplir lo dispuesto en el presente ar- 
tículo. 


Artículo 4 


Registro, conservación y transmisión de la información 


1. Las Altas Partes Contratantes y las partes en un 
conflicto armado, en la medida de lo posible y viable, 
registrarán y mantendrán información sobre el empleo o el 
abandono de artefactos explosivos para facilitar la rápida 
señalización y limpieza, remoción o destrucción de los 
restos explosivos de guerra, la educación sobre los riesgos 
y el suministro de la información pertinente a la parte que 
ejerza el control del territorio y a la población civil de ese 
territorio. 


2. Las Altas Partes Contratantes y las partes en un 
conflicto armado que hayan utilizado o abandonado arte- 
factos explosivos que puedan haberse convertido en restos 
explosivos de guerra deberán, inmediatamente después del 
cese de las hostilidades activas, en la medida de lo posible 
y con sujeción a los intereses legítimos de seguridad de 
esas partes, poner esa información a disposición de la parte 
o las partes que ejerzan el control de la zona afectada, 
bilateralmente o por vía de acuerdo con una tercera parte, 
en particular las Naciones Unidas, o, a petición de éstas, a 
disposición de otras organizaciones pertinentes que según 
conste a la parte que facilite la información se ocupen o se 
vayan a ocupar de la educación sobre los riesgos y de la 
señalización y la limpieza, remoción o destrucción de los 
restos explosivos de guerra en la zona afectada. 


3. Alregistrar, mantener y transmitir esa información, 
las Altas Partes Contratantes tendrán en cuenta la parte 1 
del Anexo Técnico. 


Artículo 5 


Otras precauciones para la protección dela población civil, 
las personas civiles y los objetos civiles contra los riesgos 
y efectos de los restos explosivos de guerra 


1. Las Altas Partes Contratantes y las partes en un 
conflicto armado tomarán todas las precauciones que sean 
factibles en el territorio bajo su control afectado por restos 
explosivos de guerra para proteger a la población civil, las 
personas civiles y los objetos civiles contra los riesgos y 
efectos de los restos explosivos de guerra. Son precaucio- 
nes factibles las que son viables o posibles en la práctica 
teniendo en cuenta todas las circunstancias del momento, 
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incluidos los aspectos humanitarios y militares. Estas pre- 
cauciones podrán comprender las advertencias, la educa- 
ción de la población civil sobre los riesgos, la señalización, 
el vallado y la vigilancia del territorio afectado por los 
restos explosivos de guerra, según se señala en la parte 2 
del Anexo Técnico. 


Artículo 6 


Disposiciones para la protección de las misiones y 
organizaciones humanitarias contra los efectos de los 
restos explosivos de guerra 


1. Cada Alta Parte Contratante y parte en un conflicto 
armado deberá: 


a) Proteger, en la medida de lo posible, a las organiza- 
ciones o misiones humanitarias que actúen o vayan 
a actuar en una zona bajo el control de la Alta Parte 
Contratante o parte en un conflicto con el consenti- 
miento de ésta; 


b) Previa solicitud de tal organización o misión humani- 
taria, facilitar, en la medida de lo posible, información 
sobre la ubicación de todos los restos explosivos de 
guerra de que tenga conocimiento en el territorio en 
que la organización o misión humanitaria solicitante 
vaya a actuar o esté actuando; 


2. Las disposiciones del presente artículo se aplican sin 
perjuicio del derecho internacional humanitario vigente u 
otros instrumentos internacionales que sean aplicables, ni 
de las decisiones del Consejo de Seguridad de las Naciones 
Unidas que prevean un mayor grado de protección. 


Artículo 7 


Asistencia respecto de los restos explosivos de guerra 
existentes 


1. Cada Alta Parte Contratante tendrá derecho a pedir 
y recibir, cuando proceda, asistencia de otras Altas Partes 
Contratantes, de otros Estados no partes y de las organiza- 
ciones e instituciones internacionales competentes para 
hacer frente a los problemas creados por los restos explo- 
sivos de guerra existentes. 


2. Cada Alta Parte Contratote que esté en condiciones 
de hacerlo proporcionará asistencia para hacer frente alos 
problemas creados por los restos explosivos de guerra 
existentes, cuando sea necesario y factible. Al propio tiem- 
po, las Altas Partes Contratantes también tendrán en cuen- 
ta los objetivos humanitarios del presente Protocolo y las 
normas internacionales, como las Normas internacionales 
para las actividades relativas a las minas. 
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Artículo 8 


Cooperación y asistencia 


1. Cada Alta Parte Contratante que esté en condiciones 
de hacerlo proporcionará asistencia para la limpieza, remo- 
ción o destrucción de los restos explosivos de guerra y para 
la educación de la población civil sobre los riesgos y 
actividades conexas, en particular por conducto del sistema 
de las Naciones Unidas, otras organizaciones o institucio- 
nes internacionales, regionales o nacionales competentes, 
el Comité Internacional de la Cruz Roja, las sociedades 
nacionales de la Cruz Roja y la Media Luna Roja y su 
Federación Internacional u organizaciones no guberna- 
mentales, o en forma bilateral. 


2. Cada Alta Parte Contratante que esté en condiciones 
de hacerlo proporcionará asistencia para la atención, la 
rehabilitación y la reintegración social y económica de las 
víctimas de los restos explosivos de guerra. Esa asistencia 
podrá facilitarse en particular por conducto del sistema de 
las Naciones Unidas, las organizaciones o instituciones 
internacionales, regionales o nacionales competentes, el 
Comité Internacional de la Cruz Roja, las sociedades nacio- 
nales de la Cruz Roja y la Media Luna Roja y su Federación 
Internacional u organizaciones no gubernamentales, o en 
forma bilateral. 


3. Cada Alta Parte Contratante que esté en condiciones 
de hacerlo contribuirá alos fondos fiduciarios establecidos 
en el sistema de las Naciones Unidas, así como a otros 
fondos fiduciarios pertinentes, para facilitar la prestación 
de la asistencia prevista en el presente Protocolo. 


4. Cada Alta Parte Contratante tendrá derecho a parti- 
cipar en el intercambio más amplio posible del equipo, el 
material y la información científica y tecnológica, distintos 
de la tecnología relacionada con las armas, que sean nece- 
sarios para la aplicación del presente Protocolo. Las Altas 
Partes Contratantes se comprometen a facilitar tal intercam- 
bio de conformidad con la legislación nacional y noimpon- 
drán restricciones indebidas al suministro de equipo de 
limpieza ni de información técnica con fines humanitarios. 


5. Cada Alta Parte Contratante se compromete a pro- 
porcionar información a las bases de datos pertinentes 
sobre actividades relativas a las minas establecidas en el 
sistema de las Naciones Unidas, en especial información 
sobre los diversos medios y tecnologías de limpieza de los 
restos explosivos de guerra, listas de expertos, institucio- 
nes especializadas o centros nacionales de contacto para la 
limpieza de los restos de explosivos de guerra y, a título 
voluntario, información técnica sobre los tipos pertinentes 
de artefactos explosivos. 


6. Las Altas Partes Contratantes podrán presentar so- 
licitudes de asistencia, fundamentadas con la información 
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pertinente, a las Naciones Unidas, a otros órganos compe- 
tentes o a otros Estados. Esas solicitudes podrán dirigirse 
al Secretario General de las Naciones Unidas, quien las 
trasmitirá a todas las Altas Partes Contratantes y a las 
organizaciones internacionales y organizaciones no guber- 
namentales competentes. 


7. Cuando se presenten solicitudes a las Naciones 
Unidas, su Secretario General, en el marco de los recursos 
de que disponga, podrá tomar medidas apropiadas para 
evaluar la situación y, en cooperación con la Alta Parte 
Contratante solicitante y otras Altas Partes Contratantes a 
las que incumban las responsabilidades enunciadas en el 
artículo 3 supra, recomendar la prestación apropiada de 
asistencia. El Secretario General podrá asimismo informar a 
las Altas Partes Contratantes de esta evaluación y también 
del tipo y el alcance de la asistencia requerida, incluidas las 
posibles contribuciones con cargo alos fondos fiduciarios 
establecidos en el sistema de las Naciones Unidas. 


Artículo 9 


Medidas preventivas de carácter genérico 


1. Teniendo en cuenta las diferentes situaciones y ca- 
pacidades, se alienta a cada Alta Parte Contratane a que 
adopte medidas preventivas de carácter genérico para redu- 
cir al mínimo la existencia de restos explosivos de guerra 
que comprendan, aunque no exclusivamente, las medidas a 
que se hace referencia en la parte 3 del Anexo Técnico. 


2. Cada Alta Parte Contratante podrá participar, a título 
voluntario, en un intercambio de información sobre los 
esfuerzos para promover y establecer las prácticas óptimas 
en relación con el párrafo 1 del presente artículo. 


Artículo 10 


Consultas de las Altas Partes Contratantes 


1. Las Altas Partes Contratantes se comprometen a 
consultarse y cooperar entre sí sobre todas las cuestiones 
relacionadas con la aplicación del presente Protocolo. Con 
este fin se celebrará una Conferencia de las Altas Partes 
Contratantes por acuerdo de la mayoría, pero no menos de 
18, de las Altas Partes Contratantes. 


2. La labor de las conferencias de las Altas Partes 
Contratantes comprenderá lo siguiente: 


a) Elexamen de la situación y la aplicación del presente 
Protocolo; 


b) El estudio de los asuntos relacionados con la aplica- 
ción nacional del presente Protocolo, incluida la 
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presentación o actualización de informes nacionales 
anuales; 


c) La preparación de conferencias de examen. 


3. Los gastos de la Conferencia de las Altas Partes 
Contratantes serán sufragados por éstas y por los Estados 
no partes que participen en la labor de la Conferencia, de 
conformidad con la escala de cuotas de las Naciones Unidas 
debidamente ajustada. 


Artículo 11 


Cumplimiento 


1. Cada Alta Parte Contratante exigirá que sus fuerzas 
armadas y los organismos o departamentos competentes 
dicten las instrucciones y establezcan los métodos 
operacionales pertinentes y que su personal reciba forma- 
ción que sea compatible con las disposiciones pertinentes 
del presente Protocolo. 


2. Las Altas Partes Contratantes se comprometen a 
consultarse y cooperar entre sí, bilateralmente, por conduc- 
to del Secretario General de las Naciones Unidas o por otros 
procedimientos internacionales pertinentes, para resolver 
cualquier problema que pueda surgir con respecto a la 
interpretación y aplicación de las disposiciones del presen- 
te protocolo. 


Anexo Técnico 


El presente Anexo Técnico expone las prácticas óptimas 
propuestas para lograr los objetivos enunciados en los 
artículos 4, 5 y 9 del presente Protocolo. Las Altas Partes 
Contratantes aplicarán el presente Anexo Técnico a título 
voluntario. 


1. Registro, almacenamiento y transmisión de la in- 
formación relativa a los artefactos sin estallar y los 
artefactos explosivos abandonados 


a) Registro de información. Con respecto a los artefactos 
explosivos que puedan haber quedado sin estallar, un 
Estado deberá tratar de registrar con la mayor precisión 
posible la información siguiente: 


1) La ubicación de las zonas en que se hayan empleado 
artefactos explosivos; 


1i) La cantidad aproximada de artefactos explosivos uti- 
lizados en las zonas a que se refiere el inciso 1); 


111) El tipo y la naturaleza de los artefactos explosivos 
utilizados en las zonas a que se refiere el inciso 1); 


282-C.S. 


1v) La ubicación general de los artefactos sin estallar 
conocidos y probables. 


Cuando un Estado se haya visto obligado a abandonar 


artefactos explosivos en el curso de las operaciones, deberá 
tratar de dejar los artefactos explosivos abandonados en 
condiciones de seguridad y registrar la siguiente informa- 
ción sobre éstos: 


b) 


1) 


v) La ubicación del artefacto explosivo abandonado, 


vi) La cantidad aproximada de artefactos explosivos 
abandonados en cada emplazamiento concreto; 


vii) Los tipos de artefactos explosivos abandonados en 
cada emplazamiento concreto. 


Almacenamiento de la información. Cuando un Estado 
haya registrado información de acuerdo con lo dispues- 
to en el párrafo a), deberá almacenar dicha información 
de manera tal que sea posible recuperarla y posterior- 
mente transmitirla de conformidad con lo dispuesto en 
el párrafo c). 


Transmisión de lainformación. La información registra- 
da y almacenada por un Estado con arreglo a lo dispues- 
toenlos párrafos a) y b) deberá ser transmitida, teniendo 
en cuenta los intereses de seguridad y otras obligacio- 
nes del Estado que facilite la información, de acuerdo 
con las disposiciones siguientes: 


Contenido. 


En cuanto a los artefactos sin estallar, la información 
transmitida deberá especificar concretamente: 


1) La ubicación general de los artefactos sin estallar 
conocidos y probables; 


2) Los tipos y la cantidad aproximada de artefactos 
explosivos utilizados en las zonas afectadas; 


3) El método de identificación de los artefactos explo- 
sivos, con inclusión del color, el tamaño; la forma y 
otras señales distintivas; 


4) El método de eliminación en condiciones de seguri- 
dad de los artefactos explosivos. 


En cuanto a los artefactos explosivos abandonados, la 
información deberá especificar concretamente: 


5) La ubicación de los artefactos explosivos abandona- 
dos; 


6) La cantidad aproximada de artefactos explosivos 
abandonados en cada emplazamiento concreto; 
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7) Los tipos de artefactos explosivos abandonados en 
cada emplazamiento concreto; 


8) El método de identificación de los artefactos explo- 
sivos abandonados, con inclusión del color, el tama- 
ño y la forma; 


9) El tipo y los métodos de embalaje de los artefactos 
explosivos abandonados; 


10) El estado de preparación; 


11) Elemplazamiento y la naturaleza de las armas trampas 
que se sabe se hallan en la zona del artefacto explo- 
sivo abandonado. 


Receptores. La información deberá ser transmitida a la 
parte o a las partes que ejercen el control sobre el 
territorio afectado, así como a las personas o institucio- 
nes que según consta al Estado que facilita la informa- 
ción participa o participarán en la limpieza de los artefac- 
tos sin estallar y de los artefactos explosivos abandona- 
dos en la zona afectada, y en la educación de la pobla- 
ción civil sobre los peligros que representan los artefac- 
tos sin estallar y los artefactos explosivos abandona- 
dos. 


111) Mecanismo. Un Estado deberá, siempre que sea factible, 


prevalerse de los mecanismos internacionales o locales 
establecidos para transmitir la información, como el 
Servicio de las Naciones Unidas de Actividades Relati- 
vas alas Minas, el Sistema de Gestión de la Información 
para Actividades Relativas a las Minas y otros órganos 
especializados que dicho Estado estime apropiados. 


1v) Elección del momento oportuno. La información deberá 


ser transmitida lo antes posible, teniendo en cuenta 
cuestiones tales como las operaciones militares y huma- 
nitarias que se desarrollen en las zonas afectadas, la 
disponibilidad y fiabilidad de la información y las cues- 
tiones de seguridad pertinentes. 


2. Advertencias, educación sobre los riesgos, 
señalización, vallado y vigilancia 


Términos clave 


a) 


b) 


Las advertencias consisten en la facilitación puntual 
ala población civil de información preventiva con objeto 
de reducir al mínimo los peligros que representan los 
restos explosivos de guerra. 


La educación sobre los riesgos facilitada a la pobla- 
ción civil deberá consistir en programas de sensibiliza- 
ción a los peligros que propicien un intercambio de 
información entre las comunidades afectadas, las auto- 
ridades y las organizaciones humanitarias, a fin de que 
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las comunidades afectadas estén informadas de la ame- 
naza que representan los restos explosivos de guerra. 
Los programas de educación sobre los riesgos suelen 
ser una actividad a largo plazo. 


Prácticas óptimas en materia de advertencias y educación 
sobre los riesgos 


c) Todos los programas de advertencia y educación sobre 
los riesgos deberán tener en cuenta, siempre que sea 
posible, las normas nacionales e internacionales aplica- 
bles, incluidas las Normas Internacionales para activi- 
dades relativas a las minas. 


d) Deberán facilitarse advertencias y educación sobre los 
riesgos a la población civil afectada, que comprende la 
población civil que vive en las zonas en que se hallan 
restos explosivos de guerra o en sus proximidades y los 
civiles que transitan por dichas zonas. 


e) Las advertencias deberán hacerse lo antes posible, de- 
pendiendo del contexto y de la información disponible. 
Un programa de educación sobre los riesgos deberá 
sustituir tan pronto como sea posible al programa de 
advertencias. Las advertencias y la educación sobre los 
riesgos deberán facilitarse a las comunidades afectadas 
lo antes posible. 


f) Cuando no dispongan de los recursos y los conocimien- 
tos necesarios para realizar una campaña eficaz de edu- 
cación sobre los riesgos, las partes en un conflicto 
deberán recurrir a terceras partes tales como organiza- 
ciones internacionales y organizaciones no guberna- 
mentales. 


g) Las partes en un conflicto deberán, siempre que sea 
posible, asignar recursos adicionales para el programa 
de advertencias y educación sobre los riesgos, entre los 
que podrán figurar el apoyo logístico, la preparación del 
material didáctico sobre los riesgos, el apoyo financiero 
y lainformación cartográfica general. 


Señalización, vallado y vigilancia de una zona afectada por 
restos explosivos de guerra 


h) Siempre que sea posible, y en cualquier momento duran- 
te un conflicto y después de éste, donde existan restos 
explosivos de guerra las partes en un conflicto deberán, 
a la mayor brevedad y en el mayor grado posible, velar 
por que las zonas en que se hallen los restos explosivos 
de guerra estén señalizadas, valladas y vigiladas, a fin 
de impedir efectivamente que entren en ella los civiles, 
de acuerdo con las disposiciones siguientes. 


1) Paraseñalizar las zonas de presunto peligro se utilizarán 
señales de advertencia basadas en métodos de señaliza- 
ción reconocidos por la comunidad afectada. Las seña- 
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les y otras indicaciones de los límites de la zona de 
peligro deberán ser, en la medida de lo posible, visibles, 
legibles, duraderas y resistentes alos efectos ambienta- 
les e indicar claramente qué parte del límite señalado se 
considera dentro de la zona afectada por restos explosi- 
vos de guerra y qué parte se considera segura. 


3) Junto con los programas nacionales y locales de educa- 
ción sobre los riesgos deberá establecerse un mecanis- 
mo apropiado encargado de la vigilancia y el manteni- 
miento de los sistemas de señalización permanentes y 
temporales. 


3. Medidas preventivas de carácter genérico 


Los Estados que fabriquen o adquieran artefactos explo- 
sivos deberán velar, en la medida de lo posible y según 
proceda, por que durante el ciclo de vida de los artefactos 
se respeten las medidas siguientes. 


a) Gestión de la fabricación de municiones 


1) Los procesos de producción deberán garantizar la 
mayor fiabilidad posible de las municiones. 


11) Los procesos de producción deberán estar someti- 
dos a medidas de control certificado de la calidad. 


111) Durante la producción de artefactos explosivos de- 
berán aplicarse normas internacionalmente recono- 
cidas de garantía certificada de la calidad. 


1v) Deberán realizarse pruebas de aceptación mediante 
ensayos reales en condiciones diversas o mediante 
otros procedimientos validados. 


v) En las transacciones y transferencias de artefactos 
explosivos deberán especificarse normas de alta fia- 
bilidad. 


c) Gestión de municiones 


Con el fin de garantizar la mayor fiabilidad posible a largo 
plazo de los artefactos explosivos, se alienta a los Estados 
a que apliquen las normas y procedimientos operacionales 
correspondientes a las prácticas óptimas para el almacena- 
miento, transporte, almacenamiento sobre el terreno y ma- 
nipulación, de acuerdo con las orientaciones siguientes: 


1) Losartefactos explosivos, de ser necesario, se alma- 
cenarán en instalaciones seguras o en contenedores 
apropiados que protejan los artefactos y sus compo- 
nentes, de ser preciso en un ambiente controlado; 


11) Un Estado deberá transportar los artefactos explosi- 
vos entre las instalaciones de producción, las insta- 
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laciones de almacenamiento y el terreno de manera tal 
que se reduzca al mínimo el riesgo de daño a los 
artefactos explosivos; 


111) De ser necesario, un Estado utilizará contenedores 
apropiados y ambientes controlados al almacenar y 
transportar los artefactos explosivos; 


1v) Se reducirá al mínimo el riesgo de explosiones en los 
arsenales mediante disposiciones adecuadas de al- 
macenamiento; 


v) Los Estados aplicarán procedimientos adecuados de 
registro, rastreo y ensayo de los artefactos explosi- 
vos, que deberán incluir información sobre la fecha 
de fabricación de cada número, serie o lote de artefac- 
tos explosivos, así como información sobre los luga- 
res en que los artefactos han permanecido, las con- 
diciones en que han sido almacenados y los factores 
ambientales a los que han estado expuestos; 


vi) Los artefactos explosivos almacenados serán some- 
tidos periódicamente, de ser necesario, a ensayos 
reales para comprobar que las municiones funcionen 
debidamente; 


vii) Los componentes de artefactos explosivos almace- 
nados serán sometidos, de ser necesario, a ensayos 
de laboratorio para comprobar que las municiones 
funcionen debidamente; 


viii) Cuando lo requiera la información obtenida median- 
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te el registro, el rastreo y los procedimientos de 
ensayo, se adoptarán medidas apropiadas, incluido 
el ajuste del período de conservación previsto de los 
artefactos, con el fin de mantener la fiabilidad de los 
artefactos explosivos almacenados. 


c) Formación 


La formación adecuada de todo el personal que se ocupa 
de la manipulación, el transporte y la utilización de artefac- 
tos explosivos es un factor importante cuando se trata de 
garantizar su debido funcionamiento. Por consiguiente, los 
Estados pondrán en marcha y mantendrán programas de 
formación adecuados para velar por que el personal tenga 
los conocimientos necesarios sobre las municiones con las 
cuales deba trabajar. 


d) Transferencia 


Un Estado que se proponga transferir artefactos explo- 
sivos a otro Estado que no posea ya ese tipo de municiones 
deberá cerciorarse de que el Estado receptor tiene la capa- 
cidad necesaria para almacenar, mantener y utilizar correc- 
tamente esos artefactos explosivos. 


e) Producción futura 


Un Estado deberá examinar los medios y procedimientos 
para mejorar la fiabilidad de los artefactos explosivos que 
se propone producir o adquirir, a fin de lograr el máximo 
grado de fiabilidad posible. 
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Enmienda al artículo Ide la Convención sobre prohibiciones 

orestricciones del empleo de ciertas armas convencionales 

que puedan considerarse excesivamente nocivas o de efectos 
indiscriminados 


Los Estados Partes en la Segunda Conferencia de Exa- 
men, celebrada del 11 al 21 de diciembre de 2001, adoptaron 
la siguiente decisión de enmendar el artículo Ide la Conven- 
ción para ampliar el ámbito de su aplicación alos conflictos 
armados no internacionales. Esta decisión figura en la De- 
claración Final de la Segunda Conferencia de Examen, que 
se publica con la signatura CCW/CONF.II/2. 


“DECIDEN enmendar el artículo 1 de la Convención 
como sigue: 


1. La presente Convención y sus Protocolos anexos se 
aplicarán a las situaciones a que se refiere el artículo 
2 común a los Convenios de Ginebra del 12 de agosto 
de 1949 relativos a la protección de las víctimas de los 
conflictos armados, incluidas cualesquiera situacio- 
nes descritas en el párrafo 4 del artículo I del Proto- 
colo Adicional l a esos Convenios. 


2. La presente Convención y sus Protocolos anexos se 
aplicarán, además de las situaciones a las que se 
refiere el párrafo I del presente artículo, a las situa- 
ciones a que se refiere el artículo 3 común a los 
Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949. 


La Convención y sus Protocolos anexos no se apli- 
carán a las situaciones de tensiones internas y de 
disturbios interiores, tales como los motines, los 
actos esporádicos de violencia y otros actos análo- 
gos que no son conflictos armados. 
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3. En el caso de conflictos que no sean de carácter 


internacional que tengan lugar en el territorio de una 
de las Altas Partes Contratantes, cada parte en el 
conflicto estará obligada a aplicar las prohibiciones 
y restricciones de la presente Convención y de sus 
Protocolos anexos. 


No podrá invocarse disposición alguna de la presen- 
te Convención o de sus Protocolos anexos con el fin 
de menoscabar la soberanía de un Estado o la respon- 
sabilidad que incumbe al Gobierno de mantener o 
restablecer el orden público en el Estado o de defen- 
der la unidad nacional y la integridad territorial del 
Estado por todos los medios legítimos. 


No podrá invocarse disposición alguna de la presen- 
te Convención o de sus Protocolos anexos para 
justificar la intervención, directa o indirecta, sea cual 
fuere la razón, en un conflicto armado o en los asun- 
tos internos o externos de la Alta Parte Contratante 
en cuyo territorio tenga lugar ese conflicto. 


La aplicación de las disposiciones de la presente 
Convención y sus Protocolos anexos a las partes en 
un conflicto que no sean Altas Partes Contratantes, 
que hayan aceptado la presente Convención y sus 
Protocolos anexos no modificará su estatuto jurídico 
ni la condición jurídica de un territorio en disputa, ya 
sea, expresa o implícitamente. 


Las disposiciones de los párrafos 2 a 6 del presente 
artículo no se interpretarán en perjuicio de los Proto- 
colos adicionales adoptados después del 1” de enero 
de 2002, que pudieran aplicarse, ni excluirán o modi- 
ficarán el ámbito de su aplicación en relación con el 
presente artículo.” 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 
(Se lee) 
- En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor Senador 
Michelini. 


SEÑOR MICHELINI.- El proyecto de ley que estamos 
considerando viene con media sanción de la Cámara de 
Representantes. Fue enviado por el Poder Ejecutivo el 3 de 
octubre de 2005 y tiene como objetivo la aprobación como 
ley de la enmienda a la Convención sobre Prohibiciones o 
Restricciones del Empleo de Ciertas Armas Convencionales 
que Pueden Considerase Excesivamente Nocivas o de Efec- 
tos Indiscriminados, así como del Protocolo V sobre los 
Restos Explosivos de Guerra, firmado el 28 de noviembre de 
2003, es decir, durante el Gobierno anterior. 


El Protocolo en estudio busca reducir los riesgos que 
suponen para la población civil los restos explosivos que 
por cualquier causa no hayan hecho explosión. Establece la 
obligación de cada parte, en su respectivo territorio, de 
adoptar precauciones como la señalización, vallado y vigi- 
lancia de las zonas afectadas, así como la limpieza, remoción 
y destrucción de estos restos peligrosos. 


Somos conscientes de que, terminadas las guerras, quedan 
una serie de artefactos instalados, a veces con el solo 
objeto de la disuasión, para que tales o cuales maniobras y 
ejércitos no avancen por esa zona. Pero ocurre que después 
la población civil vive sus efectos. 


No hay que olvidar que la República ha ratificado la 
Convención sobre Prohibiciones o Restricciones del Em- 
pleo de Ciertas Armas Convencionales que Pueden Consi- 
derarse Excesivamente Nocivas o de Efectos 
Indiscriminados, de 10 de octubre de 1980. Ésta establece 
un marco normativo por el que se prohíbe el empleo de 
fragmentos no localizables mediante rayos X (Protocolo l), 
se prohíbe el empleo de minas, armas trampa y otros artefac- 
tos contra la población civil, restringiendo su uso a objeti- 
vos militares (Protocolo II) y el empleo de armas incendia- 
rias contra personas y bienes civiles, restringiendo su uso 
aobjetivos militares (Protocolo ID). En la Primera Conferen- 
cia de examen de la Convención, en 1995 y 1996 -que es la 
primera que modifica la del 10 de octubre de 1980-, los 
Estados Partes ampliaron el ámbito de aplicación de la 
Convención, adoptando una prohibición del empleo de 
armas láser especialmente diseñadas para causar ceguera 
permanente (Protocolo IV) y aprobaron la Enmienda al 
Protocolo II, que amplía las prohibiciones en relación con 
el empleo de minas antipersonales, las armas trampa y otros 
artefactos, extendiendo su ámbito de aplicación a los con- 
flictos armados no internacionales. 


Considerando que el proceso evolutivo del derecho 
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internacional humanitario ha incorporado nuevos instru- 
mentos normativos que se encuentran pendientes de ratifi- 
cación por la República, el Poder Ejecutivo considera 
impostergable la consideración y posterior aprobación tan- 
to de la Enmienda al artículo 1 de la Convención de referen- 
cia, como del Protocolo V sobre los Restos Explosivos de 
Guerra. 


Fundados en estos aspectos y teniendo en cuenta que 
este proyecto de ley ya tiene media sanción de la Cámara de 
Representantes, nosotros proponemos la aprobación de 
este Protocolo. Hay varios antecedentes de transitar por 
este camino del Derecho Internacional contra este tipo de 
armas y nosotros estamos ampliando esa brecha contra las 
armas consideradas excesivamente nocivas o de efectos 
indiscriminados. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sino se hace uso de la palabra, 
se va a votar. 


(Se vota:) 

-22en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En discusión particular. 

Léase el artículo único. 

(Se lee:) 

SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 


“Artículo Unico.- Apruébase el Protocolo V sobre los 
Restos Explosivos de Guerra a la Convención sobre Prohi- 
biciones o Restricciones del Empleo de Ciertas Armas Con- 
vencionales que Pueden Considerarse Excesivamente No- 
civas o de Efectos Indiscriminados, de 10 de octubre de 
1980, y la Enmienda al artículo 1 de la referida Convención, 
realizada por la Segunda Conferencia de Examen, celebrada 
del 11 al21 de diciembre de 2001”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-21en21.Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda sancionado el proyecto de ley, que se comunicará 
al Poder Ejecutivo. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado, por 
ser igual al considerado) 
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22) CONVENIO DE COOPERACION CULTURAL Y 
CIENTIFICA ENTRE EL GOBIERNO DE LA REPU- 
BLICA ORIENTAL DEL URUGUAY Y EL GOBIER- 
NO DE RUMANIA, SUSCRITO EN BUCAREST, RU- 
MANIA, EL 17 DE SETIEMBRE DE 2004 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el punto 92 
del Orden del Día: “Proyecto de ley por el que se aprueba el 
Convenio de Cooperación Cultural y Científica entre el 
Gobierno de la República Oriental del Uruguay y el Gobier- 
no de Rumania, suscrito en Bucarest, el 17 de setiembre de 
2004. (Carp. N* 714/06 - Rep. N*430/07)”. 


(Antecedentes:) 


“Carp.N*714/06 
Rep. N* 430/07 


CAMARA DE REPRESENTANTES 


La Cámara de Representantes de la República Oriental 
del Uruguay, en sesión de hoy, ha sancionado el siguiente 


PROYECTODELEY 


Artículo Unico.- Apruébase el Convenio de Coopera- 
ción Cultural y Científica entre el Gobierno de la República 
Oriental del Uruguay y el Gobierno de Rumania, suscrito en 
Bucarest, Rumania, el 17 de setiembre del año 2004. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en 
Montevideo, a 5 de diciembre de 2006. 


Ruben Martínez Huelmo 
ler. Vicepresidente 


Marti Dalgalarrondo Añón 
Secretario. 


CAMARA DESENADORES 


Comisión de 
Asuntos Internacionales 


INFORME 


Al Senado: 


La Comisión de Asuntos Internacionales ha examinado 
el presente proyecto de ley por el cual se ratifica el Conve- 
nio de Cooperación Cultural y Científica entre el Gobierno 
de la República Oriental del Uruguay y el Gobierno de 
Rumania, suscrito en la capital de dicho estado, la ciudad de 
Bucarest, el día 17 de setiembre de 2004. 
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El citado convenio a estudio resulta un adecuado instru- 
mento para el fortalecimiento de los vínculos bilaterales de 
los estados firmantes. En efecto, las partes acuerdan en 
impulsar en forma integral el desarrollo de la cooperación en 
el campo de la educación, la cultura, la ciencia, los medios 
de información, el deporte, la juventud y el turismo. 


Para tal fin, se prevé -en el segundo inciso del artículo 
23- la constitución de una Comisión Mixta uruguayo-rumana 
para la cooperación cultural y científica, que se reunirá 
alternativamente en Montevideo y Bucarest. 


De acuerdo a lo previsto en el artículo 25, la aprobación 
de este convenio hará finalizar la validez del Convenio de 
Colaboración Cultural vigente firmado hace casi 40 años, en 
el año 1969, el que será sustituido así por el presente texto, 
más moderno y amplio. 


Por las razones expuestas, esta Comisión aconseja al 
Senado la aprobación del proyecto de ley a estudio. 


Sala de la Comisión, 22 de marzo de 2007. 


Rafael Michelini, Miembro Informan- 
te; Sergio Abreu, Carlos Baráibar, Al- 
berto Couriel, Luis Alberto Heber, José 
Korzenizak, Jorge Larrañaga, Enri- 
que Rubio. Senadores. 


Ministerio de Relaciones Exteriores 
Ministerio de Educación y Cultura 
Ministerio de Industria, Energía y Minería 
Ministerio de Salud Pública 

Ministerio de Turismo y Deporte 


Montevideo, 7 de octubre de 2005. 


Señor Presidente de la 
Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse ala Asam- 
blea General, de conformidad con lo dispuesto por los 
artículos 85, numeral 7 y 168, numeral 20 de la Constitución 
de la República, a fin de someter a su consideración el 
proyecto de ley adjunto, mediante el cual se aprueba el 
“Convenio de Cooperación Cultural y Científica entre el 
Gobierno de la República Oriental del Uruguay y el Gobier- 
no de Rumania”, suscrito en Bucarest, Rumania, el 17 de 
setiembre del año 2004. 


Dentro de las prioridades del Poder Ejecutivo en el 
ámbito de las relaciones internacionales bilaterales, se em- 
prendieron acciones dirigidas al fortalecimiento de víncu- 
los con Rumania a través de la suscripción de este Convenio 
que, a partir de su entrada en vigor, dejará sin validez el 
Convenio de Colaboración Cultural entre el Gobierno de la 
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República Oriental del Uruguay y el Gobierno de Rumania, 
firmado en Bucarest, el 28 de agosto de 1969. 


Mediante este instrumento, las Partes Contratantes con- 
vinieron impulsar el desarrollo de la cooperación integral en 
el ámbito de la educación, la cultura, la ciencia, los medios 
de información, el deporte, la juventud y el turismo, desta- 
cando dentro del sector cultural, la difusión de los valores 
artísticos y culturales, fomentando iniciativas provenien- 
tes del ámbito estatal, social, que contribuirán: 1) a la 
realización de giras artísticas de conjuntos y solistas pro- 
fesionales de ópera, teatro, música y otros, tanto comercia- 
les como no comerciales; 2) al desarrollo de contactos y 
cooperación entre instituciones culturales, conjuntos y/o 
agrupaciones artísticas, asociaciones, fundaciones cultu- 
rales; 3) al estudio en el campo de la cultura, el arte y la 
literatura; 4) a la aplicación de medidas de protección a la 
circulación de valores culturales y científicos que pertenez- 
can a cada una de las Partes; 5) a la cooperación en la 
cinematografía y a la difusión del arte cinematográfico, 
fomentando encuentros de cineastas y especialistas; 6) a la 
cooperación entre museos, bibliotecas y archivos estata- 
les; 7) al fomento de la cooperación, a través de la celebra- 
ción de convenios directos, en el ámbito de los medios 
masivos de comunicación, de la protección de los derechos 
de autor, de la ciencia, del reconocimiento mutuo de la 
equivalencia de documentos de enseñanza, títulos y grados 
científicos, de la salud y la ciencia médica; 8) al desarrollo 
de la cooperación en la cultura física, en el deporte y el 
fomento de las relaciones directas entre organización, fede- 
raciones y clubes deportivos; 9) al intercambio turístico 
con el propósito de profundizar el conocimiento mutuo de 
la cultura de ambos Estados. 


Para el cumplimiento del Convenio, las Partes crea- 
rán una Comisión Mixta para la Cooperación Cultural y 
Científica, cuya actividad será coordinada por los Mi- 
nisterios de Relaciones Exteriores de las Partes Contratan- 
tes. 


Con la suscripción de este Convenio, la República pasó 
a disponer de un instrumento idóneo para contribuir al 
desarrollo de las relaciones bilaterales con Rumania, lo que 
permitirá afianzar vínculos en diversos ámbitos y encausar 
promisorias expectativas hacia aquel país del este europeo, 
convicciones necesarias y suficientes para justificar el 
interés del Poder Ejecutivo a formular la presente solicitud 
de aprobación parlamentaria. 


El Poder Ejecutivo hace propicia la oportunidad para 
reiterar al señor Presidente de la Asamblea General las 
seguridades de su más alta consideración. 


Dr. TABARE VAZQUEZ, Presidente de 
la República; Reinaldo Gargano, Jorge 
Lepra, Jorge Brovetto, María Julia 
Muñoz, Héctor Lescano. 
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Ministerio de Relaciones Exteriores 
Ministerio de Educación y Cultura 
Ministerio de Industria, Energía y Minería 
Ministerio de Salud Pública 

Ministerio de Turismo y Deporte 


Montevideo, 7 de octubre de 2005. 


PROYECTODELEY 


Artículo Unico.- Apruébase el “Convenio de Coopera- 
ción Cultural y Científica entre el Gobierno de la República 
Oriental del Uruguay y el Gobierno de Rumania”, suscrito 
en Bucarest, Rumania, el 17 de setiembre del año 2004. 


Reinaldo Gargano, Jorge Lepra, Héctor 
Lescano, Jorge Brovetto, María Julia 
Muñoz, Héctor Lescano. 


CONVENIO DECOOPERACION CULTURAL Y CIENTIFICA 
ENTRE ELGOBIERNO DELA REPUBLICA ORIENTAL DEL 
URUGUAY Y ELGOBIERNO DERUMANIA 


El Gobierno de la República Oriental del Uruguay y el 
Gobierno de Rumania, denominados en adelante las Partes; 


Aspirando a fortalecer las relaciones de amistad y a 
aumentar el entendimiento mutuo y la confianza entre los 
pueblos de ambos países en el campo de la educación, la 
cultura, la ciencia, los medios de información, el deporte, la 
juventud y el turismo; 


Acuerdan lo siguiente 


ARTICULO 1 


Las Partes desarrollarán la cooperación integral en el 
campo de la cultura y la ciencia, de acuerdo con lo estipu- 
lado en el presente Convenio. 


ARTICULO 2 


Las Partes favorecerán el desarrollo de la cooperación 
cultural bilateral, en base al interés mutuo. Cada una de las 
Partes se esforzará para difundir los valores artísticos y 
culturales de la otra Parte, garantizando, el acceso amplio de 
sus ciudadanos a los mismos y fomentando las iniciativas 
provenientes de todos los niveles del ámbito estatal, social 
y particular. 


ARTICULO 3 


Las Partes fomentarán recíprocamente el establecimien- 
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to de contactos directos en el campo cultural y contribuirán 
a la realización de giras artísticas de conjuntos y solistas 
profesionales de ópera, teatro, música y otros, tanto comer- 
ciales como no comerciales. 


ARTICULO 4 


Los órganos competentes de las Partes se informarán 
oportunamente sobre las conferencias, concursos, festiva- 
les y otras actividades internacionales en el campo de la 
cultura y el arte que se llevarán a cabo en sus respectivos 
Estados. 


ARTICULO 5 


Las Partes contribuirán a la cooperación entre museos, 
bibliotecas y archivos estatales, tomando medidas para 
asegurar garantías estatales, inclusive la responsabilidad 
financiera, en el caso de realizar actividades de transporte 
de los valores culturales. Contribuirán a la cooperación 
directa entre las bibliotecas nacionales, especialmente en lo 
concerniente al acceso a los materiales referentes a la 
República Oriental del Uruguay y a Rumania. 


ARTICULO 6 


Las Partes fomentarán el desarrollo de contactos y la 
cooperación entre las instituciones culturales, conjuntos 
y/o agrupaciones artísticas, asociaciones, fundaciones y 
otras organizaciones culturales de ambos Estados, concer- 
tando entre sí programas, protocolos y otros documentos 
de trabajo. 


ARTICULO 7 


Las Partes contribuirán al estudio recíproco de la expe- 
riencia en el campo de la cultura, el arte y la literatura, por 
vía de conferencias, simposios y otras manifestaciones 
científicas, asícomo mediante el intercambio de especialis- 
tas y la realización de investigaciones científicas conjun- 
tas. 


ARTICULO 8 


Las Partes se comprometen a tomar medidas de protec- 
ción concernientes a la circulación de valores culturales y 
científicos que pertenezcan a cada una de ellas, respetando 
las normas de Derecho Internacional y de Derecho interno. 
Las Partes garantizarán la colaboración entre los órganos 
estatales con atribuciones de dominio, respecto al inter- 
cambio de informaciones y ala colaboración para restable- 
cer el derecho de propiedad sobre los bienes y valores 
culturales y científicos y para la restitución de éstos en caso 
de tráfico ilegal. 
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ARTICULO 9 


Las Partes favorecerán la cooperación en el campo de la 
cinematografía y contribuirán a la difusión del arte cinema- 
tográfico de sus países mediante el intercambio comercial y 
no comercial de películas. Asimismo, fomentarán los en- 
cuentros de cineastas y especialistas en el campo cinema- 
tográfico. 


ARTICULO 10 


Las Partes fomentarán la cooperación en el campo de los 
medios de información masiva, en particular a través de 
convenios directos entre los organismos especializados y 
organizaciones profesionales, la producción común de pren- 
sa y audiovisual, el intercambio de especialistas, la organi- 
zación de ferias y exposiciones. 


Las Partes fomentarán la cooperación directa entre las 
compañías nacionales de radio y televisión rumanas y uru- 
guayas. Las formas y condiciones de la cooperación podrán 
estipularse a través de convenios directos. 


ARTICULO 11 


Las Partes fomentarán la cooperación en el área de la 
protección de los derechos de autor. La forma y las condi- 
ciones de tal cooperación serán determinadas por un con- 
venio especial. 


ARTICULO 12 


Cada una de las Partes asegurará, de conformidad con la 
legislación vigente en su Estado, las condiciones favora- 
bles para el cumplimiento del presente Convenio, así como 
para difundir a través de los medios de información masiva, 
los logros del otro país en el campo de la cultura, el arte, la 
ciencia, la educación y el deporte. 


ARTICULO 13 


Las Partes contribuirán a la cooperación entre los archi- 
vos de ambos Estados. 


ARTICULO 14 


Las Partes desarrollarán la cooperación en el campo de 
la ciencia en base a acuerdos directos entre los organismos 
correspondientes. 


ARTICULO 15 


Las Partes contribuirán al desarrollo de una cooperación 
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mutuamente beneficiosa entre la Academia Rumana y el 
Ministerio de Educación y Cultura de la República Oriental 
del Uruguay. 


ARTICULO 16 


Las Partes contribuirán a la cooperación e intercambio 
de experiencias en el campo de la educación, mediante: 


a) intercambio de especialistas, científicos, profesores, 
estudiantes y escolares; 


b) el desarrollo de vínculos directos entre los centros 
de enseñanza superior, medio y profesional; 


c) la asistencia para la cooperación en el campo de la 
capacitación de personal. 


ARTICULO 17 


Las Partes, conscientes que el desarrollo del estudio del 
idioma del otro país, constituye un factor importante en la 
cooperación, contribuirán a la enseñanza y ala divulgación 
de los idiomas de ambos Estados en el sistema de educación 
superior, así como en otros centros de estudios de idioma, 
mediante: 


a) la selección y el envío de profesores y otros especia- 
listas; 


b) la entrega de manuales y material didáctico, asícomo 
la colaboración para elaborar los manuales; 


c) el intercambio de experiencias en el campo de tecno- 
logías modernas de enseñanza del idioma extranjero; 


d) el empleo de la radio y la televisión para divulgar el 
idioma del otro país; 


e) la enseñanza de traductores literarios; 


f) el intercambio de científicos, profesores, posgra- 
duados y estudiantes a los efectos de profundizar 
sus conocimientos del idioma y realizar investigacio- 
nes lingúisticas. 


ARTICULO 18 


Las Partes contribuirán al reconocimiento mutuo de la 
equivalencia de documentos de enseñanza, títulos y grados 
científicos y con este fin celebrarán negociaciones y firma- 
rán un acuerdo al respecto. 
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ARTICULO 19 


Las Partes desarrollarán la cooperación entre las orga- 
nizaciones y agrupaciones juveniles y fomentarán los con- 
tactos directos entre los jóvenes de ambos Estados. 


ARTICULO 20 


Las Partes cooperarán en el campo de la salud y la ciencia 
médica a través de convenios directos entre los organismos 
correspondientes. 


ARTICULO 21 


Las Partes contribuirán al desarrollo de la cooperación 
en el campo de la cultura física así como el deporte y 
fomentarán las relaciones directas entre organizaciones, 
federaciones y clubes deportivos de ambos Estados. 


ARTICULO 22 


Las Partes promoverán el desarrollo de intercambios 
turísticos con el propósito de profundizar el conocimiento 
mutuo de la cultura de ambos Estados. 


ARTICULO 23 


En cumplimiento del presente Convenio, las partes acor- 
darán Programas de Intercambio Culturales y Científicos, 
en los cuales se estipularán las actividades a desarrollar, así 
como las condiciones financieras y de otra índole para la 
realización de las mismas. 


Con este fin, se constituirá una Comisión Mixta urugua- 
yo-rumana para la Cooperación Cultural y Científica, la que 
se reunirá alternativamente en Montevideo y en Bucarest. 
La coordinación de la actividad de la Comisión Mixta y la 
suscripción de los Programas de Intercambios convenidos 
estará a cargo de los Ministerios de Relaciones Exteriores 
de la República Oriental del Uruguay y de Rumania, con 
respecto de la legislación vigente de cada Parte. 


ARTICULO 24 


Las posibles divergencias respecto a la interpretación y 
aplicación de las cláusulas del presente Convenio se solu- 
cionarán de mutuo acuerdo por las Partes. 


ARTICULO 25 


A partir de la entrada en vigor del presente Convenio, 
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terminará la validez del Convenio de Colaboración Cultural 
entre el Gobierno de la República Oriental del Uruguay y el 
Gobierno de Rumania, firmado en Bucarest, el 28 de agosto 
de 1969. 


ARTICULO 26 


El presente Convenio entrará en vigor a la fecha de la 
última notificación en la cual las Partes se comunicarán el 
cumplimiento de los procedimientos legales internos nece- 
sarios. 


l.) Doa 
. Fay 
A dl, FA AE TR el Pue Pe e 
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El presente Convenio tendrá una vigencia de cinco años, 
renovables automáticamente por uno o más períodos de 
cinco años, si ninguna de las Partes comunica a la otra Parte 
por escrito y con un mínimo de seis meses de anticipación, 
su intención de denunciarlo. 


La terminación de la vigencia del presente Convenio no 
afectará la ejecución de los programas y proyectos comen- 
zados con anterioridad. 


Hecho en Bucarest el día 17 de 09 del año 2004 en dos 
ejemplares originales en español y rumano, siendo ambos 
textos igualmente válidos. 


ac. CARMEN GONZA! 
Direc def 1 Ai 


— 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 
(Se lee) 
En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor Senador 
Michelini. 


SEÑOR MICHELINI.- Señor Presidente: el proyecto que 
tenemos a consideración y del que solicitamos su aproba- 
ción, cuenta con media sanción de la Cámara de Represen- 
tantes. Se trata del Convenio de Cooperación Cultural y 
Científica entre el Gobierno de la República Oriental del 
Uruguay y el Gobierno de Rumania, suscrito en Bucarest, 
Rumania, el 17 de setiembre de 2004. 


Es un Convenio de cooperación cultural y científica muy 
amplio, que voy a detallar brevemente para que el Cuerpo 
pueda tomar conocimiento. 


Las Partes Contratantes -nuestro país y Rumania- “con- 
vinieron impulsar el desarrollo de la cooperación integral en 
el ámbito de la educación, la cultura, la ciencia, los medios 
de información, el deporte, la juventud y el turismo, desta- 
cando dentro del sector cultural, la difusión de los valores 
artísticos y culturales, fomentando iniciativas provenien- 
tes del ámbito estatal, social, que contribuirán:” -y esto es 
muy importante- “1) a la realización de giras artísticas de 
conjuntos y solistas profesionales de ópera, teatro, música 
y otros, tanto comerciales como no comerciales; 2) al desa- 
rrollo de contactos y cooperación entre instituciones cul- 
turales, conjuntos y/o agrupaciones artísticas, asociacio- 
nes, fundaciones culturales; 3) al estudio en el campo de la 
cultura, el arte y la literatura; 4) a la adopción de medidas de 
protección a la circulación de valores culturales y científi- 
cos que pertenezcan a cada una de las Partes; 5) a la 
cooperación en la cinematografía y a la difusión del arte 
cinematográfico, fomentando encuentros de cineastas y 
especialistas; 6) a la cooperación entre museos, bibliotecas 
y archivos estatales; 7) al fomento de la cooperación, a 
través de la celebración de convenios directos, enel ámbito 
de los medios masivos de comunicación, de la protección de 
los derechos de autor, de la ciencia, del reconocimiento 
mutuo de la equivalencia de documentos de enseñanza, 
títulos y grados científicos, de la salud y la ciencia médica; 
8) al desarrollo de la cooperación en la cultura física, en el 
deporte y el fomento de las relaciones directas entre orga- 
nización, federaciones y clubes deportivos; 9) al intercam- 
bio turístico con el propósito de profundizar el conocimien- 
to mutuo de la cultura de ambos Estados”. 


Se trata de un Acuerdo marco muy vasto y completo en 
el área de la ciencia, de la cultura y del deporte, por lo que 
aspiramos -cabe acotar que ya fue propuesto en su oportu- 
nidad por el Gobierno anterior- a que genere buenos bene- 
ficios para el país. 


Por lo expuesto, proponemos la aprobación de esta 
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iniciativa a efectos de que se convierta en ley lo antes 
posible. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sino se hace uso de la palabra, 
se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota:) 

-20en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En discusión particular. 

Léase el artículo único. 

(Se lee:) 

SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 


“Artículo Unico.- Apruébase el Convenio de Coopera- 
ción Cultural y Científica entre el Gobierno de la República 
Oriental del Uruguay y el Gobierno de Rumania, suscrito en 
Bucarest, Rumania, el 17 de setiembre del año 2004”, 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-20en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda sancionado el proyecto de ley que se comunicará 
al Poder Ejecutivo. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado, por 
ser igual al considerado) 


23) ACUERDO DE COOPERACION EN MATERIA 
DE TECNOLOGIAS DE LA INFORMACION, IN- 
DUSTRIA DE SOFTWARE, EQUIPAMIENTO 
INFOR-MATICO Y COMUNICACIONES ENTRE LA 
REPUBLICA ORIENTAL DEL URUGUAY Y LA RE- 
PUBLICA BOLIVARIANA DE VENEZUELA, SUS- 
CRITO EN LA CIUDAD DE MONTEVIDEO, EL 9 
DE DICIEMBRE DE 2005 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado pasa a considerar el 
asunto que figura en undécimo lugar del Orden del Día: 
“Proyecto de ley por el que se aprueba el Acuerdo de 
Cooperación en Materia de Tecnologías de la Información, 
Industria de Software, Equipamiento Informático y Comu- 
nicaciones, entre la República Oriental del Uruguay y la 
República Bolivariana de Venezuela, suscrito en Mon- 
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tevideo, el 9 de diciembre de 2005 (Carp. N* 590/06 - Rep. 
N* 432/07)”. 


(Antecedentes:) 


“Carp.N* 590/06 
Rep. N* 432/07 


Ministerio de Relaciones Exteriores 
Ministerio de Economía y Finanzas 
Ministerio de Educación y Cultura 
Ministerio de Industria, Energía y Minería 


Montevideo, 26 de julio de 2006. 


Señor Presidente de la 
Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse ala Asam- 
blea General, de conformidad con lo dispuesto en los ar- 
tículos 85 numeral 7 y 168 numeral 20 de la Constitución de 
la República, a fin de someter a su consideración el proyecto 
de ley adjunto, por el cual se aprueba el Acuerdo de Coope- 
ración en Materia de Tecnologías de la Información, Indus- 
tria de Software, Equipamiento Informático y Comunicacio- 
nes entre la República Oriental del Uruguay y la República 
Bolivariana de Venezuela, suscrito en la ciudad de Monte- 
video, el 9 de diciembre de 2005. 


En el Preámbulo, las Partes ponen de manifiesto el inte- 
rés compartido de colaborar en la investigación en el sector 
de tecnologías de información y comunicaciones. Asimis- 
mo, retoman lo expresado en el artículo 25 de la Declaración 
Conjunta de 10 de agosto de 2005, en el sentido de promover 
el intercambio científico, tecnológico y de innovación en 
áreas complementarias para ambos Estados, de manera de 
fomentar, entre otros, el fortalecimiento de la industria del 
software, hardware y las telecomunicaciones. 


El Acuerdo de Cooperación que hoy se somete aese Alto 
Cuerpo tiene por objeto, precisamente, el fomento de la 
cooperación en las áreas de tecnologías de información y 
comunicación, la consultoría y asesoría en sectores afines, 
la promoción del desarrollo de la industria del software y el 
intercambio en la infraestructura tecnológica y de teleco- 
municaciones (artículo 1). 


Según el artículo II, el cumplimiento del Acuerdo se 
traducirá en la planificación y ejecución de programas de 
actuación conjunta. En especial, las Partes realizarán estu- 
dios e identificarán proyectos de interés bilateral para la 
transferencia de tecnología; organizarán seminarios, talle- 
res y conferencias sobre temas vinculados, entre otros, a 
las tecnologías de información y comunicación; brindarán 
asesoramiento en la adquisición y transferencia de 
equipamiento informático; intercambiarán conocimientos y 
desarrollarán programas especiales en áreas de interés co- 
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mún. Asimismo, identificarán, propondrán y desarrollarán pro- 
yectos de investigación y buscarán el establecimiento de 
relaciones de trabajo y proyectos de inversión para resolver 
problemas concretos en las materias objeto del Acuerdo. 


Los recursos financieros y de asistencia técnica desti- 
nados a los programas y proyectos que las Partes conven- 
gan en el ámbito del acuerdo, deberán cumplir con las 
normas de cada Estado, teniendo en cuenta las limitaciones 
presupuestarias de sus organismos. Los programas y accio- 
nes que se emprendan y desarrollen conjuntamente por las 
Partes se instrumentarán en convenios específicos, en cada 
uno de los cuales se establecerán los aspectos 
presupuestales y financieros. Dichos acuerdos se conside- 
rarán parte del presente instrumento. A los efectos de hacer 
posible el cumplimiento de los mismos, las Partes podrán 
solicitar subvenciones de otras entidades públicas y priva- 
das y, en caso de ser necesario, podrán concurrir conjunta 
o separadamente a convocatorias públicas de programas 
nacionales o internacionales, para la obtención de recursos 
(artículo III). 


De conformidad con el artículo IV, las Partes acordarán 
las políticas de protección de propiedad intelectual que se 
generen con motivo de la ejecución de este Acuerdo, de 
conformidad con sus legislaciones internas y los Tratados 
Internacionales de los que sean Parte. 


Las Partes convienen la posibilidad de establecer la 
confidencialidad de información, documentación, estudios 
de factibilidad, informes técnicos, memoranda, programas 
de computación o cintas de video, entre otros, que las Partes 
aporten para la ejecución de las actividades que se realicen 
en el marco del presente Acuerdo, en cuyo caso el material 
no podrá ser transmitido a terceros ni podrá ser utilizado 
para otros fines que no sean los objetivos contemplados en 
el Acuerdo, salvo acuerdo de las partes (artículo V). 


Previo a la publicación de la información técnica, legal 
y comercial que derive del cumplimiento del Acuerdo, debe- 
rán protegerse los resultados según la normativa vigente en 
materia de propiedad intelectual. De la misma forma, las 
Partes se comprometen a expresar en la referida publicación, 
que la misma deriva del presente Acuerdo (artículo VI). 


La importancia del Tratado en cuanto a lograr una co- 
operación más efectiva en materia de tecnologías de la 
información, software y comunicaciones, otorga particular 
trascendencia a su entrada en vigencia, para lo cual se 
solicita la correspondiente aprobación parlamentaria. 


El Poder Ejecutivo reitera al señor Presidente de la 
Asamblea General las seguridades de su más alta conside- 
ración. 


Dr. TABARE VAZQUEZ, Presidente de 
la República; Reinaldo Gargano, Da- 
nilo Astori, Jorge Lepra, Jorge Bro- 
vetto. 
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Ministerio de Relaciones Exteriores 
Ministerio de Economía y Finanzas 
Ministerio de Educación y Cultura 
Ministerio de Industria, Energía y Minería 


Montevideo, 26 de julio de 2006. 


PROYECTODELEY 


Artículo Unico.- Apruébase el Acuerdo de Cooperación 
en Materia de Tecnologías de la Información, Industria del 
Software, Equipamiento Informático y Comunicaciones entre 
la República Oriental del Uruguay y la República Bolivariana 
de Venezuela, suscrito en la ciudad de Montevideo, el 9 de 
diciembre de 2005. 


Reinaldo Gargano, Danilo Astori, Jor- 
ge Lepra, Jorge Brovetto. 


ACUERDO DE COOPERACIÓN EN MATERIA DE 

TECNOLOGIAS DE LA INFORMACION, INDUSTRIA DE 

SOFTWARE, EQUIPAMIENTO INFORMATICO Y 

COMUNICACIONES ENTRELA REPUBLICA ORIENTAL 

DELURUGUAY Y LA REPUBLICA BOLIVARIANA DE 
VENEZUELA 


La República Oriental del Uruguay y la República 
Bolivariana de Venezuela deciden suscribir el presente 
Acuerdo de Cooperación en Materia de Tecnologías de 
Información, Industria del Software, Equipamiento 
Informático y Comunicaciones en lo siguientes términos: 


Considerando las excelentes relaciones de amistad y 
cooperación existentes entre las Partes, las que comparten 
el interés de colaborar en actividades de investigación en 
las áreas de tecnologías de información y comunicaciones 
para el desarrollo de sus pueblos y para la disminución de 
la denominada “brecha digital”; 


Tomando en cuenta la Declaración Conjunta suscrito 
entre la República Bolivariana de Venezuela y la República 
Oriental del Uruguay, de fecha 10 de agosto de 2005; 


Teniendo presente el interés de las Partes de fortalecer 
las áreas que contribuyan a la diversificación productiva y 
a los sectores alternativos, aspectos todos recogidos en la 
precitada Declaración Conjunta, que establece en su artícu- 
lo 25, la voluntad de promover el intercambio científico, 
tecnológico y de innovación en áreas complementarias para 
ambos Estados que fomente entre otros el fortalecimiento 
de la industria del software, hardware y telecomunicacio- 
nes; 


Acuerdan: 
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ARTICULO I 


OBJETO 


El presente Acuerdo de Cooperación tiene como objeto 
el fomento de la cooperación en las áreas de tecnologías de 
información y comunicación, la consultoría y asesoría en 
sectores afines, la promoción del desarrollo de la industria 
del software y el intercambio en la infraestructura tecnoló- 
gica y de telecomunicaciones. 


ARTICULO ll 


CONTENIDO Y FINES 


Para el cumplimiento del objeto del presente Acuerdo de 
Cooperación, las Partes dentro del ámbito de sus respecti- 
vas competencias, planificarán y ejecutarán programas de 
actuación conjunta y, en especial procederán a: 


- Latransferencia de tecnología para la cual se proce- 
derá al estudio e identificación de proyectos de 
interés bilateral. 


- Laorganización de seminarios, talleres y conferen- 
cias sobre temas vinculados a las tecnologías de infor- 
mación y comunicación y demás fines de este Acuerdo. 


- El asesoramiento y consulta en la adquisición y 
transferencia de equipamiento informático. 


- Laidentificación, proposición y desarrollo de pro- 
yectos de investigación destinados a promover el 
desarrollo de las áreas referidas en el artículo I del 
presente Acuerdo. 


- Elintercambio de conocimientos y habilitades dentro 
de las ramas de mutuo interés. 


- Eldesarrollo de programas especiales de las áreas de 
interés común, para lo cual conjugarán recursos hu- 
manos, financieros, técnicos, materiales y de pro- 
ducción intelectual. 


- La búsqueda del establecimiento de relaciones de 
trabajo y de proyectos de inversión para la solución 
de problemas concretos, en el ámbito de competencia 
enmarcado en este Acuerdo. 


ARTICULO HI 


DESARROLLO Y EJECUCION DELOS PROGRAMAS 
Y PROYECTOS 


Los recursos financieros y de asistencia técnica desti- 
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nados a los programas y proyectos que las Partes acuerdan 
ejecutar en el ámbito del presente Acuerdo, deberán cumplir 
con la normativa interna de cada Estado, tomando en cuenta 
las limitaciones presupuestales por lo que los mismos esta- 
rán sujetos a la disponibilidad financiera de ambos Organis- 
mos. 


Los programas, planes, proyectos y acciones a empren- 
der y desarrollar conjuntamente, por acuerdo de ambas 
Partes, se establecerán y ejecutarán en sus aspectos con- 
cretos mediante convenios específicos o acuerdos singula- 
rizados, referidos alos fines que se pretendan lograr, en los 
que se definirán los aspectos presupuestarios y financieros 
a que hubiere lugar y se incorporarán al presente documen- 
to como parte del mismo. Para posibilitar la ejecución de 
estos acuerdos, las Partes podrán recabar ayudas, subven- 
ciones y colaboraciones de otras entidades públicas y 
privadas, así como concurrir si fuere necesario, conjunta o 
separadamente a convocatorias públicas de programas 
nacionales e internacionales en solicitud de todo tipo de 
recursos y dotaciones. 


ARTICULO IV 


PROPIEDAD INTELECTUAL 


Las Partes de mutuo acuerdo y de conformidad con sus 
legislaciones internas y las Convenciones Interancionales 
de las cuales sean parte formularán y acordarán las políticas 
de protección de la propiedad intelectual que se generen en 
ocasión de la ejecución del presente Acuerdo. 


ARTICULO V 


CONFIDENCIALIDAD 


A los efectos del presente Acuerdo, podrá establecerse 
que determinada información o documento (manuales, es- 
tudios de factibilidad, informes técnicos, memoranda, pro- 
gramas de computación y cintas de video, entre otras, que 
las Partes proporcionarán a fin de ejecutar sus actividades 
en el marco del presente Acuerdo podrá ser considerada 
confidencial y no podrá ser transmitida a ningún tercero, ya 
se trate de personas naturales o jurídicas, no podrá ser 
usada para otro fin que no sea el de los objetivos contem- 
plados en este documento, salvo si lo acuerdan las Partes. 
La información que se considera confidencial deberá estar 
claramente identificada como tal. 
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ARTICULO VI 


PROTECCION DELOS RESULTADOS 


Las Partes acuerdan que la publicación de toda aquella 
información técnica, legal y comercial derivada del cumpli- 
miento del objeto del presente Acuerdo, será efectuada 
previa conformidad de las Partes, una vez protegidos los 
resultados conforme a la normativa vigente en materia de 
propiedad intelectual. Igualmente, se compromete aexpre- 
saren toda publicación que la misma deriva del Acuerdo de 
Cooperación en materia de Tecnologías de Información, 
Industria de Software, Equipamiento Informático y Comu- 
nicaciones entre la República Oriental del Uruguay y la 
República Bolivariana de Venezuela. 


ARTICULO VU 


DURACION DEL ACUERDO 


El presente Acuerdo entrará en vigor a partir de la fecha 
de la última comunicación mediante la cual las Partes se 
notifiquen el cumplimiento de los requisitos constituciona- 
les y legales internos para tal fin y permanecerá vigente por 
un período de dos (2) años y se prorrogará automáticamente 
por iguales plazos, previa evaluación de los resultados 
obtenidos, a menos que cualquiera de las Partes notifique 
por Nota a la otra su voluntad de ponerle término, con una 
antelación de seis (6) meses a la fecha de expiración del 
período inicial o de sus prórrogas. 


La terminación de este Acuerdo no implicará la finaliza- 
ción de los proyectos específicos en ejecución, que se 
hubieren originado al amparo del mismo, a menos que 
expresamente las Partes acuerden lo contrario. 


ARTICULO VII 


CONTROVERSIAS 


En caso de controversias con motivo de la interpreta- 
ción o aplicación del presente Acuerdo, éstas se resolverán 
por las Partes por vía diplomática. 


Suscrito en Montevideo, a los nueve días del mes de 
diciembre de 2005 en dos ejemplares de idéntico tenor, 
siendo igualmente auténticos. 
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Comisión de 
Asuntos Internacionales 


INFORME 
Al Senado: 


La Comisión de Asuntos Internacionales ha considera- 
do el proyecto de ley enviado por el Poder Ejecutivo me- 
diante el cual se propone la aprobación del Acuerdo de 
cooperación en materia de tecnologías de la información, 
industria del software, equipamiento informático y comuni- 
caciones, suscrito entre nuestro país y la República de 
Venezuela en fecha 9 de diciembre de 2005. 


El instrumento a estudio tiene por objeto promover el 
intercambio científico, tecnológico y de innovación en con- 
sonancia con lo expuesto en el artículo 25 de la Declaración 
Conjunta realizada por ambos países el 10 de agosto de 
2005. 


En su artículo I se establece el objeto del acuerdo 
firmado, que es la cooperación en las áreas de tecnologías 
de información y comunicación, la consultoría y asesoría en 
sectores afines, la promoción del desarrollo de la industria 
del software y el intercambio en la infraestructura tecnoló- 
gica y de telecomunicaciones. El artículo Il detalla conteni- 
do y fines, mientras que el siguiente (el III) expresa la forma 
de desarrollo y ejecución de los programas y proyectos 
alcanzados por el Acuerdo. 


De acuerdo al contenido del artículo IV la política de 
protección de la propiedad intelectual que se puedan gene- 
rar con motivo de la ejecución del Acuerdo, se acordará 
entre los firmantes respetando sus legislaciones internas y 
los Tratados Internacionales previamente firmados. 


Las partes -en el artículo V- se reconocen el derecho a 
establecer la confidencialidad del material de cualquier tipo 
que se aporte para la ejecución de actividades que se 
enmarquen en este Acuerdo. El Art. VI refiere a la protec- 
ción de los resultados, y el siguiente a la duración del 
acuerdo, su prórroga automática y el mecanismo para esta- 
blecer su finalización. El último artículo (el VIII) refiere a la 
solución de las controversias que pudieren surgir, estable- 
ciendo la vía diplomática para su resolución. 


Considerando que la temática del acuerdo es de crecien- 
te importancia en el mundo moderno, esta Comisión sugiere 
al Senado de la República la aprobación del proyecto de ley 
a estudio. 


Sala de la Comisión, 22 de marzo de 2007. 


Rafael Michelini, Miembro Informan- 
te; Sergio Abreu, Carlos Baráibar, 
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Alberto Couriel, Luis Alberto Heber, 
José Korzeniak, Jorge Larrañaga, 
Enrique Rubio. Senadores.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 
(Se lee) 
- En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor Senador 
Korzeniak. 


SEÑOR KORZENIAK.- Señor Presidente: se trata de un 
Acuerdo de Cooperación en materia de tecnologías de la 
información y comunicación. Contempla todos los aspec- 
tos vinculados a estos temas, tales como consultorías, 
asesorías, promoción del desarrollo de la industria del 
software e intercambio en la infraestructura tecnológica y 
de telecomunicaciones. 


En cierto modo, este Tratado tiene una finalidad 
exploratoria -digo esto teniendo en cuenta la terminología 
más moderna-, porque prevé la posibilidad de que se 
realicen talleres, conferencias, seminarios y reuniones a 
efectos de ir detectando en qué puntos se puede ir avanzan- 
do en esta tecnología. 


Los programas que las partes conjuntamente desarro- 
llen tendrán que ser instrumentados en convenios especí- 
ficos, tal como hoy se estaba reclamando en ocasión de 
analizar otro Tratado marco. Estamos considerando, preci- 
samente, un Acuerdo marco, un Acuerdo exploratorio. Los 
grupos mixtos de trabajo irán detectando aquellas áreas en 
las que se puede progresar más. También se establece que 
habrá una coordinación de políticas de protección para la 
propiedad intelectual, tema complejo sobre el que siempre 
es bueno compartir experiencias con otros países y buscar 
la posibilidad de que las mismas se desarrollen dentro de los 
parámetros más modernos. 


El Tratado, repito, tiene un carácter marco y exploratorio. 
Tendrá que ser objeto de desarrollo de Tratados específi- 
cos en cada uno de los temas posibles, todos vinculados a 
la información y ala comunicación. Algunos de esos temas 
ya han tenido cierta concreción en Acuerdos entre Uruguay 
y Venezuela. Por ejemplo, se aprobó un Tratado -este tema 
fue muy discutido en este ámbito- por el cual Uruguay 
adhirió y tiene un 10% de posibilidades de uso -una vez que 
se ponga en práctica- de un canal de alcance muy amplio, 
que es Telesur. Se trata de un canal con sede en Venezuela. 
La parte del capital correspondiente a Uruguay fue puesta 
por ese país, pero nosotros pagamos la suscripción del 10% 
mediante preparación de materiales y personas que tengan 
experiencia, precisamente, en materia televisiva y de comu- 
nicaciones. A partir de ello, que constituye una experiencia 
sobre un punto concreto, y se espera que a través de un 
Acuerdo marco se puedan ir detectando otros aspectos 
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sobre los que posteriormente se celebrarán Tratados espe- 
cíficos. 


Es por lo expuesto que aconsejamos al Cuerpo la apro- 
bación de este proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sino se hace uso de la palabra, 
se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota:) 

-22en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En discusión particular. 

Léase el artículo único. 

(Selee:) 

SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 


“Artículo Unico.- Apruébase el Acuerdo de Coopera- 
ción en Materia de Tecnologías de la Información, Industria 
de Software, Equipamiento Informático y Comunicaciones 
entre la República Oriental del Uruguay y la República 
Bolivariana de Venezuela, suscrito en la ciudad de Monte- 
video, el 9 de diciembre de 2005”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-22en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comunicará 
a la Cámara de Representantes. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado, por 
ser igual al considerado) 


24) ACUERDO PARA LA CREACION DE LA VISA 
MERCOSUR SUSCRITO EN LA CIUDAD DE MON- 
TEVIDEO, EL 16 DE DICIEMBRE DE 2003 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado pasa a considerar el 
asunto que figura en el lugar decimotercero del Orden del 
Día: “Proyecto de ley por el que se aprueba el Acuerdo para 
la creación de la “Visa MERCOSUR”, suscrito en Mon- 
tevideo, el 16 de diciembre de 2003 (Carp. N* 426/05 - Rep. 
N* 435/07)”. 


(Antecedentes:) 
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“Carp. N*426/05 
Rep. N*435/07 


CAMARA DE REPRESENTANTES 


La Cámara de Representantes de la República Oriental 
del Uruguay, en sesión de hoy, ha sancionado el siguien- 
te 


PROYECTODELEY 


Artículo Unico.- Apruébase el Acuerdo para la creación 
de la “Visa MERCOSUR”, hecho en la ciudad de Montevi- 
deo, el 16 de diciembre de 2003. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en 
Montevideo, a 8 de diciembre de 2005. 


Beatriz Argimón 
1? Vicepresidenta 


Marti Dalgalarrondo Añón 
Secretario. 
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Al Senado: 


El Poder Ejecutivo ha enviado para la aprobación de este 
Cuerpo el Acuerdo para la creación de la Visa MERCOSUR, 
suscrito en la ciudad de Montevideo, el 16 de diciembre de 
2003. 


Este Acuerdo fue aprobado por el Consejo Mercado Co- 
mún, a instancias de proyecto presentado por Grupo de 
Servicios del MERCOSUR, de acuerdo a la Resolución 
36/00 del Grupo Mercado Común, cuyo artículo 4 instruyó 
al Grupo de Servicios a elaborar los términos de referencia 
para la negociación de la normativa MERCOSUR, aplicable 
a la libre circulación de personas físicas proveedoras de 
servicios. 


De acuerdo al preámbulo del Acuerdo, este se enmarca 
dentro del objetivo de implementar políticas de libre cir- 
culación de personas en el MERCOSUR, tal como lo dis- 
pone el Artículo 1 del Tratado de Asunción al señalar: 
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“Este Mercado Común implica: La libre circulación de 
bienes, servicios y factores productivos entre los paí- 


” 


ses, .... 


Desde sus inicios el MERCOSUR tuvo en su agenda la 
discusión e ¡implementación de normas referidas alas migra- 
ciones laborales, destacándose al respecto en primer lugar 
ala Declaración Sociolaboral del MERCOSUR de 1998, la 
cual estipula en su Artículo 4, que todo trabajador migrante 
independiente de su nacionalidad tiene “derecho a ayuda, 
información, protección eigualdad de derechos y condicio- 
nes de trabajo reconocidos a los nacionales del país en que 
estuviera ejerciendo actividades...”. 


También se destaca en este camino, la firma del Conve- 
nio Multilateral de Seguridad Social de 1997, y la sanción en 
el año 2001 (a partir de una recomendación de la Comisión 
Sociolaboral) por parte del Grupo Mercado Común, de la 
Recomendación 59/00, sobre Formación Profesional, desti- 
nada a establecer la igualdad de trato de las calificaciones 
profesionales de todos los trabajadores del MERCOSUR, 
en especial trabajadores migrantes. 


En la misma dirección es que en diciembre de 2002 se 
firman los Acuerdos de Residencia y Regularización 
Migratoria los que garantizan la libre residencia de los 
nacionales de los países signatarios en cualquiera de los 
otros, y la regularización de los actuales migrantes y sus 
familiares, estableciéndose una nueva política regional en 
materia de circulación de personas. 


Finalmente vale destacar la Resolución sobre Formación 
Profesional, y la Decisión 48/00 “Acuerdo sobre Exención 
de Visas entre los Estados Partes del MERCOSUR”, cons- 
tituyendo este último el antecedente inmediato del Acuerdo 
en consideración. 


Si bien el Acuerdo para la creación de la Visa del 
MERCOSUR, está dirigido a ciertos prestadores de servi- 
cios, no por ello debe dejar de reconocerse su importancia 
en la persecución del objetivo de lograr una “libre circula- 
ción de factores productivos” en la región tal como lo 
dispone el Art. 1 del Tratado de Asunción. 


Análisis del Acuerdo 


El objetivo de este Acuerdo es contribuir a la 
implementación de políticas de libre circulación de perso- 
nas en el MERCOSUR, facilitando en particular la circula- 
ción temporal de personas físicas prestadores de servicios 
en el MERCOSUR. 


Para ello el Acuerdo consta de un preámbulo y 10 ar- 
tículos. 


En el artículo 1 se hace una enumeración taxativa 
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de a quiénes se aplica el Acuerdo (prestadores de servi- 
cios). 


Seguidamente, en el artículo 2 se establecen las condi- 
ciones y características de la “Visa MERCOSUR”, determi- 
nando a quiénes se le exigirá esta Visa: A las personas 
físicas nacionales, prestadoras de servicios de cualquiera 
de los Estados Partes que soliciten ingresar con intención 
de prestar temporalmente servicios en el territorio de una de 
las partes. La persona deberá tener un contrato para reali- 
zar tales actividades, y las estadías podrán tener una dura- 
ción máxima de dos años prorrogables por igual plazo, 
teniendo la Visa vigencia por el plazo de duración del 
contrato, no sobrepasando nunca los límites temporales 
establecidos. 


El artículo 3 establece los Requisitos para el Pedido, 
Concesión y Prórroga de la “Visa MERCOSUR”, desta- 
cándose la necesidad de la presentación para la con- 
cesión de la misma del contrato de prestación de servi- 
cios. 


Se buscará que los plazos así como los costos para la 
obtención de la Visa sean los menores posibles, procurando 
una armonización entre las diferentes Oficinas Consulares, 
en donde se realizarán la totalidad de los trámites (artículos 
4 y 5). 


Existe una obligación de registro por parte de los bene- 
ficiarios del acuerdo ante la autoridad gubernamental com- 
petente del Estado receptor, así como la obligación del 
cumplimiento de las demás leyes y reglamentos en materia 
migratoria, control de los oficios o profesionales reglamen- 
tadas, así como de seguridad social y tributaria, vigentes en 
ese Estado (artículos 6 y 7). Asimismo el beneficiario no 
podrá realzar ninguna actividad distinta de aquella para la 
cual fue autorizado (artículo 9). 


Finalmente el artículo 8 establece una serie de definicio- 
nes a los fines del texto. 


Es por consiguiente que, entendiendo que el Acuerdo en 
consideración constituye a reafirmar los objetivos del 
MERCOSUR, siendo de utilidad para los prestadores de 
servicios dentro del MERCOSUR, y por considerarlo de 
interés para la República, se recomienda: 


La Aprobación del Acuerdo para la Creación de la Visa 
MERCOSUR. 


Sala de la Comisión, 29 de marzo de 2007. 


Luis Alberto Heber, Miembro Informan- 
te; Washington Abdala, Sergio Abreu, 
Carlos Baráibar, José Bentancor, José 
Korzeniak, Rafael Michelini. Senado- 
res. 
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Ministerio de Relaciones Exteriores 
Ministerio del Interior 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 


Montevideo, 24 de octubre de 2005. 


Señor Presidente de la 
Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese 
Cuerpo, a fin de someter a su consideración, de conformi- 
dad con lo dispuesto por los artículos 85, numeral 7 y 168, 
numeral 20 de la Constitución de la República, el adjunto 
proyecto de ley por el cual se aprueba el Acuerdo para la 
creación de la “Visa MERCOSUR”, suscripto en la ciudad de 
Montevideo, el 16 de diciembre de 2003. 


Este Acuerdo consta de un preámbulo y diez artículos. 
Los Estados signatarios son los cuatro países miembros 
plenos del MERCOSUR. 


En el artículo primero se establece a quiénes se aplica 
este Acuerdo. Su intención es amparar a los prestadores de 
servicios enumerados en el artículo primero. Se entiende 
que dicha enumeración es taxativa. En rigor, parecería por 
su amplitud que no excluiría a ningún prestador de servi- 
cios. 


En el artículo segundo se establece las condiciones y 
características de la “Visa MERCOSUR”. Se exigirá la Visa 
MERCOSUR alas personas físicas nacionales, prestadoras 
de servicios de cualquiera de los Estados Partes, menciona- 
dos en el Artículo 1, que soliciten ingresar, con intención 
de prestar, temporalmente, servicios en el territorio de una 
de las Partes bajo contrato para la realización de actividades 
remuneradas (en adelante “contrato”) en el Estado Parte de 
origen o en el Estado Parte receptor, para estadías de hasta 
2 (dos) años, prorrogables una vez por igual período, hasta 
un máximo de 4 (cuatro) años, contados a partir de la fecha 
de entrada en el territorio del Estado Parte receptor. 


La “Visa MERCOSUR” tendrá una vigencia vinculada a 
la duración del contrato, respetando el límite temporal máxi- 
mo fijado en el párrafo anterior. 


El artículo tercero se refiere a los requisitos para el 
Pedido, la Concesión y la Prórroga de la “Visa MERCOSUR”. 


Las Partes del presente Acuerdo procurarán armonizar 
tanto los costos, que deberán ser lo menos onerosos posi- 
ble, como los plazos, que deberán ser lo más breves posible, 
para el otorgamiento de la “Visa MERCOSUR” (artículo 4). 


A los efectos del otorgamiento de la “Visa MERCOSUR”, 
la totalidad de los trámites se efectuará en la Oficina Con- 
sular que tenga jurisdicción sobre el lugar de residencia del 
interesado (artículo 5). 
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En el artículo sexto, se establece la obligatoriedad del 
registro por parte de los beneficiarios del presente Acuerdo 
ante la autoridad gubernamental competente del Estado 
Parte receptor. 


La concesión de la “Visa MERCOSUR”, no exime asus 
beneficiarios del cumplimiento de las demás leyes y regla- 
mentos en materia migratoria vigentes en cada Estado Parte, 
concernientes al ingreso, la permanencia y la salida de los 
respectivos Estados Parte (artículo 7). Tampoco exime a sus 
beneficiarios del cumplimiento de las leyes y reglamentos 
de control de los oficios o profesiones reglamentadas, 
cuyas normas deberán ser respetadas en su ejercicio. Asi- 
mismo, no quedan eximidos del cumplimiento de las demás 
leyes y reglamentos en materia laboral, así como de seguri- 
dad social y tributaria. 


El artículo 8 se refiere a las definiciones a los fines del 
texto. 


Por último, en el artículo 9 se establece que el beneficia- 
rio de la “Visa MERCOSUR” no podrá ejercer ninguna 
actividad distinta de aquella para la cual fue autorizado, 
bajo pena de cancelación de la Visa y deportación. La “Visa 
MERCOSUR” será cancelada en caso de que el beneficiario 
incurra en las causas de inhabilitación previstas en las 
respectivas legislaciones nacionales. 


En la seguridad de que el presente Acuerdo será de 
utilidad a los prestadores de servicios dentro del 
MERCOSUR, el Poder Ejecutivo solicita a ese Alto Cuerpo 
la correspondiente aprobación parlamentaria. 


El Poder Ejecutivo reitera al señor Presidente de la 
Asamblea General las seguridades de su más alta conside- 
ración. 


RODOLFO NIN NOVOA, Vicepresi- 
dente de la República en ejercicio de la 
Presidencia; Reinaldo Gargano, Eduar- 
do Bonomi, José Díaz. 


Ministerio de Relaciones Exteriores 
Ministerio del Interior 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 


Montevideo, 24 de octubre de 2005. 


PROYECTODELEY 


Artículo Unico.- Apruébase el Acuerdo para la creación 
de la “Visa MERCOSUR”, hecho en la ciudad de Montevi- 
deo, el 16 de diciembre de 2003. 


Reinaldo Gargano, Eduardo Bonomi, 
José Díaz. 
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MERCOSUR MERCOSUL 


ACUERDO PARA LA CREACIONDE LA 
“VISA MERCOSUR” 


La República Argentina, la República Federativa del 
Brasil, la República del Paraguay y la República Oriental del 
Uruguay, Estados Partes del MERCOSUR, 


VISTO el Protocolo de Montevideo sobre el Comercio de 
Servicios; 


CONSIDERANDO el objetivo de implementar políticas 
de libre circulación de personas en el MERCOSUR, tal como 
lo dispone el Artículo 1 del Tratado de Asunción; 


RECONOCIENDO que la globalización y el proceso de 
integración regional generaron nuevas y desafiantes carac- 
terísticas del comercio de servicios, resultando en un cre- 
cimiento de las relaciones de comercio y servicios entre los 
Estados Parte; 


DESEANDO facilitar la circulación temporal de personas 
físicas prestadoras de servicios en el MERCOSUR; 


RESUELVEN establecer reglas comunes para el movi- 
miento temporal de personas físicas prestadoras de servi- 
cios del MERCOSUR y 


ACUERDAN: 


Artículo 1 
Aplicación 


El presente Acuerdo se aplica a gerentes y directores 
ejecutivos, administradores, directores, gerentes-delega- 
dos o representantes legales, científicos, investigadores, 
profesores, artistas, deportistas, periodistas, técnicos, al- 
tamente calificados o especialistas, profesionales de nivel 
superior. 


Artículo 2 
De la VISA 


1. Seexigirá la “Visa MERCOSUR” a las personas físi- 
cas, nacionales, prestadoras de servicios de cualquiera de 
los Estados Partes, mencionados en el Artículo 1, que 
soliciten ingresar, con intención de prestar, temporalmente, 
servicios en el territorio de una de las Partes bajo contrato 
para la realización de actividades remuneradas (en adelante 
“contrato”) en el Estado Parte de origen o en el Estado Parte 
receptor, para estadías de hasta 2 (dos) años, prorrogables 
una vez por igual período, hasta un máximo de 4 (cuatro) 
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años, contados a partir de la fecha de entrada en el territorio 
del Estado Parte receptor. 


2. La “Visa MERCOSUR” tendrá una vigencia vincula- 
da a la duración del contrato, respetando el límite temporal 
máximo fijado en el párrafo anterior; 


3. La concesión de la “Visa MERCOSUR” no estará 
sometida a ninguna prueba de necesidad económica ni a 
cualquier autorización previa de naturaleza laboral y estará 
exenta, de cualquier requisito de proporcionalidad en mate- 
ria de nacionalidad y de paridad de salarios. 


4. La “Visa MERCOSUR” dará derecho a múltiples en- 
tradas y salidas. 


Artículo 3 
Delos requisitos para el Pedido, la Concesión y la 
Prórroga de la “Visa MERCOSUR” 


1. Para la concesión de la “Visa MERCOSUR”, las Au- 
toridades Nacionales competentes para la emisión de Visas 
exigirán de los beneficiarios de este Acuerdo los siguientes 
documentos: 


a) pasaporte válido y vigente; 
b) certificado de nacimiento debidamente legalizado; 


c) contrato, en el que consten: informaciones sobre la 
empresa contratante; la función que el prestador de 
servicios va a ejercer; el tipo, la duración y las 
características de prestación del servicio a ser reali- 
zado; 


d 


=— 


certificado de antecedentes penales emitido por la 
autoridad competente del país donde residiera debi- 
damente legalizado; 


e 


=— 


certificado de salud vigente del Estado Parte de 
origen debidamente legalizado; 


f) currículum vitae; 


g) cuando corresponda, el comprobante de pago de la 
tasa respectiva. 


2. Alosefectos de la prórroga de la “Visa MERCOSUR”, 
los beneficiarios del presente Acuerdo, deberán presentar- 
se ante la autoridad nacional competente en materia 
migratoria, munidos de los siguientes documentos: 


a) pasaporte válido y vigente; 


b) el nuevo contrato con la misma empresa o la prórroga 
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del contrato inicial, en el cual consten informaciones 
sobre la empresa contratante; la función que el 
prestador de servicios va a ejercer; el tipo, la dura- 
ción y las características de la prestación del servicio 
a ser realizada; 


c) los recibos de sueldo u honorarios correspondientes 
al período trabajado; 


d) certificados negativos de antecedentes penales y 
civiles emitidos por las autoridades nacionales com- 
petentes del Estado Parte receptor y del Estado Parte 
de origen, debidamente legalizados. 


e) certificado de salud vigente otorgado en el Estado 
Parte receptor. 


f) cuando corresponda, el comprobante de pago de la 
tasa respectiva. 


Artículo 4 
De la Armonización de los Costos y de los Plazos 


Las Partes del presente Acuerdo procurarán armonizar 
tanto los costos, que deberán ser lo menos onerosos posi- 
ble, como los plazos, que deberán ser lo más breve posible, 
para el otorgamiento de la “Visa MERCOSUR”. 


Artículo 5 
De los trámites 


Alos efectos del otorgamiento de la “Visa MERCOSUR”, 
la totalidad de los trámites se efectuará en la Oficina Con- 
sular que tenga jurisdicción sobre el lugar de residencia del 
interesado. 


Artículo 6 
Del Registro de las Autoridades Nacionales 


1. Munidos del contrato y en posesión de la “Visa 
MERCOSUR”, los beneficiarios del presente Acuerdo de- 
berán presentarse ante la autoridad gubernamental compe- 
tente del Estado Parte receptor a efectos de su registro. 
Idéntico procedimiento deberá cumplirse en ocasión de la 
prórroga de la “Visa MERCOSUR”. 


2. El mencionado registro se realizará al solo efecto de 
poner en conocimiento de las autoridades nacionales com- 
petentes de la condición de beneficiario del presente Acuer- 
do. 


Artículo 7 
De las demás obligaciones 


1. Laconcesión de la “Visa MERCOSUR”, en los térmi- 
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nos definidos en este Acuerdo, no exime a sus beneficiarios 
del cumplimiento de las demás leyes y reglamentos en 
materia migratoria vigentes en cada Estado Parte, concer- 
nientes al ingreso, la permanencia y la salida de los respec- 
tivos Estados Parte. 


2. Laconcesión de la “Visa MERCOSUR”, en los térmi- 
nos definidos en este Acuerdo, no exime asus beneficiarios 
del cumplimiento de las leyes y reglamentos de control de 
los oficios o profesiones reglamentadas, cuyas normas 
deberán ser respetadas en su ejercicio. 


3. Laconcesión de la “Visa MERCOSUR”, en los térmi- 
nos definidos en este Acuerdo, no exime asus beneficiarios 
del cumplimiento de las demás leyes y reglamentos en 
materia de seguridad social y tributaria. 


4. Laconcesión de la “Visa MERCOSUR”, en los térmi- 
nos definidos en este Acuerdo, no exime a sus beneficiarios 
del cumplimiento de las demás leyes y reglamentos en 
materia laboral vigentes en cada Estado Parte. 


Artículo 8 
De las definiciones 


A los fines de este texto: 


a) “Prestación de servicios” Incluye la producción, 
distribución, comercialización, venta y entrega de 
servicios, excepto los servicios prestados en el ejer- 
cicio de facultades gubernamentales; 


b) “Prestar temporalmente servicios” Implica compro- 
bar que la prestación de un servicio tendrá un plazo 
de duración predeterminado, que podrá, de ser nece- 
sario, alterarse, respetados los límites temporales 
máximos establecidos en el presente Acuerdo; 


c) “Artista” es la persona que, en su actividad habitual, 
componga, escrita, adapte, produzca, dirija o inter- 
prete poesía, ensayos, novelas, obras de carácter 
musical, de danza, teatrales, cinematográficas, pro- 
gramas de radio y/o televisión, actúe en espectácu- 
los circenses y de variedades o de cualquier otra 
índole destinada a la recreación pública. También se 
entenderá como tales alos auxiliares de las personas 
mencionadas. Serán considerados artistas, además, 
quienes creen o ejecuten obras de arte, de escultura, 
pintura, diseño, artes gráficas o fotografía con la 
finalidad de ilustración, decoración o publicidad y 
sus respectivos auxiliares; 


d) “Deportista” es la persona que en su actividad, me- 
dio o forma de vida habituales participe de competen- 
cias o pruebas deportivas, sea como jugador, auxiliar 
de juego, o atleta y aquel que lo entrene o lo prepare. 
También será así considerado aquel que ingrese al 
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Estado Parte para desarrollar actividades de capaci- 
tación y estudios relacionados con el deporte; 


e) “Profesor” es la persona que, contando con una 
capacitación especial, realice de la docencia una 
actividad habitual o aquél que, sin poseer título 
docente, dicte seminarios, cursos o conferencias; 


f) “Periodista” es la persona que tenga al periodismo 
escrito, oral o televisivo como su actividad habitual; 


g) “Científico” es la persona que por su actividad ha- 
bitual es reconocida como especialista en una cien- 
cia; 


h) “Investigador” es la persona que realiza investiga- 
ciones en la concepción y creación de nuevos cono- 
cimientos, productos, procesos, métodos y siste- 
mas, así como en la gestión de los respectivos pro- 
yectos; 


1) “Gerente Ejecutivo o Director Ejecutivo” es la perso- 
na que gerencia, dirige o administra negocios, bienes 
o servicios propios o de otros; 


Jj) “Representante Legal, Director, Administrador o Ge- 
rente Delegado” entre otras, son las personas que 
tienen poderes de representación en una empresa, 
respondiendo jurídicamente por la misma, teniendo 
designación y nominación a través del contrato so- 
cial de la empresa; 


k) “Técnicos altamente calificados o Especialistas”, 
son las personas naturales, con nivel de instrucción 
medio, sea secundario o técnico y titulares de diplo- 
mas otorgados por una entidad de capacitación pro- 
fesional, que poseen todos los documentos necesa- 
rios, debidamente válidos para el ejercicio profesio- 
nal en el Estado Parte de origen. Pueden ser igual- 
mente personas dentro de una empresa u organiza- 
ción que posean conocimientos profesionales de 
nivel avanzado y conocimientos de la organización 
de servicios, de técnicas de investigación en equipo 
o de la gerencia. Pueden ser incluidos en esa catego- 
ría los profesionales independientes; 


3) “Profesional de nivel superior” es la persona natural, 
titular de diploma de cualquier curso superior reco- 
nocido por las autoridades gubernamentales compe- 
tentes del Estado Parte de origen, que posee todos 
los documentos necesarios debidamente válidos, pa- 
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ra el ejercicio profesional en el Estado Parte de ori- 
gen; 


m) “Contrato” para la realización de actividades remu- 
neradas es un acuerdo de voluntades que tiene co- 
mo contenido o elemento objetivo, la relación con- 
tractual establecida entre contratante y contra- 
tado. 


n) “Nacionales” son los ciudadanos nativos, naturales, 
naturalizados, legales o por opción. 


Artículo 9 
De las Penalidades 


1. El beneficiario de la “Visa MERCOSUR”, no podrá 
ejercer ninguna actividad distinta de aquella para la cual fue 
autorizado, bajo pena de cancelación de la Visa y deporta- 
ción. 


2. La “Visa MERCOSUR” será cancelada en caso de que 
el beneficiario incurra en las causas de inhabilitación pre- 
vistas en las respectivas legislaciones nacionales. 


Artículo 10 
De la entrada en Vigencia y de la Ratificación 


1. El presente Acuerdo entrará en vigencia 30 días 
después del depósito de los instrumentos de ratificación 
por los cuatro Estados Partes. Antes de su entrada en 
vigencia, los Estados Partes que lo hayan ratificado podrán 
mediante cambio de Notas, dar inicio a su aplicación recí- 
procamente. 


2. La República del Paraguay será la depositaria del 
presente Acuerdo y de los Instrumentos de ratificación, y 
enviará copias debidamente autenticadas a los demás Esta- 
dos Partes. 


3. La República del Paraguay notificará a los demás 
Estados Partes de la fecha de entrada en vigor del presente 
Acuerdo y de la fecha de depósito de los instrumentos de 
ratificación. 


Hecho en la ciudad de Montevideo, República Oriental 
del Uruguay, alos 18 días del mes de diciembre de 2003, en 
un ejemplar original, en los idiomas español y portugués, 
siendo ambos textos igualmente auténticos. 
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Comisión de 
Asuntos Internacionales 


ACTA N*51 


En Montevideo, el veintinueve de marzo del año dos mil 
siete, ala hora diecisiete y diez minutos se reúne la Comisión 
de Asuntos Internacionales de la Cámara de Senadores. __ 
Asisten sus miembros los señores Senadores Washington 
Abdala, Carlos Baráibar, José Bentancor, Luis Alberto Heber, 
José Korzeniak y Rafael Michelini. _______________ 
Faltan con aviso los señores Senadores Alberto Couriel y 
Jorge Larrañaga. 
Preside el señor Senador Sergio Abreu, Presidente de la 
COMISIÓOM:. the ata y A In, des be A id 
Actúan en Secretaría el señor Secretario de Comisión Julio 
Durán y el funcionario señor Fabio Rodríguez._________ 
De lo actuado se tomó versión taquigráfica cuya copia 
dactilográfica luce en el Distribuido N* 1552/2006 que forma 
parte integrante de la presente Acta. ________________ 
Abierto el acto, se pasa a considerar el 
ORDEN DEL DIA: 


1.1.- CARPETAN*767/2007. ACUERDO MARCO CON EL 
NORDIC INVESTMENT BANK, SUSCRITO EN HELSINKI, 
FINLANDIA, EL 1? DE AGOSTO DE 2006. Proyecto de ley 
aprobado por la Cámara de Representantes Mensaje y Pro- 
yecto de Ley del Poder Ejecutivo. Antecedentes y Texto del 
Acuerdo. Distribuido N* 1537/2007. 
Se adjudica para su estudio al señor Senador Carlos Baráibar. 
1.2.- CARPETA N*768/2007. ACUERDO DECOOPERA- 
CIONCONLA REPUBLICA BOLIVARIANA DE VENEZUE- 
LAENELCAMPO DELA SALUD Y LA MEDICINA, SUS- 
CRITOENLA CIUDAD DECARACAS, EL 14DEMARZO 
DE 2006. Proyecto de ley aprobado por la Cámara de Re- 
presentantes. Mensaje y proyecto de ley del Poder Ejecu- 
tivo. Antecedentes y Texto del Acuerdo. Distribuido 
NTIIS/200 40 o e A a 
Se adjudica para su estudio al señor Senador José Bentancor. 
1.3.- Elseñor Senador Luis Alberto Heber informa y entre- 
ga ala Mesa un proyecto de resolución para la reglamenta- 
ción de los Grupos de Amistad Parlamentaria a estudio de 
la Comisión de Asuntos Internacionales de la Cámara de 
Representantes. 
El señor Presidente solicita se distribuya y se realicen las 
gestiones correspondientes para su tratamiento en forma 
coordinada. 


2.1.- CARPETA N*426/2005. ACUERDOPARA LA CREA- 
CIONDELA VISA MERCOSUR SUSCRITOENLA CIUDAD 
DE MONTEVIDEO, EL 16 DEDICIEMBRE DE 20093. Proyec- 
to de ley aprobado por la Cámara de Representantes. Men- 
saje y proyecto de ley del Poder Ejecutivo. Distribuido 
N*633/2009 >. 4222222 its 
Informa sobre el referido Acuerdo el señor Senador Luis 
Alberto Heber. 
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2.2.- CARPETA N*514/2006. ACUERDO RELATIVO A LA 
PARTE XIDELA CONVENCION DELAS NACIONES UNI- 
DAS SOBREEL DERECHO DELMAR DE 1I0DE DICIEMBRE 
DE 1982, SUSCRITO EL 29 DEJULIO DE 1994, ENLA SEDE 
DELA ORGANIZACION DELAS NACIONES UNIDAS, EN 
NUEVA YORK. Proyecto de ley aprobado por la Cámara de 
Representantes. Mensaje y proyecto de ley del Poder Eje- 
cutivo. Texto del Acuerdo. Distribuido N*893/2006.____ 
Informa sobre el referido Acuerdo el señor Senador Sergio 
Abreu. 


1.- CARPETA N* 426/2005. ACUERDO PARA LA CREA- 
CION DELA VISA MERCOSUR SUSCRITO EN LA CIUDAD 
DEMONTEVIDEO, EL 16 DE DICIEMBRE DE 2003. Proyec- 
to de ley aprobado por la Cámara de Representantes. Men- 
saje y proyecto de ley del Poder Ejecutivo. Distribuido 
N* 653/2005. 


Se designa Miembro Informante en forma escrita al señor 
Senador Luis Alberto Heber. 
2.2.- CARPETA N*514/2006. ACUERDO RELATIVO A LA 
PARTE XIDELA CONVENCION DELAS NACIONES UNI- 
DAS SOBREEL DERECHO DELMAR DE 1I0DE DICIEMBRE 
DE 1982, SUSCRITO EL 29 DEJULIO DE 1994, ENLA SEDE 
DELA ORGANIZACIÓN DELAS NACIONES UNIDAS, EN 
NUEVA YORK. Proyecto de ley aprobado por la Cámara de 
Representantes. Mensaje y proyecto de ley del Poder Eje- 
cutivo. Texto del Acuerdo. Distribuido N*893/2006._____ 
Se vota: 6en6. AFIRMATIVA. Unanimidad._________ 
Se designa Miembro Informante en forma escrita al señor 
Senador Sergio Abreu. 
A la hora diecisiete y treinta y cinco minutos, se levanta la 
SESTÓN y e a 


Para constancia se labra la presente Acta que, una vez 
aprobada firman el señor Presidente y el señor Secretario. 


Sergio Abreu 
Presidente 


Julio Durán 
Secretario.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 
(Se lee) 
- En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor Senador 
Heber. 


SEÑOR HEBER.- Señor Presidente: el Senado está con- 
siderando el proyecto de ley relativo al Acuerdo para la 
creación de la “Visa MERCOSUR”, suscrito en la ciudad de 
Montevideo el 16 de diciembre de 2003. Este Tratado fue 
ratificado por esta Administración y su objetivo es contri- 
buir ala implementación de políticas de libre circulación de 
personas en el MERCOSUR, facilitando en particular la 
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circulación temporal de las personas físicas prestadoras de 
servicios. Para ello, el Acuerdo consta de un preámbulo y 
diez artículos. 


En el artículo 1” se hace una enumeración taxativa de las 
personas sobre las que se aplica el Acuerdo, es decir, las 
prestadoras de servicios. 


En el artículo 2” se establecen las condiciones que se 
exigen para la expedición de la “Visa MERCOSUR” y se 
determina a quiénes se les exigirá. Es así que aquí están 
comprendidas “las personas físicas nacionales, prestadoras 
de servicios de cualquiera de los Estados Partes, menciona- 
dos en el Artículo 1, que soliciten ingresar, con intención 
de prestar, temporalmente, servicios en el territorio de una 
de las Partes”. La persona deberá tener un contrato para 
realizar tales actividades y las estadías podrán tener una 
duración máxima de dos años, prorrogable por igual plazo. 
La Visa tiene vigencia por el plazo de duración del contrato 
y nunca se podrán sobrepasar los límites temporales esta- 
blecidos. 


El artículo 3* establece los requisitos para el pedido, la 
concesión y la prórroga de la “Visa MERCOSUR”, desta- 
cándose la necesidad de la presentación para la concesión 
de la misma, del contrato de prestación de servicios. 


Existe una obligación de registro por parte de los bene- 
ficiarios del Acuerdo ante la autoridad gubernamental com- 
petente del Estado receptor, así como la obligación del 
cumplimiento de las demás leyes y reglamentos en materia 
migratoria, control de los oficios o profesiones reglamenta- 
das, así como de seguridad social y tributaria vigentes en 
ese Estado, tal como consta en los artículos 6 y 7 del 
Acuerdo. 


Asimismo, el beneficiario no podrá realizar ninguna 
actividad distinta de aquella para la cual fue autorizado, 
como lo establece claramente el artículo 9. Finalmente, el 
artículo 8 determina una serie de definiciones a los fines del 
texto. 


Naturalmente, este proyecto de ley tiene actualidad 
frente a los inconvenientes que enfrenta nuestro país en la 
región. Creo que es importante ratificar uno de los princi- 
pios de libre circulación del MERCOSUR, sobre todo por- 
que se están llevando a cabo acciones que son notoriamen- 
te violatorias del espíritu de este Mercado Común y de los 
Acuerdos que hemos firmado, entre los cuales está el que 
estamos considerando. 


Por lo tanto, me parece muy importante aprobar este 
Acuerdo, porque sigue la línea de la defensa y la denuncia 
presentada por el país frente a los bloqueos a la libre 
circulación realizados por la República Argentina, que vio- 
lan la esencia misma del MERCOSUR. 


Por tal motivo, aconsejamos al Cuerpo aprobar este 
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Acuerdo, ya que es de vital importancia, incluso, para la 
defensa de nuestros intereses. 


SEÑOR ABREU.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR ABREU.- Quisiera hacer una reflexión en voz 
alta. 


Este tema está vinculado al alcance de la “Visa 
MERCOSUR”. En realidad, se han venido definiendo, no 
sólo a nivel doctrinario, criterios muy estrictos respecto a 
su alcance y, entre otras cosas, se ha dicho que no puede 
estar limitada, por ejemplo, por criterios de proporcionali- 
dad en los distintos cupos que establecen las legislaciones 
nacionales para los trabajadores de su país. Brasil, por 
ejemplo, establece que no más de un tercio de los empleados 
de las empresas pueden ser extranjeros. A su vez, en Chile 
-que si bien no es miembro del MERCOSUR, está vinculado 
porel Acuerdo de Complementación N* 35- se determina que 
no puede haber más de un 15% de trabajadores extranjeros. 


En el caso del Uruguay, existen normas que limitan estos 
temas, como la Ley de Zonas Francas que contiene normas 
específicas sobre la mano de obra y la ley relativa a la Marina 
Mercante, que establece determinadas limitaciones. 


De acuerdo con ciertas posiciones doctrinarias, estas 
normas relacionadas con la “Visa MERCOSUR” serían 
inaplicables en función de que, según se sostiene en la 
Doctrina y en libros publicados recientemente, las normas 
de proporcionalidad y otras pudieran prevalecer sobre el 
criterio de visa que se establece con carácter general, más 
allá de las propias limitaciones contenidas en el artículo 7 
del Acuerdo. 


Quería dejar estas constancias como referencia para 
que, una vez aprobado el proyecto de ley, incluso la versión 
taquigráfica de la sesión pueda ser motivo de un análisis 
puntual en materia migratoria y de Derecho Laboral en el 
ámbito de la Cancillería, a los efectos de determinar los 
criterios que se pueden utilizar para la defensa de nuestros 
intereses, sobre todo en lo que tiene que ver con las 
políticas migratorias. Reitero que la política de Brasil es muy 
restrictiva, ya que con la famosa Cartera 19 nuestros traba- 
jadores tienen terribles dificultades para poder trabajar en 
ese país. 


Considero que este es un avance en materia de visa y 
bien podríamos adelantar en una interpretación que nos 
permita decir que la proporcionalidad que establece Brasil 
de alguna manera estaría derogada o no podría ser aplicada 
al aprobarse el criterio de “Visa MERCOSUR”. 


Simplemente, quería dejar esta constancia de forma de 
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seguir estudiando, en función de una visión estratégica del 
país, los aspectos laterales de este tema de la integración. 
Obviamente, no vamos a comentar las cuestiones centrales 
en las que tenemos tantas dificultades. 


SEÑOR LONG. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR LONG.- Este tema nos parece realmente relevan- 
te y que puede tener utilidad práctica. Queríamos preguntar 
al Miembro Informante y al señor Senador Abreu -que hizo 
algunos comentarios al respecto- cómo se aplicará este 
proyecto de ley. 


El artículo 1 del Acuerdo se refiere a quiénes serían los 
solicitantes. Supongamos que una empresa consultora uru- 
guaya consigue un trabajo en Brasil. En ese caso, práctica- 
mente el 90% de los trabajadores y de los técnicos que 
participen en la empresa sería uruguayo. ¿Qué sucedería en 
esa situación? ¿Podrían prestar sus servicios y acceder a la 
“Visa MERCOSUR” sin ser frenados por otra reglamenta- 
ción? ¿Es claro el concepto de que prevalece un Acuerdo de 
este tipo por encima de normas particulares de los respec- 
tivos países? 


Las normas como la que recién refería el señor Senador 
Abreu seguramente fueron pensadas para quien va a insta- 
lar una fábrica y se le exige cierto porcentaje de trabajadores 
nacionales. Sin embargo, esto va dirigido a otro tipo de 
acciones, ya que se habla de científicos, investigadores y 
artistas, en cuyo caso el 100% del equipo que actúe sería 
extranjero. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede responder el señor Miem- 
bro Informante. 


SEÑOR HEBER.- Tal como adelantó en su reflexión el 
señor Senador Abreu al manifestar claramente que, sobre 
todo en los antecedentes que tienen que ver con la legisla- 
ción, esta Visa está por encima de cualquier otra disposi- 
ción interna de los países que establezcan determinados 
porcentajes. Aquí simplemente se dice que debe existir un 
contrato por dos años que justifique la visa temporal, 
prorrogable por dos años más. 


Nos gustaría que la libre circulación no fuera temporal ni 
que se pusiera como requisito un contrato, ya que segura- 
mente los científicos que vayan a trabajar en determinado 
emprendimiento estarán sujetos a un contrato de dos años, 
con posibilidades de ser extendido por el mismo período. 
Me parece que esaes una limitante, pero de acuerdo con los 
porcentajes establecidos, me afilio a lo que acaba de expre- 
sar, mejor que quien habla, el señor Senador Abreu, en 
cuanto a que, a nuestro juicio, esta Visa echa por tierra todo 
otro tipo de condicionamiento al empleo de extranjeros en 
estos países. 
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Si bien el señor Senador Abreu hizo referencia a la Ley 
de Zonas Francas y a la de Marina Mercante -que son 
nuestro “pecadillos” frente a nuestros principios y de- 
beríamos corregirlos-, este tema de la visa seguramente es 
un antecedente para que no existan limitantes de nin- 
guna especie, salvo -como establece el Acuerdo- el con- 
trato temporal que tendrá como duración máxima cuatro 
años. 


SEÑOR LONG.-- Pido la palabra para una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR LONG.- Me parece totalmente satisfactorio lo 
que ha señalado el señor Senador Heber. Queda claro que 
Uruguay aprobará este proyecto de ley en el entendido de 
que en el futuro, frente a cualquier duda que se plantee en 
la materia, se tendrá en cuenta la versión taquigráfica de 
esta discusión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sino se hace uso de la palabra, 
se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota:) 

-20en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En discusión particular. 

Léase el artículo único. 

(Se lee:) 

SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 


“Artículo Unico.- Apruébase el Acuerdo para la crea- 
ción de la “Visa MERCOSUR”, hecho en la ciudad de Mon- 
tevideo, el 16 de diciembre de 2003”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-22en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Ha quedado sancionado el proyecto de ley, que se 
comunicará al Poder Ejecutivo. 


(No se publica el texto del proyecto de ley sancionado, 
por ser igual al considerado) 
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25) ACUERDO RELATIVO A LA APLICACION DE LA 
PARTE XI DE LA CONVENCION DE LAS NACIO- 
NES UNIDAS SOBRE EL DERECHO DEL MAR DE 
10 DE DICIEMBRE DE 1982, SUSCRITO EL 29 DE 
JULIO DE 1994, EN LA SEDE DE LA ORGANIZA- 
CION DE LAS NACIONES UNIDAS, EN NUEVA 
YORK 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado pasa a considerar el 
asunto que figura en decimocuarto término del Orden del 
Día: “Proyecto de ley por el que aprueba el Acuerdo Rela- 
tivo a la Aplicación de la Parte XI de la Convención de las 
Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar, suscrito en la 
sede de la Organización de las Naciones Unidas, en Nueva 
York, el29 de julio de 1994. (Carp.N*514/06 - Rep. N* 436/07)”. 


(Antecedentes:) 


“Carp. N*514/06 
Rep. N* 436/07 


CAMARA DE REPRESENTANTES 


La Cámara de Representantes de la República Oriental 
del Uruguay, en sesión de hoy, ha sancionado el siguien- 
te 


PROYECTODELEY 


Artículo Unico.- Apruébase el Acuerdo Relativo a la 
Aplicación de la Parte XI de la Convención de las Naciones 
Unidas sobre el Derecho del Mar de 10 de diciembre de 1982, 
suscrito por la República el 29 de julio de 1994, en la sede 
de la Organización de las Naciones Unidas, en Nueva Cork. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en 
Montevideo, a 10 de mayo de 2006. 


Ruben Martínez Huelmo 
ler. Vicepresidente 


Marti Dalgalarrondo Añón 
Secretario. 


CAMARA DESENADORES 


Comisión de 
Asuntos Internacionales 


INFORME 


Al Senado: 


El Poder Ejecutivo ha enviado para su aprobación el 
Acuerdo relativo a la aplicación de la Parte XI de la Conven- 
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ción de Derecho del Mar de 1982 suscrito el 29 de julio de 
1994. 


1.La Parte XI de la Convención sobre Derecho del Mar 
de 1982 


La necesidad de celebrar un Acuerdo relativo a la apli- 
cación de la Parte XI de la Convención (en adelante “el 
Acuerdo”) tiene su origen en las dificultades del sistema 
originalmente establecido en la Parte XI de la Convención 
de 1982 (en adelante “la Convención”), el que se inspiraba 
en un mecanismo de explotación de los fondos marinos de 
corte dirigista y solidario, basado en la actividad directa o 
semi-directa de aquellos órganos previstos por la Conven- 
ción -la Autoridad Internacional de los Fondos Marinos y 
la Empresa, como su brazo ejecutor- dejando de lado mode- 
los más modernos de explotación comercial, basados en 
criterios de libre mercado y rentabilidad comercial. El primer 
modelo fue propiciado en la negociación de la Convención 
por los país en vías de desarrollo y el grupo de los 77 en el 
entendido que defendía mejor sus intereses en la Zona 
respecto de posibles abusos de los países que detentaban 
la capacidad técnica de explotación y de comercialización 
del subsuelo marino. Del otro lado de la mesa negociadora 
quedaron en minoría los principios de libre empresa y libre 
mercado propugnados por los países industrializados. 


Esta circunstancia explica que a la hora de adoptar la 
Convención, los EE.UU. votaran en contra de la misma por 
causa de este capítulo y otros Estados industrializados se 
abstuviesen. La Parte XI nació por tanto herida de muerte 
pues estaba claro que el sistema no podría funcionar sin la 
participación financiera y tecnológica de los países desa- 
rrollados o de sus empresas. 


El fracaso de esta Parte XI afectó en definitiva toda la 
Convención al impedir la participación en la misma de 
algunos países claves. 


Pero la Convención de 1982 recién entró en vigor en 
1994, al lograr las 60 ratificaciones requeridas (entre ellas 
las de Uruguay) y para ese entonces el mundo político y 
económico había sufrido grandes cambios. Por ello, desde 
1990, se venían desarrollando en el marco de la ONU con- 
versaciones tendientes a reformar la referida Parte XI de la 
Convención a efectos de dotarla de un sistema más adapta- 
do ala realidad del momento, que era diferente de la de 1982. 
A esta revisión coadyuvaba también el hecho de que se 
habían reconsiderado a la baja las previsiones de demanda 
y de rentabilidad de la explotación de los minerales extraíbles 
de los fondos marinos internacionales. Esto permitía no 
preocuparse de una posible competencia con los mismos 
minerales de procedencia terrestre, que podía afectar a 
países del tercer mundo, y que había estado al origen del 
sistema originario, fuertemente controlador, adoptado en la 
Convención de 1982. 


Con el panorama político y comercial despejado, la últi- 
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ma ronda de negociaciones auspiciadas por el Secretario 
General terminó con éxito el día 3 de junio de 1994 y ello 
permitió que el día 28 de julio de 1994, la Asamblea General 
adoptase la resolución 48/263, que incorporaba en su marco 
un instrumento convencional denominado “Acuerdo rela- 
tivo a la aplicación de la Parte XI de la Convención de las 
Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar de 1982”, abierto 
a la firma y posterior ratificación de las Partes. El Uruguay 
lo suscribió el 29 de julio de ese mismo año. 


2. Naturaleza jurídica del Acuerdo 


Se trata por supuesto de un tratado internacional. La 
particularidad del mismo es que vuelve inaplicables las 
disposiciones vigentes de la Parte XI de la Convención. 
Aunque eufemísticamente se le llama “acuerdo sobre la 
aplicación de la Parte XI”, no caben dudas de que sus 
disposiciones son una verdadera enmienda a la Conven- 
ción y no meramente un instrumento aplicativo de la misma. 
El Acuerdo se encuentra en vigor desde el 28 de julio de 
1996. 


3. Objetivo del Acuerdo 


Como se desprende del punto 1, el propósito del Acuer- 
do fue adaptar la Parte XI de la Convención alos principios 
de libre empresa y libre mercado. Lateralmente, esta adap- 
tación permitió que los Estados Unidos y otros países 
industrializados firmaran también la Convención (ya que se 
estableció que es necesario ser parte en ésta para poder 
firmar el Acuerdo). Este hecho, de por sí, ya representa un 
éxito de celebración del Acuerdo que justificaría en gran 
medida su ratificación. 


4. Ambito de aplicación del Acuerdo 


La Parte XI de la Convención de Derecho del Mar titu- 
lada “La Zona”, regula la parte de los fondos y el subsuelo 
marinos que se encuentran más allá de la plataforma conti- 
nental y por tanto regulan espacios no sometidos ajurisdic- 
ción nacional alguna. 


5. El contenido del Acuerdo. Las modificaciones 
introducidas 


La parte técnica, que figura en anexo, es sumamente 
compleja, y de ella destacaremos los puntos más relevantes: 


- Serebaja el presupuesto de la Autoridad Internacio- 
nal de los Fondos Marinos en tanto organismo inter- 
nacional pero su estructura pasa a tener un carácter 
“evolutivo”, es decir que podrá aumentarse en fun- 
ción de las necesidades de la organización. 


- La Empresa (brazo operativo de la Autoridad), no se 
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crea desde el primer momento sino que solo se hará 
cuando sea rentable la explotación de los recursos de 
la Zona. Por otra parte se coloca a la Autoridad en 
posición de igualdad con los contratistas privados, 
con los que operará por el sistema de joint ventures. 
Recordemos que el anterior sistema implicaba que la 
explotación la hiciera la Empresa directamente o los 
Estados y sus empresas bajo un directo control de la 
Autoridad (el llamado “sistema paralelo”). 


En los aspectos institucionales referidos a la toma de 
decisiones (Órganos políticos de la Autoridad), las 
resoluciones que pueda tomar el órgano plenario, -la 
Asamblea de la Autoridad- se deben tomar ahora 
previa recomendación del Consejo. Además se 
instaura el consenso como modo principal de adop- 
ción de decisiones en todos los órganos de la Auto- 
ridad. Se establecen además “salas” o “cámaras” 
dentro del Consejo alos solos efectos de la votación, 
en las cuales estarán representados los países con 
intereses especiales en los temas que han de decidir- 
se. Cada “sala” tiene derecho a veto, lo cual asegura 
que la posición de los países industrializados será 
respetada. También lo será la presencia permanente 
del principal país industrializado (hoy EE.UU.), en 
una disposición realmente sorprendente por lo direc- 
ta. En suma todo el nuevo sistema tiene a favorecer 
que las decisiones se tomen con el consentimiento de 
los países industrializados, en particular de los 
EE.UU. 


Esto por un lado es lógico y favorece la explotación 
de la Zona y por otro precisa indudablemente de 
ciertas limitantes en beneficio del interés general, las 
que se fundamentan en que la Zona es, quiérase ono, 
desde 1974 un espacio declarado Patrimonio Común 
de la Humanidad y por tanto deberá asegurarse que 
sea explotada en beneficio de toda la comunidad 
internacional y no de empresarios con exclusivos 
fines de lucro. 


También en el tema institucional, se limita la realiza- 
ción de la Conferencia de Revisión del sistema pre- 
vista por la Convención para cada 15 años, la que ha 
pasado a ser ahora cuando la Asamblea lo considere 
conveniente. En la medida en que las solicitudes de 
enmiendas se pueden adoptar por la Asamblea úni- 
camente a recomendación del Consejo, las mismas 
quedan sometidas por tanto al veto de las “salas” del 
Consejo antes referidas lo que asegura que no se 
pueda imponer una reforma del sistema sin el consen- 
timiento de los EE.UU. 


En materia de cláusulas financieras de los contratos 
se suprimen las más gravosas en beneficio de las 
empresas. Se ha disminuido el canon que deben 
pagar las empresas; se ha suprimido la obligación de 
los Estados industrializados de financiar préstamos 
a la Empresa de la Autoridad para la explotación del 
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primer sitio minero y se procura cubrir a los 
inversionistas de los Fondos Marinos de desventa- 
jas competitivas en relación alos productores terres- 
tres. (artículo 2 de la sección 8). 


- Respecto de las ayudas que componen el desarrollo 
del concepto de Patrimonio Común de la Humanidad, 
antes señalado, las mismas se ven limitadas respecto 
del régimen anterior. 


a) sesuprime el fondo automático de compensación 
a los productores terrestres perjudicados por la 
explotación submarina, manteniéndose un fondo 
de asistencia económica voluntario a los países 
en vías de desarrollo, pero financiado por recur- 
sos propios de la Autoridad (de naturaleza por 
tanto muy diferente). 


b) Se limita la anterior obligación de transferencia de 
tecnología a la Empresa de la Autoridad, en la 
medida en que no se impone obligatoriamente a 
los contratistas de la rama privada o no 
institucional, estableciéndose sólo la obligación 
genérica de cooperación al respecto. 


- Finalmente, en cuanto a la política de producción, el 
Acuerdo se aleja de los criterios rectores del artículo 
150 de la Convención para adherir a los realistas 
criterios del libre mercado basados en las leyes de la 
oferta y la demanda como ya lo expresáramos. En ese 
sentido, la sección 6 dispone que serán de aplicación 
a las actividades derivadas de la explotación de la 
Zona los principios del entonces GATT (hoy recogi- 
dos en la OMC). Las actividades en la Zona, entre 
otras cosas que se derivan de la aplicación de dichos 
principios, no recibirán subsidios estando expresa- 
mente establecido que no se discriminará entre mate- 
riales extraídos de la Zona o provenientes de otras 
fuentes, ni habrá acceso preferente a los mercados 
para esos minerales. 


6. La posición del Uruguay frente al Acuerdo 


El Uruguay tiene interés en participar de un instrumento 
que permitirá una posibilidad real de explotación de los 
fondos marinos y oceánicos, manteniéndose el concepto de 
Patrimonio Común de la Humanidad de la Zona, pese a los 
inevitables menoscabos que en los hechos este ha tenido 
que sufrir para hacerlo efectivo. 


También es de suma importancia para nuestro país com- 
probar que la aprobación de este Acuerdo ha permitido la 
internacionalización de la Convención sobre Derecho del 
Mar, manteniéndose, para nuestro país, intactos todos los 
derechos que de ese texto se derivan respecto de las zonas 
sometidas a jurisdicción nacional, las que no forman parte 
del Acuerdo. Además, la participación en el mismo no 
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supone nuevos costos para nuestro país en función del 
control del nuevo presupuesto de la Autoridad. 


Finalmente, es un hecho que el Acuerdo ya está en vigor 
yes aplicable por los países industrializados. De nada sirve 
no formar parte del mismo, en cambio puede significar alguna 
ventaja formar parte del conjunto de aquellos posibles recep- 
tores de beneficios derivados de la explotación ajena, por más 
reducidos que estos hayan quedado en los hechos respecto 
del régimen original de la Convención. La valoración sobre 
la pertinencia de haber canjeado idealismo por realismo 
pertenece a las generaciones futuras. Al día de hoy, una 
sola cosa es segura: el sistema anterior no era operativo y 
nunca hubiera generado beneficio alguno para nadie. 


Por todo lo expuesto se recomienda la aprobación del 
Acuerdo a consideración de este Cuerpo. 


Sala de la Comisión, 29 de marzo de 2007. 


Sergio Abreu, Miembro Informante; 
Washington Abdala, Carlos Baráibar, 
José Bentancor, Luis Alberto Heber, 
José Korzeniak, Rafael Michelini. Se- 
nadores. 


Ministerio de Relaciones Exteriores 
Ministerio de Economía y Finanzas 
Ministerio de Defensa Nacional 

Ministerio de Educación y Cultura 

Ministerio de Transporte y Obras Públicas 
Ministerio de Industria, Energía y Minería 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca 


Montevideo, 17 de octubre de 2005. 


Señor Presidente de la 
Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese 
Cuerpo, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 168, 
numeral 20 y el artículo 85 numeral 7 de la Constitución de 
la República, a fin de someter a su consideración el adjunto 
proyecto de ley, por el que se aprueba el Acuerdo relativo 
a la aplicación de la parte XI de la Convención de las 
Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar de 10 de diciem- 
bre de 1982. 


T- ANTECEDENTES 


1) PorLey N* 16.287, de 29 de julio de 1992 fue aprobada 
la Convención de las Naciones Unidas sobre el De- 
recho del Mar, de 10 de diciembre de 1982 (en adelan- 
te CONVEMAR). La República Oriental del Uruguay 
depositó el respectivo Instrumento de Ratificación el 
16 de noviembre de 1994. 
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2) 


3) 


La CONVEMAR entró en vigor el 16 de noviembre de 
1994, al transcurrir 12 meses desde el depósito del 60? 
Instrumento de Ratificación según lo previsto en su 
artículo 308. La Parte XI de la CONVEMAR, titulada 
“La Zona”, regula la parte de los fondos marinos que 
se encuentran más allá de la plataforma continental, 
es decir que no están sometidos a jurisdicción nacio- 
nal de ningún Estado. La Resolución 2749 (XXV) de 
la Asamblea General de la Naciones Unidas, declaró 
que esa Zona y sus recursos son patrimonio común 
de la humanidad y que ningún Estado podrá reclamar 
o ejercer soberanía o derechos soberanos sobre ella 
o parte de ella o sus recursos. Ello fue ratificado por 
la CONVEMAR en sus artículos 136 y 137. Asímismo, 
la CONVEMAR, en su Parte XI, establece la defini- 
ción de dicha Zona, los principios que la rigen, cómo 
han de aprovecharse sus recursos, y cómo ha de 
constituirse y funcionar la Autoridad Internacional 
que habrá de administrarla. 


La CONVEMAR fue aprobada por 130 votos a favor, 
4 en contra y 17 abstenciones pero en la práctica 
salvo por temas muy puntuales que determinaron 3 
de los 4 votos en contra, la totalidad de sus disposi- 
ciones contaba con la aceptación de todas las dele- 
gaciones participantes, con excepción de la Parte XI 
respecto de la cual los Estados Unidos de América y 
varios países industrializados tenían reservas que 
motivaron el voto en contra del primero y la absten- 
ción de los demás. 


Esa situación se reflejó después en el proceso de 
ratificación de la CONVEMAR, la cual entró en vigor 
con la ratificación de 60 Estados (número que siguió 
aumentando posteriormente), pero sin incluir la gran 
mayoría de las grandes potencias marítimas, de fun- 
damental importancia para la plena y universal apli- 
cación de aquella. 


Por otro lado, el no reconocimiento de esas grandes 
potencias significaba que los ingentes gastos que 
iban a generar el funcionamiento de las nuevas ins- 
tituciones creadas quedaban a cargo, principalmen- 
te, de los Estados en desarrollo, con las negativas 
consecuencias de volver inoperante al sistema crea- 
do para los fondos marinos o de impedir su efectiva 
instalación. 


Preocupado por tal situación, el Secretario General 
de las Naciones Unidas, convocó desde julio de 1990, 
auna serie de consultas informales, encaminadas a la 
identificación de las áreas que presentaban dificulta- 
des a muchos Estados para la ratificación de la 
CONVEMAR. 


Dichas consultas informales fueron cobrando impor- 
tancia debido al interés que evidenciaron los Esta- 
dos en llegar a un resultado positivo, transformán- 
dose en una prolongación de las negociaciones rea- 
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lizadas en la III* Conferencia sobre el Derecho del 
Mar. 


Se pudo así identificar el principal inconveniente que 
estaba impidiendo la universal aceptación de la 
CONVEMAR, el cual era las disposiciones de la Parte 
XI, sobre la Zona, por cuanto éstas afectaban de 
manera importante los intereses económicos de aque- 
llos Estados que habían realizado grandes inversio- 
nes en prospección y preparativos de explotación de 
los recursos de los fondos marinos más allá de las 
áreas de jurisdicción nacional. 


Incidió además, de manera muy considerable, el he- 
cho de que la explotación de dichos recursos que en 
1982, al terminar la II1* Conferencia, se suponía ha- 
bría de ser a muy corto plazo, aún no ha podido ser 
iniciada. 


En las consultas del Secretario General, se entendió 
que no era conveniente realizar una revisión de la 
CONVEMAR, debido a que muchas de las disposi- 
ciones contenidas en sus otras partes eran resultado 
de una muy ajustada negociación. Se decidió que 
sería suficiente llegar a un acuerdo relativo a la 
aplicación de la Parte XI, o sea un acuerdo 
interpretativo y ampliatorio de ésta. 


Nuestra República participó activamente en las ne- 
gociaciones realizadas, siendo co patrocinador del 
proyecto de Acuerdo que fue aprobada por Resolu- 
ción 48/263 de la Asamblea General de las Naciones 
Unidas de 28 de julio de 1994. 


Abierto a la firma el día 29 de julio de 1994, el Uruguay 
así lo hizo en esa fecha junto con 40 Estados más, 
entre los que se incluyeron Argentina, Brasil, Esta- 
dos Unidos, Japón, la Unión Europea y sus integran- 
tes. 


Posteriormente, el Acuerdo siguió recibiendo ratifi- 
caciones llegando actualmente a 115. Además, 23 
Estados comprometieron la aplicación provisional 
del acuerdo, antes de su entrada en vigor, la cual 
ocurrió el 28 de julio de 1996. 


Importa destacar que este Acuerdo solamente obliga 
a aquellos Estados que previamente o simultánea- 
mente con su adhesión, consientan en obligarse por 
la CONVEMAR, es decir que de esta manera ha de 
lograrse el reconocimiento universal de la 
CONVEMAR, como lo demuestra el incremento de 
ratificaciones de la misma que se vienen producien- 
do, a partir de la aprobación del Acuerdo, especial- 
mente por parte de las potencias marítimas como 
Japón, casi todos los Estados miembros de la U.E. y 
la Federación de Rusia. 
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II - CARACTERISTICAS DEL ACUERDO 


D 


2) 


3) 


4) 


En el Preámbulo del Acuerdo, se observa que los 
cambios políticos y económicos, entre ellos los sis- 
temas orientados al mercado, afectan la aplicación de 
la Parte XI y han hecho necesaria la re evaluación de 
algunos aspectos del régimen relativo a la Zona y sus 
recursos. Esta observación, constituye la razón de la 
adopción de este Acuerdo. 


El Acuerdo y la CONVEMAR deben ser interpretados 
y aplicados como un solo instrumento y no es posible 
que un Estado se obligue por el Acuerdo, sin haber 
consentido en obligarse antes, o simultáneamente 
por la CONVEMAR. Esta disposición es de especial 
importancia, por cuanto aquellos Estados que no 
aceptaban la CONVEMAR, son los más interesados 
en el Acuerdo, y esto determinó que fuera necesario 
y conveniente para ellos la ratificación o adhesión a 
la CONVEMAR. 


Para obligarse por el Acuerdo, los Estados disponen 
de distintos procedimientos. Para aquellos que, como 
el Uruguay, ya son parte de la CONVEMAR, existen 
cuatro procedimientos. Uno simplificado, consiste 
en la manifestación del consentimiento en obligarse 
porel Acuerdo, hecha en el momento de su firma y los 
otros tres procedimientos son los usuales: firma no 
sujeta a ratificación, adhesión y firma sujeta a ratifi- 
cación, siendo este último el seguido por el Uruguay. 


El Acuerdo establece que entrará en vigor 30 días 
después que 40 Estados hayan consentido en obli- 
garse, figurando entre ellos al menos 7 Estados “pri- 
meros inversionistas” para la explotación de los re- 
cursos de los fondos de la Zona. Esto ocurrió el 28 de 
julio de 1996. 


Si bien el Acuerdo estableció la posibilidad de una 
aplicación provisional por parte de los Estados que 
consintieran en ello, el Uruguay manifestó expresa- 
mente que no le sería posible dicha aplicación provi- 
sional, en razón de las disposiciones constituciona- 
les pertinentes. 


III - ANALISIS DE LAS DISPOSICIONES 


D 


2) 


Se expresa como principio que el establecimiento y el 
funcionamiento de los órganos, así como el sistema 
de reuniones, deberán realizarse de modo eficaz en 
función de los costos. 


Se introduce un criterio para el establecimiento y 
funcionamiento de los órganos y Órganos subsidia- 
rios. 


Señala entonces, las funciones iniciales de la Auto- 
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ridad de los Fondos Marinos, a fin de dirigir sus 
esfuerzos hacia las tareas que requieren atención 
inmediata, evitando pérdidas de tiempo y de recursos 
en aquellas tareas que pueden ser propuestas. 


A continuación, acuerda los procedimientos a seguir 
por el Consejo ante las solicitudes de aprobación de 
planes de trabajo para exploración, estableciendo 
algunas disposiciones complementarias de las in- 
cluidas en la CONVEMAR, a fin de brindar mayor 
resguardo a las inversiones reales realizadas. 


Con respecto al presupuesto de la Autoridad, se 
establece que hasta el año de su entrada en vigor, el 
Acuerdo sería solventado por el presupuesto de las 
Naciones Unidas, y recién a partir del segundo año 
es pagado por los Estados Partes de la CONVEMAR. 


La empresa internacional de los fondos marinos no 
comenzará a operar en forma independiente. En prin- 
cipio será representada por la Secretaría de la Auto- 
ridad. 


Al respecto, el Secretario General de la Autoridad 
nombrará un Director General interino que supervi- 
sará las funciones. 


Cuando empiece la explotación, la Empresa iniciará 
su actuación mediante emprendimientos conjuntos, 
dando el Acuerdo normas básicas para la Empresa, la 
cual actuará desde entonces independiente de la 
Secretaría. 


Con referencia a la toma de decisiones, el Acuerdo 
establece la norma general del consenso en todos los 
órganos de la Autoridad. Si los intentos de adoptar 
una decisión por consenso se hubieren agotado, se 
aplicará el procedimiento previsto en la CONVEMAR 
con algunas correcciones vinculadas a las relaciones 
entre la Asamblea y el Consejo, particularmente en 
materia administrativa, presupuestaria y otras. 


Asimismo, se introducen modificaciones en la cons- 
titución del Consejo, Órgano ejecutivo de la Autori- 
dad, sometido a la Asamblea. 


Dichas modificaciones se refieren a lo siguiente: 


Las categorías o grupos previstos en la Convención 
se mantienen y son tratados como una cámara para 
los efectos de la votación en el Consejo. Los Estados 
en desarrollo, elegidos en dos de los grupos, confor- 
man a los efectos de la votación una sola cámara. 


Para los Estados “consumidores” (CONVEMAR Art. 
161, 1.a), se toma en cuenta el PBI para determinar los 
que tienen la economía más importante tanto a nivel 
de la región de Europa Oriental como a nivel mundial. 
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7) 


8) 


En la representación de los Estados “mayores 
inversionistas”, se elimina la reserva de un lugar para 
un Estado de Europa Oriental. 


Entre los Estados en desarrollo “con intereses espe- 
ciales”, se incluye a los Estados insulares. 


En la distribución geográfica, se aclara que en la 
región América Latina se incluye el Caribe y se quita 
la denominación “socialista” a la Europa Oriental. 


Las disposiciones de la CONVEMAR sobre transfe- 
rencia de tecnología a la Empresa y a los Estados en 
desarrollo, se complementarán con determinados 
principios: 


procurar obtener la tecnología para la explotación 
minera según modalidades y condiciones comercia- 
les equitativas y razonables, en el mercado abierto o 
mediante arreglos de empresas conjuntas; 


si la empresa o los Estados en desarrollo no pudieran 
obtener la tecnología correspondiente, la Autoridad 
podrá pedir la cooperación de otros Estados o con- 
tratistas para facilitar la adquisición de tecnología 
para aquellos, según modalidades y condiciones 
equitativas y razonables, compatibles con la protec- 
ción eficaz de los derechos de la propiedad intelec- 
tual; 


promover la cooperación internacional científica y 
técnica respecto de las actividades en la Zona, inclu- 
yendo programas de capacitación, cooperación en 
material de protección y preservación del medio 
marino, etc. 


Se establece, en cambio, que no será aplicable el 
artículo 5 del Anexo III de la CONVEMAR, cuyas 
disposiciones establecen condiciones y mecanis- 
mos técnicamente más favorables para la transmisión 
de tecnología a la Empresa y a los Estados en desa- 
rrollo, pero que en las actuales circunstancias resul- 
tan prácticamente de imposible aceptación por los 
inversionistas y constituyen, por tanto, uno de los 
obstáculos más serios para la ratificación de la 
CONVEMAR por las grandes potencias industria- 
lizadas. 


Con respecto a la política de producción de la Auto- 
ridad, se establece que la misma se basará en ciertos 
principios tales como: 


que el aprovechamiento de los recursos de la Zona se 
hará conforme a criterios comerciales, sin otorgar 
subsidios a esas actividades salvo lo permitido por 
la OMC cuyas disposiciones se aplicarán: 


la no discriminación entre minerales extraídos de la 
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Zona y los extraídos de otras fuentes, sin dar acceso 
preferente de estos últimos a los mercados ni para la 
importación de productos básicos elaborados a par- 
tir de ellos; 


reglas que se aplicarán a la solución de controversias 
relativas a las disposiciones de los acuerdos celebra- 
dos en el marco de la OMC. La Autoridad elaborará 
normas, reglamentos y procedimientos que garanti- 
cen el cumplimiento de estas disposiciones. 


Se dispone también que no serán aplicables varias 
normas de la CONVEMAR sobre políticas de produc- 
ción y otras cuestiones conexas, las cuales, si bien 
establecen disposiciones que tienden a defender de 
modo teóricamente inatacable la estabilidad del mer- 
cado internacional de minerales y los intereses de los 
Estados productores de tierra firme, son excesiva- 
mente detalladas y puntuales y prácticamente 
inviables en múltiples aspectos, constituyendo tam- 
bién otro de los mayores obstáculos para la acepta- 
ción universal de la CONVEMAR. 


Desarrollando lo dispuesto en el artículo 152 de la 
CONVEMAR, se establecen principios generales para 
la asistencia económica a ser dada por la Autoridad 
a los países en desarrollo “productores terrestres” 
de un mineral, que se vean perjudicados en su eco- 
nomía a causa de las actividades en la Zona que 
tengan como consecuencia una disminución del pre- 
cio o del volumen exportado de ese mineral. La asis- 
tencia se hará con cargo a un fondo de asistencia que 
establecerá la Autoridad. 


Se complementan las disposiciones de la CONVEMAR 
determinándose los principios básicos para el esta- 
blecimiento de normas, reglamentos y procedimien- 
tos relativos a las disposiciones financieras de los 
contratos a ser suscritos por la Autoridad; crea, 
además, un Comité de Finanzas integrado por repre- 
sentantes de 15 Estados Partes del Acuerdo, elegi- 
dos por la Asamblea teniendo en cuenta una distri- 
bución geográfica equitativa y la representación de 
intereses especiales. El Comité debe efectuar reco- 
mendaciones a la Asamblea y Consejo en lo referente 
al proyecto de normas, reglamentos y procedimien- 
tos financieros de los órganos de la Autoridad y la 
gestión financiera de la misma; la determinación de 
las cuotas que deben pagar los Estados Partes; las 
obligaciones financieras derivadas de la aplicación 
del Acuerdo y de la Parte XI; los presupuestos y lo 
relativo a la distribución equitativa de los beneficios 
derivados de las actividades de la Zona. 


El Anexo, incluye disposiciones referentes a los 
costos para los Estados Partes y arreglos institu- 
cionales, a la Empresa, a la adopción de decisiones, 
a la conferencia de Revisión, a la transferencia de 
tecnología, a la política de producción, a la asistencia 
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económica, a las disposiciones financieras de los 
contratos y al comité de finanzas, completando y en 
algunos casos, modificando disposiciones de la Par- 
te XI de la CONVEMAR. 


TV - INTERESES DEL ACUERDO PARA ELURUGUA Y 


Corresponde, ante todo, hacer dos precisiones: 


D 


2) 


Las disposiciones de este Acuerdo no menoscaban 
el principio fundamental, consagrado en la 
CONVEMAR, de que los fondos marinos y oceánicos 
son patrimonio común de la humanidad. 


El Acuerdo se aplica estrictamente a la Zona, es decir, 
a los fondos marinos y océanicos más allá de las 
jurisdicciones nacionales, más allá de la plataforma 
continental y, por lo tanto respeta nuestros derechos 
sobre la misma, cualquiera sea el límite exterior que 
oportunamente adoptemos. 


Estas dos características básicas del Acuerdo, res- 
peto del principio del patrimonio de la humanidad y 
no afectación de los derechos adquiridos por los 
países de plataforma continental ancha, constituyen 
una salvaguardia fundamental para abrir el camino de 
su aprobación. 


El Acuerdo, mediante fórmulas pragmáticas, en mu- 
chos casos simplificando las disposiciones de la 
Parte XI y con una gran dosis de realismo, permite 
superar los obstáculos que impedían una aceptación 
plena y universal de la CONVEMAR. 


Esa aceptación plena y universal de la Convención 
constituye el principal aspecto positivo del Acuerdo 
y es de fundamental importancia para la salvaguarda 
de los derechos soberanos e intereses de la Repúbli- 
ca. 


Todos los derechos y prerrogativas que la 
CONVEMAR reconoce a nuestro país, especialmente 
en relación con el aprovechamiento de los recursos 
de su zona económica exclusiva y de su plataforma 
continental, con la protección y preservación del 
medio marino, con el fomento de la investigación 
científica marina, con las distintas formas de coope- 
ración internacional en beneficio de los países en 
desarrollo y, en general, con nuestro interés maríti- 
mo, tendrán una base jurídica sólida reconocida uni- 
versalmente, incluso por las grandes potencias ma- 
rítimas y pesqueras. 


Importa considerar que si el Uruguay no ratificara el 
Acuerdo podrá quedar totalmente aislado respecto 
de los demás Estados que son Partes de la 
CONVEMAR o que lo sean en el futuro, teniendo en 
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cuenta al respecto, que el artículo 4* del Acuerdo 
establece, como se señaló ut supra, que todo Instru- 
mento de Ratificación de la Convención o la adhesión 
aella constituirá también consentimiento en obligar- 
se por el Acuerdo, así como que ningún Estado o 
entidad podrá manifestar su consentimiento en obli- 
garse por el Acuerdo sin haber manifestado previa- 
mente o simultáneamente, su consentimiento en obli- 
garse por la Convención. 


Esta disposición es, como se observó antes, una 
garantía tendiente a alcanzar la universalidad de la 
CONVEMAR, factor de fundamental importancia para 
asegurar el orden y la paz en los océanos, y los 
derechos de la República en sus aguas jurisdicciona- 
les. 


Asimismo cabe destacar que este Acuerdo no signi- 
fica nuevas obligaciones financieras para el País, 
debido a que el presente no altera las disposiciones 
referentes a financiación del presupuesto de la Au- 
toridad establecidas originalmente en la CONVEMAR. 


Por las razones expuestas, el Poder Ejecutivo estima 
conveniente y del más alto interés nacional la ratifi- 
cación de este Acuerdo y solicita en consecuencia, 
la sanción del proyecto de ley adjunto que aprueba 
dicho Acuerdo suscrito por el Uruguay el 29 de julio 
de 1994. 


El Poder Ejecutivo reitera al señor Presidente de la 
Asamblea General las seguridades de su más alta y distin- 
guida consideración. 


RODOLFO NIN NOVOA, Vicepresiden- 
te de la República en ejercicio de la Presi- 
dencia; Reinaldo Gargano, Danilo Astori, 
Jorge Lepra, Víctor Rossi, José Mujica, 
Azucena Berrutti, Jorge Brovetto, María 
Bernabela Herrera. 


Ministerio de Relaciones Exteriores 
Ministerio de Economía y Finanzas 
Ministerio de Defensa Nacional 

Ministerio de Educación y Cultura 

Ministerio de Transporte y Obras Públicas 
Ministerio de Industria, Energía y Minería 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca 


Montevideo, 17 de octubre de 2005. 


PROYECTODELEY 


Artículo 1”.- Apruébase el Acuerdo Relativo a la aplica- 
ción de la Parte XI de la Convención de las Naciones Unidas 
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sobre el Derecho del Mar de 10 de diciembre de 1982, 
suscrito por la República el 29 de julio de 1994, en la sede 
de la Organización de las Naciones Unidas, en Nueva York. 


Reinaldo Gargano, Danilo Astori, Jor- 
ge Lepra, Víctor Rossi, José Mujica, 
Azucena Berrutti, Jorge Brovetto, 
María Bernabela Herrera. 


ACUERDO RELATIVO A LA APLICACION DELA PARTE 

XIDE LA CONVENCION DELAS NACIONES UNIDAS 

SOBREELDERECHO DELMARDE 10DE DICIEMBRE DE 
1982 


Los Estados Partes en este Acuerdo, 


Reconociendo la importante contribución de la Conven- 
ción de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar de 10 
de diciembre de 1982 (en adelante, “la Convención”) al 
mantenimiento de la paz, la justicia y el progreso de todos 
los pueblos del mundo, 


Reafirmando que los fondos marinos y oceánicos y su 
subsuelo, fuera de los límites de la jurisdicción nacional (en 
adelante, “la Zona”) así como sus recursos, son patrimonio 
común de la humanidad, 


Conscientes de la importancia que reviste la Conven- 
ción para la protección y preservación del medio marino y 
de la creciente preocupación por el medio ambiente mun- 
dial, 


Habiendo examinado el informe del Secretario General de 
las Naciones Unidas sobre los resultados de las consultas 
oficiosas entre Estados celebradas desde 1990 hasta 1994 
sobre las cuestiones pendientes relativas a la Parte XI y 
disposiciones conexas de la Convención (en adelante, “la 
Parte XI”), 


Observando los cambios políticos y económicos, entre 
ellos, los sistemas orientados al mercado, que afectan la 
aplicación de la Parte XI, 


Deseando facilitar la participación universal en la Con- 
vención, 


Considerando que un acuerdo relativo a la aplicación de 
la Parte XI sería el mejor medio de lograr ese objetivo, 


Han acordado lo siguiente: 


Artículo 1 
Aplicación de la Parte XI 


1. Los Estados Partes en este Acuerdo se compro- 
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meten a aplicar la Parte XI de conformidad con este Acuer- 
do. 


2. El anexo forma parte integrante de este Acuerdo. 


Artículo 2 


Relación entre este Acuerdo y la Parte XI 


1. Las disposiciones de este Acuerdo y de la Parte XI 
deberán ser interpretadas y aplicadas en forma conjunta 
como un solo instrumento. En caso de haber discrepancia 
entre este Acuerdo y la Parte XI, prevalecerán las disposi- 
ciones de este Acuerdo. 


2. Los artículos 309 a319 de la Convención se aplicarán 
a este Acuerdo en la misma forma en que se aplican a la 
Convención. 


Artículo 3 


Firma 


Este Acuerdo estará abierto a la firma de los Estados y 
las entidades mencionados en los apartados a), c), d), e) y 
f) del párrafo 1 del artículo 305 de la Convención, en la Sede 
de las Naciones Unidas, durante 12 meses contados desde 
la fecha de su adopción. 


Artículo 4 


Consentimiento en obligarse 


1. Después de la adopción de este Acuerdo, todo ins- 
trumento de ratificación o de confirmación formal de la 
Convención o de adhesión a ella constituirá también con- 
sentimiento en obligarse por el Acuerdo. 


2. Ningún Estado o entidad podrá manifestar su con- 
sentimiento en obligarse por este Acuerdo a menos que 
haya manifestado previamente o manifieste al mismo tiempo 
su consentimiento en obligarse por la Convención. 


3. Los Estados o entidades mencionados en el artículo 
3 podrán manifestar su consentimiento en obligarse por 
este Acuerdo mediante: 


a) Firmanosujetaaratificación, confirmación formal o 
al procedimiento establecido en el artículo 5; 


b) Firma sujeta a ratificación o confirmación formal, 
seguida de ratificación o confirmación formal; 
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c) Firma sujeta al procedimiento establecido en el ar- 
tículo 5; o 


d) Adhesión. 


4. Laconfirmación formal por las entidades menciona- 
das en el inciso f) del párrafo 1 del artículo 305 de la 
Convención, se hará de conformidad con el anexo IX de la 
Convención. 


5. Los instrumentos de ratificación, confirmación for- 
mal o adhesión se depositarán en poder del Secretario 
General de las Naciones Unidas. 


Artículo 5 


Procedimiento simplificado 


1. Se considerará que los Estados o entidades que 
hayan depositado, antes de la fecha de adopción de este 
Acuerdo, un instrumento de ratificación o confirmación 
formal de la Convención o de adhesión a ella y que hayan 
firmado este Acuerdo de conformidad con lo dispuesto en 
el apartado c) del párrafo 3 del artículo 4, han manifestado 
su consentimiento en obligarse por este Acuerdo 12 meses 
después de la fecha de su adopción, a menos que tales 
Estados o entidades notifiquen al depositario por escrito 
antes de esa fecha que no se acogerán al procedimiento 
simplificado establecido en este artículo. 


2. Enelcaso de tal notificación, se manifestará el con- 
sentimiento en obligarse por este Acuerdo con arreglo a lo 
dispuesto en el apartado b) del párrafo 3 del artículo 4. 


Artículo 6 


Entrada en vigor 


1. Este Acuerdo entrará en vigor 30 días después de la 
fecha en que 40 Estados hayan manifestado su consenti- 
miento en obligarse de conformidad con los artículos 4 y 5, 
siempre que entre ellos figuren al menos siete de los Esta- 
dos mencionados en el apartado a) del párrafo 1 de la 
resolución II de la Tercera Conferencia de las Naciones 
Unidas sobre el Derecho del Mar (en adelante, la “resolu- 
ción 11”), de los cuales al menos cinco deberán ser Estados 
desarrollados. Si las condiciones para la entrada en vigor se 
cumplen antes del 16 de noviembre de 1994, este Acuerdo 
entrará en vigor el 16 de noviembre de 1994. 


2. Respecto de cada Estado o entidad que manifieste su 
consentimiento en obligarse por este Acuerdo después de 
que se hayan cumplido los requisitos establecidos en el 
párrafo 1, este Acuerdo entrará en vigor al trigésimo día 
siguiente a la fecha en que haya manifestado su consenti- 
miento en obligarse. 
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Artículo 7 


Aplicación provisional 


1. Si este Acuerdo no ha entrado en vigor el 16 de 
noviembre de 1994, será aplicado provisionalmente hasta 
su entrada en vigor por: 


a) Los Estados que hayan consentido en su adopción 
en la Asamblea General de las Naciones Unidas, 
salvo aquellos que antes del 16 de noviembre de 1994 
notifiquen al depositario por escrito que no aplicarán 
en esa forma el Acuerdo o que consentirán en tal 
aplicación únicamente previa firma o notificación por 
escrito; 


b) Los Estados y entidades que firmen este Acuerdo, 

salvo aquellos que notifiquen al depositario por 

escrito en el momento de la firma que no aplicarán en 
esa forma el Acuerdo; 


c) Los Estados y entidades que consientan en su apli- 
cación provisional mediante notificación por escrito 
de su consentimiento al depositario, 


d) Los Estados que se adhieran a este Acuerdo. 


2. Todos esos Estados y entidades aplicarán este Acuer- 
do provisionalmente de conformidad con sus leyes y reglamen- 
tos nacionales o internos, con efecto a partir del 16 de no- 
viembre de 1994 o apartir de la fecha de la firma, la notificación 
del consentimiento o la adhesión, si ésta fuese posterior. 


3. La aplicación provisional terminará en la fecha de 
entrada en vigor de este Acuerdo. En todo caso, la aplica- 
ción provisional terminará el 16 de noviembre de 1998 sien 
esa fecha no se ha cumplido el requisito establecido en el 
párrafo 1 del artículo 6 de que hayan consentido en obligar- 
se por este Acuerdo al menos siete de los Estados mencio- 
nados en el apartado a) del párrafo 1 de la resolución ll (de 
los cuales al menos cinco deberán ser Estados desarrolla- 
dos). 


Artículo 8 


Estados Partes 


1. Para los efectos de este Acuerdo, por “Estados Partes” 
se entiende los Estados que hayan consentido en obligarse 
por este Acuerdo y para los cuales el Acuerdo esté en vigor. 
2. Este Acuerdo se aplicará mutatis mutandis a las entida- 
des sancionadas en los apartados c), d), e) y f) del párrafo 
1 del artículo 305 de la Convención que lleguen a ser partes 
en el Acuerdo de conformidad con los requisitos pertinen- 
tes a cada una de ellas, y en esa medida, el término “Estados 
Partes” se refiere a esas entidades. 
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Artículo 9 


Depositario 


El Secretario General de las Naciones Unidas será el 
depositario de este Acuerdo. 


Artículo 10 


Textos auténticos 


El original de este Acuerdo, cuyos textos en árabe, 
chino, español, francés, inglés y ruso son igualmente au- 
ténticos, será depositado en poder del Secretario General de 
las Naciones Unidas. 


EN TESTIMONIO DE LO CUAL, los Plenipotenciarios 
infrascritos, debidamente autorizados para ello, han firma- 
do este Acuerdo. 


HECHO EN NUEVA YORK, el día 28 de julio de mil 
novecientos noventa y cuatro. 


ANEXO 


Sección I. Costos para los Estados Partes y arreglos 
institucionales 


1. La Autoridad Internacional de los Fondos Marinos 
(en adelante, “la Autoridad”) es la organización por con- 
ducto de la cual los Estados Partes en la Convención, de 
conformidad con el régimen establecido para la Zona en la 
Parte XI y en este Acuerdo, organizarán y controlarán las 
actividades en la zona, particularmente con miras ala admi- 
nistración de los recursos de la zona. La Autoridad tendrá 
las facultades y funciones que expresamente se le confieren 
por la Convención. Tendrá también las facultades acceso- 
rias, compatibles con la Convención, que resulten implíci- 
tas y necesarias para el ejercicio de aquellas facultades y 
funciones con respecto a las actividades en la zona. 


2. Conel objeto de reducir al mínimo los costos para los 
Estados Partes, todos los Órganos y Órganos subsidiarios 
que se establezcan en virtud de la Convención y de este 
Acuerdo realizarán sus actividades en forma eficaz en fun- 
ción de los costos. Este principio se aplicará también a la 
frecuencia, la duración y la programación de las reuniones. 


3. El establecimiento y funcionamiento de los órganos 
y Órganos subsidiarios de la Autoridad se basarán en un 
criterio evolutivo, teniendo en cuenta las necesidades fun- 
cionales de los órganos y órganos subsidiarios en cues- 
tión, con el fin de que puedan cumplir eficazmente sus 
respectivas responsabilidades en las diversas etapas del 
desarrollo de las actividades en la zona. 
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4. Las funciones iniciales de la Autoridad al entrar en 
vigor la Convención serán desempeñadas por la Asamblea, 
el Consejo, la Secretaría, la Comisión Jurídica y Técnica y 
el Comité de Finanzas. Las funciones de la Comisión de 
Planificación Económica serán desempeñadas por la Comi- 
sión Jurídica y Técnica hasta el momento en que el Consejo 
decida otra cosa o hasta que se apruebe el primer plan de 
trabajo para explotación. 


5. Entre la entrada en vigor de la Convención y la 
aprobación del primer plan de trabajo para explotación, la 
Autoridad se ocupará principalmente de: 


a) La tramitación de solicitudes de aprobación de pla- 
nes de trabajo para exploración de conformidad con 
la Parte XI y este Acuerdo; 


b) La aplicación de las decisiones de la Comisión Prepa- 
ratoria de la Autoridad Internacional de los Fondos 
Marinos y del Tribunal Internacional del Derecho del 
Mar (en adelante, “la Comisión Preparatoria”) relati- 
vas a los primeros inversionistas inscritos y sus 
Estados certificadores, incluidos sus derechos y 
obligaciones, de conformidad con el párrafo 5 del 
artículo 308 de la Convención y con el párrafo 13 de 
la resolución Il; 


c) La vigilancia del cumplimiento de los planes de tra- 
bajo para exploración aprobados en forma de contra- 
tos; 


d) El seguimiento y examen de las tendencias y los 
acontecimientos relativos a las actividades de ex- 
plotación minera de los fondos marinos, incluido el 
análisis periódico de las condiciones del mercado 
mundial de metales, y los precios, tendencias y pers- 
pectivas de los metales; 


e) El estudio de las posibles consecuencias de la pro- 
ducción minera de la Zona para la economía de los 
Estados en desarrollo productores terrestres de esos 
minerales que puedan resultar más gravemente afec- 
tados, a fin de minimizar sus dificultades y de pres- 
tarles ayuda para su reajuste económico, teniendo en 
cuenta la labor realizada a este respecto por la Comi- 
sión Preparatoria; 


f) La aprobación de las normas, reglamentos y procedi- 
mientos necesarios para la realización de las activi- 
dades en la Zona a medida que éstas avancen. No 
obstante lo dispuesto en los apartados b) y c) del 
párrafo 2 del artículo 17 del anexo III de la Con- 
vención, tales normas, reglamentos y procedimien- 
tos tendrán en cuenta las disposiciones de este 
Acuerdo, el retraso prolongado de la explotación 
minera comercial de los fondos marinos y el ritmo 
probable de las actividades que se realicen en la 
Zona; 
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8) 


h) 


1) 


j) 


k) 


6. 


La aprobación de normas, reglamentos y procedi- 
mientos en que se incorporen los estándares aplica- 
bles sobre protección y preservación del medio ma- 
rino; 


La promoción y el estímulo de la realización de inves- 
tigaciones científicas marinas con respecto a las 
actividades realizadas en la zona y la compilación y 
difusión de los resultados de esas investigaciones y 
análisis, cuando se disponga de ellos, haciendo es- 
pecial hincapié en las investigaciones relativas alos 
efectos ambientales de las actividades realizadas en 
la zona; 


La adquisición de conocimientos científicos y el 
seguimiento del desarrollo de la tecnología marina 
pertinente a las actividades en la zona, en particular 
la tecnología relacionada con la protección y preser- 
vación del medio marino; 


La evaluación de los datos disponibles con respecto 
a la prospección y exploración; 


La elaboración en el momento oportuno de normas, 
reglamentos y procedimientos para la explotación, 
entre ellos, los relativos a la protección y preserva- 
ción del medio marino. 


a) El Consejo considerará una solicitud de aproba- 


ción de un plan de trabajo para exploración después de 
recibir una recomendación de la Comisión Jurídica y Técni- 
ca acerca de la solicitud. La tramitación de una solicitud de 
aprobación de un plan de trabajo para exploración se hará 
de conformidad con las disposiciones de la Convención, 
incluidas las de su anexo Ill, y de este Acuerdo, y con 
sujeción a las disposiciones siguientes: 


1) Se considerará que un plan de trabajo para explo- 
ración presentado en nombre de un Estado o una 
entidad, o un componente de una entidad, de los 
mencionados en los incisos 11) o 111) del apartado 
a) del párrafo 1 de la resolución Il, que no sea un 
primer inversionista inscrito y que ya hubiere 
realizado actividades sustanciales en la Zona 
antes de la entrada en vigor de la Convención, o 
del sucesor en sus intereses, ha cumplido los 
requisitos financieros y técnicos necesarios para 
la aprobación del plan de trabajo si el Estado o los 
Estados patrocinantes certifican que el solicitan- 
te ha gastado una suma equivalente o por lo 
menos 30 millones de dólares de los EE.UU. en 
actividades de investigación y exploración y ha 
destinado no menos del 10% de esa suma a la 
localización, el estudio y la evaluación del área 
mencionada en el plan de trabajo. Si por lo demás 
el plan de trabajo cumple los requisitos de la 
Convención y de las normas, reglamentos y pro- 
cedimientos adoptados de conformidad con ella, 
será aprobado por el Consejo en forma de contra- 
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to. Las disposiciones del párrafo 11 de la sección 
TIT del presente anexo se interpretarán y aplicarán 
en consecuencia; 


11) No obstante lo dispuesto en el apartado a) del 
párrafo 8 de la resolución IT, un primer inversio- 
nista inscrito podrá solicitar la aprobación de un 
plan de trabajo para exploración en un plazo de 36 
meses contados a partir de la entrada en vigor de 
la Convención. El plan de trabajo para exploración 
comprenderá los documentos, informes y demás 
datos que se presenten a la Comisión Preparatoria 
antes y después de la inscripción, e irá acompa- 
ñado de un certificado de cumplimiento, consis- 
tente en un informe fáctico en que se describa la 
forma en que se ha dado cumplimiento a las obli- 
gaciones comprendidas en el régimen de los pri- 
meros inversionistas, expedido por la Comisión 
Preparatoria de conformidad con lo dispuesto en 
el apartado a) del párrafo 11 de la resolución Il. 
Dicho plan de trabajo se considerará aprobado. El 
plan de trabajo aprobado tendrá la forma de un 
contrato concertado entre la Autoridad y el pri- 
mer inversionista registrado de conformidad con 
lo dispuesto en la Parte XI y en este Acuerdo. Se 
considerará que el canon de 250.000 dólares de 
los EE.UU., pagado de conformidad con lo dis- 
puesto en el apartado a) del párrafo 7 de la reso- 
lución II, constituye el canon correspondiente a 
la etapa de exploración con arreglo alo dispuesto 
en el párrafo 3 de la sección 8 del presente anexo. 
El párrafo 11 de la sección 3 del presente anexo se 
interpretará y aplicará en consecuencia; 


111) De conformidad con el principio de no discrimina- 
ción, en todo contrato celebrado con un Estado o 
una entidad o un componente de una entidad de 
los mencionados en el incisoi) del apartado a), se 
incluirán condiciones similares y no menos favo- 
rables a las convenidas con cualquier primer in- 
versionista inscrito de los mencionados en el 
inciso 11) del apartado a). Si se estipulan condicio- 
nes más favorables para cualquiera de los Esta- 
dos, las entidades o los componentes de entida- 
des mencionados en el inciso 1) del apartado a), el 
Consejo estipulará condiciones similares y no 
menos favorables con respecto a los derechos y 
obligaciones asumidos por los primeros 
inversionistas inscritos mencionados en el inciso 
11) del apartado a), siempre y cuando esas condi- 
ciones no afecten ni perjudiquen los intereses de 
la Autoridad; 


1v) El Estado que patrocina una solicitud de aproba- 
ción de un plan de trabajo con arreglo a las dispo- 
siciones de los incisos 1) o 11) del apartado a), 
podrá ser un Estado Parte o un Estado que sea 
miembro de la Autoridad con carácter provisio- 
nal, de conformidad con lo dispuesto en el párrafo 
12; 
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v) El apartado c) del párrafo 8 de la resolución Il se 
interpretará y aplicará de conformidad con lo 
establecido en el inciso iv) del apartado a); 


b) La aprobación de los planes de trabajo para explora- 
ción se hará de conformidad con lo dispuesto en el 
párrafo 3 del artículo 153 de la Convención. 


7. Toda solicitud de aprobación de un plan de trabajo 
irá acompañada de una evaluación de los posibles efectos 
sobre el medio ambiente de las actividades propuestas y de 
una descripción de un programa de estudios oceanográficos 
y estudios de referencia sobre el medio ambiente de confor- 
midad con las normas, reglamentos y procedimientos apro- 
bados por la Autoridad. 


8. Toda solicitud de aprobación de planes de trabajo 
para exploración, con sujeción a las disposiciones de los 
incisos 1) o 11) del apartado a) del párrafo 6, se tramitará de 
conformidad con los procedimientos establecidos en el 
párrafo 11 de la sección 3 de este anexo. 


9. Los planes de trabajo para exploración se aprobarán 
por un período de 15 años. Al expirar el plan de trabajo para 
exploración, el contratista solicitará la aprobación de un 
plan de trabajo para explotación, a menos que ya lo haya 
hecho o que haya obtenido prórroga del plan de trabajo para 
exploración. Los contratistas podrán solicitar prorrógas 
por plazos no superiores acinco años cada vez. Las prórro- 
gas se aprobarán si el contratista se ha esforzado de buena 
fe por cumplir los requisitos del plan de trabajo, pero por 
razones ajenas a su voluntad, no ha podido completar el 
trabajo preparatorio necesario para pasar a la etapa de 
explotación, o si las circunstancias económicas imperantes 
no justifican que se pase a la etapa de explotación. 


10. La designación de un área reservada para la Autori- 
dad conforme a lo dispuesto en el artículo 8 del anexo Ill de 
la Convención, se efectuará en relación con la aprobación 
de un plan de trabajo para exploración o con la aprobación 
de un plan de trabajo para exploración y explotación. 


11. No obstante lo dispuesto en el párrafo 9, todo plan 
de trabajo para exploración aprobado, que esté patrocinado 
por lo menos por uno de los Estados que estén aplicando 
provisionalmente este Acuerdo, quedará sin efecto si ese 
Estado cesa de aplicar provisionalmente el Acuerdo y no ha 
llegado a ser miembro provisional conforme a lo dispuesto 
en el párrafo 12, o no ha llegado a ser Estado Parte. 


12, Al entrar en vigor este Acuerdo, los Estados y las 
entidades mencionados en el artículo 3 del Acuerdo que lo 
hayan estado aplicando provisionalmente de conformidad 
con el artículo 7 y para los cuales el Acuerdo no esté en 
vigor, podrán seguir siendo miembros provisionales de la 
Autoridad hasta que el Acuerdo entre en vigor con respecto 
a ellos, de conformidad con las disposiciones siguientes: 
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Si este Acuerdo entrare en vigor antes del 16 de 
noviembre de 1996, dichos Estados y entidades ten- 
drán derecho a continuar participando como miem- 
bros provisionales de la Autoridad una vez que ha- 
yan notificado al depositario del Acuerdo su inten- 
ción de participar como miembros provisionales. La 
participación como miembro provisional terminará el 
16 de noviembre de 1996 o en la fecha de entrada en 
vigor de este Acuerdo y de la Convención para tales 
miembros, si ésta fuese anterior a aquélla. El Consejo, 
a petición del Estado o la entidad, interesados, po- 
drán prorrogar dicha participación más allá del 16 de 
noviembre de 1996 por uno o más períodos no supe- 
riores a dos años en total, a condición de que el 
Consejo se cerciore de que el Estado o la entidad 
interesados han estado intentando de buena fe llegar 
a ser partes en el Acuerdo y en la Convención; 


Si este Acuerdo entrare en vigor después del 15 de 
noviembre de 1996, dichos Estados y entidades po- 
drán pedir al Consejo que les permita continuar sien- 
do miembros provisionales de la Autoridad por uno 
o más períodos que no vayan más allá del 16 de 
noviembre de 1998. El Consejo otorgará dicha calidad 
de miembro provisional con efectos a partir de la 
fecha de la solicitud, si le consta que el Estado o 
entidad ha intentado de buena fe llegar a ser parte en 
el Acuerdo y en la Convención; 


Los Estados y entidades que sean miembros provi- 
sionales de la Autoridad de conformidad con lo dis- 
puesto en los apartados a) o b), aplicarán las dispo- 
siciones de la Parte XI y este Acuerdo de conformi- 
dad con sus leyes, reglamentos y consignaciones 
presupuestarias anuales nacionales o internas, y 
tendrán los mismos derechos y obligaciones que los 
demás miembros, entre otros: 


1) La obligación de contribuir al presupuesto 
administrativo de la Autoridad conforme a la es- 
cala de cuotas; 


11) El derecho a patrocinar solicitudes de aprobación 
de planes de trabajo para exploración. En el caso 
de entidades cuyos componentes sean personas 
naturales o jurídicas que posean la nacionalidad 
de más de un Estado, los planes de trabajo para 
exploración no se aprobarán a menos que todos 
los Estados cuyas personas naturales o jurídicas 
compongan esas entidades sean Estados Partes o 
miembros provisionales; 


No obstante lo dispuesto en el párrafo 9, todo plan 
de trabajo aprobado en forma de contrato de explo- 
ración que haya sido patrocinado conforme a lo 
dispuesto en el inciso 11) del apartado c) por un 
Estado que era miembro provisional, quedará sin 
efecto si el Estado o entidad dejare de ser miembro 
provisional y no hubiere llegado a ser Estado Parte; 
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e) Si un miembro provisional no ha pagado sus cuotas 
O ha dejado de cumplir en alguna forma sus obligacio- 
nes conforme a lo dispuesto en este párrafo, se 
pondrá término asu calidad de miembro provisional. 


13. La referencia al cumplimiento no satisfactorio que 
figura en el artículo 10 del anexo III de la Convención se 
interpretará en el sentido de que el contratista no ha cum- 
plido los requisitos de un plan de trabajo aprobado a pesar 
de que la Autoridad le ha dirigido una o más advertencias 
escritas acerca de su cumplimiento. 


14. La Autoridad tendrá su propio presupuesto. Hasta el 
final del año siguiente al año en que este Acuerdo entre en 
vigor, los gastos administrativos de la Autoridad se sufra- 
garán con cargo al presupuesto de las Naciones Unidas. A 
partir de entonces, los gastos administrativos de la Auto- 
ridad se sufragarán mediante las cuotas de sus miembros, 
incluidos los miembros provisionales, de conformidad con 
lo dispuesto en el apartado a) del artículo 171 y el artículo 
173 de la Convención y en este Acuerdo, hasta que la 
Autoridad tenga fondos suficientes procedentes de otras 
fuentes para sufragaresos gastos. La Autoridad no ejercerá 
la facultad mencionada en el párrafo 1 del artículo 174 de la 
Convención con el fin de contratar préstamos para financiar 
su presupuesto administrativo. 


15. La Autoridad elaborará y aprobará, con arreglo a lo 
dispuesto en el inciso ii) del apartado o) del párrafo 2 del 
artículo 162 de la Convención, normas, reglamentos y pro- 
cedimientos basados en los principios contenidos en las 
secciones 2, 5, 6, 7 y 8 de este anexo, así como las demás 
normas, reglamentos y procedimientos que sean necesarios 
para facilitar la aprobación de los planes de trabajo para 
exploración o explotación, de conformidad con las disposi- 
ciones siguientes: 


a) El Consejo podrá emprender la elaboración de tales 
normas, reglamentos o procedimientos en el momen- 
to en que estime que son necesarios para la realiza- 
ción de actividades en la Zona o cuando determine 
que la explotación comercial es inminente, o a peti- 
ción de un Estado uno de cuyos nacionales se pro- 
ponga solicitar la aprobación de un plan de trabajo 
para explotación; 


b) Si un Estado de los mencionados en el apartado a) 
pide que se adopten esas normas, reglamentos y 
procedimientos, el Consejo lo hará dentro de los dos 
años siguientes a la petición, de conformidad con lo 
dispuesto en el apartado 0) del párrafo 2 del artículo 
162 de la Convención; 


c) Si el Consejo no ha finalizado la elaboración de las 
normas, reglamentos y procedimientos relacionados 
con la explotación en el plazo prescrito, y está pen- 
diente la aprobación de una solicitud del plan de 
trabajo para explotación, procederá de todos modos 
a considerar y aprobar provisionalmente ese plan de 
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trabajo sobre la base de las disposiciones de la 
Convención y de todas las normas, reglamentos y 
procedimientos que el Consejo haya aprobado pro- 
visionalmente, o sobre la base de las normas conte- 
nidas en la Convención y de los términos y principios 
contenidos en el presente anexo, así como del prin- 
cipio de no discriminación entre contratistas. 


16. Los proyectos de normas, reglamentos y procedi- 
mientos y todas las recomendaciones relativas a las dispo- 
siciones de la Parte XI que figuren en los informes y reco- 
mendaciones de la Comisión Preparatoria, serán tomadas en 
cuenta por la Autoridad al adoptar normas, reglamentos y 
procedimientos de conformidad con lo dispuesto en la Parte 
XI y en este Acuerdo. 


17. Las disposiciones pertinentes de la Sección 4 de la 
Parte XI de la Convención se interpretarán y aplicarán de 
conformidad con este Acuerdo. 


Sección 2. La Empresa 


1. La Secretaría de la Autoridad desempeñará las fun- 
ciones de la Empresa hasta que ésta comience a operar 
independientemente de la Secretaría. El Secretario General 
de la Autoridad nombrará de entre el personal de la Auto- 
ridad un Director General interino que supervisará la reali- 
zación de esas funciones por la Secretaría. 


Esas funciones serán las siguientes: 


a) Seguimiento y análisis de las tendencias y aconteci- 
mientos relacionados con las actividades de explota- 
ción minera de los fondos marinos, incluido el análi- 
sis periódico de las condiciones del mercado mundial 
de metales, y los precios, tendencias y perspectivas 
de los metales; 


b) Evaluación de los resultados de las investigaciones 
científicas marinas llevadas a cabo con respecto a las 
actividades realizadas en la Zona, y especialmente 
los de las investigaciones relacionadas con el im- 
pacto ambiental de las actividades realizadas en la 
Zona; 


c) Evaluación de los datos disponibles con respecto a 
la prospección y la exploración, incluidos los princi- 
pios aplicables a estas actividades; 


d) Evaluación de los adelantos tecnológicos de impor- 
tancia para las actividades realizadas en la Zona, en 
particular la tecnología relativa a la protección y 
preservación del medio marino; 


e) Evaluación de la información y los datos relativos a 
las áreas reservadas para la Autoridad; 
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f) Evaluación de las pautas que deben seguirse en las 
operaciones de empresa conjunta; 


g) Reunión de información acerca de la disponibilidad 
de mano de obra calificada; 


h) Estudio de las distintas políticas de gestión aplica- 
bles a la administración de la Empresa en diferentes 
etapas de sus operaciones. 


2. La Empresa llevará a cabo sus actividades iniciales 
de explotación minera de los fondos marinos por medio de 
empresas conjuntas. Al aprobarse un plan de trabajo para 
explotación para una entidad distinta de la Empresa, o al 
recibir el Consejo una solicitud de constitución de empresa 
conjunta con la Empresa, el Consejo se ocupará de la 
cuestión del funcionamiento de la Empresa independiente- 
mente de la Secretaría de la Autoridad. Si las operaciones 
realizadas en régimen de empresa conjunta con la Empresa 
se basan en principios comerciales sólidos, el Consejo 
emitirá una directriz de conformidad con lo dispuesto en el 
párrafo 2 del artículo 170 de la Convención, por la que 
establecerá dicho funcionamiento independiente. 


3. La obligación de los Estados Partes de financiar las 
actividades de la Empresa en un sitio minero previsto en el 
párrafo 3 del artículo 11 del anexo IV de la Convención no 
será aplicable, y los Estados Partes no estarán obligados a 
financiar ninguna de las operaciones que se lleven a cabo 
en los sitios mineros de la Empresa ni las que se lleven a 
cabo conforme a sus arreglos de empresa conjunta. 


4. Las obligaciones aplicables a los contratistas se 
aplicarán a la Empresa. No obstante lo dispuesto en el 
párrafo 3 del artículo 153 y en el párrafo 5 del artículo 3 del 
Anexo III de la Convención, un plan de trabajo para la 
Empresa tendrá, una vez aprobado, la forma de un contrato 
concertado entre la Autoridad y la Empresa. 


5. Un contratista que haya aportado un área determina- 
da a la Autoridad como área reservada tiene derecho de 
opción preferente a concertar un arreglo de empresa con- 
junta con la Empresa para la exploración y explotación de 
esa área. Si la empresa no presenta una solicitud de aproba- 
ción de un plan de trabajo para la realización de actividades 
respecto de esa área reservada dentro de los 15 años si- 
guientes a la iniciación de sus funciones independiente- 
mente de la Secretaría de la Autoridad, o dentro de los 15 
años siguientes a la fecha en que se haya reservado esa área 
para la Autoridad, si esa fecha es posterior, el contratista 
que haya aportado el área tendrá derecho a solicitar la 
aprobación de un plan de trabajo respecto de ésta a condi- 
ción de que ofrezca de buena fe incluir a la Empresa como 
socio en una empresa conjunta. 


6. El párrafo 4 del artículo 170, el anexo IV y las demás 
disposiciones de la Convención relativas a la Empresa se 
interpretarán y aplicarán con arreglo a lo estipulado en esta 
sección. 
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Sección 3. Adopción de decisiones 


1. La Asamblea, en colaboración con el Consejo, deter- 
minará la política general de la Autoridad. 


2. Como norma general, las decisiones de los órganos 
de la Autoridad se deberán adoptar por consenso. 


3. Si todos los intentos de adoptar una decisión por 
consenso se hubieren agotado, las decisiones sobre cues- 
tiones de procedimiento adoptadas por votación en la Asam- 
blea lo serán por mayoría de los Estados presentes y votan- 
tes, y las decisiones sobre cuestiones de fondo se adopta- 
rán por mayoría de dos tercios de los Estados presentes y 
votantes, con arreglo a lo dispuesto en el párrafo 8 del 
artículo 159 de la Convención. 


4. Las decisiones de la Asamblea sobre cualquier asun- 
to respecto del cual también tenga competencia el Consejo, 
o sobre cualquier asunto administrativo, presupuestario o 
financiero, se basarán en las recomendaciones del Consejo. 
Si la Asamblea no aceptare la recomendación del Consejo 
sobre algún asunto, devolverá éste al Consejo para que lo 
examine nuevamente. El Consejo reexaminará el asunto 
teniendo presentes las opiniones expresadas por la Asam- 
blea. 


5. Si todos los intentos de adoptar una decisión por 
consenso se hubieran agotado, las decisiones sobre cues- 
tiones de procedimiento adoptadas por votación en el Con- 
sejo lo serán por mayoría de los miembros presentes y 
votantes, y las decisiones sobre cuestiones de fondo, salvo 
en los casos en que la Convención disponga que se adopten 
por consenso en el Consejo, lo serán por mayoría de dos 
tercios de los miembros presentes y votantes, a menos que 
se oponga a tales decisiones la mayoría en cualquiera de las 
cámaras mencionadas en el párrafo 9. Al adoptar decisio- 
nes, el Consejo procurará promover los intereses de todos 
los miembros de la Autoridad. 


6. El Consejo podrá aplazar la adopción de una decisión 
a fin de facilitar la celebración de nuevas negociaciones 
cada vez que parezca que no se han agotado todos los 
intentos por llegar a un consenso respecto de algún asunto. 


7. Las decisiones adoptadas por la Asamblea o el Con- 
sejo que tengan consecuencias financieras o presupuesta- 
rias se basarán en las recomendaciones del Comité de 
Finanzas. 


8. Las disposiciones de los apartados b) y c) del párrafo 
8 del artículo 161 de la Convención no serán aplicables. 


9. a) Cada grupo de Estados elegido conforme a lo 
dispuesto en los incisos a) a c) del párrafo 15 será tratado 
como una cámara para los efectos de la votación en el 
Consejo. Los Estados en desarrollo elegidos conforme a lo 
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dispuesto en los incisos d) y e) del párrafo 15 serán tratados 
como una cámara única para los efectos de la votación en 
el Consejo. 


b) Antes de elegir a los miembros del Consejo, la Asam- 
blea confeccionará listas de países que reúnen las 
condiciones necesarias para formar parte de los gru- 
pos de Estados a que se refieren los incisos a) ab) del 
párrafo 15. Si un Estado reúne las condiciones nece- 
sarias para formar parte de más de un grupo, sólo 
podrá ser propuesto por uno de ellos como candidato 
a miembro del Consejo y representará únicamente a 
ese grupo en la votación en el Consejo. 


10. Cada grupo de Estados señalado en los apartados a) 
a d) del párrafo 15 estará representado en el Consejo por los 
miembros designados por ese grupo. Cada grupo designará 
sólo tantos candidatos como número de puestos deba 
ocupar ese grupo. Cuando el número de posibles candida- 
tos de cada uno de los grupos mencionados en los aparta- 
dos a) ae) del párrafo 15 sea superior al número de puestos 
disponibles en cada uno de los grupos respectivos, por 
regla general se aplicará el principio de rotación. Los Esta- 
dos miembros de cada uno de los grupos determinarán la 
forma en que se aplicará este principio a esos grupos. 


11. a) El Consejo aprobará la recomendación de aproba- 
ción de un plan de trabajo formulada por la Comisión Jurí- 
dica y Técnica, a menos que el Consejo, por mayoría de dos 
tercios de sus miembros presentes y votantes, que com- 
prenderá la mayoría de los miembros presentes y votantes 
en cada una de las cámaras del Consejo, decida rechazar el 
plan de trabajo. Si el Consejo no adoptare una decisión 
acerca de una recomendación de aprobación de un plan de 
trabajo dentro del plazo prescrito, se considerará que la 
recomendación ha sido aprobada por el Consejo al cumplir- 
seese plazo. El plazo prescrito normalmente será de 60 días, 
a menos que el Consejo decida fijar un plazo mayor. Si la 
Comisión recomienda que se rechase un plan de trabajo o no 
hace una recomendación, el Consejo podrá aprobar de 
todos modos el plan de trabajo de conformidad con su 
reglamento relativo a la adopción de decisiones sobre cues- 
tiones de fondo. 


b) Las disposiciones del apartado j) del párrafo 2 del 
artículo 162 de la Convención no serán aplicables. 


12, Toda controversia que pudiera producirse con res- 
pecto al rechazo de un plan de trabajo, será sometida al 
procedimiento de solución de controversias establecido en 
la Convención. 


13. La adopción de decisiones mediante votación en la 
Comisión Jurídica y Técnica se hará por mayoría de los 
miembros presentes y votantes. 


14. Las subsecciones B y C de la sección 4 de la Parte XI 
de la Convención se interpretarán y aplicarán de conformi- 
dad con la presente sección. 
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15. El Consejo estará integrado por 36 miembros de la 
Autoridad elegidos por la Asamblea en el orden siguiente: 


a) Cuatro miembros escogidos entre los Estados Partes 
que, durante los últimos cinco años respecto de los 
cuales se disponga de estadísticas, hayan absorbido 
más del 2% en términos de valor del consumo mundial 
total o hayan efectuado importaciones netas de más 
del 2% en término de valor de las importaciones 
mundiales totales de los productos básicos obteni- 
dos a partir de las categorías de minerales que hayan 
de extraerse de la Zona, a condición de que entre esos 
cuatro miembros se incluya a un Estado de la región 
de Europa oriental que tenga la economía más impor- 
tante de esa región en términos de producto interno 
bruto, y al Estado que, a la fecha de la entrada en 
vigor de la Convención, tenga la economía más im- 
portante en términos de producto interno bruto, si 
esos Estados desean estar representados en este 


grupo; 


b) Cuatro miembros escogidos entre los ocho Estados 
Partes que, directamente o por medio de sus naciona- 
les, hayan hecho las mayores inversiones en la prepa- 
ración y realización de actividades en la Zona; 


c) Cuatro miembros escogidos entre los Estados Partes 
que, sobre la base de la producción de las áreas que 
se encuentran bajo su jurisdicción, sean grandes 
exportadores netos de las categorías de minerales 
que han de extraerse de la Zona, incluidos por lo 
menos dos Estados en desarrollo cuyas exportacio- 
nes de esos minerales tengan importancia considera- 
ble para su economía; 


d) Seis miembros escogidos entre los Estados Partes en 
desarrollo, que representen intereses especiales. Los 
intereses especiales que han de estar representados 
incluirán los de los Estados con gran población, los 
Estados sin litoral o en situación geográfica desven- 
tajosa, los Estados insulares, los Estados que sean 
grandes importadores de las categorías de minerales 
que han de extraerse de la Zona, los Estados que sean 
productores potenciales de tales minerales y los 
Estados en desarrollo menos adelantados; 


e) Dieciocho miembros escogidos de conformidad con 
el principio de asegurar una distribución geográfica 
equitativa de los puestos del Consejo en su totali- 
dad, acondición de que cada región geográfica cuen- 
te por lo menos con un miembro elegido en virtud de 
este apartado. A tal efecto se considerarán regiones 
geográficas Africa, América Latina y el Caribe, Asia, 
Europa Occidental y otros Estados, y Europa orien- 
tal. 


16. Las disposciones del párrafo 1 del artículo 161 de la 
Convención no serán aplicables. 
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Sección 4. Conferencia de Revisión 


Las disposiciones relativas a la Conferencia de Revisión 
de los párrafos 1, 3 y 4 del artículo 155 de la Convención no 
serán aplicables. No obstante las disposiciones del párrafo 
2 del artículo 314 de la Convención, la Asamblea, por 
recomendación del Consejo, podrá efectuar en cualquier 
momento una revisión de los asuntos indicados en el párra- 
fo 1 del artículo 155 de la Convención. Las enmiendas 
relativas aeste Acuerdo y a la Parte XI estarán sujetas a los 
procedimientos previstos en los artículos 314,315 y 316 de 
la Convención, a condición de que se mantengan los prin- 
cipios, el régimen y las demás disposiciones mencionadas 
en el párrafo 2 del artículo 155 de la Convención y de que los 
derechos mencionados en el párrafo 5 de ese artículo no 
resulten afectados. 


Sección 5. Transferencia de tecnología 


1. Además de regirse por las disposiciones del artículo 
144 de la Convención, la transferencia de tecnología se 
regirá, para los efectos de la Parte XI, por los principios 
siguientes: 


a) La Empresa y los Estados en desarrollo que deseen 
obtener tecnología para la explotación minera de los 
fondos marinos, procurarán obtener esa tecnología 
según modalidades y condiciones comerciales equi- 
tativas y razonables en el mercado abierto, o bien 
mediante arreglos de empresa conjunta; 


b) Sila Empresa o los Estados en desarrollo no pudieran 
obtener tecnología para la explotación minera de los 
fondos marinos, la Autoridad podrá pedir a todos o 
a cualquiera de los contratistas y al Estado o los 
Estados patrocinantes respectivos a que cooperen 
con ella para facilitar la adquisición de tecnología 
para la explotación minera de los fondos marinos por 
la Empresa o por su empresa conjunta, o por uno o 
varios Estados en desarrollo que deseen adquirir esa 
tecnología según modalidades y condiciones comer- 
ciales equitativas y razonables, compatibles con la 
protección eficaz de los derechos de propiedad inte- 
lectual. Los Estados Partes se comprometen a coope- 
rar plena y efectivamente con la Autoridad en ese 
sentido y a velar por que los contratistas por ellos 
patrocinados también cooperen plenamente con la 
Autoridad; 


c) Por regla general, los Estados Partes promoverán la 
cooperación internacional científica y técnica res- 
pecto de las actividades en la Zona, ya sea entre las 
Partes interesadas o mediante la creación de progra- 
mas de capacitación, asistencia técnica y coopera- 
ción científica en materia de ciencia y tecnología 
marina, y de protección y preservación del medio 
marino. 
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2. Las disposiciones del artículo 5 del anexo III de la 
Convención no serán aplicables. 


Sección 6. Política de producción 


1. La política de producción de la Autoridad se basará 
en los principios siguientes: 


a) El aprovechamiento de los recursos de la Zona se 
hará conforme a principios comerciales sólidos; 


b) Las disposiciones del Acuerdo General sobre Aran- 
celes Aduaneros y Comercio, sus correspondientes 
códigos y los acuerdos que le sucedan o reemplacen, 
se aplicarán con respecto a las actividades en la 
Zona; 


c) En particular, no se otorgarán subsidios a las activi- 
dades realizadas en la Zona salvo en la medida en que 
lo permitan los acuerdos indicados en el apartado b). 
El otorgamiento de subisidios para los efectos de 
estos principios se definirá según los acuerdos indi- 
cados en el apartado b); 


d) Nose discriminará entre los minerales extraídos de la 
Zona y de otras fuentes. No habrá acceso preferente 
alos mercados para esos minerales, ni para las impor- 
taciones de productos básicos elaborados a partir de 
ellos, en particular: 


1) Mediante la aplicación de barreras arancelarias o 
no arancelarias; 


11) El que den los Estados Partes a dichos minerales 
o a los productos básicos elaborados a partir de 
esos minerales por sus empresas estatales, o por 
personas naturales o jurídicas que tengan su 
nacionalidad o estén controladas por ellos o por 
sus nacionales; 


e) El plan de trabajo para explotación aprobado por la 
Autoridad respecto de cada área de explotación mi- 
nera indicará el calendario de producción previsto, 
en el que se incluirán las cantidades máximas estima- 
das de minerales que se producirían por año de 
conformidad con el plan de trabajo; 


f) Lasreglas que siguen se aplicarán a la solución de las 
controversias relativas a las disposiciones de los 
acuerdos mencionados en el apartado b); 


1) Si los Estados Partes afectados son partes en 
dichos acuerdos, podrán recurrir a los procedi- 
mientos de solución de controversias previstos 
en esos acuerdos; 


11) Si uno o más de los Estados Partes afectados no 
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son partes en dichos acuerdos, podrán recurrir a 
los procedimientos de solución de controversias 
establecidos en la Convención; 


g) En los casos en que se determine, a tenor de los 
acuerdos mencionados en el apartado b), que un 
Estado Parte ha otorgado subsidios que están prohi- 
bidos o que han redundado en perjuicio de los inte- 
reses de otro Estado Parte, y que el Estado Parte o los 
Estados Partes en cuestión no han adoptado las 
medidas adecuadas, un Estado Parte podrá pedir al 
Consejo que adopte tales medidas. 


2. Los principios contenidos en el párrafo 1 no afecta- 
rán alos derechos y obligaciones previstos en las disposi- 
ciones de los acuerdos señalados en el apartado b) del 
párrafo 1, ni a los acuerdos de libre comercio y de unión 
aduanera correspondientes, en las relaciones entre Estados 
Partes que sean partes en esos acuerdos. 


3. La aceptación por un contratista de subsidios distin- 
tos de los permitidos en virtud de los acuerdos señalados 
en el apartado b) del párrafo 1 constituirá una violación de 
los términos fundamentales del contrato por el que se 
establezca un plan de trabajo para la realización de activi- 
dades en la Zona. 


4. Todo Estado Parte que tenga razones para creer que 
ha habido una infracción de los requisitos de los aparta- 
dos b) a d) del párrafo 1 o del párrafo 3, podrá iniciar un 
procedimiento de solución de controversias de con- 
formidad con lo dispuesto en los apartados f) o g) del 
párrafo l. 


5. UnEstado Parte podrá en cualquier momento señalar 
a la atención del Consejo aquellas actividades que en su 
opinión sean incompatibles con los requisitos establecidos 
en los incisos b) a d) del párrafo 1. 


6. La Autoridad elaborará normas, reglamentos y pro- 
cedimientos que garanticen el cumplimiento de las disposi- 
ciones de esta sección, entre ellos, normas, reglamentos y 
procedimientos pertinentes que gobiernen la aprobación de 
los planes de trabajo. 


7. Las disposiciones de los párrafos 1 a7 y 9 del artículo 
151, del apartado q) del párrafo 2 del artículo 162, del 
apartado n) del párrafo 2 del artículo 165, y del párrafo 5 del 
artículo 6 y del artículo 7 del anexo III de la Convención, no 
serán aplicables. 


Sección 7. Asistencia económica 


1. Lapolítica de la Autoridad de prestar asistencia alos 
países en desarrollo cuyos ingresos de exportación o cuya 
economía sufran serios perjuicios como consecuencia de 
una disminución del precio o del volumen exportado de un 
mineral, en la medida en que tal disminución se deba a 
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actividades en la Zona, se basará en los principios siguien- 
tes: 


a) La Autoridad establecerá un fondo de asistencia 
económica con cargo a aquella parte de los fondos de 
la Autoridad que exceda los necesarios para cubrir 
los gastos administrativos de ésta. La cantidad que 
se destine a este objeto será determinada periódica- 
mente por el Consejo, por recomendación del Comité 
de Finanzas. Sólo se destinarán al establecimiento 
del fondo de asistencia económica fondos proceden- 
tes de pagos recibidos de los contratistas, incluida la 
Empresa, y contribuciones voluntarias; 


b) Los Estados en desarrollo productores terrestres 
cuya economía se haya determinado que ha resulta- 
do gravemente afectada por la producción de mine- 
rales de los fondos marinos recibirán asistencia con 
cargo al fondo de asistencia, económica de la Auto- 
ridad; 


c) La Autoridad prestará asistencia con cargo al fondo 
a los Estados en desarrollo productores terrestres 
afectados, cuando corresponda, en cooperación con 
las instituciones mundiales o regionales de desarro- 
llo existentes que tengan la infraestructura y los 
conocimientos técnicos necesarios para ejecutar esos 
programas de asistencia; 


d) El alcance y la duración de esa asistencia se determi- 
narán en cada caso en particular. Al hacerlo, se 
tomarán debidamente en consideración el carácter y 
la magnitud de los problemas con que se han encon- 
trado los Estados en desarrollo productores terres- 
tres que hayan resultado afectados. 


2. Lo dispuesto en el párrafo 10 del artículo 151 de la 
Convención se cumplirá por medio de las medidas de asis- 
tencia económica indicadas en el párrafo 1. El apartado 1) 
del párrafo 2 del artículo 160, el apartado n) del párrafo 2 del 
artículo 162, el apartado d) del párrafo 2 del artículo 164, el 
apartado f) del artículo 171 y el apartado c) del párrafo 2 del 
artículo 173 de la Convención serán interpretados en con- 
secuencia. 


Sección 8. Disposiciones financieras de los contratos 


1. Los principios que a continuación se enuncian ser- 
virán de base para establecer las normas, los reglamentos y 
los procedimientos relativos a las disposiciones financie- 
ras de los contratos: 


a) El sistema de pagos a la Autoridad será equitativo 
tanto para el contratista como para la Autoridad y 
proporcionará los medios adecuados para determi- 
nar si el contratista se ha atenido al sistema; 
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b) Las cuantías de los pagos hechos conforme al siste- 
ma serán semejantes a las usuales respecto de la 
producción terrestre del mismo mineral o de minera- 
les semejantes a fin de evitar que se otorgue a los 
productores de minerales de los fondos marinos una 
ventaja competitiva artificial o que se les imponga 
una desventaja competitiva; 


c) El sistema no deberá ser complicado y no deberá 
imponer gastos administrativos importantes a la Au- 
toridad ni al contratista. Deberá considerarse la po- 
sibilidad de adoptar un sistema de regalías o un 
sistema combinado de regalías y participación en los 
beneficios. Si se decide establecer distintos siste- 
mas, el contratista tendrá el derecho de elegir el 
sistema aplicable a su contrato. No obstante, todo 
cambio posterior en cuanto al sistema elegido se hará 
mediante acuerdo entre la Autoridad y el contratista; 


d) Se pagará un canon fijo anual desde la fecha de 
iniciación de la producción comercial. Ese canon se 
podrá deducir de los demás pagos que se deban 
conforme al sistema que se adopte en virtud del 
apartado c). El Consejo fijará el monto de ese canon; 


e) El sistema de pagos podrá revisarse periódicamente 
atendiendo alos cambios de las circunstancias. Toda 
modificación se aplicará de manera no discriminatoria. 
Tales modificaciones podrán aplicarse a los contra- 
tos existentes sólo a elección del contratista. Todo 
cambio posterior en cuanto al sistema elegido se hará 
mediante acuerdo entre la Autoridad y el contratista; 


f) Las controversias relativas ala interpretación o apli- 
cación de las normas y los reglamentos basados en es- 
tos principios se someterán a los procedimientos de 
solución de controversias previstos en la Convención. 


2. Las disposiciones de los párrafos 3 a 10 del artículo 
13 del anexo III de la Convención no serán aplicables. 


3. Por lo que respecta a la aplicación del párrafo 2 del 
artículo 13 del anexo Ill de la Convención, el canon corres- 
pondiente a la tramitación de solicitudes de aprobación de 
un plan de trabajo limitado a una sola etapa, sea ésta la etapa 
de exploración o la etapa de explotación, será de 250.000 
dólares de los EE.UU. 


Sección 9. El Comité de Finanzas 


1. Se establece un Comité de Finanzas. El Comité estará 
integrado por 15 miembros con las debidas calificaciones 
para ocuparse de asuntos financieros. Los Estados Partes 
propondrán como candidatos a personas de competencia e 
integridad máximas. 


2. No podrán ser miembros del Comité de Finanzas dos 
personas que sean nacionales del mismo Estado Parte. 
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3. Los miembros del Comité de Finanzas serán elegidos 
por la Asamblea y se tendrá debidamente en cuenta la 
necesidad de una distribución geográfica equitativa y la 
representación de intereses especiales. Cada grupo de Es- 
tados a que se refieren los apartados a), b), c) y d) del 
párrafo 15 de la sección 3 de este anexo estará representado 
en el Comité pro un miembro por lo menos. Hasta que la 
Autoridad tenga fondos suficientes, al margen de las cuo- 
tas, para sufragar sus gastos administrativos, se incluirá 
entre los miembros del Comité a los cinco mayores contri- 
buyentes financieros al presupuesto administrativo de la 
Autoridad. De allíen adelante, la elección de un miembro de 
cada grupo se hará sobre la base de los candidatos propues- 
tos por los miembros del grupo respectivo, sin perjuicio de 
la posibilidad de que se elija a otros miembros de cada 


grupo. 


4. Los miembros del Comité de Finanzas desempeñarán 
su cargo durante cinco años y podrán ser reelegidos por un 
nuevo período. 


5. Encaso de fallecimiento, incapacidad o renuncia de 
un miembro del Comité de Finanzas antes de que expire su 
mandato, la Asamblea elegirá a una persona de la misma 
región geográfica o del mismo grupo de Estados para que 
ejerza el cargo durante el resto del mandato. 


6. Los miembros del Comité de Finanzas no tendrán 
interés financiero en ninguna actividad relacionada con los 
asuntos respecto de los cuales corresponda al Comité for- 
mular recomendaciones. No revelarán, ni siquiera después 
de la expiración de su mandato, ninguna información con- 
fidencial que obre en su conocimiento en razón de sus 
funciones respecto de la Autoridad. 


7. Las decisiones de la Asamblea y el Consejo respecto 
de las cuestiones siguientes se adoptarán tomando en 
cuenta las recomendaciones del Comité de Finanzas: 


a) Los proyectos de normas, reglamentos y procedi- 
mientos financieros de los órganos de la Autoridad 
y la gestión financiera y administración financiera 
interna de la Autoridad; 


b) La determinación de las cuotas de los miembros para 
el presupuesto administrativo de la Autoridad con- 
forme a lo previsto en el apartado e) del párrafo 2 del 
artículo 160 de la Convención; 


c) Todos los asuntos financieros pertinentes, inclui- 
dos el proyecto de presupuesto anual preparado por 
el Secretario General de conformidad con el artículo 
172 de la Convención y los aspectos financieros a la 
ejecución de los programas de trabajo de la Secreta- 
ría; 


d) El presupuesto administrativo; 
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e) Las obligaciones financieras de los Estados Partes 
derivadas de la aplicación de este Acuerdo y de la 
Parte XI así como las consecuencias administrativas 
y presupuestarias de las propuestas y recomenda- 
ciones que impliquen gastos con cargo a los fondos 
de la Autoridad; 


f) Las normas, reglamentos y procedimientos relativos 
a la distribución equitativa de los beneficios finan- 
cieros y otros beneficios económicos derivados de 
las actividades en la Zona y las decisiones que hayan 
de adoptarse al respecto. 


8. El Comité de Finanzas adoptará las decisiones 
relativas a cuestiones de procedimiento por mayoría de los 
miembros presentes y votantes. Las decisiones sobre cues- 
tiones de fondo se adoptarán por consenso. 


9. Se considerará que el requisito del apartado y) del 
párrafo 2 del artículo 162 de la Convención de que se 
establezca un órgano subsidiario encargado de los asun- 
tos financieros quedará cumplido mediante el estableci- 
miento del Comité de Finanzas conforme a la presente 
sección. 
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ASESORA MACROECONOMICA Y FINANCIERA 
Area Económico Financiera 


Montevideo, 8 de junio de 2005. 


Refr. N* 1643/2005 


Asunto: MINISTERIO DERELACIONES EXTERIORES 
Proyecto de Ley ref. a la aplicación de la Parte XI de la 
Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho 
del Mar. 


Se somete a consideración de esta Secretaría de Estado 
el Mensaje del Poder Ejecutivo a la Asamblea General y el 
correspondiente proyecto de ley por el que se aprueba el 
Acuerdo relativo a la aplicación de la Parte XI de la Conven- 
ción de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar de 10 
de diciembre de 1982. 


Como antecedentes puede señalarse que por Ley 
N* 16.287, de 29 de julio de 1992 fue aprobada la Convención 
de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar 
(CONVEMAR). La Parte XI de la CONVEMAR, titulada “La 
Zona”, regula la parte de los fondos marinos que se en- 
cuentran más allá de la plataforma continental, es decir, que 
no están sometidos a jurisdicción nacional de ningún Esta- 
do. 


La Resolución 2749 de la Asamblea General de las Na- 
ciones Unidas declaró que la Zona y sus recursos son 
patrimonio común de la humanidad y que ningún Estado 
podrá reclamar o ejercer soberanía sobre ella o sus recur- 
sos. 


El Acuerdo y la CONVEMAR deben ser interpretados y 
aplicados como un solo instrumento y no es posible que un 
estado se obligue por el Acuerdo sin haberse obligado 
antes o simultáneamente por la CONVEMAR. La importan- 
cia de esta disposición está dada por el hecho de que 
aquellos Estados que no aceptaban la Convención, son los 
más interesados en el Acuerdo. 


Con respecto al presupuesto de la Autoridad de los 
Fondos Marinos, se establece que hasta el año de su 
entrada en vigor, el Acuerdo sería solventando por el 
presupuesto de las Naciones Unidas y recién a partir del 
segundo año es pagado por los Estados Parte de la 
CONVEMAR. 


Para el Uruguay, la aprobación del Acuerdo representa 
la adopción de dos aspectos importantes. 
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1) No se menoscaba el principio fundamental, consa- 
grado en la CONVEMAR, de que los fondos marinos y 
oceánicos son patrimonio común de la humanidad. 


2) El Acuerdo se aplica estrictamente a la Zona y por lo 
tanto respeta los derechos del país sobre la plataforma 
continental, cualquiera sea el límite exterior que oportuna- 
mente adopte. 


La adopción del Acuerdo no significa nuevas obligacio- 
nes financieras para el Uruguay. 


Por lo expuesto, esta Asesoría entiende que no existen 
observaciones del punto de vista económico que formular, 
por lo que el presente refrendo estaría en condiciones de ser 
aprobado. 
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ASESORIA JURIDICA 


Montevideo, 7 de julio de 2005. 


Señor Ministro: 


ANTECEDENTES 


Tratan estos obrados del refrendo solicitado por el 
Ministerio de Relaciones Exteriores, por el cual se somete 
a aprobación parlamentaria la Parte XI de la Convención de 
la ONU sobre el Derecho del Mar aprobada el 10 de diciem- 
bre de 1982. 


Antecedentes 


Con fecha 29 de julio de 1992, se ratifica la CONVEMAR 
VI “La Zona” que regula la parte de los fondos marítimos 
más allá de la plataforma continental. 


La Res. N* 2749 de la Asamblea General de la ONU, 
considera Patrimonio común de la Humanidad y por tanto 
fuera de la jurisdicción nacional de todo estado. 


Establece la definición de dicha Zona, los principios que 
la rigen, como han de aprovecharse sus recursos, y como ha 
de constituirse y funcionar la Autoridad Internacional que 
habrá de administrarlos. 


El Acuerdo y la CONVEMAR deben ser interpretadas 
como que fueran un solo texto. 


Entró en vigencia con la ratificación de 60 Estados, pero 
que no incluían las grandes potencias marítimas mundiales, 
lo que dificultó y entorpeció la aplicación de la norma. En 
1990 el Secretario General de la ONU llamó a una serie de 
conversaciones informales a los efectos de determinar los 
aspectos más importantes que dificultaban la ratificación 
de la de CONVEMAR, uno de los identificados fue la regla- 
mentación de la Zona ya que afectaba los intereses econó- 
micos de Estados que realizaron grandes inversiones para 
preparar la explotación. 


Se establece como principio que el establecimiento y 
funcionamiento de los órganos como del sistema debe rea- 
lizarse de modo eficaz en función de los costos y crite- 
rios especificados para los órganos y los órganos subsidia- 
rios. 


Establece o mejor dicho reconoce la Autoridad de los 
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Fondos marítimos dándole nuevas atribuciones y dirigién- 
dola fundamentalmente a las tareas que requieren atención 
inmediata. 


Se aprobó un Procedimiento de aprobación de los Planes 
de Trabajo para explotación brindando mayor resguardo a 
las inversiones. 


El Presupuesto de la autoridad durante el primer año se 
solventara con el de la ONU, la empresa no comenzará a 
operar independiente sino representada por la Secretaría de 
la Autoridad. 


Al comenzar la explotación iniciará su actuación median- 
te emprendimientos conjuntos, el acuerdo establece ciertas 
disposiciones específicas a esta etapa que comienza a 
actuar con independencia de la Secretaría. 


Se establece el consenso como norma general para la 
toma de decisiones de todos los Órganos de la Autoridad, 
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en caso de imposibilidad se adoptarán el procedimiento 
previsto en la CONVEMAR. Se determinan los principios 
básicos para el establecimiento de normas, reglamentos, 
procedimientos relativos a las disposiciones financieras de 
los contratos a ser suscrito por la Autoridad. Tiene dos 
aspectos importantes para el país: que respeta el principio 
de que los fondos oceánicos son patrimonio común de la 
Humanidad y que sus disposiciones se aplican a la Zona y 
no a la plataforma continental. 


El Acuerdo complementa la CONVEMAR con formulas 
pragmáticas y dosis de realismo. Ayuda a superar los obs- 
táculos que existían para la aceptación universal de la 
CONVEMAR. 


Por todo lo cual se encuentra adecuado de derecho y en 
condiciones de ser refrendado, lo cual recomiendo. 


Saluda a Ud. Atentamente. 
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10 de abril de 2007 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 
(Se lee) 
- En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor Senador 
Abreu. 


SEÑOR ABREU.- Señor Presidente: voy a ser breve a 
pesar de que este tema, que puede parecer nimio, es muy 
importante. 


Concretamente, se refiere a la parte que regula lo relativo 
alos fondos y los subsuelos marítimos que se encuentran 
más allá de la plataforma continental. Por lo tanto, regula 
espacios no sometidos a jurisdicción nacional donde, como 
todos sabemos, hay riquezas ilimitadas; esto está regla- 
mentado por la Convención sobre el Derecho del Mar. La 
mencionada Convención tenía un Capítulo XI que incluía 
una reglamentación de carácter solidario y dirigista, que 
mereció una seria resistencia y motivó que los Estados 
Unidos no lo firmaran -como otros países desarrollados e 
industrializados-, porque reservaba esa explotación a los 
Estados e incluso a empresas estatales. 


Esto fue impulsado en aquel tiempo por el Grupo de los 
77 que incorporó al Tratado estas normas del Capítulo XI, 
cuyo criterio era, como dije, de carácter dirigista y con un 
sentido estatal en cuanto a la explotación de los recursos de 
estas zonas no sujetas a jurisdicción. 


El Capítulo XI fue modificado; en 1964 se alcanzaron las 
sesenta firmas a estos efectos y, por tanto, se alteró el 
sistema de explotación y se incorporó a las empresas priva- 
das o de los países industrializados dentro de un sistema de 
regulación que no afecta la viabilidad ni la vigencia de la 
Convención sobre el Derecho del Mar. 


Aclaro que la Convención sobre el Derecho del Mar para 
nosotros es muy importante porque, entre otras cosas, 
establece la jurisdicción de 200 millas que con tanta fuerza 
hemos defendido, entre otros aspectos. Inclusive, existe la 
posibilidad de extender las 200 millas a 300, en función de 
los estudios que está realizando la Marina junto con algu- 
nos Ministerios, a los efectos de ampliar nuestra soberanía 
y la explotación de estos recursos. 


Esto se refiere a la zona que está fuera de la jurisdicción. 
En ese sentido, el Uruguay no tiene mucho que agregar en 
esta norma, porque el Tratado ya está vigente; se alcanza- 
ron las disposiciones necesarias y se han incorporado los 
países industrializados que han firmado eliminando la reti- 
cencia inicial que se tenía en función de criterios distintos. 
Obviamente, hay una visión que siempre surge de las gran- 
des potencias en cuanto al manejo y administración de 
recursos naturales y, sobre todo, de estos que estamos 
hablando. 
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De todas maneras, señor Presidente, recomendamos la 
aprobación de este proyecto de ley por parte del Parlamen- 
to, a efectos de que el Acuerdo sea ratificado en virtud de 
que ya está en vigencia. Además, con esta aprobación, el 
Uruguay tiene la posibilidad de participar, ya con ple- 
no derecho, en un órgano de administración de estos re- 
cursos. 


Nada más. Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sino se hace uso de la palabra, 
se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota:) 

-19en 21. Afirmativa. 

En discusión particular. 

Léase el artículo único del proyecto de ley. 

(Se lee:) 

SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 


“Artículo Unico.- Apruébase el Acuerdo Relativo a la 
Aplicación de la Parte XI de la Convención de las Nacio- 
nes Unidas sobre el Derecho del Mar de 10 de diciembre de 
1982, suscrito por la República el 29 de julio de 1994, en la 
sede de la Organización de las Naciones Unidas, en Nueva 
York”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-21en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda sancionado el proyecto de ley, que se comunicará 
al Poder Ejecutivo. 


(No se publica el texto del proyecto de ley sancionado, 
por ser igual al considerado) 


26) INTEGRACION DEL CUERPO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de un asunto llega- 
do a la Mesa. 


(Se da del siguiente:) 
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SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 
“Montevideo, 10 de abril de 2007. 


SEÑOR PRESIDENTEDELA 
CAMARA DESENADORES 
DON RODOLFO NINNOVOA 


Señor Presidente: 


Pongo en su conocimiento que en sesión de la fecha la 
Corte Electoral aprobó la resolución que a continuación se 
transcribe: 


LACORTEELECTORAL RESUELVE: 


1. Proclámase Senador al segundo titular de la lista de 
candidatos sublema “Todos por el cambio” señor Gonzalo 
Gaggero del Partido Encuentro Progresista-Frente Amplio- 
Nueva Mayoría y suplentes los señores Luis Oliver, Gusta- 
vo Guarino y Gustavo Marella. 


2. Dichas proclamaciones se hacen con carácter 
temporal y entre los días 10 y 13 de abril, y en el concep- 
to de que se han cumplido las condiciones establecidas 
en el artículo 116 de la Constitución y en el artículo 3" de la 
Ley N* 10.618, de 24 de mayo de 1945”. Firman: Carlos A. 
Urruty, Presidente. Alfonso Mario Cataldi, Secretario Le- 
trado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se comunica al Cuerpo que el 
señor Gonzalo Gaggero ha presentado nota de desistimien- 
to, no aceptando por esta única vez la convocatoria, por lo 
que queda incorporado a la Cámara de Senadores el señor 
Luis Oliver. 


Dese cuenta de otro asunto llegado a la Mesa. 
(Se da del siguiente:) 


SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 


“Montevideo, 10 de abril de 2007. 


SEÑOR PRESIDENTEDELA 
CAMARA DESENADORES 
DON RODOLFO NINNOVOA 


Señor Presidente: 


Pongo en su conocimiento que en sesión del día de hoy 
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la Corte Electoral aprobó la resolución que a continuación 
se transcribe: 


LA CORTEELECTORAL RESUELVE: 


1. Proclámase Senador al cuarto titular de la lista de 
candidatos sublema “Todos por el cambio” señor Enrique 
Soto del Partido Encuentro Progresista-Frente Amplio- 
Nueva Mayoría y suplentes los señores Carlos Abin, Claudia 
Palacio y Germán Lezama. 


2. Dichas proclamaciones se hacen con carácter tempo- 
ral y por el término de la licencia concedida a la señora 
Senadora Margarita Percovich y en el concepto de que se 
han cumplido las condiciones establecidas en el artículo 
116 de la Constitución y en el artículo 3* de la Ley N* 10.618, 
de 24 de mayo de 1945”. Firman: Carlos A. Urruty, Presiden- 
te. Alfonso Mario Cataldi, Secretario Letrado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Oportunamente será convocado 
el suplente correspondiente. 


27) SOLICITUD DE VENIA DEL PODER EJECUTIVO 
PARA DESTITUIR DE SU CARGO A UN FUN- 
CIONARIO DEL MINISTERIO DE VIVIENDA, OR- 
DENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIEN- 
TE 


SEÑOR PRESIDENTE.- Corresponde que el Senado pase 
a sesión secreta. 


(Así se hace. Es la hora 18 y 37 minutos) 
(En sesión pública) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, sereanuda la 
sesión. 


(Es la hora 18 y 38 minutos) 
- Dese cuenta de lo actuado en sesión secreta. 


SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 
La Cámara de Senadores, actuando en sesión secreta, ha 
concedido al Poder Ejecutivo la venia solicitada para des- 
tituir de su cargo, por las causales de ineptitud moral y de 
omisión de los deberes inherentes a su cargo, a un fun- 
cionario del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territo- 
rial y Medio Ambiente, señor Héctor Ramón Martínez 
Martínez. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se realizarán las comunicacio- 
nes pertinentes. 
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28) SE LEVANTA LA SESION 


SEÑOR PRESIDENTE.- No habiendo más asuntos, se 
levanta la sesión. 


(Así se hace, a la hora 18 y 39 minutos, presidiendo el 
señor Rodolfo Nin Novoa y estando presentes los señores 
Senadores Abreu, Amaro, Antía, Baráibar, Bentancor, 
Breccia, Cid, Couriel, Dalmás, Fernández Huidobro, Heber, 
Lapaz, Long, Michelini, Moreira, Oliver, Percovich, 
Rodríguez, Saravia, Topolansky y Xavier). 
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